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El siguiente trabajo analiza desde las representaciones sociales de magistradas y 
magistrados de la Rama Judicial, las providencias, autos y sentencias en materia 
de jueces de paz, encontrando interpretaciones contradictorias y ambiguas a la hora 
de definir competencias, facultades, faltas, sanciones y ejecuciones, entre otros. El 
estudio tiene su base en la teoría sobre las representaciones sociales planteada por 
Moscovici, y se entiende en el marco de la Ley 497 de 1999. También se analiza la 
incidencia de dichas representaciones en sus providencias, autos y sentencias, 
desde su creación –jueces de paz- en la Constitución de 1991. 




The following work analyzes from the social representations of magistrates and 
magistrates of the Judicial Branch, the decisions in the matter of judges of peace, 
finding contradictory and ambiguous interpretations when defining competences, 
faculties, faults, sanctions and executions, among others. The study is based on the 
theory of social representations proposed by Moscovici, and is understood within the 
framework of Law 497 of 1999. It also analyzes the impact of those representations 
on the judicial decisions, since their creation -judges of peace- in the Constitution of 
1991. 








En los roles de los jueces de las demás jurisdicciones, trata de integrarse el rol que 
deben cumplir los jueces de la jurisdicción especial de paz, creados por la Carta 
Política de 1991, tan diferente al de los primeros. 
Particularmente, porque el pensamiento de las personas que deciden en las cortes 
de cierre, está embebido en tantas leyes, derechos, deberes, que les hace imposible 
imaginar la justicia de una forma tan diferente, lejos de formalismos, de pasos a 
seguir, de marcos reglados con anticipación, solo sujeta a la Carta Política. 
No poca importancia tiene sobre los jueces de paz, la visión que las Cortes de cierre 
tienen sobre el papel que aquellos tienen que cumplir, dado que la interpretación de 
estas, tanto en las decisiones de constitucionalidad como en las de tutela, incide en 
el imaginario de los primeros, ya que para el ejercicio de tal cargo, no se requiere la 
calidad de abogado, por lo cual, acogen las decisiones de los segundos. Además 
de las sentencias de constitucionalidad sobre las leyes que los rigen, sus 
actuaciones son juzgadas disciplinariamente, tomándose decisiones que reparan 
en sus acciones y juzgan su comportamiento por la comisión de faltas. 
Lo más importante, es que estas representaciones sociales que hacen las Cortes 
de cierre, sobre las actuaciones y los fallos de los jueces de paz, quedan 
contempladas en un discurso que modifica lo que debe ser un juez de paz, al 
introducir un lenguaje jurídico, un proceso legal, unas leyes sustanciales y 
procesales, unos conceptos legales, etc., lo cual incide necesariamente en el 
concepto de su rol y en el devenir de sus actuaciones, cambiando la forma de 
concebirse en la práctica como jueces, que deciden con base en la equidad, y no 
en la ley, como los primeros. 
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En palabras de esta misma autora, “…observamos la necesidad de esta 
investigación para que se conozcan las contradicciones en que incurren las -
jurisdicciones en derecho frente a dicha jurisdicción especial, el tratamiento de 
órganos de descongestión que se les dá, el tratamiento de jueces que deben 
conocer y aplicar el derecho, confundiéndoselos no pocas veces con la jurisdicción 
ordinaria, desfigurando su esencia de juez de equidad y para la comunidad”1.  
El objetivo general será el de identificar el núcleo figurativo que compone tales 
representaciones sociales, y el objetivo específico será el de aportar a las demás 
jurisdicciones el conocimiento necesario para no tergiversar a la jurisdicción 
especial, dándole el tratamiento de justicia formal, como si estuviera únicamente 
destinada a servirle de descongestión a esta, desconociendo su carácter 
comunitario y equitativo, ajeno a toda ley y regulación, que no sea la de su creación 
y la misma Carta Política. 
Se analizará el lenguaje de los significados que le dan las cortes de cierre, a las 
actuaciones en equidad, es decir, el análisis cualitativo, para descubrir qué nuevo 
conocimiento brinda a la academia, cómo puede incidir en los futuros 
comportamientos de los jueces de paz, y sobre todo, para llamar la atención de los 
primeros, del legislador y de la academia, para fijar una doctrina con vocación de 
permanencia sobre este tema. 
Se espera demostrar que ha sido equivocadamente entendida la función de los 
jueces de paz, por parte de las cortes de cierre, y aportar al derecho, elementos 
para que se entienda que el juez de paz no debe pertenecer a la Rama Judicial, 
sino a una jurisdicción especial, y por lo tanto, que a sus actuaciones y decisiones, 
debe dárseles el tratamiento que les corresponde, tener su propio procedimiento 
                                            
1 CANOSA SUÁREZ, Paulina. Ponencia representaciones sociales de las juezas y de los jueces de 
la justicia ordinaria sobre las actuaciones y fallos en equidad de la justicia de paz en Colombia. IV 
encuentro Latinoamericano de Metodología de las Ciencias Sociales, Heredia, Costa Rica. [en línea] 




para su ejercicio, y unas leyes propias y distintas de las de los demás jueces, para 
ser disciplinados. 
Se pretende contrastar la forma como ha sido implementada y ha venido 
desarrollándose la jurisdicción de paz frente a las demás jurisdicciones, porque en 
la práctica, en la doctrina y en la jurisprudencia, ha ido tergiversado el objeto de la 
primera jurisdicción, convirtiéndola en un aparte de la segunda, o dándole tal 
tratamiento. 
Este trabajo radica en analizar las representaciones sociales de magistrados de las 
Cortes de Cierre, que tienen la última palabra en materia de jueces de paz. 
Como bien se sabe, de acuerdo al artículo 86 de la Carta Política, todas las personas 
pueden acudir a cualquier juez, en procura de la tutela de sus derechos 
fundamentales. Cada juez tiene un superior jerárquico, y al final, todas las acciones 
de tutela deben ser enviadas a la Corte Constitucional, por lo cual, las decisiones 
definitivas de todos los jueces deben enviarse a dicha Corte, para su revisión 
discrecional. 
Por ello, en materia de tutela, únicamente serán estudiadas las decisiones de la 
Corte Constitucional, por ser las de cierre de todas las jurisdicciones en el país. Es 
decir, que son aquellas definitivas y obligatorias, las que tienen que seguir todos los 
jueces, como precedente, cuando tomen decisiones de tutela en casos similares. 
En los casos de los jueces de paz, sus decisiones pueden ser cuestionadas por 
inconstitucionales, mediante las acciones de tutela, y todas las decisiones deben 
ser enviadas a la Corte Constitucional. No son muchas las decisiones que han sido 
revisadas por esta Corte, y todas ellas son de consulta obligatoria para todos los 
jueces del país, cuando van a tomar decisiones sobre jueces de paz.  
De ahí que se considere de importancia capital su análisis en este trabajo, porque 
son la fuente de decisiones similares, y si estas contienen conceptos o conclusiones 
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erradas, estas serán aplicadas, siguiendo el precedente constitucional, muchas 
veces sin mayor análisis, reflejando las representaciones sociales que los órganos 
de cierre hacen, las que al ser compartidas, a su vez, dan lugar a reelaboraciones, 
donde se concretan los procesos de objetivación y anclaje. 
Por esto, serán tenidas en cuenta en este trabajo, todas las sentencias de tutela de 
la Corte Constitucional, órgano de cierre de todas las jurisdicciones en materia 
constitucional, y no las de otras Cortes, porque no son órgano de cierre en tutela. 
Por otra parte, es la Corte Constitucional, la que se pronuncia acerca de la 
Constitucionalidad de las normas cuando es denunciada su inconstitucionalidad, es 
decir, cuando se cuestiona que su contenido se aparta de los preceptos 
constitucionales, los contrarían, y deben ser apartadas del ordenamiento o 
condicionar su interpretación o aplicación, papel que cumple la Corte Constitucional, 
con las acciones públicas de constitucionalidad.     
Por ello el trabajo se limita, por una parte, a las providencias de la Corte 
Constitucional, tomadas en todas las acciones de tutela y de constitucionalidad, 
porque cobijan todas las decisiones de las jurisdicciones formales, del Estado, tales 
como la ordinaria, la contenciosa y la disciplinaria.  
Estas últimas, a las que la Corte Constitucional llama ordinarias, por oposición a las 
especiales, no tiene nada que ver con otras clasificaciones con las que estamos 
acostumbradas las personas que nos dedicamos al oficio del derecho, que la Carta 
Política contemple en los artículos 246 y 247. 
Unas son las jurisdicciones a la que todas las personas deben someter los 
conflictos, la ordinaria -civil, penal, laboral-, la contenciosa administrativa -
administrativa-, o la disciplinaria, que en este trabajo se llaman jurisdicciones 
distintas de las especiales, que son la indígena y la de paz. 
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También, algunas sentencias y autos de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, desde los primeros procesos que arribaron con 
posterioridad a su creación, hasta 2016, para ver cuáles son las representaciones 
sociales de la justicia en derecho o formal, sobre lo que deben ser las actuaciones 
y las decisiones de la justicia de paz. La muestra no es probabilística o dirigida a 
algunos propósitos, pues, finalmente, cualquiera de las decisiones sobre jueces de 
paz, debe servir para obtener la generalización que caracteriza la investigación, que 
es la finalidad. 
Se busca establecer si se reconoce diferencia radical entre los jueces de paz y los 
demás de la Rama Judicial, en los objetos de su competencia, sus métodos para 
asumirla, sus límites, sus faltas y sus sanciones.  
Desde la posición de la autora, como magistrada de la jurisdicción disciplinaria, y 
por ello con competencia para investigar disciplinariamente a los jueces de paz, por 
disposición del artículo 216 de la Ley 734 de 2002, se observa la necesidad de esta 
investigación para que se conozcan las contradicciones en que incurren las cortes 
de cierre, frente a dicha jurisdicción especial de paz, el tratamiento de órganos de 
descongestión que se les da, el alcance como si fueran jueces, que deben conocer 
y aplicar el derecho, confundiéndoseles no pocas veces con los demás funcionarios 
judiciales, desfigurando su esencia de juez destinado a resolver en equidad los 
pequeños conflictos de la comunidad. 
Y en materia disciplinaria, por la existencia de unas caóticas decisiones acerca del 
alcance de dicha jurisdicción, y su tendencia mayoritaria y no pacífica, al tratarla 
como a las demás jurisdicciones, so pretexto de aplicar el “derecho a la igualdad”. 
Se espera contribuir a que la doctrina y la jurisprudencia puedan controvertir, 
comprobar, precisar, discutir, verificar, etc., el planteamiento, a fin de que se 
redirijan a fijar posiciones clarificadoras de la aplicación e interpretación de la ley 
que desarrolla el artículo 247 de la Carta Política. Además, contribuir a enriquecer 
doctrinalmente los debates que se adelanten en el Congreso de la República, los 
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fallos de tutela dictados por el órgano de cierre o las decisiones de 
constitucionalidad sobre la ley que profiera la Corte Constitucional, lo mismo que las 
decisiones disciplinarias emanadas de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura. 
Los resultados que se deriven de la investigación, podrán tener aplicación en la 
práctica con las capacitaciones que se haga a los jueces de paz, la Escuela Judicial 
Rodrigo Lara Bonilla, entre otras, como en las demás jurisdicciones, que conocen 
repetidamente acciones de tutela contra aquellos, y que deben seguir los 
lineamientos que trazan tanto la Corte Constitucional, como la Jurisdicción 
Disciplinaria. 
Además, como la figura de los jueces de paz, que existe en Colombia, es distinta 
de la contemplada en otros países de América Latina, como en Perú, en donde tiene 
un arraigo cultural e histórico casi ancestral, puede servir a la doctrina internacional 
para comparar qué sucede cuando la justicia comunitaria es impuesta por la Carta 
Política, sin un verdadero sustento consuetudinario, y sobre todo, sin separarla 
radicalmente de las demás jurisdicciones de la Rama Judicial.  
En relación con el derecho comparado, no se pasa por alto que el incluir a los jueces 
de paz, en la Rama Judicial, esta misma situación se presenta en Perú y Argentina. 
El problema de investigación parte de la observación de la situación actual en torno 
a la forma en que ha sido interpretada por la jurisprudencia y la doctrina, la 
jurisdicción de paz en Colombia, y sus facultades para decidir los conflictos que 
sean puestos voluntaria y de común acuerdo en su conocimiento, reglados por la 
Ley 497 de 1999. 
Y en lo que tiene que ver con jueces de paz, el artículo 116 de la Carta Política2, al 
desarrollar la estructura del Estado, a que se refiere el título V, en el cual se halla 
                                            




ubicado, y concretamente, al referirse a las funciones y estructura de la Rama 
Judicial, dice que administran justicia, la Corte Constitucional, la Corte Suprema de 
Justicia, el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, y también la justicia penal militar. 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales, y excepcionalmente, podrá 
atribuirse la función a determinadas autoridades administrativas, y transitoriamente 
a particulares en condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en 
la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad. 
No se menciona en el artículo 116 de la Carta Política, a los jueces de paz, ni a las 
autoridades indígenas.  
Y cuando habla de conciliadores o de árbitros habilitados para proferir fallos en 
equidad, se refiere a la jurisdicción ordinaria y no, a la especial de paz.  
A su vez, el artículo 152 de la Carta Política dispone que, mediante Ley Estatutaria, 
debe regularse la administración de justicia. Nótese que se trata de la justicia del 
Estado, ordinaria o formal, aquella a la que todas y todos podemos llevar a otros, 
para la solución de nuestros conflictos, o ser llamados para lo mismo.  
El título VIII de la Constitución Política de Colombia, se refiere a la Rama Judicial, 
el capítulo I, en las disposiciones generales, detalla las mismas autoridades 
mencionadas en el artículo 116 de la Carta, entre quienes no están los jueces de 
paz. Los capítulos subsiguientes se refieren a las jurisdicciones ordinaria, 
contenciosa administrativa y constitucional, y en el capítulo V, trata de las 
Jurisdicciones Especiales, entre la que se encuentran los jueces de paz. 
Podría decirse que cuando el artículo 116 menciona a los jueces como miembros 
de la Rama Judicial, estaría nombrando también a los jueces de paz, pero no se 
explica por qué, entonces, el artículo 230 impone el sometimiento de los jueces, a 
la ley, teniendo a la equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho 
y la doctrina como criterios auxiliares de la actividad judicial, mientras que el artículo 
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247, dispone que la ley podrá crear jueces de paz, encargados de resolver en 
equidad conflictos individuales y comunitarios. 
El artículo 230 no menciona a los jueces de paz, ni el 247 menciona a los demás 
jueces de la Rama Judicial. 
Debe destacarse:  
Primero, la jurisdicción de paz es una jurisdicción especial que debe de resolver en 
equidad conflictos individuales y comunitarios. 
Segundo, la jurisdicción ordinaria está sometida a la ley y tiene a la equidad como 
criterio auxiliar de la actividad judicial. 
Creados los jueces de paz por la Ley 497 de 1999, la cual tiene el carácter de ley 
ordinaria y a la vez estatutaria3, esta dispuso el procedimiento que deberían seguir 
y toda la regulación acerca de su funcionamiento. Este procedimiento consta de dos 
etapas: Una conciliatoria o autocompositiva en equidad, y de fracasar esta, se 
dictará el fallo en equidad. 
Por su parte, dentro de la justicia ordinaria, se han hecho ingentes esfuerzos por 
buscar el tratamiento de los conflictos de tal manera que permitieran una salida a la 
violencia y la búsqueda de la paz. De ahí que se hayan implementado métodos 
alternativos de manejo de conflictos dentro de los que se cuenta la conciliación en 
equidad4. 
Lo anterior para resaltar que encontramos la figura de la conciliación en equidad 
tanto en la “jurisdicción ordinaria o del Estado” como en la jurisdicción de paz. 
                                            
3 CÁRDENAS TORRES, Pablo Enrique. jueces de paz. Nuevo paradigma de justicia democrática. 
Editorial Legis S.A,. Bogotá, D.C. 1ra edición, 2002. pág. 72 
4 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 23 de 1991. Por medio de la cual se crean mecanismos para 
descongestionar los Despachos Judiciales, y se dictan otras disposiciones. 
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No obstante, entratándose de jueces de paz, la conciliación en equidad es una etapa 
del proceso, y cuando no se logra, el juez de paz se convierte en un “verdadero 
juez”, en términos de la Corte Constitucional, en el sentido de que queda facultado 
para resolver el conflicto.  
El poder resolver el conflicto, es la cualidad que distingue a todo juez. El juez de paz 
debe hacerlo cuando fracasa la conciliación por no lograrse un acuerdo que lo 
resuelva. No sucede lo mismo con el conciliador en equidad de la justicia ordinaria, 
quien nunca tiene la competencia para resolverlo. 
La mirada de la justicia ordinaria sobre el actuar del juez de paz, desde la forma y 
modo de asumir la competencia para ocuparse del conflicto, la conciliación y su 
ejecución, su desempeño si fracasa la conciliación, hasta cuando decide el conflicto, 
y también su ejecución, serán puntos de interés de este trabajo, porque de ellos 
tienen que ocuparse las cortes de cierre, cuando llegan a su conocimiento los temas 
de la jurisdicción especial de paz, por tres vías:  
Por demanda de inconstitucionalidad de la ley de creación o de alguna de sus 
normas, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su 
formación5. 
Por acción de tutela, de la que pueden conocer todos los jueces, al tenor del artículo 
86 de la Carta Política, de acuerdo a las reglas de competencia fijadas por el Decreto 
2591 de 1991, y las decisiones de la Corte Constitucional, decisión que en todo caso 
debe ser enviada a la dicha Corte, para su eventual revisión6. 
Por queja disciplinaria en contra del juez de paz, siendo competentes en primera 
instancia para la investigación, las salas jurisdiccionales disciplinarias de los 
                                            
5 COLOMBIA. Constitución Política de 1991. Artículo 241.4 
6 COLOMBIA. Constitución Política de 1991, Artículos 86, 241.9; PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 
DE COLOMBIA. Decreto 2591 de 1991 artículos 31 a 33 
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consejos seccionales de la judicatura, del lugar donde haya ocurrido la acción o la 
omisión, y en segunda instancia, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura7. 
No sobra recordar que contra las decisiones de estas Salas, también es procedente 
la acción de tutela8. 
No tiene razón de ser una jurisdicción especial, como la de paz, que es sujetada a 
la ley ordinaria por las cortes de cierre, confundiendo las competencias de esta 
jurisdicción especial con las demás, llevando a la jurisdicción de paz, a ser una parte 
de la jurisdicción ordinaria, al no tratarla en sus decisiones como una jurisdicción 
especial, al exigirle sujeción a la ley. 
Como esto ha pasado inadvertido por la comunidad académica, debe hacerse este 
estudio, para probar que no solamente se contradice consigo misma la Jurisdicción 
Constitucional, sino que la Jurisdicción Disciplinaria no ha tenido nunca decisiones 
coherentes. Esto, dará la posibilidad, primero, de conocer esta situación, de poder 
compararse con las decisiones de la suprema intérprete de la Constitución, y 
segundo, de tomar por sí mismas decisiones que las ubiquen como jueces 
modernos, conocedores de sus realidades y de las disposiciones constitucionales. 
El planteamiento proporcionará elementos de juicio que permitan ubicar a la 
jurisdicción de paz en el lugar que le corresponde, e ilustrar acerca de la necesidad 
de regular legalmente, si es necesario, la existencia de jueces de pequeñas causas, 
promiscuos, dentro de la jurisdicción ordinaria, que se ocupen de los casos que no 
deben estar a cargo de los jueces de paz.  
Es un tema de conocimiento e interés de la autora, como quiera que se desempeña 
como magistrada de Consejo Seccional de la Judicatura, desde hace más de 18 
                                            
7 COLOMBIA. Constitución Política de 1991, Artículo 256; CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 270 de 
1996, artículos 111 y 112 
8 COLOMBIA. Constitución Política de 1991. Artículo 83 
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años, razón por la cual tiene competencia para investigar disciplinariamente a las 
juezas y los jueces de paz, así como para resolver acciones de tutela contra 
decisiones disciplinarias. En tal virtud, la autora conoce el problema jurídico no solo 
desde las decisiones de Constitucionalidad y de tutela que ha tenido que consultar 
para ilustrarse, sino desde el conocimiento del marco teórico contenido en la Carta 
Política, que contempla las jurisdicciones especiales, de la Ley 734 de 2002, 
procedimiento para la investigación disciplinaria contra las juezas y los jueces de 
paz, y de la Ley 497 de 1999, que regula sustancialmente esta Jurisdicción Especial 
y contempla el procedimiento que deben seguir en los asuntos de su competencia, 
las faltas y la única sanción disciplinaria que puede imponérseles. Y desde esa 
privilegiada posición, se facilita conocer el gran debate que ha dado la Jurisdicción 
Disciplinaria, sin ponerse de acuerdo en el tratamiento de las actuaciones y fallos 
de los jueces de paz, que oscila entre ubicarlos como jueces de otras jurisdicciones, 
olvidando la jurisdicción especial a la cual pertenecen, y su esencial trámite y 
procedimiento, lo mismo que el tratamiento disciplinario que debe dárseles, 
exigiéndole respeto a leyes, o aplicándoles leyes que finalmente también los traen 












CAPÍTULO I: MARCO TEÓRICO Y ESTADO DEL ARTE 
 
La teoría de las representaciones sociales cuenta con un corpus teórico cada vez 
más extenso desde la postulación de sus bases en el año de 1961, por Serge 
Moscovici, y su trabajo titulado, El psicoanálisis, su imagen y su público. Desde 
entonces, esta teoría perteneciente a la psicología social, se ha convertido en una 
de las herramientas teóricas más empleadas desde las ciencias sociales para el 
estudio referente a la ideología y su reproducción, así como los estudios sobre los 
valores compartidos en una sociedad9. 
En tanto que teoría, las representaciones sociales son el producto del influjo de 
importantes trabajos sociológicos, especialmente de conceptos elaborados el 
estructuralismo francés de Durkheim y el concepto de “Representaciones 
Colectivas” de su obra “Las formas elementales de la vida religiosa de 1912”. 
También en esta teoría confluyen elementos de la incidencia del lenguaje en el 
conocimiento de las teorías y los estudios de la infancia de Jean Piaget y 
presupuestos elementos del psicoanálisis de Freud. Por ello, y como afirma el propio 
Moscovici, “el concepto de representaciones sociales, debe ser rescatado, para que 
no se le adjudique a trabajos y conceptos antecesores que en apariencia se refieren 
a cosas similares”10. 
Lo anterior es de suma importancia ya que el propio Moscovici recalca que hay una 
cercanía palpable entre la psicología social con la sociología y la antropología, en 
cuanto a su objeto de estudio, por lo que más que un dominio autónomo que vendría 
a tener la psicología social y la teoría de las representaciones sociales, tiene sobre 
                                            
9 MOSCOVICHI, Serge. Introduction: Le domaine de la psychologie sociale par Serge Moscovici. En 




todo, una perspectiva a la hora de abordar los fenómenos concernientes al conjunto 
de valores que comparten las personas en una sociedad. Perspectiva que se 
distingue porque aspira a superar una dicotomía sujeto-objeto que según Moscovici, 
imperaba en el estudio de la psicología (Ego-Objeto), o en algunos enfoques de la 
sociología (Individuo, organismo, clase social, Estado etc.-Objeto), “para no llegar a 
explicaciones puramente psicológicas o puramente sociológicas”11. 
El enfoque de la psicología social que propone Moscovici, parte también (como la 
sociología), del hecho de que existe una multitud de sujetos que comparten una 
misma visión del mundo. Es decir, cuando el objeto tiene un valor social, este se 
representa desde un interés o una institución. Así que en la construcción y visión 
del objeto social en cuestión, hay un saber según Jodelet, “que es específico y por 
ende que proviene de los diversos grupos a los que dicho sujeto se circunscribe”12.  
Es decir, de acuerdo a lo estipulado por Moscovici, hay una relación que se realiza 
entre tres términos que conforman la perspectiva de la psicología social (Sujeto 
individual – Sujeto social – Objeto), elementos que permiten esclarecer, las formas 
de hacer presentes ciertas realidades sociales por parte de un individuo 
perteneciente a un grupo social, que opta por las formas de interpretación más 
familiares y menos originales. 
Tradicionalmente, se conoce a la teoría de las representaciones sociales como 
“análisis del sentido común”13 , definición esclarecedora dado que identifica los 
elementos generales de un pensamiento que comparten un conjunto de sujetos, 
que bien podrían ser analizados desde una perspectiva económica, política o 
cultural. No obstante, es preciso resaltar que la teoría de las representaciones 
                                            
11 MOSCOVICHI, Serge. El psiconálisis su imagen y su público. Buenos Aires: Huemul SA. 1979 
12 JODELET, Denise Les représentations sociales. En S. Moscovici, Psychologie sociale. París: 
Presses univertaires France. 2011 
13 MATERÁN, Angie. Las Representaciones Sociales: Un Referente Teórico Para la Investigacion 




sociales, no se limita al conjunto de elementos valorativos o ideológicos de diversos 
grupos sociales, sino, también, apunta al proceso mediante el cual este 
conocimiento valorativo es socialmente creado. De ahí que más que, ser prejuicio, 
opinión o actitud, es un conocimiento común que se manifiesta en la operación de 
procesos generativos y funcionales socialmente. Según la definición de Denise 
Jodelet: “Le concept de représentation sociale désigne une forme de conaissance 
spécifique, le savoir du sens commun, dont les contenus manifestent l´opération de 
processus génératifs et fonctionnels socialement marqués. Plus largement, il 
désigne une forme de pensé sociale”14. 
Para Jodelet, es imprescindible aclarar que la representación social está definida 
por un contenido (un conjunto de informaciones, imágenes, actitudes, opiniones 
etc.), acerca de un objeto (una actividad a realizar, un evento económico, un 
personaje social, etc.), establecida por un sujeto (individuo, clase social, grupo etc.), 
en relación con algún otro sujeto, lo que define su carácter social, es decir, 
compartido. Así, teniendo presente lo anterior, hay que decir que la representación 
será determinada dependiendo del tipo de sujeto y al lugar que este ocupe en la 
sociedad, en determinado grupo económico o cultural, en la cual se puede 
evidenciar cuál es su relación con el objeto, a partir de la concepción y 
representación que haga del mismo.  
Como representación, esta es un acto del pensamiento mediante la cual un sujeto 
se relaciona con determinado objeto, la representación mental de una cosa ausente 
ya sea persona, evento, objeto, idea o cualquier otra cosa. Lo decisivo en la 
representación es, según esta autora, que esta reemplaza como acto del 
pensamiento a la cosa ausente y termina por ello tomando su lugar, siendo no sólo 
una reproducción de la cosa ausente, sino que “necesariamente comporta una 
                                            
14 JODELET, Denise. Les représentations sociales. En S. Moscovici, Psychologie sociale. París: 
Presses univertaires France. 2011. Pag. 367 
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construcción” en el acto de la comunicación individual o colectiva de dicho saber, o 
representación. Jodelet muestra algunos de sus elementos característicos: 
1) Las representaciones sociales, siempre son la representación de un objeto. Como 
ya se advirtió, este objeto, que puede ser variable, es percibido por un sujeto, que 
puede ser individual o colectivo, pero que no deja por ello de ser social. En la 
representación que dicho sujeto tiene con el objeto, se hace evidente cuál es su 
relación con este, en virtud del lugar que ocupe en diversos grupos sociales, 
profesionales, económicos y demás. 
2) Hay claramente un aspecto imaginativo de la representación, con una fase 
figurativa y simbólica. Citando a Moscovici, Jodelet afirma que a toda figura le 
corresponde un sentido y a todo sentido, le corresponde una figura, haciendo 
énfasis en los elementos simbólicos que atraviesan cada representación social y 
que conduce a un mayor conjunto de creencias y valores. Por ejemplo, en una 
encuesta sobre la representación del cuerpo, se designó al sexo femenino como 
“templo sagrado de la vida”; definición que “definitivamente remite a una concepción 
religiosa de la vida y de la sexualidad que opera como resorte para la representación 
concreta del cuerpo femenino”15. 
3) Las representaciones sociales tienen también un carácter constructivo. Citando 
a Piaget, Jodelet hace bastante énfasis en que el individuo no tiene un rol pasivo en 
su construcción sino que es también el actor y autor de estas representaciones. A 
partir de esto, se puede ver cómo el terreno de las representaciones sociales, debe 
entrar en la construcción social del conocimiento, teniendo que dejar de lado los 
enfoques meramente biológicos, adentrándose en elementos propios de estudios 
encargados de lo cognitivo:  
                                            
15 JODELET, Denise. Les représentations sociales. En S. Moscovici, Psychologie sociale. París: 
Presses univertaires France. 2011 
 
17 
“Déja sur le terrain de la perception, dit encore Piaget, le sujet n´est pas le simple 
Théatre sur les scenes duquel se jouent des pieces indépendantes de lui et réglées 
d’avance par les lois d´une équilibration physique automatique: il est l´acteur et 
souvent meme l´auteur de ces structurations qu´il ajuste au fur et a mesure de leur 
déroulement”16. 
4) Las representaciones sociales poseen un carácter creativo y autónomo. En el 
ejemplo sobre el cuerpo femenino, concebido a manera de “templo de la vida”, hay 
todo un conjunto de nociones normativas y específicas, sobre la sexualidad y el 
cuerpo que el sujeto puede manipular con fines expresivos y explicativos. Luego, no 
es ajeno a un marco autorreferencial de creencias y conocimientos que están 
implicados en la representación del cuerpo femenino como “templo de la vida” y que 
son de alguna manera creados de manera espontánea por el sujeto, dependiendo 
de la relación que tiene, y que establece con su objeto. Lo decisivo es que el aspecto 
constructivo de la representación social, tiene un elemento creativo propio del 
sujeto.  
El proceso de la construcción de las representaciones sociales, se encuentra 
caracterizado por formas o momentos que van desde la objetivación del objeto de 
la representación por parte del sujeto, hasta el denominado anclaje que implica 
incluir dicho objeto dentro de un marco de significaciones sociales y compartidas. 
En este proceso, se destaca el rol activo del sujeto en la conformación de su objeto, 
que según las formas, le va dando forma y lo va objetivando conforme a sus 
posturas y características. 
La primera forma en la que las representaciones sociales son creadas, como ya se 
anticipó, es la etapa de la objetivación. Esta forma, según Jodelet, implica la 
materialización de imágenes y nociones abstractas con el fin de dotar de una 
contextura material concreta a todo un cuerpo de esquemas conceptuales. Citando 
a Moscovici, esta autora destaca que la objetivación es: “Objectiver, c’est resorber 
                                            
16 Ibid., Pág. 370 
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un exces de significations en les matérialisant”17. Es necesario también apuntar, que 
el proceso de materialización de conceptos abstractos y teorías, es un fenómeno 
actual de un público, que por lo general, no es especializado. Así por ejemplo, 
cuando se habla de enfermedades mentales o ciertas afecciones nerviosas, suelen 
materializarse generalmente al hablar de “shocks”. También, según otros ejemplos, 
el complejo de Edipo pasa de ser una relación interpersonal o parental, a ser un 
atributo de una persona con alguna condición particular, es decir alguien concreto y 
percibido.  
Este proceso de materialización o de objetivación parte de una selección o 
descontextualización de los elementos de una teoría. La información que circula a 
propósito de una teoría, se utiliza para la percepción de un determinado objeto en 
función de los criterios culturales de cada grupo al que pertenece un sujeto 
(entendiendo que no todos los grupos tienen acceso al mismo tipo de información), 
lo que en principio, es un conocimiento científico de un campo particular y de unos 
expertos (tómese por ejemplo, el complejo de Edipo del Psicoanálisis), es apropiado 
por un público general que las filtra por su propio universo de significados que los 
apropia y vuelve concretos. 
Luego, viene a manifestarse lo que autores como Jodelet y Farr denominan como 
un “núcleo figurativo”, que es para efectos conceptuales, una estructura imaginaria 
que reproduce de manera visible una estructura de conceptos. Las nociones o 
palabras claves de las diversas realidades que podrían llamarse como 
“existenciales” que tienen algunos conceptos que permiten hablar de una relativa 
autonomía en la que la relación de dichos conceptos se mantiene en una tensión 
permanente. Por ejemplo, en la psicología, la conciencia tomada como voluntad y 
el inconsciente, tomado como lo involuntario, permanecen en una palpable tensión 
                                            
17 JODELET, Denise. Les représentations sociales. En S. Moscovici, Psychologie sociale. París: 




compleja, creando una imagen que les permite ir encuadrando y concretizando sus 
relaciones con el objeto.  
Este núcleo figurativo, dota de sentido a los conceptos, transformándolos en 
imágenes mucho más concretas, siendo la parte más importante de la objetivación 
debido a que los elementos ya apropiados por parte del sujeto (de manera 
descontextualizada de su origen científico), se van articulando de manera que 
puedan ofrecer una imagen comprensible y coherente del objeto representado en 
imágenes, de ahí que Liliana Lacolla afirma que puede definirse al núcleo figurativo 
como una operación formadora de imagen y a la vez que esta operación es 
estructurante18. 
Otra de las formas de construcción de las representaciones sociales, es la 
denominada como anclaje. El anclaje consiste en la integración cognitiva del objeto 
representado dentro de un sistema de pensamiento preexistente.  
A diferencia del proceso de objetivación que implica la constitución formal de un 
conocimiento, trata más bien de la inserción orgánica del objeto dentro de un 
pensamiento que ya ha sido constituido. Concretamente, podría decirse que el 
anclaje es integrar una novedad del objeto de la representación dentro de un 
esquema de sentido ya establecido. 
El anclaje como asignación de sentido, supone una jerarquización de valores dentro 
de la sociedad que contribuyen a creer y a hacer extensa dicha representación. A 
lo que se refiere esta jerarquización, es a un conjunto de significados externos y de 
relaciones externas y/o ajenas a la relación en apariencia pero que inciden en su 
construcción. Así, por ejemplo, dependiendo del grupo que adelante cierta práctica 
social con algún fin concreto, preferirá adoptar una perspectiva política o científica, 
dependiendo a qué le dé más valor este grupo en particular. En el caso de un grupo 
                                            
18 LACOLLA, Liliana. Representaciones sociales: Una manera de entender las ideas de nuestros 
alumnos. Red de investigación educativa, 1-17. 2005 
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social económicamente rico, preferirá la primera perspectiva mientras que en el 
caso de un grupo intelectual, la segunda. 
Además, la construcción de la representación social también tiene un aspecto que 
atañe a la instrumentalización del saber. Este aspecto del anclaje de la 
representación social, si bien, no denota explícitamente las relaciones sociales de 
las que emana una representación concreta, sí ayuda en la construcción de la 
misma. En el caso del psicoanálisis, por ejemplo, su uso frecuente entre grupos de 
sujetos no especializados, constituye un marco útil y ampliamente reconocido para 
una interpretación de nosotros mismos y nuestro propio entorno. 
Según Liliana Lacolla, a partir de estas dos formas de creación y conformación de 
las representaciones sociales, se pueden dilucidar las tres funciones base de las 
representaciones sociales: 
“1) La función cognitiva de integrar una novedad dentro de un marco estable de 
significados y de sentido. 
2) La función de permitir interpretar la realidad a partir de un conjunto relativamente 
estable de significados, conceptos y teorías autorreferenciales y compartidas por un 
grupo social. 
3) La función de orientar las conductas y de relaciones sociales”19. 
 
1. EL ESTUDIO DE LA IDEOLOGÍA EN LAS CIENCIAS SOCIALES 
Como señalan autores como Ariel Mayo, el uso peyorativo con el que carga hoy día 
la palabra ideología, dificulta en tiempos recientes el estudio de esta como un asunto 
vinculante en términos sociales para la cohesión social y la reproducción de ideas. 
                                            
19 LACOLLA, Liliana. Representaciones sociales: Una manera de entender las ideas de nuestros 
alumnos. Red de investigación educativa, 2005, pág. 7 
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Por eso, es preciso que el mal uso de esta palabra, sea en principio criticado, pues 
cuando se refieren las ciencias sociales al estudio de la ideología con propiedad, se 
está hablando de: “…los mecanismos que posibilitan el surgimiento de nuestras 
creencias e ideas sobre la sociedad…”20. 
Partiendo de esta definición de lo que es el estudio de la ideología en las ciencias 
sociales, no puede dejarse de lado su alto componente crítico, y si se quiere, 
desmitificador, que conlleva y que puede generar ciertas reticencias. Esto debido a 
que estudiar un conjunto de ideas sobre la sociedad, tal y como se lo ha planteado 
la teoría de las representaciones sociales, implica en primera instancia constatar 
que este corpus de ideas y representaciones, no conservan más (para emplear la 
expresión de Marx y Engels en la Ideología Alemana) su apariencia de autonomía, 
sino que están ligadas a condiciones objetivas de vida social, al menos en el caso 
específico de las representaciones sociales.  
Además, en segunda instancia, puede llevar a constatar igualmente, que estos 
corpus de ideas e imaginarios, al estar orientados en su mayoría a consolidar un 
conocimiento práctico, o un discurso sobre un objeto social, son también producidos 
intencionalmente (mediante una representación mental como se mencionó 
anteriormente), pero, también, son reproducidos, es decir, que tienden a 
mantenerse en el tiempo, de manera que se vuelven imaginarios colectivos y formas 
relativamente extensas de traer al presente determinados objetos sociales. 
Dentro de lo que podría llamarse como la “historia” de la teoría de la ideología, Mayo 
enfatiza que sus orígenes están vinculados a los denominados “ideólogos”, 
movimiento intelectual francés de finales del siglo XVII y comienzos del XIX, que 
consistía fundamentalmente en el desarrollo científico de la ciencia de las ideas 
                                            
20 MAYO, Ariel. La teoría de la ideología. En H. Palma, & R. Pardo, Epistemología del las Ciencias 
Sociales (págs. 223-247). Buenos Aires: Biblos. 2012. Pág. 224 
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como parte del movimiento revolucionario francés, cuya influencia se orientó en 
especial al campo de la educación21. 
No obstante, y como no es el propósito, hacer en este espacio todo su recorrido 
histórico, el estudio de la ideología en el plano de las ciencias sociales que más 
influencia ha tenido sobre la teoría de las representaciones sociales, proviene de la 
sociología de Durkheim, especialmente, a partir del concepto de prenociones que 
según Mayo, fueron elaboradas por el sociólogo francés en “Las reglas del Método 
Sociológico”:  
“De modo que las prenociones son, en términos muy generales, las ideas que 
poseemos acerca de todo lo que nos rodea. Cada individuo las va adquiriendo 
desde el nacimiento, a través de la interacción constante con otros individuos 
(familia, escuela, amigos, trabajo, medios de comunicación, etcétera)”22.  
Con los conceptos de prenociones y de representaciones colectivas (concepto 
precursor de las representaciones sociales según Robert Farr), Émile Durkheim23 
elabora una teoría de la ideología según la cual la esta opera como agente que da 
cohesión social a partir de valores y significados compartidos, que permiten 
entender su noción de los hechos sociales, más allá del plano meramente coactivo. 
La ideología acaba operando como una forma de macro concepción donde los 
individuos se comprenden a partir de la división social del trabajo cumpliendo 
fundamentalmente dos funciones: 
Por un lado, el concepto de prenociones devela el carácter opaco de la realidad 
social, donde las prenociones resultan fundamentales en tanto que introducen al 
sujeto en la vida a partir de ideas generales y vinculantes en el conjunto de la vida 
                                            
21 Según Mayo, la concepción que guiaba este movimiento intelectual francés, consistía en una 
ciencia sobre el cómo surgir de las ideas, la reconstrucción de los mecanismos mediante los cuales 
estas surgían para que se pudieran dar las pautas para reformarlas a partir de los trabajos del filósofo 
francés Antoine-Louis-Claude Destutt de Tracy.  
22 MAYO, Ariel. La teoría de la ideología. En H. Palma, & PARDO, Ruben. Epistemología del las 
Ciencias Sociales (págs. 223-247). Buenos Aires: Biblos. 2012 Pág. 236 
23  VERA, Héctor. Representaciones y clasificaciones colectivas. La Teoría Sociológica del 
Conocimiento de Emile Durkheim. Sociológica, 2013. 
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social. Por otro lado, las representaciones colectivas resultan vitales en la sociedad, 
desde las organizaciones sociales más elementales como las formas de vida 
religiosa primitiva hasta el derecho codificado, expresando la voluntad del conjunto 
social dando al sujeto un marco estable para comprender el rol que juega en lo 
social, interiorizando en este, unos valores e ideas de manera coactiva y obligatoria.  
Lo decisivo de esto es cómo el sujeto acaba obteniendo cierta forma de vida 
particular (vinculada a un conjunto de ideas), debida a la división social del trabajo. 
Lo destacable de esta aproximación a la comprensión de las representaciones 
colectivas, implica que a determinada posición social, determinada visión del 
mundo, que más que ser un mero reflejo de su condición de vida, o la idiosincrasia 
de un gremio o grupo peculiar, resulta siendo un saber práctico desde el cual cada 
sujeto perteneciente a dicho grupo, recibe y toma por suyo para desenvolverse 
satisfactoriamente en la vida.  
Si bien, puede verse a la ideología como una forma de visión parcial sobre la 
sociedad, como una forma de relación social entre sujetos mediada por la división 
del trabajo, no puede dejarse de lado, sin mencionarse las canónicas visiones de la 
ideología adjudicadas de manera más o menos general al Marxismo como “falsa 
conciencia”. Como bien se ha mencionado, el concepto de ideología, es tema 
bastante tratado en la literatura marxista, usualmente entendido como la expresión 
mental correlato de determinada forma de vida material. En la “Ideología Alemana”, 
de 1845, Marx y Engels se referían a la producción de la conciencia en los siguientes 
términos:  
“Las ideas dominantes no son sino la expresión ideal de las relaciones 
materiales dominantes, son las relaciones materiales dominantes concebidas 
como ideas; por consiguiente, de las relaciones que, precisamente, convierten 
una de las clases en clase dominante, y, por lo tanto las ideas de su 
dominación” (Marx, 2010: 98). 
La ideología tomada como la manifestación de una forma de vida material concreta, 
cuya estructura se basa en la dominación de clase, ha dado en el marxismo, para 
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un amplio debate acerca de la autonomía de la conciencia, al punto de mantenerse 
a priori la idea de que la conciencia es creada, y por tanto no es independiente de 
la dominación de clase. Más aun, sería la expresión mental de una relación de 
dominación real, y como tal, al servicio y mantenimiento de una situación social 
particular. 
Pensadores como Louis Althusser, hicieron de esta noción de la ideología en el 
marxismo, su objeto de estudio, enfatizando la distinción entre la ideología como 
conjunto de ideas de la sociedad y la ciencia como ciencia marxista, distinción que 
le permite mostrar el carácter, si se quiere, informal, casi innato, de estas ideas 
aglutinadas bajo la ideología, un conocimiento común y general más allá de los 
individuos, que permite adquirir una imagen general de sí mismos, su relación con 
el mundo, la naturaleza, el otro, el orden social etcétera. Según Althusser:  
“Las representaciones de la ideología se refieren al mundo mismo en el cual 
viven los hombres, la naturaleza y la sociedad, y a la vida de los hombres, a 
sus relaciones con la naturaleza, con la sociedad, con el orden social, con los 
otros hombres y sus propias actividades, incluso a la práctica económica y a 
la práctica política. Sin embargo, estas representaciones no son 
conocimientos verdaderos del mundo que representan”24 
El develamiento de las estructuras que constriñen al sujeto, no corresponde 
propiamente al conocimiento de la ideología que es precisamente la expresión de 
este constreñimiento. Según el propio Althusser, a toda sociedad humana le es 
inherente una representación de esta, que liga a los hombres con sus condiciones 
de existencia, y a ellos mismos entre sí, en igualdad o desigualdad. La ideología, es 
unión y práctica de una sociedad, cuyas estructuras funcionan conforme una forma 
de vida material y de producción que se produce y se reproduce. 
Puede decirse que el estudio de la ideología que ha quedado del marxismo, pone 
énfasis en el carácter no científico de la ideología, lo cual, no quiere decir que no 
                                            
24 ALTHUSSER, Louis. La filosofía como arma de la revolución. Córdoba: Cuadernos pasado y 
presente. 1968, pág. 47 
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traiga consigo un conocimiento que no sea práctico y mucho menos que no sea 
verdadero en sus propios términos (ideológicos). Ciertamente, realza el carácter 
opaco de la realidad, y el conjunto de valores e ideas compartidos por sujetos 
sociales, que tienen una relación social entre sí y su objeto. No en vano, la teoría 
de las representaciones sociales recobrará para sí el carácter social de las 
representaciones del individuo, prescindiendo de manera más o menos consciente 
del componente estructural que desde el marxismo conlleva. 
Por ello, puede inferirse el por qué en sus investigaciones, Moscovici buscaba 
develar cómo el psicoanálisis era incorporado como un conocimiento general en la 
sociedad francesa. Cómo pasaba este de ser un conocimiento científico, a ser un 
conocimiento general y parte del entramado mental de individuo no especializado. 
Tal estudio implicaba evaluar el componente cognitivo de la formación de este 
conocimiento que era social y que por tanto, estaba vinculado a la división social del 
trabajo (al lugar que el sujeto ocupaba en la sociedad) y a un conjunto de relaciones 
concretas (no necesariamente de explotación).  
En tanto que no se trata de una aproximación sociológica, y menos política, la teoría 
de las representaciones sociales encuentra su eco más en los trabajos de Durkheim, 
que en los del Marxismo, esto debido al enfoque de estudiar al individuo como parte 
de lo social y no lo social, como lugar en el que se desenvuelve el individuo.  
 
2. DE LAS REPRESENTACIONES COLECTIVAS A LAS REPRESENTACIONES 
SOCIALES 
 
La teoría de las representaciones sociales tiene como precursor lo desarrollado por 
Durkheim, con el concepto de representaciones colectivas. Concepto que va al 
carácter general y social de los imaginarios colectivos, especialmente aquellos con 
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larga duración en el tiempo como señala Farr, tales como los mitos y la religión, en 
contraposición de las representaciones individuales que serían en dominio de lo 
psicológico y la conciencia (lugar de los psicólogos y no de los sociólogos 
propiamente) 25 . Las representaciones colectivas suponen según autores como 
Vera26, la existencia de tales aglutinantes sociales antes de las representaciones 
individuales, es decir que anteceden a cualquier experiencia individual.  
En cambio, las representaciones sociales, tienen como propósito mostrar cómo, una 
nueva teoría científica o política, es difundida dentro de una cultura dada, y cómo 
esta se va trasformando en los procesos que viven los sujetos día a día. Los trabajos 
de Moscovici, se centraron, señala Farr, en la paulatina absorción del psicoanálisis 
de Freud, en la cultura francesa del siglo XX, y a partir de ahí, como elementos 
cardinales de este conocimiento científico (dejando de lado su carácter verdadero 
bajo los cánones de lo que es o no ciencia) como la idea de la sexualidad prematura 
de los niños, el complejo de Edipo, entre otros.  
Se prescinde de alguna manera del elemento coactivo y externo de las 
representaciones colectivas de Durkheim, para constatar con mayor claridad el valor 
social de las representaciones sociales, que puede equipararse aquí al hecho de 
que son creadas por los sujetos de una comunidad y determinado objeto. 
Básicamente, la diferencia entre las representaciones colectivas y las 
representaciones sociales, es la diferencia entre lo colectivo y lo social. Esto es, que 
lo colectivo supone algo que es compartido por un conjunto de sujetos, mientras 
que lo social va al carácter significativo de aquello que es compartido y cuya 
significación es funcional a la hora de desarrollar cierta actividad frente al objeto, 
                                            
25  FARR, Robert. Représentation sociale, phénomènes, concept et théorie. En S. Moscovici, 
Psychologie sociale. París: Presses universitaires de France. 2011 
26  VERA, Héctor. Representaciones y clasificaciones colectivas. La Teoría Sociológica del 
conocimiento de Emile Durkheim. Sociológica, 2013 
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que no necesariamente es impuesta, sino que es, más bien, la confluencia más o 






















CAPÍTULO II: ENFOQUE METODOLÓGICO 
 
1. MARCO METODOLÓGICO 
 
Con el propósito de dilucidar a partir del enfoque teórico de las representaciones 
sociales los pronunciamientos acerca de la jurisdicción de paz en Colombia, por 
parte de las cortes de cierre en tal materia, es menester en el siguiente capítulo, 
exponer la estrategia metodológica para la recopilación de datos e insumos fuente 
para el análisis de la información. En pocas palabras, el siguiente capítulo expone 
la metodología empleada y las fuentes de la investigación. 
El problema para abordar en la investigación, es el de mostrar las representaciones 
sociales reflejadas en las providencias de las cortes de cierre frente a los jueces de 
paz. En este orden de ideas, cómo deciden las cortes de cierre, a la hora de 
representarse la jurisdicción especial de paz, particularmente sobre su naturaleza, 
su competencia, las etapas del proceso, funciones, conciliación, fallos y su 
ejecución. 
Las cortes de cierre en materia de jueces de paz, son únicamente la Corte 
Constitucional y la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura.  
En relación con las decisiones tomadas por la Corte Constitucional, se incluyen 
todas las decisiones tomadas desde 1991, tanto de Constitucionalidad como de 
tutela, hasta la presentación de este escrito.  
El presente estudio abarca un periodo que va desde las primeras investigaciones 
disciplinarias hasta el año 2016, porque cada vez es mayor la cantidad de procesos 
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disciplinarios que conocen, al incrementarse las quejas, por lo cual, el límite 
temporal para el análisis de las decisiones, se ajustó a ese año, para poder terminar 
el estudio, pero sin que esto signifique que se haya dado un cambio en las 
representaciones, ni este escrito quede desactualizado, pues la situación sigue sin 
resolverse. 
El trabajo también destaca el impacto de las decisiones de la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Seccional de Bogotá D.C., incluyendo información 
pertinente para comprender la situación en los trámites disciplinarios frente a los 
jueces de paz, en esta parte del territorio colombiano.  
Se trata de hacer el análisis del discurso, dentro del material recopilado y 
seleccionado, consistente en autos, sentencias, artículos de la Carta Política y 
leyes, que se relacionan previamente, para comprender las realidades particulares 
de las cortes de cierre, en materia de jurisdicción de paz.  
El nivel de investigación es exploratorio, pues hasta este momento no se 
encontraron investigaciones similares sobre el tema, y descriptivo, porque van a 
seleccionarse las características fundamentales del fenómeno y su descripción más 
detallada dentro del marco conceptual de la referencia. 
 
1.1 Enfoque metodológico 
 
El enfoque metodológico de la investigación se enmarca en lo que se denominan 
como “Métodos Mixtos” según Roberto Hernández Sampieri, quien afirma que 
dichos métodos implican la “recolección y el análisis de datos cuantitativos y 
cualitativos, así como su integración y discusión conjunta, para realizar inferencias 
producto de toda la información recabada”, tomando en este caso, como fuentes de 
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información, providencias judiciales de constitucionalidad y tutela proferidas por la 
Corte Constitucional, y decisiones dentro de procesos disciplinarios de la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. 
Es preciso aclarar que si bien la recopilación de providencias judiciales disgregadas 
en matrices, suelen ser parte de lo que se denomina como herramientas propias de 
un estudio cualitativo, esta información se ordena por criterios de fondo y del ente 
que emite las providencias, logrando obtener porcentajes y elementos compartidos 
que permitirán ir elaborando conclusiones del grupo representativo de providencias 
judiciales, y de las representaciones sociales de los funcionarios de las altas cortes, 
quienes tienen entre sus funciones como órganos de cierre, conocer y decidir sobre 
los jueces de paz 
A su vez, se advierte que el presente trabajo se encuentra también bajo lo que se 
denomina como “Diseño transformativo secuencial” o (DITRAS), el cual es una 
tipología según Sampieri y Mendoza, de método mixto de investigación que consiste 
en realizar un análisis de las fuentes dadas (sean cualitativas o cuantitativas, en 
este caso, ambos), a la luz de un enfoque, teoría o ideología que integra los datos 
durante la interpretación. Según Sampieri y Mendoza:  
“[…] esta teoría, marco conceptual o ideología es más importante para orientar la 
investigación que el propio método, debido a que determina la dirección a la cual debe 
enfocarse el investigador o investigadora al explorar el tema de interés, crea 
sensibilidad para recabar datos de grupos marginales o no representados y hace un 
llamado a la acción. Tal teoría o marco se introduce desde el mismo planteamiento 
inicial. El tipo de mezcla de métodos mixtos es de conexión”27. 
Al circunscribirse a un método mixto de diseño transformativo secuencial (DITRAS), 
el presente trabajo cuenta con un corpus teórico ya esbozado proveniente de la 
psicología social a partir de los aportes de importantes representantes de esta 
disciplina como lo son Serge Moscovici, Denis Jodelet y Robert Farr. La teoría o 
                                            
27 HERNÁNDEZ SAMPIERI, Roberto; FERNÁNDEZ COLLADO, Carlos y BAPTISTA LUCIO Pilar. 
Metodología de la investigación. Vol. 3. México: McGraw-Hill, 2006. Pág. 346 
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marco conceptual en virtud de la cual se realiza la conexión de la información 
tomada de las providencias y las entrevistas, es la de las “Representaciones 
Sociales”, concepto cardinal para analizar la información adquirida y para obtener 
posteriormente el análisis de las representaciones sociales de las cortes de cierre 
acerca de los jueces de paz. 
 
1.2 Algunas orientaciones metodológicas en el estudio de las 
representaciones sociales 
 
La compenetración entre lo individual y lo colectivo en la construcción de las 
representaciones sociales adquiere diferentes enfoques de estudio. Si bien, como 
se mencionó antes, puede definirse a las representaciones sociales como el estudio 
del sentido común o de la ideología (concepto con profundos ecos marxistas que 
serán en breve mencionados), lo decisivo en trabajos como los de Moscovici, y su 
trabajo de 1961, “El psicoanálisis, su imagen y su público”, consistió en tratar de 
medir mediante encuestas y otros medios de investigación, el impacto y arraigo que 
había logrado tener el psicoanálisis en la sociedad francesa. En palabras del propio 
autor “A pesar de su importancia, subrayada en todas partes, las representaciones 
sociales y las ideologías generalmente no han sido objeto de una aproximación 
empírica”28. 
El impacto social que había conseguido para sí el psicoanálisis más allá de las 
feroces críticas que recibió especialmente desde la comunidad científica 
(particularmente de Popper), para Moscovici, era algo evidente. Especialmente el 
lugar que el psicoanálisis había logrado para sí en la cultura del sentido común de 
los franceses, es decir, más allá de las dificultades científicas que tenía el 
                                            
28 MOSCOVICI, Serge. El psicoanálisis, su imagen y su público. Buenos Aires, Editorial Huemul SA, 
1979, pág. 210 
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conocimiento proveniente de los aportes de Freud, este era esencialmente práctico, 
al alcance mayoritario de la sociedad y con profundos impactos en su relación con 
los objetos sociales, su significación e incluso la imagen que se tiene de sí mismo:  
“¿Era oportuno comenzar el estudio de las representaciones sociales que conciernen 
a una ciencia, justamente por el psicoanálisis? Me he planteado esta pregunta desde 
el comienzo y, con frecuencia, también después. A menudo, el psicoanálisis se le 
niega el título de ciencia: sus teorías no son verificables ni refutables, su método no 
es experimental y existen pocas esperanzas de que algún día se tome de forma 
cuantitativa. Cualquiera que conozca de cerca los estudios de Freud sabe cuánto ha 
variado su doctrina y hasta qué punto resultó penoso lograr la unidad conceptual del 
psicoanálisis, la jerarquía y la relación de sus conceptos. Sin embargo, no tengo 
ningún motivo para detenerme en estas consideraciones”29. 
Si bien, como señala Mora30, Moscovici no se decantó en principio por ningún 
método en particular para captar la información, sus trabajos consistieron en la 
utilización de entrevistas a profundidad y análisis de información que pudiese 
develar algunas de las características más contradictoras de la ideología. En el caso 
de su trabajo sobre la imagen del psicoanálisis, se utilizaron encuestas en diferentes 
grupos de población determinados por criterios de procedencia (ideología política, 
grupos sociales a los que pertenecían, etc.). No obstante, la gama de posibilidades 
de investigación es relativamente amplia. 
Por ejemplo, en el análisis de la procedencia de la información que realiza Jodelet, 
se trató de analizar el contenido temático de las fuentes de información de manera 
independiente del contenido temático, empleado en entrevistas directas con grupos 
especializados. Según Mora:  
“Al estudiar la representación social del cuerpo humano (1976) encontró cuatro 
fuentes globales de procedencia de la información extendidas desde lo más personal 
hasta lo más impersonal: la vivencia del propio sujeto, lo que piensa el sujeto sobre 
sí, lo adquirido a través de la comunicación social y la observación (refranes y 
                                            
29 Ibid., pág. 19 
30 MORA, Martín. La teoría de las representaciones sociales de Serge Moscovici. Athenea Digital. 




creencias populares) y los conocimientos adquiridos a través de medios más bien 
formales como estudios, lecturas y profesión”31.  
Esta técnica de análisis de la procedencia de la información relevante para la 
construcción de la representación social, logra ubicar no sólo al sujeto dentro de un 
grupo social concreto sino la distancia social de este, respecto al objeto del cual se 
realiza la representación. Los estudios de Jodelet, se basaron principalmente en 
encuestas con poblaciones focalizadas por criterios de grupos sociales 
relativamente homogéneos (grupos religiosos, académicos, científicos etc.). 
Otra de las metodologías de recopilación de información y estudio de las 
representaciones sociales, es la de Flahault, la cual busca analizar relaciones 
explícitas entre interlocutores en textos, conferencias y escritos. Según Mora: “Es 
una técnica que analiza los diálogos escogidos en textos, medios de comunicación 
o en observaciones. Se buscan detectar los actos explícitos como órdenes o 
peticiones que definen la relación existente entre los interlocutores, así como los 
actos implícitos que claramente señalan posiciones respectivas entre los 
interlocutores”32. 
Las orientaciones metodológicas que se ofrecen desde este enfoque, pueden 
resultar muy útiles especialmente para el análisis de posturas sociales jerárquicas 
y la postura de los actores en la representación en particular (poder, tradición, 
relevancia social, etc.) 
En el estudio de las representaciones sociales, se han dado, por supuesto, grandes 
avances en lo que respecta al análisis de los discursos y la utilización intencional de 
ciertas palabras reiterativas y cardinales en la interpretación de ciertos objetos 
sociales equivalente a lo que Moscovici denominó como núcleo figurativo. En la 
caracterización de este enfoque metodológico (análisis gráfico de los significantes 
de Friedman). Mora señala: “Los materiales grabados son trascritos y enumeradas 
                                            
31 Ibid., Pág. 14 
32 Ibid., Pág. 15 
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las unidades de significación (en general sujeto y predicado) de acuerdo con su 
orden de aparición en el discurso y se identifican las palabras que más se repiten. 
Por último se reproducen gráficamente en un sociagrama todas las palabras 
señalando por medio de flechas la relación que tenían en el discurso original”33. 
Además, para el estudio de las representaciones, se ha acudido a estudios de 
correspondencia secuencial donde se seleccionan palabras estímulo que se 
realizan de manera espontánea, hasta dar paulatinamente con una serie de 
asociaciones entre palabras, significantes y demás, que permita acercarse al núcleo 
figurativo. Mora denominó este enfoque metodológico como el análisis de 
correspondencias de Di Giacomo.  
El aporte metodológico de la investigación en curso, se basa en las metodologías 
de recopilación de información, consistente en el contraste de documentos (autos, 
sentencias y leyes), para dilucidar la mirada que tienen los magistrados de la 
jurisdicción ordinaria o formal, en lo de sus competencias, frente a los jueces de 
paz. Este proceso se realiza luego de hacer una recopilación de las distintas 
providencias, muchas de ellas, con carácter reservado, por lo cual, no es fácil 
encontrarlas publicadas, aunque la relatoría de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura acostumbra a enviar por e-mail, desde hace 
bastantes años, copias de las providencias que profiere, no solo a los integrantes 
de la jurisdicción, sino a quien las solicite. Así, se obtuvieron, poco a poco, copia de 
las providencias, tanto en físico, como en medio magnético, las que se anexan por 
separado a este trabajo. 
Depuradas en una matriz general que ordena las providencias en virtud de radicado, 
fechas de emisión de las decisiones de primera y segunda instancia, decisiones 
tomadas en ambas instancias, nombres de las magistradas y los magistrados, tanto 
                                            




de primera como de segunda instancia, para luego realizar un análisis de la 
representación particular del caso estudiado, y también de la práctica 
correspondiente (es decir, qué tipo de medidas fueron adoptadas por parte del actor 
estudiado). Además, se tienen en cuenta otros datos, como las fechas de 
indagación preliminar -cuando la hubo, en vista de que no es una etapa obligatoria, 
y las de apertura formal de investigación y autos de cargos.  
De allí, se obtienen filtros que suministran una información cuantitativa, que al 
analizarla, también aporta en lo cualitativo, como cuando se determina el universo 
de providencias anuladas y la ausencia de su regreso nuevamente a la segunda 
instancia, o el porcentaje de recursos conocidos, frente al de confirmados.  
 
2. INTERPRETACIÓN DE LAS REPRESENTACIONES SOCIALES DE LOS 
JUECES DE LAS JURISDICCIONES DE CIERRE. EXAMEN DE SUS 
ACTUACIONES Y FALLOS SOBRE LOS JUECES DE PAZ 
 
Con apoyo en los referentes teóricos de las representaciones sociales, se busca 
explicar la dimensión cognitiva de estas al examinar las actuaciones y fallos de los 
jueces de paz. Como ya se ha explicado, este ejercicio se hace tomando como 
estudio las sentencias de constitucionalidad y de tutelas emitidas por la Corte 
Constitucional, y autos y sentencias dentro de investigaciones disciplinarias, 
proferidas por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, referentes a los jueces de paz. El conjunto de sentencias y providencias 




Tabla 1 Sentencias disciplinarias 
 
RADICADO MAGISTRADO 2DA INST
110011102000201304291 01 ADOLFO LEÓN CASTILLO ARBELÁEZ
630011102000201100276 02 ADOLFO LEÓN CASTILLO ARBELÁEZ
110011102000200502449 01 ANGELINO LIZCANO RIVERA
110011102000200601290 02 ANGELINO LIZCANO RIVERA
110011102000200703266 01 ANGELINO LIZCANO RIVERA
110011102000200700086 01 ANGELINO LIZCANO RIVERA
170011102000200500324 03 ANGELINO LIZCANO RIVERA
110011102000200801211 01 ANGELINO LIZCANO RIVERA
660011102000201000152 02 ANGELINO LIZCANO RIVERA
760011102000200801136 01 ANGELINO LIZCANO RIVERA
630011102000201000290 01 ANGELINO LIZCANO RIVERA
630011102000201100276 01 ANGELINO LIZCANO RIVERA
630011102000201000290 02 ANGELINO LIZCANO RIVERA
730011102000201100469 01 ANGELINO LIZCANO RIVERA
630011102000201400093 01 ANGELINO LIZCANO RIVERA
660011102000201400596 01 ANGELINO LIZCANO RIVERA
630011102000201100420 03 CAMILO MONTOYA REYES
660011102000200400049 01 FERNANDO CORAL VILLOTA
660011102000200400049 02 FERNANDO CORAL VILLOTA
730011102000200500306 01 HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
660011102000200800017 01 HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
110011102000200504806 01 HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
730011102000200500306 02 HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
110011102000200701869 01 HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
110011102000200704503 01 HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
110011102000200805685 01 HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
760011102000200700942 01 HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
110011102000200903863 01 HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
500011102000201000420 01 HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
110011102000200700510 01 HENRY VILLARRAGA OLIVEROS 
110011102000200403475 01 JORGE ALONSO FLECHAS DÍAZ
660011102000201000152 01 JORGE ARMANDO OTÁLORA
110011102000200806750 01 JORGE ARMANDO OTÁLORA
110011102000200703721 02 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
110011102000200705073 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
110010102000200803839 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
110011102000201003946 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
110011102000201300841 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
630011102000201200116 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
110010102000200803839 02 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
110011102000201104467 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
760011102000201102391 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
760011102000201001975 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
760011102000200900311 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
630011102000201100328 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
500011102000201100469 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO




660011102000201100583 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
760011102000201001392 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
630011102000201100245 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
110011102000201005402 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
760011102000201000760 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
630011102000201100128 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
660011102000201100208 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
630011102000201200217 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
630011102000201200214 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
660011102000201200035 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
630011102000201100128 02 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
680011102000201100423 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
110011102000201200157 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
660011102000201100208 02 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
110011102000201200215 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
630011102000201300273 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
110011102000201106102 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
660011102000201300472 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
730011102000201400086 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
730011102000201400405 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
110011102000201005402 02 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
760011102000200700514 01 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO 
110011102000200400555 01 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
760011102000200601686 01 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
050011102000200401049 01 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
660011102000200800370 01 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
110011102000200600396 02 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
050011102000200601296 01 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
050011102000200601296 02 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
760011102000201101033 02 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
760011102000201101033 01 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
630011102000201200184 02 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
660011102000201100395 02 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
660011102000201300357 01 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
630011102000201200185 01 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
660011102000201300121 01 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
630011102000201400026 01 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
660011102000200700326 01 JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ 
660011102000201000353 01 MARÍA CONSTANZA RIVERA PEÑA
760011102000200700942 02 MARÍA CONSTANZA RIVERA PEÑA
660011102000201100349 01 MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA
760011102000201000593 01 MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA
760011102000200801408 01 MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA
760011102000201202423 01 MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA
660011102000201100395 01 MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA
660011102000201200213 01 MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA
660011102000201200660 01 MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA
660011102000201300554 01 MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA
760011102000201201787 01 MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA




110011102000201400670 01 MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA
660011102000200800009 01 MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA
110011102000201200965 01 MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA
660011102000201300665 01 MARÍA ROCÍO CORTÉS VARGAS
630011102000201200206 02 MARÍA ROCÍO CORTÉS VARGAS
660011102000201100467 02 MARÍA ROCÍO CORTÉS VARGAS
660011102000201100500 01 MARÍA ROCÍO CORTÉS VARGAS
110011102000201204834 01 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
630011102000201100213 01 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
630011102000201100328 02 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
660011102000201200396 01 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
660011102000201200550 01 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
660011102000201200768 01 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
660011102000201300076 01 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
730011102000201200547 01 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
110011102000201107483 01 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
660011102000201100649 01 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
630011102000201200352 01 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
630011102000201300037 01 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
110011102000201107705 01 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
630011102000201100297 02 MARTHA PATRICIA ZEA RAMOS
110011102000200400793 01 NANCY ÁNGEL MÜLLER
660011102000201000416 01 NÉSTOR IVÁN JAVIER OSUNA PATIÑO
660011102000201100595 01 NÉSTOR IVÁN JAVIER OSUNA PATIÑO
660011102000201000365 01 NÉSTOR IVÁN JAVIER OSUNA PATIÑO
630011102000201200182 01 NÉSTOR IVÁN JAVIER OSUNA PATIÑO
110011102000201003041 01 NÉSTOR IVÁN JAVIER OSUNA PATIÑO
110011102000200400555 02 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
760011102000200901162 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
760011102000200901162 02 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
760011102000200901636 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
760011102000200901655 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
760011102000201002323 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
050011102000200801087 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
660011102000201000399 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
760011102000200800732 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
630011102000201100297 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
110011102000201005237 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
660011102000201000241 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
110011102000200903468 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
680011102000200900726 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
630011102000201100296 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
110011102000200802258 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
630011102000201100420 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
630011102000201100420 02 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
110011102000201401257 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
110011102000201306644 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
660011102000201500183 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
680011102000201101439 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO




Sentencias de constitucionalidad 
 C-536 de 1995 MP Vladimiro Naranjo Mesa 
 C-037 de 1996 MP Vladimiro Naranjo Mesa 
 C-103 de 2004 MP Manuel José Cepeda 
 C-059 de 2005 MP Clara Inés Vargas Hernández 
 C-713 de 2008 MP Clara Inés Vargas Hernández 
 C-631 de 2012 MP Humberto Sierra Porto 
 C-176 de 2017 MP Alberto Rojas Ríos 
760011102000201002323 02 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
660011102000201100631 01 PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
110011102000201300056 01 RAFAEL ALBERTO GARCÍA ADARVE
630011102000201400135 01 RAFAEL ALBERTO GARCÍA ADARVE
760011102000200201092 01  RUBÉN DARÍO HENAO OROZCO
760011102000200200519 01 RUBÉN DARÍO HENAO OROZCO
660011102000200400356 01 RUBÉN DARÍO HENAO OROZCO
760011102000200300885 01 TEMÍSTOCLES ORTEGA NARVÁEZ
110011102000200600611 01 TEMÍSTOCLES ORTEGA NARVÁEZ
660011102000201200075 01 WILSON RUIZ OREJUELA
630011102000201200298 01 WILSON RUIZ OREJUELA
760011102000200901893 02 WILSON RUIZ OREJUELA
630011102000201100049 01 WILSON RUIZ OREJUELA
760011102000201000996 02 WILSON RUIZ OREJUELA
660011102000201200075 02 WILSON RUIZ OREJUELA
630011102000201200115 01 WILSON RUIZ OREJUELA
660011102000201000152 03 WILSON RUIZ OREJUELA
760011102000201002136 01 WILSON RUIZ OREJUELA
660011102000201100094 01 WILSON RUIZ OREJUELA
660011102000201000152 04 WILSON RUIZ OREJUELA
660011102000201100467 01 WILSON RUIZ OREJUELA
630011102000201200206 01 WILSON RUIZ OREJUELA
110011102000201205116 01 WILSON RUIZ OREJUELA
630011102000201200184 01 WILSON RUIZ OREJUELA
660011102000201200661 01 WILSON RUIZ OREJUELA
110011102000201301501 01 WILSON RUIZ OREJUELA
110011102000201308104 01 WILSON RUIZ OREJUELA
110011102000201105612 01 WILSON RUIZ OREJUELA
110011102000201202932 01 WILSON RUIZ OREJUELA
630011102000201200344 01 WILSON RUIZ OREJUELA
730011102000201301140 01 WILSON RUIZ OREJUELA
660011102000201100094 02 WILSON RUIZ OREJUELA
660011102000201400292 01 WILSON RUIZ OREJUELA
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 C-387 de 2017 MP Gloria Stella Ortiz Delgado 
Sentencias de tutela 
 T-796 de 27 de septiembre de 2007 MP Jaime Córdoba Triviño 
 T-809 de 21 de agosto de 2008 MP Manuel José Cepeda 
 T-638 de 17 de agosto de 2010 MP Gabriel Eduardo Martelo Mendoza 
Además, del cuerpo teórico proveniente de la teoría de las representaciones 
sociales, el cual permite aproximarse al núcleo figurativo de las representaciones 
de las magistradas y los magistrados de las corporaciones judiciales de cierre ya 
mencionadas, frente a las actuaciones de los jueces de paz, el siguiente trabajo 
incorpora también elementos del análisis del discurso, orientado a la necesidad de 
hacer evidentes algunas ideas preconcebidas que aplican frente a los jueces de 
paz. El andamiaje teórico de lo que se conoce como el análisis del discurso como 
disciplina, proporciona herramientas para analizar las providencias, de manera más 
compleja incorporando elementos tales como el contexto, la precisión legal en 
cuanto a las normas escogidas, en cuanto a la culpabilidad, la pena a imponer, y 
demás.  
El discurso ha sido definido por Van Dijk34, como una acción, revestida por cierta 
intencionalidad y con una ideología que aglutina colectivamente, y allí el análisis del 
discurso ha dado pasos fructíferos en su explicación. 
Uno de los aportes relevantes del análisis del discurso para este trabajo, es su 
desarrollo de lo que Van Dijk denominó como cognición social, que es útil para dar 
cuenta del por qué ciertos grupos manejan una coherencia de pensamiento tal, que 
los convierte en grupos vinculados por una ideología dada. Según Van Dijk:  
“A este respecto, las ideologías se parecen también al conocimiento de un grupo; este 
es compartido socioculturalmente y al mismo tiempo es conocido y utilizable por los 
miembros del grupo en sus prácticas cotidianas. El conocimiento y la ideología son 
                                            
34 DIJK, Van. El Discurso como interacción social. Barcelona: Gedisa. 2002, pág. 21 
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dos clases de creencias sociales. Lo que es conocimiento para un grupo puede ser 
ideología para otros. Debido a su función social general de coordinación, sin embargo, 
las ideologías deben ser más fundamentales que el conocimiento: representan los 
principios subyacentes de la cognición social y, de ese modo, forman la base del 
conocimiento, de las actitudes y de otras creencias más específicas compartidas por 
un grupo”35. 
La ideología es tanto causa como efecto para el análisis del discurso, debido a que 
es el elemento significativo sustancial del discurso, pero también denota la 
necesidad de cohesión grupal que dota de sentido a la ideología misma, lo que 
determina su contenido ideológico específico. Sin embargo, la ideología es ante 
todo el reducto cognitivo grupal que determina las visiones y posturas de los sujetos 
frente sus diversos objetos sociales. Según Van Dijk:  
“En este punto encontramos los mecanismos más detallados involucrados en las 
relaciones entre la ideología y el discurso. De la exposición anterior podemos inferir, 
en primer lugar, que estas relaciones deben ser indirectas e involucran creencias 
generales, pero también creencias más específicas y contextúales. En segundo lugar, 
los usuarios del lenguaje son miembros de diferentes grupos sociales y pueden 
exhibir identidades grupales y lealtades en conflicto en su habla y texto, nuevamente 
dependiendo del contexto”36. 
Puede decirse que el objeto de estudio, será la ideología que se ha venido 
imponiendo en la práctica profesional en las jurisdicciones de cierre, frente a los 
jueces de paz, práctica que incide en la aproximación de estos a la hora de analizar 
la competencia, facultades y en general las actuaciones de los jueces de paz, 
incorporando elementos de su propia práctica, que interfieren, y en algunos casos, 
distorsionan dicha aproximación, analizando sus providencias y sentencias en las 
cuales se evidencian algunos elementos cognitivos, o mejor aún, de un saber 
especializado, que determina la aproximación que se menciona. 
Es preciso ver, cómo el discurso (que en este trabajo es discurso escrito), es la 
expresión comunicativa de un determinado conjunto de saberes compartidos, 
formas y marcos conceptuales y de ideas a propósito de su propia práctica. En este 
                                            
35 Ibid., Pág. 54 
36Ibid., Pág. 58 
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orden de ideas, el presente trabajo dilucidará el carácter ideológico del ejercicio 
regular de los jueces ordinarios, el cual se expresa, entre otras formas, en la visión 
que tienen algunos de estos sobre lo que son los jueces de paz, en concepto, 
práctica y demás, destacando el carácter cognitivo de dicho saber, que es ideológico 
y por tanto social, compartido y general. 
El análisis crítico de discurso trabajado por pensadores como Teun Van Dijk, hace 
énfasis particular en develar los juicios y prejuicios discursivos en las posiciones de 
poder.  
En este caso, el problema jurídico busca demostrar la falta de coherencia por parte 
de algunos actores dentro de la Rama Judicial en Colombia, a partir de las 
providencias proferidas desde diversas instancias de este poder público, las cuales 
denotan una clara falta de consenso acerca de varios aspectos de la jurisdicción 
especial de paz, atribuyéndoles en varios casos competencias, funciones, faltas, 
sanciones, etc., similares a los jueces de la justicia ordinaria. En pocas palabras, el 
análisis crítico del discurso asume una postura crítica frente a los discursos que 
estudia. 
 
3. FUENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Las fuentes en el presente trabajo son fundamentalmente providencias proferidas 
por magistrados y magistradas de la Corte Constitucional y la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, cortes de cierre en materia 
constitucional y disciplinaria, respectivamente, pertenecientes a la Rama Judicial en 
Colombia. Las providencias son agrupadas en varios ítems, según su decisión, en 
un cuadro que permite variar la presentación, y filtrar varios temas.  
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Se incluyen dos tipos de providencias. Por un lado, están aquellas emitidas por la 
Corte Constitucional, en decisiones de constitucionalidad y de tutela, donde se 
define qué es, qué hacen y cómo se han de entender sus competencias y 
características. En esta parte del trabajo, se dilucidan algunos aspectos 
conceptuales, especialmente aquellos que conciernen a la representación que se 
hace de esta jurisdicción y su impacto en las decisiones que se toman por los demás 
jueces en Colombia, sobre el mismo tema.  
Por otro lado, se emplean providencias de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, para analizar la práctica judicial, frente a las 
investigaciones disciplinarias que se dan en el ejercicio de sus funciones por los 
jueces de paz. En este espacio, se analizan (con énfasis en Bogotá), las 
representaciones sobre la jurisdicción especial de paz, de los magistrados de dicha 
Sala, a partir de sus providencias, disgregadas en una matriz anexa, que será 
analizada a la luz de los elementos teóricos anteriormente mencionados, y que 
complementa la parte conceptual y si se quiere, doctrinaria esbozada a partir de la 




El objetivo general de este trabajo, es identificar el núcleo figurativo que componen 
las representaciones sociales de las jurisdicciones de cierre, respecto de las 
actuaciones y pronunciamientos de los jueces de paz en Colombia. Las decisiones 
de la Corte Constitucional y la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior 
de la Judicatura, como cortes de cierre en materia constitucional y disciplinaria, 
respectivamente, abarcan todas las providencias que pueden dictarse por las 
demás jurisdicciones frente a los jueces de paz. Por una parte, la Corte de cierre en 
materia constitucional, que decide las demandas de constitucionalidad respecto de 
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la ley que los regula, y las tutelas contra sus actuaciones y decisiones- Por otra, la 
corte de cierre de las investigaciones disciplinaria que en contra de ellos, pueden 
seguirse.  
Conforme el objetivo general a continuación, se exponen los objetivos específicos 
que corresponden a las variables del análisis del trabajo: 
1) Identificar la información que componen las representaciones que se hacen los 
magistrados de las cortes de cierre en relación con las actuaciones que conocen 
dentro del ámbito de sus competencias, frente a los jueces de paz. 
2) Analizar la representación de los magistrados de las cortes de cierre en relación 
con la jurisdicción de paz, desde su competencia hasta la ejecución de sus 
conciliaciones o fallos, pasando por el procedimiento. 
3) Exponer las consecuencias prácticas y jurídicas de las representaciones sociales 
de los magistrados de las cortes de cierre en Colombia, en relación con las 
actuaciones que conocen dentro del ámbito de sus competencias frente a los jueces 
de paz. 
 
5. ESTADO DEL ARTE 
 
En la actualidad la teoría de las representaciones sociales ha ido adquiriendo cada 
vez más aceptación como perspectiva teórico-metodológica para el estudio de los 
fenómenos sociales, entre ellos los comunicativos. A partir de la obra de Serge 
Moscovici 37, destaca la noción de representación social en las ciencias sociales, la 
psicología social y cognitiva, la comunicación social y la educación, pues son varios 
                                            
37 MOSCOVICHI, Serge: El psicoanálisis su imagen y su público (1961). Argentina: Traducción de 
Anesa - Huemul. 1961 
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los fenómenos observables, simples y complejos, individuales y colectivos, 
psicológicos y sociales.  
En las ciencias sociales, de las que hace parte el derecho, es crecientemente 
importante estudiar las opiniones, actitudes, valores, tomas de decisión, procesos 
de socialización, relaciones entre grupos, comportamientos, dinámicas de influencia 
social, entre otros temas, desde la perspectiva del actor y sus representaciones 
sociales. Conocer la visión del mundo que los individuos aportan o llevan consigo y 
utilizan para actuar o tomar posiciones, es indispensable para entender la dinámica 
de las interacciones sociales y, por lo tanto, para aclarar los determinantes de las 
prácticas sociales.  
Además en las últimas décadas este enfoque, ha dado lugar a numerosas corrientes 
de investigación y diversos modelos de aproximación teórica y empírica en muchos 
países del mundo. 
En relación con el tema objeto de este trabajo, no se encuentra otro similar. El más 
cercano, es el trabajo doctoral de la doctora Norhys Esther Torregrosa Jiménez38, 
sobre los conciliadores y las conciliadoras en equidad, como particulares que 
administran justicia, al tenor del artículo 116 de la Carta Política, y la Ley 23 de 
1991, reformada por la Ley 446 de 199839.  
                                            
38  TORREGROSA, Norhys Esther. Representaciones sociales de los conciliadores y las 
conciliadores en equidad de las unidades de mediación y conciliación de Bogotá, en torno al 
concepto de Equidad y Justicia. Bogotá, 2011. Alvi Impresores Ltda. 
39  CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 446 de 1998. Por la cual se adoptan como legislación 
permanente algunas normas del  Decreto 2651 de 1991, se modifican algunas del Código de 
Procedimiento  Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989,  se 
modifican y expiden normas del Código Contencioso Administrativo y se  dictan otras disposiciones 
sobre descongestión, eficiencia y acceso a la justicia. 
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Y en lo que tiene que ver con jueces de paz, el estado del arte inicia con el artículo 
116 de la Carta Política40, al desarrollar la estructura del estado, a que se refiere el 
título V en el cual se halla ubicado, y concretamente al referirse a las funciones y 
estructura de la Rama Judicial, dice que administran justicia la Corte Constitucional, 
la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la 
Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, los tribunales y los jueces y también la 
justicia penal militar. El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales y 
excepcionalmente podrá atribuirse la función a determinadas autoridades 
administrativas, y transitoriamente a particulares en condición de jurados en las 
causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para 
proferir fallos en derecho o en equidad. 
A su vez el artículo 152 de la Carta Política dispone que mediante Ley Estatutaria 
debe regularse la administración de justicia. 
Nótese que se trata de la justicia del Estado, aquella a la que todas y todos podemos 
llevar o ser llamados para la solución de nuestros conflictos.  
En estas normas no se menciona a los jueces de paz, ni a las autoridades indígenas, 
pero sí a los conciliadores habilitados por las partes para proferir fallos en equidad 
dentro de esta justicia estatal. 
El título VIII de la Constitución Política de Colombia se refiere a la Rama Judicial, 
capítulo I refiere las mismas autoridades mencionadas en el artículo 116 de la Carta, 
y el artículo 230 impone el sometimiento de los jueces a la ley, teniendo a la equidad, 
la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina como criterios 
auxiliares de la actividad judicial. 
                                            





Estas jurisdicciones “ordinaria o del Estado” como la llamaremos, tienen como 
autoridades judiciales a las juezas y los jueces, y a las magistradas y los 
magistrados de la justicia ordinaria, de la Constitucional, de la Contenciosa 
Administrativa y del Consejo Superior de la Judicatura y a las Fiscalas y a los 
Fiscales que integran la Fiscalía General de la Nación. 
Este artículo tampoco menciona ni a las autoridades de los pueblos indígenas, ni a 
los jueces de paz. 
En el Capítulo 5 “De las Jurisdicciones Especiales”, en el artículo 247 dispone que 
la ley podrá crear jueces de paz encargados de resolver en equidad conflictos 
individuales y comunitarios.  
Debemos destacar:  
Primero, la jurisdicción de paz es una jurisdicción especial que debe de resolver en 
equidad conflictos individuales y comunitarios. 
El segundo, las demás jurisdicciones están sometidas a la ley y tienen a la equidad 
como criterio auxiliar de la actividad judicial. 
Creados los jueces de paz por la Ley 497 de 1999, ley ordinaria y a la vez 
estatutaria41, dispuso el procedimiento que deberían seguir y toda la regulación 
acerca de su funcionamiento.  
Este procedimiento consta de dos etapas: Una conciliatoria o autocompositiva en 
equidad, y de fracasar esta, se dictará el fallo en equidad. 
Por su parte, dentro de las demás jurisdicciones, se han hecho ingentes esfuerzos 
por buscar el tratamiento de los conflictos de tal manera que permitiera una salida 
                                            
41 CÁRDENAS TORRES, Pablo Enrique. Jueces de Paz. Nuevo paradigma de justicia democrática. 
Editorial Legis S.A,. Bogotá, D.C. 1ra edición, 2002. pág. 72  
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a la violencia y la búsqueda de la paz. De ahí que se hayan implementado métodos 
alternativos de manejo de conflictos dentro de los que se cuenta la conciliación en 
equidad42. 
Lo anterior para resaltar que encontramos la figura de la conciliación en equidad 
tanto en las demás jurisdicciones, como en la jurisdicción de paz. 
El tema de la conciliación en equidad adquiere una importancia tal, que ha merecido 
que de él, se ocupen varias Universidades, como la Nacional, el Externado, la 
Javeriana y Los Andes, el Ministerio de Justicia y del Derecho y la Cámara de 
Comercio, y se crearan instituciones como la Red de Justicia Comunitaria y 
Tratamiento del Conflicto (RJCTC), y asociaciones y colegios de jueces de paz, 
como también la Federación de Juntas de Acción Comunal, y particularmente la 
academia.  
No obstante, cuando la conciliación en equidad no se logra, el juez de paz se 
convierte en un verdadero juez, en el sentido de que está facultado para resolver 
los conflictos. 
El poder resolver el conflicto es la cualidad que distingue al juez de paz, no solo de 
su mismo actuar hasta el momento en que fracasa la conciliación por no lograrse 
un acuerdo entre las partes que resuelva el conflicto, sino también del conciliador 
en equidad de la justicia ordinaria quien nunca tiene la competencia para resolverlo. 
La mirada de las demás jurisdicciones no especiales, sobre el actuar del juez de 
paz, desde que asumen el conflicto y aun después de hacerlo, es el tema de interés 
de este trabajo, porque de ello tienen que ocuparse cuando llegan por tres vías:  
                                            
42 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 23 de 1991. Por medio de la cual se crean mecanismos para 
descongestionar los Despachos Judiciales, y se dictan otras disposiciones 
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Por demanda de inconstitucionalidad de la ley de creación o de alguna de sus 
normas, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su 
formación43. 
Por acción de tutela, caso en el cual por tratarse de una autoridad de carácter 
municipal la competencia radica en los jueces del circuito del respectivo territorio, 
en primera instancia, pudiendo ser conocida en segunda instancia por vía de 
impugnación, por los Tribunales Superiores del Distrito Judicial respectivo, y en todo 
caso pueden ser revisadas por la Corte Constitucional44.  
Por queja disciplinaria en contra del juez de paz, siendo competente en primera 
instancia para la investigación la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Seccional de la Judicatura del lugar donde haya ocurrido la acción o la omisión, y 
en segunda instancia por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior 
de la Judicatura45. 
No sobra recordar que contra las decisiones de esas Salas, también es procedente 




Una vez promulgada la Carta Política de 1991, la doctrina se dedicó a sembrar 
grandes expectativas sobre el papel que cumplirían los jueces de paz, y al ser 
                                            
43 COLOMBIA. Constitución Política de 1991. Artículo 241.4 de la Carta Política 
44 COLOMBIA. Constitución Política de 1991. Artículos 86 y 241.9, y Decreto 2591 de 1991, artículos 
31 a 33.  
45 Artículo 256 de la Carta Política y artículos 111 y 112 de la Ley 270 de 1996. 
46 Artículo 83 de la Carta Política 
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expedida la Ley 497 de 1999, a hacer un análisis acerca de su tenor para encontrar 
problemas y buscarles la solución, siempre con la expectativa de la finalidad de su 
función, según ellos, para lograr la paz social y la convivencia pacífica47. 
Encontramos estudios de Ardila y Borrero, acerca de la conciliación en equidad, del 
papel que deberían cumplir y que cumplían los conciliadores en equidad, sin 
encontrar diferencias sustanciales entre aquellos que pertenecían a la jurisdicción 
especial de paz, es decir a los jueces de paz, en la etapa autocompositiva del 
procedimiento, y los conciliadores en equidad destinados a descongestionar a la 
justicia “ordinaria o del estado”48. 
Finalmente, ambas clases de conciliadores actuaban en equidad y no resolvían el 
conflicto, sino que su papel era, como su nombre mismo lo indica, el de servir de 
conciliadores y/o mediadores a fin de que los sujetos pudieran resolverlo por ellos 
mismos.  
En conclusión, los estudios encontrados sobre jueces de paz han llegado 
fundamentalmente a tocar estos tópicos, desde la formación que reciben hasta las 
representaciones sociales en torno a los conceptos de equidad y justicia49. 
                                            
47 UPRIMNY YEPES, Rodrigo. Justicia y Resolución de Conflictos: La alternativa comunitaria. En 
Pensamiento Jurídico. Unibiblos. Universidad Nacional. Bogotá, 1994. 
48 ARDILA AMAYA, Edgar. Justicia Comunitaria y Realidad Contemporánea. En variaciones sobre 
la justicia comunitaria, “El otro derecho” No. 30, Bogotá. 2003 y BORRERO G. CAMILO. Justicia 
alternativa. Estudios de Caso. CINEP. Bogotá, 2003. 
49  TORREGROSA JIMÉNEZ, Norhys. Equidad y Justicia: Editorial Cordillera S.A. Perú, 2007; 
Pluralismo jurídico: La conciliación en equidad. Otra justicia, real, posible, en Verba Juris. Instituto 
de Postgrados de Derecho Universidad Libre, Revista No. 24 julio-diciembre, Bogotá, Colombia, 
2010; Conciliación en Equidad: representaciones sociales sobre el concepto de conciliación en 
equidad de los operadores de la justicia en equidad en Bogotá, en Diálogos de SABERES. 
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Estos últimos estudios, precisamente, son la base de lo que pretende conocerse 
con esta investigación, pues no se encuentran escritos precisos sobre el tema en 
Colombia50, como lo recuerda el doctor Rosembert Ariza Santamaría, al referirse a 
la improbabilidad de la resistencia de esta jurisdicción al lenguaje dominante de los 
juristas, diciendo “Sin embargo, esta toma elementos formales del Derecho y aplica 
procedimientos que en alguna medida podrían contribuir a perpetuar el discurso 
jurídico”, y líneas adelante: “…estas prácticas constituyen un capital jurídico que 
genera un nuevo campo, no claramente establecido todavía, pero propiciador de 
nuevas racionalidades jurídicas y una manera social de regulación desde estos 
actores sociales. De esta manera resulta difícil reconocer a qué le aporta finalmente 
esta jurisdicción y qué acumulado se está haciendo para el mundo jurídico”.  
Hay autores que se han acercado un poco al problema que plantearemos, sin que 
este haya sido el objeto principal de sus investigaciones51. 
Y hay otros, que refieren la realización de estudios de varias sentencias: 
“En una revisión de 33 tutelas durante el período comprendido entre 2004 y 2009, 
se hizo evidente que los demandantes y los jueces ordinarios usualmente reprochan 
a los jueces de paz, violaciones al debido proceso. En un patrón que se repite en el 
97 por ciento de los casos estudiados, los jueces ordinarios revocan las decisiones 
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Paz. Ley 497 de 1999. Ed Plural, Corporación Centro de Estudios Constitucionales (sin ciudad, fecha, 
ni año de impresión). 
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tomadas por los jueces de paz bajo el cargo de que mediante ellas se está afectando 
el derecho al debido proceso de los usuarios de esta jurisdicción”52. 
No menciona el lugar del país en el que se hizo la “revisión” ni la autoridad que la 
hizo, y como se expondrá en el capítulo siguiente, la Corte Constitucional, solo 
revisó 3 tutelas sobre jueces de paz. Así las cosas, no se refiere a las Cortes de 
cierre, sino a los casos conocidos por otros jueces, que están aplicando sus 
precedentes.  
Pero, además, hay que mencionar que el estudio se centró en establecer cuáles 
eran los derechos fundamentales que más violaban los jueces de paz, según esas 
decisiones de tutela, y a explicar las razones por las cuáles sucedieron, para evitar 
que volvieran a suceder, lo cual no es el objeto de este trabajo.   
Sobre la interacción de distintos sistemas legales, hay varios trabajos 
particularmente sobre la época colonial, en los que se estudió cómo se expandía 
una cultura imponiendo un modelo en relaciones de dominación y sometimiento, y 
la dificultad que se presenta cuando “se intentan que coexistan y funcionen dos 
sistemas jurídicos que corresponden a lógicas diferentes”53. 
El pluralismo jurídico ha sido estudiado por “Griffiths (1985), en el que pretende 
construir un modelo de análisis para abordar las formas de interacción entre 
distintos sistemas legales definiendo tipos ideales de relación. Estos tipos ideales 
intentan demostrar como dos sistemas jurídicos compiten por “captar” bajo su 
influencia al mayor número de individuos. Impedir que la resolución de los conflictos 
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sea efectuada por una institución externa, mejorar la calidad de los servicios 
maximizando la ganancia derivada del litigio o adaptar las normas propias al 
postulado del contrincante son las principales estrategias emprendidas por sistemas 
jurídicas independientes que buscan permanecer vigentes socialmente”54 
Estos estudios, luego se han extendido a toda sociedad, pues en ellas se encuentra 
siempre pluralismo jurídico, por la coexistencia de distintos ordenamientos jurídicos 
tengan o no origen en el estado, los cuales compiten, a pesar de ser distintos y 
autónomos, se interrelacionan, se combinan, se comunican, se oponen a la 
jerarquía que pretende ostentar el derecho del estado, pero también se unen en 
algunos propósitos. 
Dejando de lado la discusión sobre el concepto de pluralismo jurídico, y por ende 
de la definición acerca de qué es derecho, porque finalmente en nuestro caso 
ambas jurisdicciones coexisten como producto de la Constitución de 1991, se trata 
de analizar las representaciones sociales de uno de los lados, precisamente del que 
tiene el poder de revisar la constitucionalidad de las decisiones y disciplinar por su 
apartamiento. 
Sobre la teoría de las representaciones sociales “…toda realidad es representada, 
esto es, apropiada por individuo o el grupo, reconstruida en su sistema cognitivo e 
integrada en su sistema de valores”55, por lo cual, las representaciones sociales de 
las personas encargadas de tomar decisiones en otras jurisdicciones, del 
procedimiento y de los fallos en equidad proferidos por las juezas y los jueces de 
paz, permitirá comprender como están entendiendo a la jurisdicción de paz, para 
resolver conflictos individuales y comunitarios. 
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7. DERECHO COMPARADO 
 
La figura de los jueces de paz, es diferente a la contemplada en otros países, como 
Perú, donde la institución tiene un arraigo cultural, y no impuesto, como en 
Colombia. Este tema, ni ninguno del derecho comparado, son materia del trabajo, 
ni las decisiones que las altas Cortes, en otros países, puedan tomar sobre la 
materia. Tampoco las Cortes de cierre, utilizan el derecho comparado para motivar 
sus decisiones, pues resulta completamente ajeno.  
Es verdad que se trata de una justicia municipal elegida por el pueblo, como estuvo 
contemplada en la Constitución de Cádiz, pero al ordenamiento jurídico 
Colombiano, solo entró en la Ley 497 de 1991, porque así lo dispuso la Carta Política 
de 1991. 
En otros países como Perú, la figura también aparece ligada a la Rama Judicial del 
Poder Público, pero con especificaciones diferentes. En Colombia, al igual que en 
Perú, aparece ligada a la Rama Judicial, o Poder judicial, como allí se llama. Pero 
al igual que en Colombia, se generan problemas por su ubicación en la estructura 
judicial formal y en los artículos que los rigen56. 
A diferencia de Colombia, donde por disposición de la Ley 497 de 1999, son los 
alcaldes municipales quienes pueden citar a elecciones de jueces de paz, en Perú 
los jueces de paz superan ampliamente, el numero de jueces formales, y están 
radicados fundamentalmente en provincias.  
Y en dichas latitudes, como sucede aquí, los jueces de paz son capacitados por 
personas cercanas o pertenecientes a las demás jurisdicciones no especiales, lo 
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que condujo al fracaso de la figura, pues la ideología, el contenido de los temas, y 
en fin, las percepciones del objeto y sus procedimientos, son diferentes, y la 
capacitación se hace sin advertir que distaban unos de otro, desde su mismo origen, 
contaminaron la figura, al punto de convertirse en un problema, más que en una 
solución, frustrando las expectativas en la figura, deslegitimándola. 
En Perú, el juez de paz, como acá, no requiere ser abogado, es empírico, y allá 
decide con base al principio de la verdad sabida y la buena fe guardada, teniendo 
cuenta la idiosincrasia de los pueblos, los usos, costumbres y tradiciones, mientras 
que los colombianos, los hacen con base en la equidad. Por ello, en ambos casos 
no deben conocer el derecho formal, pero ambos deben conocer los derechos 
fundamentales y Constitucionales, se rigen por la Carta Política, y deben respetar 
los derechos fundamentales, y si no lo hacen, en Colombia, es falta disciplinaria. 
También, los cargos resultaron cooptados por grupos políticos y religiosos de 
dudosa honorabilidad, y su vulnerabilidad y atacada por el formalismo del sistema 
judicial. Allá, a diferencia de lo que sucede en Colombia, se prefirió que fueran 
abogados, estudiantes de derecho o egresados, con lo cual, confundieron los actos 
de litigio, generándose corrupción. De tales prácticas, tampoco escapan los jueces 
de paz en Colombia, pero no es el tema de este trabajo.  
Por lo tanto, fueron víctimas de violencia terrorista al ser considerados como parte 
de la estructura del Estado. Aquí en Colombia, también se producido actos de 
violencia en su contra, pero fundamentalmente basados en el exceso y abuso de 
sus actuaciones. Así mismo, varios han terminado condenados penalmente.  
Así mismo, se observan conjuntamente, las críticas sobre la falta de presupuesto y 
de atención por el Estado. 





CAPÍTULO III: LAS SENTENCIAS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL SOBRE 
LOS JUECES DE PAZ 
 
Son las dictadas por la Corte Constitucional, cuando los ciudadanos hacen ejercicio 
de las acciones de constitucionalidad y de tutela, o cuando deben ser objeto de 
análisis de constitucionalidad previamente, como en el caso de las leyes 
estatutarias. 
Se analizarán inicialmente, las sentencias de constitucionalidad. 
1) La sentencia C-536 de 23 de noviembre de 199557, fue la primera decisión de 
constitucionalidad sobre la materia, muy a pesar de que la Ley 497 de 1999, tiene 
simultáneamente el carácter de ley estatutaria y ley ordinaria58, dado que en la 
época en que fue proferida, el Congreso les daba a las leyes ese trámite mixto, 
aprobando en dos legislaturas los artículos que eran materia de la primera, pero sin 
que fuera llevada por el presidente del Congreso, a la Corte Constitucional, para su 
control previo de Constitucionalidad, después de aprobada en segundo debate, al 
tenor de los artículos 152, 153 y 241 numeral 8 de la Carta Política59. 
“Bajo esta perspectiva, las normas sobre procedimiento, competencia, control 
disciplinario, régimen de sanciones, remuneración, financiación y capacitación de los 
jueces de paz, fueron discutidas y aprobadas por el previsto para las leyes ordinarias, 
al paso que las demás disposiciones sobre objeto de la jurisdicción de paz, requisitos, 
nombramiento, periodo, inhabilidades, incompatibilidades e impedimentos de los 
jueces de paz, se les dio el de una ley estatutaria”60. 
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En dicha sentencia C-536 de 23 de noviembre de 1995, con ponencia del 
magistrado Vladimiro Naranjo61, la Corte Constitucional declaró inconstitucional el 
artículo 7 del Decreto-Ley 2700 de 1991, por el cual se le dieron facultades a los 
jueces de paz, para que resolvieran las contravenciones, y el artículo 3o. transitorio, 
que ordenaba que fueran creados con esa competencia. 
Ya desde las consideraciones sobre la naturaleza jurídica de los jueces de paz, 
empieza la Corte Constitucional, a dar un argumento que toca la administración de 
justicia ordinaria o formal, al decir que con esa ley, se trató de “agilizarla, a través 
de procedimientos que permitan la descongestión de los despachos judiciales y 
garanticen el acceso a ella de todos los ciudadanos”62.  
Y, dice que para ello, entre otras “estableció las llamadas jurisdicciones especiales 
(título VIII, Capítulo 5) en cabeza de las autoridades de los pueblos indígenas, 
dentro de su ámbito territorial (Art. 246 C.P.), por una parte, y los jueces de paz 
(Art. 247 C.P.) por la otra” 63.  
Del estudio de las dos jurisdicciones especiales, sin duda, podemos decir que 
constituye un error, y que no debió ser esta la motivación, ni siquiera residual. 
Porque, por una parte, la jurisdicción indígena, es el producto del reconocimiento 
de la autonomía e independencia de los pueblos ancestrales, y no una forma de 
descongestionar la justicia formal u ordinaria -como la llama la Corte Constitucional-
, frente a las jurisdicciones especiales.  
Y por otra, la jurisdicción de paz, resultó ser una institución desconocida en nuestro 
país hasta entonces, sin arraigo popular, a diferencia de lo que sucede en el Perú, 
Brasil y Uruguay, donde desde el nacimiento, las personas cuentan con su juez de 
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paz64. Por ello, buscó que las personas solo pudieran acudir a ella, siempre y 
cuando lo hicieran de mutuo acuerdo.  
Esto significa que debe darse el concurso de dos voluntades en el mismo sentido, 
valga decir que, de consuno, decidan que su conflicto sea resuelto por el juez de 
paz. La conciencia de que con esto se descongestione la administración de justicia 
formal, por parte de los usuarios, sin duda, no será el fin primordial.  
En cambio, para las demás jurisdicciones, como se verá durante todo el trabajo, 
estas manifestaciones, que fueron reiteradas por la misma Corte Constitucional, 
hacen que consideren a la jurisdicción de paz, un apéndice de la misma jurisdicción 
ordinaria, y ha llevado a que se confundan las dos jurisdicciones, aplicándole a la 
de paz, normatividad e interpretaciones que le son ajenas.  
Continuando con lo dicho por la Corte Constitucional, en la sentencia C-536 de 23 
de noviembre de 199565, esta institución: 
“Se inscribe dentro del concepto de democracia participativa, al permitir la 
intervención del ciudadano en el cumplimiento de funciones del Estado, como lo es, 
en este caso, la judicial. Por otra parte, esta institución guarda también relación con 
algunos de los deberes que la Constitución consagra a cargo de la persona y del 
ciudadano, concretamente los de propender al logro y mantenimiento de la paz” y el 
de “colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia”66. 
Reitera así, que tal jurisdicción apoya al buen funcionamiento de las demás 
jurisdicciones. 
Allí también se replica el tenor del artículo 247, y atribuye a que “se logre o se 
contribuya a lograr la paz (Art. 22 C.P.), es decir, a alcanzar una mayor armonía 
entre los asociados y la tranquilidad de la persona humana, de acuerdo con el orden 
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social, político y económico justo”67. 
De aquí también surge otro punto controversial, que radica en el nombre de estos 
jueces de la jurisdicción especial, “de paz”. Por este concepto de paz, ha logrado, 
hasta ahora, que se busque a estos jueces, para solucionar todo tipo de conflictos, 
no solo por el legislador, como se conoce en esta sentencia, que les dio 
competencias para resolver sobre contravenciones, sino también por la Fiscalía 
General de la Nación, que los ha integrado a resolver brigadas de conciliaciones, 
desconociendo que la conciliación en la justicia ordinaria, es totalmente distinta a 
la de la jurisdicción especial de paz, que es una etapa del proceso. 
Se destacó en esta sentencia, que su función conciliadora, lo llevaba a la 
“capacidad de fallar”68, es decir, de tomar decisiones obligatorias y definitivas. Por 
ello, se ha de decir, desde ya, que una de las diferencias con la conciliación como 
forma de solución de conflictos en las demás jurisdicciones, radica en los efectos 
de su fracaso. Porque en las demás jurisdicciones, fracasada la conciliación, se 
levanta un acta que sirve como prueba del agotamiento del requisito de 
procedibilidad, y punto redondo. En cambio, en la jurisdicción de paz, si no se logra 
la conciliación en esa primera etapa del proceso, queda facultado al juez para dictar 
el fallo. Es decir, se convierte en un verdadero juez, en términos de la Corte 
Constitucional, como se verá adelante.  
Además, la Corte Constitucional resalta en la mentada decisión, sobre las 
decisiones en equidad, basadas:  
En la aplicación del recto criterio que lleve a la solución justa y proporcionada de los 
conflictos humanos. En otras palabras, sus decisiones escapan el ámbito de lo 
jurídico, no deben fundamentarse en esa labor única del juez ordinario de fallar 
conforme a lo que establece la ley. A través de la equidad, entonces, se pretende 
también administrar justicia pero, por mandato constitucional, en aquellos eventos de 
                                            




menor importancia en que el rigor de la ley no resulta aplicable o no prevé una 
situación específica. No se busca, por ende, reemplazar las funciones del aparato 
estatal encargado de dirimir en derecho los conflictos existentes sino, por el contrario, 
complementarlo69.  
Y agrega líneas adelante: 
Se trata, en últimas, que personas que en principio no cuentan con una formación 
jurídica, pero que son reconocidas dentro de la comunidad a la que pertenecen por 
su capacidad, su ecuanimidad y su sentido de la justicia, puedan ocuparse de asuntos 
que por su sencillez no ameriten el estudio por parte de la rama judicial, ni supongan 
un conocimiento exhaustivo del derecho. Con todo, valga anotar que se trata de 
inconvenientes en apariencia pequeños o intranscendentes, pero que afectan de 
manera profunda la convivencia diaria y pacífica de una comunidad, por lo que la 
labor a ellos asignada resulta a todas luces esencial70. 
Aquí, diferencia expresamente, entre los fallos en derecho y los tomados en 
equidad, y también, precisa que los jueces de paz intervienen en pequeños 
asuntos, en que no se requiere la intervención del juez ordinario, y sin reemplazar 
a los jueces de derecho, realizando una labor complementaria.  
A riesgo de errar en la apreciación, resultan contradictorias las afirmaciones 
respecto de que son agentes de descongestión de las demás jurisdicciones, y a la 
vez, que complementan su función71. 
La descongestión se orienta a reducir la aglomeración, en término del diccionario 
de la RAE, y complemento, es lo que le falta a algo para ser perfecto72. 
Y al decir que conocen controversias que “no ameriten el estudio por parte de la 
rama judicial”, deja en claro que los jueces de paz no hacen parte de la Rama 
Judicial, como se sostiene en este trabajo doctoral.  
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Concluyó decretando la inconstitucionalidad de la competencia atribuida a los 
jueces de paz, para resolver contravenciones, precisamente por eso, por cuanto se 
trataba de analizar hechos punibles, con base en lo normado en el Código Penal, 
para luego evaluar la responsabilidad, al tenor de la ley, lo cual no puede hacer el 
juez de paz.  
2) En la C-037 de 199673, con ponencia del mismo magistrado Vladimiro Naranjo 
Mesa, se estudia previamente la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, y allí, 
se declara constitucional el artículo 11, que en su norma original, decía:  
ARTÍCULO 11. La Rama Judicial del Poder Público está constituida por: 
1. Los órganos que integran las distintas jurisdicciones 
a) De la Jurisdicción Ordinaria: 
1. Corte Suprema de Justicia. 
2. Tribunales Superiores de Distrito Judicial 
3. Juzgados civiles, laborales, penales, agrarios, de familia y los demás 
especializados y promiscuos que se creen conforme a la ley. 
b) De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo: 
1. Consejo de Estado. 
2. Tribunales Administrativos” 
“3. Juzgados Administrativos. 
c) De la Jurisdicción Constitucional: 
1. Corte Constitucional. 
d) De la Jurisdicción de Paz: jueces de paz. 
e) De la Jurisdicción de las Comunidades Indígenas: Autoridades de los territorios 
indígenas. 
2. La Fiscalía General de la Nación. 
3. El Consejo Superior de la Judicatura74. 
Nótese que se le tenía entre los órganos de las distintas jurisdicciones. Así se 
mantuvo en la Ley 585 de 2000. 
Esta norma fue modificada por la Ley 1285 de 2009, artículo 4, en similares 
términos, excluyendo una de las jurisdicciones especiales: la jurisdicción indígena, 
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pero, manteniendo, la jurisdicción de paz, cuando debía dársele el mismo 
tratamiento constitucional. Obsérvese su tenor:  
ARTÍCULO 11. <Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo 
texto es el siguiente:> La Rama Judicial del Poder Público está constituida por: 
I. Los órganos que integran las distintas jurisdicciones: 
a) De la Jurisdicción Ordinaria: 
1. Corte Suprema de Justicia. 
2. Tribunales Superiores de Distrito Judicial. 
3. Juzgados civiles, laborales, penales, penales para adolescentes, de familia, de 
ejecución de penas, de pequeñas causas y de competencia múltiple, y los demás 
especializados y promiscuos que se creen conforme a la ley; 
b) De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo: 
1. Consejo de Estado 
2. Tribunales Administrativos 
3. Juzgados Administrativos 
c) < Literal CONDICIONALMENTE exequible> De la Jurisdicción Constitucional: 
1. Corte Constitucional; 
d) De la Jurisdicción de Paz: jueces de paz. 
2. <sic, II.> La Fiscalía General de la Nación. 
3. <sic, III.> <Punto CONDICIONALMENTE exequible> El Consejo Superior de la 
Judicatura75. 
Y se menciona el mismo tratamiento constitucional, porque la Constitución Política 
no refiere a los jueces de paz, dentro de la administración de justicia. Como 
tampoco, a la jurisdicción indígena. Los términos de la norma original, fueron los 
siguientes: 
ARTÍCULO 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de 
Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, los 
Tribunales y los Jueces, administran justicia. También lo hace la justicia penal militar. 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Sin embargo no les será permitido 
adelantar la instrucción de sumarios ni juzgar delitos. 




Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar 
justicia en la condición de conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes 
para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley76 
El artículo original fue modificado por los actos legislativos 3 de 2002 y 2 de 2015, 
y en ninguna de las reformas, el constituyente incluyó a las jurisdicciones especiales 
–indígena y de paz-, entre quienes administran justicia. 
Al mantenerse a los jueces de paz, dentro de la administración de justicia, a pesar 
de que no están en ella, pues, la Carta Política no los incorpora, ha tenido muchas 
repercusiones en las decisiones subsiguientes, no solo de constitucionalidad y 
tutela, sino en especial, en las decisiones de carácter disciplinario proferidas por la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, todas objeto 
de este trabajo.  
3) En la C-103 de 200477, con ponencia del magistrado Manuel José Cepeda, la 
Corte Constitucional declaró exequible el artículo 19 de la Ley 497 de 1999, que se 
refiere a la remuneración de los jueces de paz, encontrándose por la Corte 
Constitucional, que no se afectaban los artículos 13, 53 ni 228 de la Carta Política, 
en el sentido de que no se perturbaba su remuneración mínima vital y móvil, al 
establecerse la gratuidad, aunque el legislador estaba en libertad de diseñar un 
sistema en el cual tuvieran derecho a recibir emolumentos por su labor, bien sobre 
la base de la gratuidad, u onerosamente, pues, el artículo 122 de la Carta dispone 
que no todos los empleos deben ser remunerados. Se consideró que quien 
pretendía esa dignidad, sabía que era una labor adicional, no remunerada, que se 
agregaba a aquella de la que derivaba su sustento. Además, su responsabilidad no 
dependía de su remuneración. 
                                            
76 COLOMBIA. Constitución Política de 1991  




Allí, se resalta la creación de la figura de los jueces de paz, para descongestionar a 
la Rama Judicial, y su competencia para la resolución de pequeños problemas, 
reiterando algunas de las frases de la C-536 de 23 de noviembre de 1995. 
Cabe resaltar que, en relación con el cargo por afectación a la igualdad, dijo:  
Para resolver este cargo, la Corte considera suficiente (i) remitirse a la amplísima 
jurisprudencia constitucional en la que se ha establecido que el principio de igualdad 
(art. 13, C.P.) permite al Legislador establecer diferenciaciones entre personas que 
se encuentran en circunstancias objetivamente distintas, y (ii) resaltar que los jueces 
de paz, por las especificidades propias del cargo –reseñadas en el acápite 3 de la 
parte VII de esta providencia -, no son asimilables ni a los árbitros, ni a los 
conciliadores, ni a los demás funcionarios públicos o particulares que cumplen la 
función de administración de justicia. En otras palabras, bien puede el Legislador, en 
ejercicio de la potestad amplia que le otorgó expresamente el Constituyente en la 
materia, establecer condiciones para el ejercicio del cargo de juez de paz que no son 
iguales a las de los demás servidores públicos o particulares que ejercen funciones 
de naturaleza jurisdiccional. El cargo no prospera78. 
Es importante, destacar que no son iguales a los demás servidores públicos, ni a 
otros particulares que administran justicia, pero luego, los jueces ordinarios, y la 
misma Corte Constitucional, olvidan tal aserto, y los traen a descongestionarla, a 
complementarla, a aplicarla, etc., por lo cual, está en mora esta alta Corporación, 
de precisar que si no son iguales, son diferentes, y poner un alto a las similitudes 
que solo acarrean un caos jurisprudencial.  
Se repite: No son asimilables a los demás funcionarios públicos o particulares que 
ejercen funciones de naturaleza jurisdiccional. 
Esta afirmación es trascendental, porque como se verá al entrar en las decisiones 
de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
contrariamente, en muchas se afirma, que los jueces de paz son iguales a los jueces 
de la República, de las demás jurisdicciones. Y ya se verá, en su oportunidad en 
este texto, que la Corte Constitucional, en varias oportunidades, pone de presente 
sus diferencias, pero quedándose corta, seguramente, por la falta de revisión previa 




de la Ley 497 de 1999, que milita como ley ordinaria, teniendo carácter mixto, tanto 
de ordinaria como de estatutaria.  
4) En la C-059 de 200579, con ponencia de la magistrada Clara Inés Vargas, se 
pronuncia la Corte Constitucional, frente a la demanda de inconstitucionalidad 
contra la reforma a la ley de violencia intrafamiliar, concretamente a las 
disposiciones contenidas en el parágrafo 1° del artículo 1° y el artículo 5° (parcial) 
de la Ley 575 de 2000, “Por medio de la cual se reforma parcialmente la Ley 294 de 
1996”, que dicen:  
ARTÍCULO 1°. El artículo 4° de la Ley 294 de 1996 quedará así: 
Artículo 1°. Toda persona que dentro de su contexto familiar sea víctima de daño 
físico o síquico, amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión por parte 
de otro miembro del grupo familiar, podrá pedir, sin perjuicio de las denuncias penales 
a que hubiere lugar, al Comisario de familia del lugar donde ocurrieren los hechos y 
a falta de éste al Juez Civil Municipal o promiscuo municipal, una medida de 
protección inmediata que ponga fin a la violencia, maltrató <sic> o agresión o evite 
que ésta se realice cuando fuere inminente. 
Cuando en el domicilio de la persona agredida hubiere más de un despacho judicial 
competente para conocer de esta acción, la petición se someterá en forma inmediata 
a reparto. 
Parágrafo 1°. No obstante la competencia anterior podrá acudirse al Juez de Paz y al 
Conciliador en Equidad, con el fin de obtener, con su mediación, que cese la violencia, 
maltrato o agresión o la evite si fuere inminente. En este caso se citará 
inmediatamente al agresor a una audiencia de conciliación, la cual deberá celebrarse 
en el menor tiempo posible. En la audiencia deberá darse cumplimiento a las 
previsiones contenidas en el artículo 14 de esta ley. 
Podrá el Juez de Paz o el Conciliador en Equidad, si las partes lo aceptan, requerir 
de instituciones o profesionales o personas calificadas, asistencia al agresor, a las 
partes o al grupo familiar. 
Si el presunto agresor no compareciere o no se logra acuerdo alguno entre las partes, 
se orientará a la víctima sobre la autoridad competente para imponer medidas de 
protección, a quien por escrito se remitirá la actuación80. 
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El parágrafo, antes de la modificación introducida por la ley demandada, decía:  
“PARÁGRAFO. En los casos de violencia intrafamiliar en las comunidades indígenas, 
el competente para conocer de estos casos es la respectiva autoridad indígena, en 
desarrollo de la jurisdicción especial prevista por la Constitución Nacional en el 
artículo 246”81. 
Esta sentencia sorprende, porque a diferencia de la sentencia C-536 de 23 de 
noviembre de 1995, en la que se aleja a los jueces de paz, de toda competencia en 
asuntos de la justicia ordinaria, en esta se abre un capítulo especial, que dista sin 
par, de la Ley 497 de 1999, que los regula, y de otras decisiones de la misma Corte 
Constitucional, que dicen que ellos, los jueces de paz, solo deben estar sujetos a la 
ley que los creó y a la Carta Política.  
Sin embargo, la presidenta del Consejo Superior de la Judicatura, de entonces, 
conceptuó en el traslado a los interesados, previo a la decisión, que la norma era 
constitucional, porque: “…los jueces de paz solo actúan como mediadores, “es 
decir, que no van a entrar en consideraciones jurídicas, sino que simplemente van 
a promover el consenso entre las partes y, en el evento en que su labor conciliadora 
fracase, no estarán facultados para fallar sino que deben orientar a la víctima de la 
violencia intrafamiliar, sobre la autoridad competente para imponer las medidas de 
protección correspondientes”82. 
Así, se amplió la competencia de los jueces de paz, en temas distintos a los 
contemplados en la Ley 497 de 1999, tergiversando también el procedimiento, 
facultándolos, al igual que a los conciliadores -quienes sí pertenecen a la jurisdicción 
formal u ordinaria-, a intervenir con una petición unilateral, a realizar conciliaciones 
por fuera del trámite del proceso, sin que su fracaso significara que quedara 
obligado a dictar sentencia que resuelva el conflicto. Es decir, faculta a los jueces 
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de paz, a actuar como conciliadores –de la jurisdicción ordinaria-, y no como jueces 
de la jurisdicción especial.  
Dijo la Corte Constitucional:  
En el resumen de lo que se debate, que es: (ii) Porque infringe el artículo 247 Superior, 
ya que la violencia intrafamiliar no es un problema individual o comunitario del resorte 
de los jueces de paz, sino una afrenta a los derechos humanos que como tal exige la 
intervención de la jurisdicción ordinaria”83. Entre los intervinientes, “…la Defensoría 
del Pueblo y los ciudadanos intervinientes, que consideran que los casos de violencia 
intrafamiliar no son pequeñas causas sino asuntos de gran trascendencia social, que 
al no ser asignados a funcionarios con conocimientos en derecho implican el 
desconocimiento de los principios constitucionales del juez natural y el acceso a la 
administración de justicia así como también la Convención para Erradicar la Violencia 
contra la Mujer donde nuestro país, que es Estado parte, se comprometió a luchar 
eficazmente contra este flagelo84. 
Nuevamente, la Corte Constitucional trata a los jueces de paz, como parte de la 
Rama Judicial, al decir:  
En la Constitución de 1991 existen dos importantes instituciones que le dan 
participación a los particulares en la administración de justicia: la conciliación en 
equidad y la justicia de paz, previstas en los artículos 116 y 247 del Ordenamiento 
Superior, respectivamente. Se trata de nuevos mecanismos que promueven la 
solución pacífica de conflictos en el contexto comunitario y que lejos de pretender 
sustituir la administración de justicia en manos de las autoridades estatales, son 
espacios diferentes a los despachos judiciales que brindan la posibilidad de que con 
el concurso de particulares se puedan dirimir controversias de manera pacífica85. 
La mezcla de conceptos, lleva a la conclusión errada. Se dice que son particulares 
que administran justicia, cuando al tenor de la Carta Política, son miembros de una 
jurisdicción especial. Se les pone en el mismo plan de igualdad que los conciliadores 
en equidad, quienes pertenecen a la jurisdicción ordinaria o formal. Se tiene en 
cuenta que “laboran en espacios diferentes a los Despachos judiciales”, los cuales, 
según la sentencia, permiten que se resuelvan pacíficamente los conflictos, lo que 
al parecer, no sucede en la justicia ordinaria, sin que explique la razón de su aserto, 






menos aún, cuando ahora se les formalizó, dándoles un espacio en la Casas de 
Justicia de los distintos sectores de la ciudad, en donde se encuentran sistemas de 
justicia formal y no formal. 
Agregó la Corte Constitucional: 
Finalmente, respecto de los jueces de paz como de los conciliadores en equidad, 
puede reiterarse lo considerado por la Corte Constitucional en relación con los 
mecanismos alternativos de resolución de conflictos, en el sentido de que “no deben 
ser interpretados solamente como una manera de descongestionar el aparato de 
justicia sino también, y principalmente, como una forma de participación de la 
sociedad civil en los asuntos que los afectan. En este sentido, es incuestionable su 
estirpe democrática, en la medida en que generan espacios de intervención de la 
comunidad en el desarrollo de la función jurisdiccional evitando la conflictivización de 
la sociedad y logrando, por ende, el fortalecimiento de la legitimidad del aparato de 
justicia estatal en la medida en que éste puede dedicarse a resolver aquellos asuntos 
que son de verdadera trascendencia social86 
Contradictoriamente, después de comparar a los jueces de paz, con los 
conciliadores en equidad, siendo ambos de distintas jurisdicciones, regulados por 
leyes distintas, y con competencias diferentes, citando las actas de la comisión 
redactora, dijo:  
“Al aprobar la ley en mención el Congreso dejó en claro que su objetivo primordial era 
hacer realidad el deseo del Constituyente en lo atinente a la diferencia entre los jueces 
de paz y la justicia estatal-formal. Al respecto señaló que, a fin de conseguir la 
comprensión de la verdadera naturaleza y objeto de los jueces de paz, se exige 
apartar cualquier consideración teórica o práctica de Derecho Tradicional, esto es, 
desnudarla exigencia científica prevalerte en éste para visualizar la esencia popular y 
no científica de aquellos”87. 
Es decir, que regresa a tener a los jueces de paz, como miembros de una 
jurisdicción especial, sin ningún nexo con la jurisdicción formal u ordinaria.  
5) En la C-713 de 2008, previa a la sanción de la reforma de la Ley Estatutaria de 
la Administración de Justicia, contenida en la Ley 1285 de 2009, dijo:  
                                            




1.- Como primera medida, la Corte llama la atención en el sentido de que la norma 
objeto de examen hace referencia a la estructura orgánica de la Rama Judicial, mas 
no al ejercicio mismo de administrar justicia desde un punto de vista funcional. Esta 
diferencia resulta relevante porque la función de administrar justicia no está radicada 
solamente en las autoridades que orgánicamente pertenecen a la rama judicial, sino 
que también puede asignarse, de manera excepcional, a otras autoridades o incluso 
a los particulares 88. 
Y así inicia, haciendo una distinción entre la estructura de la Rama Judicial y el 
ejercicio de la función de administrar justicia, contrariando el tenor del artículo 116 
de la Carta Política.  
Respecto de la jurisdicción de paz, la Corte tampoco encuentra ningún reparo toda 
vez que el artículo 247 de la Constitución señala que la creación de los jueces de paz, 
para resolver en equidad conflictos individuales y comunitarios, estará sujeta a la 
voluntad y configuración del Legislador. 
Lo anterior explica por qué en su configuración normativa (Ley 497 de 1999) el 
Congreso asignó al Consejo Superior de la Judicatura varias funciones relacionadas 
con los jueces de paz. Es así como a dicha autoridad corresponde incluir las partidas 
necesarias para la financiación de la justicia de paz, diseñar programas de formación 
y capacitación permanente, fijar las expensas y costas en los procesos, conformar 
bases de datos y ejercer el control disciplinario, entre otras. 
Sin embargo, no pueden perderse de vista las especificidades de la jurisdicción de 
paz, pues se trata de particulares investidos por las partes de la autoridad para 
administrar justicia y resolver ciertos conflictos en equidad89.  
Reiteró apartes de las sentencias C-103 de 2004 y C-059 de 2005, concluyendo con 
ellas, que “…es plenamente válido que dicha jurisdicción especial, autorizada 
directamente por la Constitución, pero cuyo desarrollo corresponde al Legislador, 
se inscriba en la estructura orgánica de la rama judicial”. 
Más luego, refiriéndose a la jurisdicción indígena, dijo: 
Desde el punto de vista funcional la jurisdicción indígena hace parte de la rama 
judicial; por ello no sólo es razonable sino jurídicamente exigible que el Consejo 
                                            





Superior de la Judicatura promueva labores de divulgación y sistematización de 
asuntos relativos a la jurisdicción indígena. 
Sin embargo, la Corte considera necesario precisar que las autoridades indígenas no 
pertenecen a la estructura orgánica de la Rama Judicial del poder público, como en 
repetidas oportunidades lo ha puesto de presente la jurisprudencia de esta 
Corporación. En consecuencia, deberá declarar la inexequibilidad del literal e) del 
numeral I del artículo 3º del proyecto, pues la norma está referida a la estructura 
orgánica de la rama judicial90. 
No explica por qué, tratándose de dos jurisdicciones diferentes, la jurisdicción 
especial se parta en dos, integrándose una de ellas a la Rama Judicial o a la 
jurisdicción formal u ordinaria. 
6) En la C-631 de 2012, con ponencia del magistrado Humberto Sierra Porto, se 
pronunció la Corte Constitucional, sobre la participación del juez de paz, entre 
quienes resuelven la reconsideración. 
En ella cabe destacar, para lo que es de interés en este trabajo, lo siguiente:  
“(iii) las notas características de la justicia comunitaria y de la jurisdicción de paz, que 
se enmarca dentro de aquella, no permiten que los principios y reglas que rigen el 
funcionamiento de la administración de justicia formal estatal le sean trasladables de 
manera automática, lo cual implica que la reconsideración no es un recurso de 
apelación que deba ser resuelto por un superior jerárquico funcional, por cuanto – de 
hecho- éste no existe en la justicia de paz”91 
Aquí, está claramente expresado que la jurisdicción de paz es diferente a las demás 
jurisdicciones, y por ello su funcionamiento es diferente. Y precisa que la 
reconsideración de aquella, no es lo mismo que un recurso de apelación de esta, 
ya que no es un superior jerárquico, sino un juez colectivo. 
Así lo expresa a continuación: 
(iv) al tratarse de sentencias dictadas en equidad, no es procedente interponer una 
apelación con la cual se busca que el superior jerárquico de la autoridad que decidió 
en primer instancia, evalúe su validez jurídica, sino que lo que con ésta se persigue 
es brindar a los usuarios de esta jurisdicción especial, la oportunidad procesal de que 
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un cuerpo colegiado revise o reconsidere si, de conformidad con los criterios de 
equidad de la comunidad, ésta es la más justa; y, (v) por último, la intervención del 
juez de paz que tuvo conocimiento de la controversia que fue sometida por las partes, 
de común acuerdo, a esta jurisdicción especial en el cuerpo colegiado que deberá 
reconsiderar la decisión, lejos de minar su imparcialidad y objetividad, puede 
enriquecerlo a partir de su cercanía con la comunidad y su reconocimiento dentro de 
ésta para la resolución de los conflictos que dentro de ella se presenten. Recuérdese 
que se trata de una justicia más del modelo consensual que del adjudicatorio que 
distingue a la justicia formal y que funciona a partir de otro paradigma de justicia que 
no es el mismo que informa a la administración de justicia formal del Estado e, incluso, 
cuando el juez de paz se ve avocado a imponer una decisión por falta de acuerdo 
entre las partes, el criterio al que la misma atiende no es el derecho formal, sino el de 
la equidad que proviene de las prácticas y tradiciones de la comunidad a la que 
pertenece92. 
Pone de presente la Corte Constitucional, que el juez de paz debe alejarse del 
derecho formal, ya que no es su función adjudicar el derecho, sino ayudar a buscar 
el consenso, y de no poderse, decidir en equidad. 
7) En la C-176 de 23 de marzo de 2017, con ponencia del magistrado Alberto Rojas 
Ríos, la Corte Constitucional estudió una demanda sobre la exequibilidad de la 
inhabilidad para ser juez de paz o de paz de reconsideración, prevista en el artículo 
15.e de la Ley 497 de 1999, consistente en tener en su contra resolución acusatoria 
por delito que atenta contra la administración pública o de justicia, al considerarse 
que afectaba la presunción de inocencia, declarándolo inexequible, y por ende, 
apartado del ordenamiento jurídico, pero por afectar el acceso a los cargos públicos. 
Basta con destacar algunas citas:  
…la Corte ha diferenciado entre las inhabilidades-sanción y las inhabilidades-
requisito: El primer grupo tiene origen sancionatorio, es decir, cometida la conducta 
que la ley considera reprochable, el Estado impone la sanción correspondiente y 
adiciona una inhabilidad que impide al sancionado ejercer determinada actividad (…) 
Las inhabilidades relacionadas directamente con la potestad sancionadora del 
Estado, la cual se desenvuelve en los ámbitos penal, disciplinario, contravencional, 
correccional y de punición por indignidad política. Según lo ha señalado esta 




Corporación, a través de la potestad sancionadora el Estado cumple diferentes 
finalidades de interés general 93. 
Sobre las primeras, encuentra involucrado el interés general, no así, sobre las 
segundas. En la norma demandada, aunque se persiguiera amparar la probidad e 
idoneidad de quienes acceden a esa jurisdicción, era innecesario impedir que 
accedieran al cargo quienes tuvieran resolución de acusación por delitos contra la 
administración pública y de justicia, medida derogada en la Ley 906 de 2004.  
Esta decisión se tomó por estrecha mayoría, con 4 salvamentos de voto, y 3 
aclaraciones. 
8) En la C-387 de 2017, con ponencia de la magistrada Gloria Stella Ortiz Delgado, 
se declaró la cosa juzgada, pues su objeto versaba sobre la sentencia anterior. 
Por otra parte, son 3 las sentencias de tutela sobre los jueces de paz, revisadas por 
la Corte Constitucional, de las cuales se puede mencionar lo siguiente: 
a. La T-796 de 27 de septiembre de 2007, con ponencia del entonces magistrado 
Jaime Córdoba Triviño. 
En esta sentencia se resolvió una tutela presentada por ante los Juzgados Primero 
Civil Municipal, de 16 de febrero de 2007 y Único Civil del Circuito de Dosquebradas, 
de 22 de marzo de 2007, por la señora Deisy Serrano Tique, en contra de Genaro 
Jaramillo Corrales, juez 9 de Paz de Dosquebradas y los jueces de paz de 
reconsideración Gonzalo Enrique Dávila Díez, Edgar Zúñiga Vega y Oscar Marino 
Ortiz, pues el primero ordenó la restitución de un inmueble, y al confirmar la decisión, 
los jueces de Reconsideración comisionaron al Inspector de Policía del Otún. 
Aunque en primera instancia se ordenó como medida provisional, la suspensión de 
la diligencia de desalojo, se denegó la protección demandada el 16 de febrero de 
2017, decisión confirmada el 29 de marzo del mismo año. 
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La accionante dijo que esa jurisdicción de paz no tenía competencia, al existir un 
contrato de arrendamiento, y que ella no acudió voluntariamente a que se resolviera 
su conflicto. Los accionados alegaban tener competencia y que la accionante 
suscribió una “solicitud de conocimiento”. 
Se tuvieron como problemas jurídicos a resolver, establecer si la señora “prestó su 
consentimiento libre y voluntario”, y si los jueces tenían competencia.  
Se considera que el primer problema jurídico fue acertadamente planteado, pero 
resuelto equivocadamente. Y dejó de plantearse el principal, que era si los jueces 
de paz podían “comisionar”. 
En un capítulo sobre la naturaleza jurídica y las actuaciones, resalta esta sentencia:  
“La Corte ha destacado las diferencias estructurales y de concepción que el legislador 
estableció entre la denominada justicia estatal – formal, y la justicia en equidad 
confiada a los jueces de paz: A fin de conseguir la comprensión de la verdadera 
naturaleza y objeto de los jueces de paz, se exige apartar cualquier consideración 
teórica o práctica de Derecho Tradicional, esto es, desnudarla (de) exigencia científica 
prevalente en éste, para visualizar la esencia popular y no científica de aquellos”94.  
Es importante, tener esto en cuenta, al momento del análisis de las decisiones que 
ocupan este temario, pues con frecuencia, se olvida tal distinción, y se hala a la 
jurisdicción de paz, hacia las demás jurisdicciones, que la Corte Constitucional llama 
jurisdicción ordinaria por oposición a la jurisdicción especial, convirtiéndola en su 
apéndice, cuando se le exige cumplir leyes, que de ninguna manera, los jueces de 
paz tienen, siquiera que conocer. 
Regresando al análisis de esta sentencia, en cuanto al primer problema, después 
de reiterar el contenido de la Ley 497 de 1999, en relación con los principios, la 
sentencia entra en el procedimiento, resaltando que este, solo inicia con solicitud 
oral o escrita, de común acuerdo. Y dice en uno de sus literales: “g. Desplazamiento 
                                            
94 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia T-796 de 2007. M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño  
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de la jurisdicción ordinaria. Una vez aprehendida la competencia por parte del juez 
de paz, la jurisdicción ordinaria perderá la competencia”95. 
Y al entrar en el caso concreto, encontró que la señora solicitó al Juez Noveno de 
paz “su atención para resolver el conflicto existente entre nosotros”, de manera 
conjunta con su arrendador, la Junta de Acción Comunal, pidiendo fijar fecha para 
la conciliación. 
Pero, contrariamente, ella manifestó que después de que el presidente de la Junta 
le dijo que no podía entregar más el inmueble en arrendamiento, ella “…no quiso 
hacer conciliaciones como se lo habían propuesto a través de diferentes oficios…” 
(sic)96. 
No se profundizó en el tema de cómo fue que la accionante suscribió tal solicitud, 
pues en nuestro medio, las personas, normalmente, no van de común acuerdo a 
solicitar la intervención de los jueces de paz, sino que lo hace una sola de las partes, 
y los jueces de paz hacen “invitaciones” o “citaciones”, a las que las personas 
convocadas comparecen, bajo el engaño de que están citadas a una conciliación 
ante los jueces formales, y estando en el sitio, les hacen firmar un documento en 
formato, del tenor que cita esta sentencia, o similar, solicitando la intervención del 
juez de paz, arrebatando así, con aparente legalidad, la competencia a la 
jurisdicción ordinaria97. 
Por ello, se llega a la conclusión de que la señora accedió a que en 5 días le dictaran 
sentencia. Sobre este punto, se ahondará en el capítulo siguiente, pues gran parte 
de los casos que llegan a la jurisdicción disciplinaria, radican en la usurpación de la 
competencia.  
                                            
95Ibid. 
96Ibid.  
97 Corresponde a manifestaciones que la autora ha hecho en distintas providencias de primera 
instancia, tales como los radicados 2005.02449.00 y 2006.00611.00, entre otras. 
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Lo más grave de esta sentencia, es que no planteó el problema jurídico de interés 
para los jueces e interesados en este tema, acerca de dónde el juez de paz sacó 
facultades para comisionar, pues solo se plantearon como problemas “(i) si la actora 
prestó su consentimiento libre y voluntario para someter el conflicto a la jurisdicción 
de paz,  y (ii) si se trataba de una controversia susceptible de ser tramitada ante la 
justicia de paz”. 
Esto por cuanto, en las demás jurisdicciones, puede comisionar, quien tiene 
facultades para hacer lo que comisiona pero, no puede hacer lo comisionado, en 
razón de la cantidad del trabajo, o por encontrarse el objeto de la prueba o de la 
diligencia en otra sede.  
El juez de paz no tiene facultades para realizar las diligencias que comisiona. Por lo 
tanto, no puede comisionar lo que él no puede hacer. Si él no puede realizar el 
desalojo, no puede comisionar. Nadie puede comisionar para que otro haga, lo que 
él mismo, no puede hacer. No es sino imaginarse una oposición, un recurso, para 
que se enderece inmediatamente cualquier discurso justificador de tan 
inconstitucional proceder. Así lo sostiene esta autora98 
De ahí que fue grave el yerro de esta sentencia, al no tocar el punto principal del 
problema, de cabal importancia para la doctrina. 
Ya veremos más adelante, que en otra sentencia de tutela en la que sí se planteó 
el problema, ni siquiera se hizo mención de consideración alguna, para declarar 
ajustada a la Carta, la decisión revisada.  
Contra norma expresa contenida en la Ley 497 de 1999, que menciona qué puede 
hacer el juez de paz, ante el incumplimiento de las sentencias, se autoriza a que 
comisione. 
                                            
98 CANOSA SUÁREZ, Paulina. Los jueces de paz no pueden comisionar. Revista Judicial. La reforma 
a la justicia. Edición 19. Bogotá, Colombia, junio de 2011. Pág. 19 
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Las sentencias de los jueces ordinarios, al igual que las de los jueces de paz, 
prestan mérito ejecutivo. Por ende, deben ser ejecutadas ante los jueces civiles, con 
las reglas y normatividad legal. 
Tampoco se advirtió nada sobre la integración de los jueces de paz de 
reconsideración, entre quienes no se encontraba el juez de paz, quien actuara en la 
primera instancia, como lo dijo la misma Corte, varios años después, al resolver 
demanda de constitucionalidad, en la C-631 de 201299. 
b. La T-809 de 21 de agosto de 2008, con ponencia del entonces magistrado Manuel 
José Cepeda. 
Se trata de una decisión dentro de la acción de tutela de Armando Morante, en contra 
de Fernando Platón Baltán Sánchez, juez de paz, de la Comuna 8 de Santiago de 
Cali, quien alegaba que dictó sentencia el mismo día de la citación a conciliación, sin 
haberla realizado, o sin escucharlo, en su caso, por un contrato de arrendamiento, 
enviándole la copia del fallo y denegándole por extemporáneo el recurso de 
reconsideración.  
El Juzgado 4 Penal para Adolescentes con Función de Control de Garantías de Cali, 
concedió la protección, con lo cual, el juez de paz realizó nuevamente la audiencia de 
conciliación, en la cual, no se llegó a un acuerdo, por lo cual, dictó fallo, declarando 
que el señor Julio César Ospina, el esposo o compañero permanente de Claudia 
Patricia Mejía, sobrina del accionante, “es arbitrario y manifiestamente abusivo, 
denegando ordenar la entrega del inmueble”100. 
El Juzgado Tercero Penal para Adolescentes con Funciones de Conocimiento de 
Cali revocó el fallo, porque no se vulneró el derecho fundamental al debido proceso 
                                            
99 COLOMBIA. Corte Constitucional. Op. Cit. Sentencia C-631 de 2012 
100 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia T-809 de 2008. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa 
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del señor Armando Morante, ya que en efecto, lo citó 7 días antes, para la audiencia 
de conciliación. Este fallo fue revisado y confirmado por la Corte Constitucional. 
Aquí se analizó si la tutela era procedente para revisar las decisiones tomadas por 
los jueces de paz, sin afectar su autonomía e independencia, para concluir que 
ausencia de la decisión de reconsideración, hacía improcedente la acción de tutela, 
pues la acción de tutea procedía excepcionalmente, “…cuando se acredite la 
ocurrencia de un perjuicio irremediable, o se demuestre la ineficacia del recurso en 
el caso concreto, atendiendo a las circunstancias del peticionario”101. 
c. La T-638 de 2010, con ponencia del entonces magistrado Gabriel Eduardo 
Martelo Mendoza102. 
La Corte Constitucional revisa la tutela de Carlina Peñaloza Patiño, contra la 
Inspección de Policía del Barrio La Riviera de Cali, por negarse a cumplir las 
órdenes del Juzgado Séptimo de Paz de Santiago de Cali, el 3 de marzo de 2009, 
para restituirle el inmueble, cuya desocupación se ordenó en fallo de 3 de marzo de 
2009, argumentando que los jueces de paz no eran los encargados de administrar 
justicia, ni eran competentes para resolver sobre restituciones de inmuebles 
arrendados. Agregó la accionada, al dar respuesta a la acción de tutela, que los 
jueces de paz no tenían facultades para comisionar. 
El juez de primera instancia, 13 Civil Municipal de Santiago de Cali consideró que 
para obtener la restitución, debía acudirse a la jurisdicción ordinaria, y que los jueces 
de paz no podían comisionar. Más, el Juez 6 Civil del Circuito de la misma ciudad 
ordenó dar cumplimiento al Despacho Comisorio, entregando el inmueble, como le 
fue ordenado.  
                                            
101Ibid.  




La Escuela Judicial, en su momento, estuvo al tanto de revisión de esta tutela, al 
igual que las personas interesadas en el tema, más, se considera que los resultados 
no fueron los esperados. 
En efecto, se reiteran apartes de las decisiones de Constitucionalidad a las cuales 
hemos hecho mención, sobre la competencia de los jueces de paz, la forma de 
asumirla, los conflictos que pueden o no conocer, las etapas del proceso, y al entrar 
en el caso concreto, afirmó en un párrafo que el juez de paz sí tenía competencia 
para conocer del conflicto y por ello, la Inspección de Policía debió cumplir el 
comisorio, y como no lo hizo, desconoció el acceso a la administración de justicia 
por la demandante. 
Nada explica el por qué, no se refiere a la competencia de los jueces de paz, para 
hacer cumplir sus decisiones, en la forma en que está establecido en la Ley 497 de 
1999, en el artículo 37, en los siguientes términos:  
ARTÍCULO 37. FACULTADES ESPECIALES. Son facultades especiales de los 
jueces de paz, sancionar a quien incumpla lo pactado en el acuerdo conciliatorio y lo 
ordenado mediante sentencia con amonestación privada, amonestación pública, 
multas hasta por quince (15) salarios mínimos mensuales legales vigentes y 
actividades comunitarias no superiores a dos (2) meses, sin perjuicio de las demás 
acciones legales a que haya lugar. No obstante el juez de paz no podrá imponer 
sanciones que impliquen privación de la libertad. 
Con la imposición de actividades comunitarias, el juez evitará entorpecer la actividad 
laboral, la vida familiar y social del afectado y le está prohibido imponer trabajos 
degradantes de la condición humana o violatorio de los derechos humanos. 
Para la ejecución de dichas sanciones las autoridades judiciales y de policía están en 
el deber de prestar su colaboración103. 
Porque si el juez pudiera salir a desalojar a una persona de su inmueble, en 
cumplimiento de su sentencia, vaya y venga que comisionara a un inspector de 
Policía, para que lo hiciera en su lugar. Siguiendo los mismos parangones que hace 
la Corte Constitucional, con lo que puede hacer un juez civil municipal cuando 
                                            
103 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 497 de 1999, por la cual se crean los jueces de paz y se 
reglamenta su organización y funcionamiento 
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comisiona a un inspector de Policía, para que lo haga en su lugar, en este último 
caso, él mismo tiene facultades para hacerlo, y en efecto, muchas veces lo hace. 
En la comisión, se facilita la práctica de las pruebas y de las diligencias en sede 
territorial distinta del comitente, al tenor de los artículos 37 y 38 del Código General 
del Proceso104. El artículo 40, dice:  
ARTÍCULO 40. PODERES DEL COMISIONADO. El comisionado tendrá las mismas 
facultades del comitente en relación con la diligencia que se le delegue, inclusive las 
de resolver reposiciones y conceder apelaciones contra las providencias que dicte, 
susceptibles de esos recursos. Sobre la concesión de las apelaciones que se 
interpongan se resolverá al final de la diligencia. 
Toda actuación del comisionado que exceda los límites de sus facultades es nula. La 
nulidad podrá alegarse a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes al de la 
notificación del auto que ordene agregar el despacho diligenciado al expediente. La 
petición de nulidad se resolverá de plano por el comitente, y el auto que la decida solo 
será susceptible de reposición105. 
Si el comitente no tiene facultad ninguna para cumplir su propia providencia, sino 
las facultades especiales del artículo 37, no explicó esta sentencia, cómo es que 
puede comisionar, o sea delegar a otro, para que haga lo que él no puede hacer, ni 
ordenar a otro hacer. Como ya se dijo, el juez de paz no puede cumplir sus 
providencias, pero sí sancionar al incumplido, imponiendo amonestación privada, 
amonestación pública, multas hasta por quince (15) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes y actividades comunitarias no superiores a dos (2) meses, como lo 
dice la norma. 
Y agrega el artículo 37: “…sin perjuicio de las demás acciones legales a que haya 
lugar”. Legales, viene de ley, y los jueces de paz deciden en equidad. Son los de la 
jurisdicción ordinaria, quienes deciden de acuerdo a la ley. Por ende, no es difícil 
concluir que la ejecución de los fallos o de las conciliaciones aprobadas por los 
jueces de paz, corresponde a las jurisdicciones competentes de acuerdo a ley, 
                                            
104 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 1564 de 2012. Por medio de la cual se 




mientras no cambie la Ley 497 de 1999, y no, a la jurisdicción de paz. Y al no 
corresponderles, no puede comisionar a ningún juez o inspector de policía, para que 
lo haga por él.  
Si pudiera comisionar, obsérvese que el comitente, de acuerdo al artículo 40 del 
Código General del Proceso, debería poder resolver las apelaciones que se 
presenten ante el comisionado, lo que es impensable. Más aún, cuando la misma 
Corte Constitucional dijo que en esa jurisdicción no existían jerarquías, sino 
decisiones colegiadas, al referirse a los jueces de paz de reconsideración  
Tampoco puede el juez de paz resolver nulidades que se presenten ante el 
comisionado.  
En las reuniones del Congreso, consignadas en la Gaceta Judicial, se dijo:  
De la adopción de la figura de los jueces de paz se ocupan los proyectos Nos 7, 27 y 
51 presentados por los doctores Antonio Navarro, María Teresa Garcés y Carlos 
Daniel Abello, respectivamente. 
Dentro de la búsqueda de mecanismos alternativos, no judiciales, de solución de 
conflictos menores encontramos como fórmula probable la de los jueces de paz. 
Sin embargo, los jueces de paz, que se instituyen mediante este acto con facultades 
de conminación y apercibimiento, resolverán con equidad las diferencias entre los 
ciudadanos y los problemas de policía, sin formalidades procesales106. 
Como corolario de todo el análisis de las decisiones de constitucionalidad y tutela 
que ha tomado la Corte Constitucional, debe decirse que las demás jurisdicciones 
toman atenta nota de lo dicho por la suprema intérprete de la Constitución, y por 
ello, son factor prevalente para sus propias decisiones, que, repiten o reproducen el 
precedente, que desde 1995, no precisa los límites de la jurisdicción de paz, sino 
que la integra, la llama a complementar, la torna en apéndice, y la trata con los 
mismos parámetros de las otras. 
                                            
106 COLOMBIA. Gaceta Constitucional No. 17, 8 de mayo de 1997 
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Desde 1995, afirmó la Corte Constitucional, que la jurisdicción de paz nació para 
descongestionar a los demás Despachos Judiciales. Por lo tanto, puede llevar a la 
conclusión de que los jueces de paz pueden conocer los mismos asuntos, en las 
mismas condiciones, lo cual, no es cierto, porque la Carta Política, diferencia a las 
jurisdicciones especiales de las demás, y ni siquiera las tiene entre las que 
conforman la Rama Judicial. 
No habría razón válida para que se le contemple como jurisdicción especial en la 
Carta Política, si en realidad, se tratara de la misma ordinaria, para usar uno de los 
antónimos. 
Es verdad, que uno de sus efectos, si se aplicara como lo dispone la Ley 497 de 
1999, podría ser la descongestión de las demás jurisdicciones. Pero no puede ser 
su finalidad principal. 
Si las partes, de común acuerdo, y debidamente informadas de los efectos que esto 
conlleva, en los casos legalmente permitidos, deciden que una persona elegida 
popularmente, decida con equidad el conflicto entre ellas, facultan al juez de paz, 
para hacerlo, con el procedimiento contemplado en la Ley 497 de 1999, de manera 
expedita, y con la voluntad que todas tienen desde el principio, de cumplir la decisión 
que el juez de paz tome. Por lo tanto, es de esperarse que en la etapa inicial del 
proceso, llamada “conciliación”, con la intervención del juez de paz, pueda 
solucionarse. Y en caso de que no sea así, el juez de paz queda investido del 
carácter de juez, que implica resolverlo mediante sentencia dentro de los 5 días 
siguientes. 
También, es verdad que la institución puede contribuir a la paz, por oposición a la 
guerra, pues al poner fin a un conflicto de manera expedita, más cuando las partes 
acuden a ella, de común acuerdo, evita la prolongación del debate y contribuye a 
que las personas puedan seguir normalmente sus vidas. Más, tampoco su finalidad 
principal puede ser la paz, pues todas las instituciones que funciones debidamente 
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contribuyen a la paz, y entonces, no se encontraría ninguna diferencia con las 
demás instituciones. 
Su esencia principal es democrática, es la de permitir la participación de los 
ciudadanos en las funciones del estado107, pero solamente en aquellos casos en 
que los mismos interesados, debidamente informados, decidan voluntariamente y 
de común acuerdo, sustraer el conocimiento del conflicto de las demás 
jurisdicciones, para escoger su juez, en quien confían como líder comunitario, quien, 
con base en la equidad, aplicando las costumbres de la comunidad, intervendrá en 
la primera etapa del proceso llamada conciliación, para lograr el arreglo por los 
mismos usuarios, o dictando sentencia dentro de los 5 días, en caso contrario. 
La misma Corte reconoció que conocen conflictos que no ameritan el estudio por 
parte de la Rama Judicial, mostrando a esta jurisdicción como ajena a la misma, es 
decir, fuera de la Rama Judicial.  
Por ello mismo, la Corte Constitucional declaró inconstitucional la competencia que 
el legislador les atribuyó para conocer de contravenciones, porque ello implicaría 
aplicar la ley, y ellos solo deciden con base en la equidad, por lo cual ni deben ser 
abogados, ni se les exige conocer la ley. 
Pero, la Ley 1285 de 2009108, al reformar la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la 
Administración de Justicia, los incluyó en la Rama Judicial, contradicciones que 
llevan a las demás jurisdicciones a entenderlos y exigirles funciones como pares, 
cuando en realidad forman parte de una jurisdicción especial, deslindada de la 
misma, y en esencia diferentes. 
                                            
107 C-536 de 23 de noviembre de 1995 
108 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 1285 de 2009. Por medio de la cual se reforma la Ley 270 de 
1996 Estatutaria de la Administración de Justicia. 
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El nombre de jueces de paz y el objeto de que contribuyan a lograr la paz, no puede 
entenderse como exclusivo de dicha jurisdicción especial, pues todas las 
jurisdicciones están cobijadas por el preámbulo de la Carta Política, dictada por el 
pueblo de Colombia, con la finalidad de asegurar a los integrantes la paz. Por ello, 
no puede ser de su naturaleza, para distinguirla de otras jurisdicciones, la búsqueda 
de la paz, ni puede esperarse de ellos. Pero, tal nombre y vocación, hacen que se 
cree un imaginario judicial para darles facultades que no tienen. 
Lo propio sucede con el nombre de la primera etapa del proceso, que es la 
“conciliación”. La misma Corte Constitucional no la ha distinguido de la conciliación 
contemplada para las demás jurisdicciones, y lleva al equívoco, a un imaginario o 
representación social, de que se trata de una simple diligencia donde se busca un 
acercamiento entre las partes, para terminar en acuerdo, o en acta de fracaso, sin 
más efectos, que el de agotar un presupuesto exigido en ciertas jurisdicciones para 
accionar. Esta representación jurídica equivocada, olvida que entratándose de 
jueces de paz, es la primera etapa del proceso, la que infortunadamente, tiene ese 
nombre, pero su inicio y finalización, son diferentes. Para llegar a esta etapa, se 
requiere previamente que de común acuerdo y de manera voluntaria por las partes, 
soliciten la intervención del juez de paz, y lo que se verá en el capítulo siguiente, es 
que los jueces de paz pasan por alto este requisito y actúan sin competencia, 
atendiendo a una sola de las partes y citando a la contraparte, sin que estas 
conozcan que las están vinculando a un proceso. Y en cuanto a la finalización, 
porque los efectos de no conciliar, son que automáticamente, queda facultado el 
juez, y más aún, obligado, a dictar sentencia resolviendo el caso dentro de los 5 
días siguientes. 
Las sentencias C-536 de 1995 y C-103 de 2004, atrás citadas, reiteran 
repetitivamente lo dicho en la primera decisión. Pasan por alto, que la Ley 497 de 
1999, tiene carácter tanto de ley ordinaria como de ley estatutaria de los jueces de 
paz, al tenor del artículo 152 literal b de la Carta Política de Colombia, sin que esa 
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misma Corte haya efectuado la revisión previa exigida por el inciso segundo del 
artículo 153. 
Pero eso no es todo. En la C-095 de 2005, se declaró constitucional, que los jueces 
de paz actúen dentro de los casos que se ventilan por violencia intrafamiliar, en otra 
jurisdicción, como verdaderos conciliadores, contrario al artículo 247 de la Carta 
Política y a la Ley 497 de 1999, pues los facultó para citar al agresor y orientar a la 
víctima para que acuda al competente a solicitar medidas de protección, caso en el 
cual, no aplican la Ley 497 de 1999, lo que lleva a que los jueces de las demás 
jurisdicciones se representen como pares a los jueces de paz, y por ende sujetos a 
la ley y a sus procedimientos. 
Por lo tanto, la Corte Constitucional se contradice también con sus mismas 
decisiones, cuando dice que los jueces de paz, solo están sujetos a la Carta Política 
y a la ley que los regula, Ley 497 de 1999, cuando debió agregar, que también a la 
Ley 575 de 2000, que les amplía su competencia y les fija otro procedimiento.  
Esa misma sentencia los trata de “particulares que administran justicia”, como si se 
tratara de miembros de las demás jurisdicciones, cuando son miembros de una 
jurisdicción especial, diferente en todo, a las demás.  
Y en la C-713 de 2008, se escinde en dos a la jurisdicción especial, al decir que la 
jurisdicción indígena no pertenece a la Rama Judicial, pero sí funcionalmente, y en 
cambio, que la jurisdicción de paz, sí pertenece a la Rama Judicial y administra 
justicia. No da razones de ninguna especie, ni existe ninguna que soporte tal 
afirmación. Por ello, las representaciones sociales de los miembros de la Corte 
Constitucional, se extienden a los de las demás jurisdicciones, y pasan a ser de la 




Luego, la Corte Constitucional consideró que las decisiones de los jueces de paz de 
reconsideración son colectivas y por ello no existe un superior jerárquico, al declarar 
la constitucional de la norma que los creó, en la C-631 de 2012.  
Todas las decisiones de constitucionalidad reiteran y se contradicen con lo dicho en 
la primera de 2005, y contribuyen a la representación de los jueces de paz, como 
parte de las demás jurisdicciones, y por ellos mismos, que al revisar algunas pocas 
tutelas, dejan la impronta de los equívocos. 
Así, en la T-796 A de 2007, que fue el primer caso que conoció dicha Corte de cierre, 
acerca de la asunción de competencias de otras jurisdicciones por parte de los 
jueces de paz, al atender las peticiones unilaterales de un interesado y citar a la 
contraparte, al resolver ese problema jurídico cae en el yerro de entender que la 
firma de las dos partes que asistieron a la cita, suplía el consentimiento de consuno 
previo a la citación para dicha comparecencia, y le daba competencia.  
Parece de poca monta, pero los jueces de paz hacen un formato en el que al 
parecer, las partes solicitan de común acuerdo su intervención, pidiendo fecha para 
conciliación o realizándola, el que hacen firmar a las partes, quienes no entienden 
su contenido, sin saber que ya están en la primera parte del proceso, y que el juez 
va a dictar sentencia en los 5 días siguientes. Es decir, las partes de ese caso, no 
sabían que con esa firma, sustraían su conflicto del conocimiento por otras 
jurisdicciones. Esto no se analizó.   
Y para completar, se pasó por alto otro problema jurídico que era el de si los jueces 
de paz tenían facultades para comisionar, a fin de ejecutar las conciliaciones o sus 
fallos.  
En la T-638 de 2010, sí se analiza como tema principal, pero nada se dijo, 
limitándose a repetir sin mayor análisis lo dicho en sentencias anteriores sobre otros 
temas, pasando por alto, que de acuerdo al artículo 37 de la Ley 497 de 1999, el 
juez de paz tiene facultades para sancionar a quien incumpla sus decisiones, y que 
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la razón de ser de la norma, es que las partes acudieron de mutuo acuerdo y por 
ende, desde el principio su voluntad era acatar su decisión, por lo cual el legislador 
no tenía por qué prever su ejecución forzada, como se hace en las demás 
jurisdicciones, creando mecanismos de presión como sanción, que son los únicos 
que puede ejercer el juez de paz, valiéndose para ello, incluso de la colaboración 


















CAPÍTULO IV: DECISIONES DE LA SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA 
DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 
 
En esta Corporación, en segunda instancia, se conocen las decisiones de carácter 
disciplinario tomadas por las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos 
Seccionales de la Judicatura, de las distintas regiones en las cuales se convocan 
elecciones para jueces de paz, como son autos apelados –deniega pruebas, 
archivos, terminaciones, recursos de queja-, y sentencias en apelación o en 
consulta.  
De acuerdo al artículo 11 de la Ley 497 de 1999, la elección de los jueces de paz, 
se produce así: 
ARTÍCULO 11. ELECCION. Por iniciativa del alcalde o del Personero o de la mayoría 
de miembros del Concejo Municipal o de grupos organizados de vecinos inscritos en 
la respectiva circunscripción electoral municipal o distrital existente, el Concejo 
Municipal a través de acuerdo convocará a elecciones y determinará para el efecto 
las circunscripciones electorales, que sean necesarias para la elección de juez de paz 
y de reconsideración. 
Los jueces de paz y de reconsideración serán elegidos mediante votación popular por 
los ciudadanos de las comunidades ubicadas en la circunscripción electoral. 
Los candidatos serán postulados, ante el respectivo Personero Municipal, por 
organizaciones comunitarias con personería jurídica o grupos organizados de vecinos 
inscritos en la respectiva circunscripción electoral que haya señalado el Concejo 
Municipal. 
Para la elección de jueces de paz y de reconsideración la votación se realizará 
conforme a la reglamentación que expida el Concejo Nacional Electoral. 
Para los efectos del artículo 32 de la presente ley, se elegirán en la misma fecha dos 
jueces de paz de reconsideración de candidatos postulados específicamente para ese 
cargo. En caso de no cumplirse con estos requisitos se aplicará lo dispuesto en el 
artículo 32 de la presente ley, para el trámite de reconsideración de la decisión. 
PARAGRAFO. Las fechas previstas para, la elección de los jueces de paz y de 
reconsideración solamente podrán coincidir con la elección de juntas de acción 
comunal o Consejos comunales. 
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La primera elección de jueces de paz se realizará después del primer año sancionada 
esta ley109. 
Las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la 
Judicatura, que tenían casos de jueces de paz, hasta 2017, eran Antioquia, Bogotá, 
Caldas, Meta, Quindío, Risaralda, Santander, Tolima y Valle del Cauca. 
Las decisiones de las que conoce la segunda instancia, o sea, la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, son las tomadas en los procesos 
disciplinarios en contra de los jueces de paz y de los jueces de paz de 
reconsideración, que se adelantan en las respectivas jurisdicciones territoriales, por 
disposición de la Ley 497 de 1999, que en su artículo 34, dice: 
“ARTÍCULO 34. CONTROL DISCIPLINARIO. En todo momento el juez de paz y los 
jueces de paz de reconsideración podrán ser removidos de su cargo por la Sala 
Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, cuando se compruebe que 
en el ejercicio de sus funciones ha atentado contra las garantías y derechos 
fundamentales u observado una conducta censurable que afecte la dignidad del 
cargo”110 (negrilla fuera de texto). 
Entre las decisiones apelables, se encuentran las contempladas en el artículo 115 
de la Ley 734 de 2002111:  
ARTÍCULO 115. RECURSO DE APELACIÓN. El recurso de apelación procede 
únicamente contra las siguientes decisiones: la que niega la práctica de pruebas 
solicitadas en los descargos, la decisión de archivo y el fallo de primera instancia. En 
el efecto suspensivo se concederá la apelación de la decisión de archivo, del fallo de 
primera instancia y de la decisión que niega totalmente la práctica de pruebas, cuando 
no se han decretado de oficio, caso en el cual se concederá en el efecto diferido; en 
el devolutivo, cuando la negativa es parcial112. 
El número de providencias conocidas en dicha Sala, contra jueces de paz y jueces 
de paz de reconsideración, han venido aumentando en su cantidad, año tras año 
                                            
109 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 497 de 1999. Por la cual se crean los jueces de paz y se 
reglamenta su organización y funcionamiento. 
110Ibid. 
111 CONGRESO DE COLOMBIA. Ob. Cit. Ley 734 de 2002 
112 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 734 de 2002. Código Único Disciplinario  
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desde 2004, oportunidad en que llegaron 6, en el año 2005: 2 procesos, en el año 
2006: 10 procesos, en el año 2007: 2 procesos, en el año 2008: 20 procesos, en el 
año 2009: 33 procesos, en el año 2010: 9 procesos, en el año 2011: 23 procesos, 
en el año 2012: 29 procesos, en el año 2013: 28 procesos, en el año 2014: 36 
procesos, en el año 2015: 41 procesos, en el año 2016: 53 procesos, según datos 
informados por la magistrada de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura María Lourdes Hernández Mindiola, en el VII 
Conversatorio Nacional de la Jurisdicción Disciplinaria, celebrado en Santa Marta, 
Colombia, los días 29 y 30 de noviembre de 2018. 
En los archivos recogidos por la autora, tanto en físico como en medio magnético, 
se encontraron pequeñas diferencias: 2004, ninguno, en el año 2005: 6 procesos, 
en el año 2006: 10 procesos, en el año 2007: 5 procesos, en el año 2008: 6 
procesos, en el año 2009: 32 procesos, en el año 2010: 40 procesos, en el año 
2011: 32 procesos, en el año 2012: 22 procesos, en el año 2013: 27 procesos, en 
el año 2014: 37 procesos, en el año 2015: 29 procesos, en el año 2016: 39 procesos. 
Estas diferencias, tienen que ver con errores de la fuente, que es la relatoría de la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, pues en el 
filtro de las decisiones, se pasan otros casos como de justicia y paz, conciliadores 
en equidad, y hasta jueces ordinarios, sin que la diferencia sea grande, pues los 
primeros datos ascienden a 292 procesos, mientras los segundos, a 286. 
La muestra es representativa del universo de decisiones proferidas por la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, pues se 
clasificaron año por año, y de manera aleatoria se eligieron las que conforman el 
porcentaje representativo de la misma. 
Las decisiones conocidas, integradas en la muestra, se refieren en una mínima 
parte a denegatorias de pruebas, seguidas de apelaciones de autos de 
terminaciones o archivos, recursos no admitidos –los llaman “revocados”-, y 
consultas o apelaciones de sentencias condenatorias. 
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Hasta el mes de noviembre de 2018, según la misma conferencista mencionada, se 
profirieron 70 decisiones de remoción en el cargo, 20 de suspensión en su ejercicio 
como juez de paz, 14 de suspensión e inhabilidad, y 3 de destitución e inhabilidad, 
más 2 amonestaciones escritas. No refirió la gran cantidad de nulidades decretadas, 
ya que algunas llevaron inexorablemente a la prescripción de la acción en primera 
instancia, o en el mejor de los casos, al archivo de las diligencias, por lo cual, nunca 
regresaron a esa Sala, para su conocimiento.  
La muestra consignada en el cuadro para el análisis documental, enseña entre otras 
cosas, los nombres de las personas que fueron ponentes en las providencias de 
primera instancia, en los distintos Consejos Seccionales, cuando estaban 
mencionados en las providencias, porque aunque no es de rigor mencionar tales 
nombres, se acostumbra a hacerlo por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, como se aprecia en la tabla que más adelante 
se incluirá. 
La muestra tomada, de 180 de estas providencias, representa un porcentaje 
superior al 61% del universo de providencias, siendo muchas de ellas, de 
confirmación de archivos, “revocatoria” de concesión de recursos, confirmación o 
revocatoria de autos que denegaron pruebas, o reiteración de decisiones, tomadas 
en primera instancia con ponencia de las personas relacionadas en el cuadro 
precedente, quienes se desempeñaban como magistradas o magistrados de los 
distintos Consejos Seccionales de la Judicatura. 
En la muestra de 180 decisiones analizadas, se encontró que el 45% de las 
decisiones fue de nulidad, en total 81, que supera el porcentaje de confirmadas en 
todo el tiempo, según lo relatado en el párrafo anterior. 
El decreto de nulidades, fue seguida del 30% de decisiones sancionatorias 
confirmadas, que son 54 de la muestra de 180. El 4%, confirmó modificando la pena, 
para un total de 8. En el 6%, se declaró la prescripción en segunda instancia, para 
un total de 10. En el 4%, fue revocada la condena para absolver, para un total de 8. 
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No se accedió a un recurso de queja, se confirmaron 4 decisiones de deniega 
pruebas, para un porcentaje del 2%, mientras se revocaron 2, para un porcentaje 
del 1%. Se revocó un auto de conceder recurso, y se confirma otro de denegar 
apelación, Finalmente, se revocaron 3 archivos, ordenando abrir la investigación 
disciplinaria como puede apreciarse en el gráfico ponderado precedente. 
Por otra parte, algunos de los hechos por los cuales fueron denunciados los jueces 
de paz, que se obtienen de la información tomada de la muestra, tienen que ver con 
irrespetar a los intervinientes, condenar a las partes pagos de sumas de dinero que 
deben entregarles a ellos, quienes luego de recibidas y se abstienen de entregar a 
su propietario, cobrar emolumentos por sus gestiones o para gastos de 
funcionamiento logístico de la justicia de paz, adquirir los bienes materia de los 
litigios, ordenar la restitución o entrega de inmuebles, actuar como juez de paz, 
siendo juez de paz de reconsideración, expedir boletas de citación o invitaciones, 
declarar la existencia de servidumbres de tránsito, disponer el “decomiso” de perros 
peligrosos para ser conducidos ante la Sociedad Protectora de Animales, ordenar 
cesar en las agresiones físicas y verbales, no elaborar acta de conciliación, omitir 
brindar a las partes la oportunidad de controvertir los presupuestos aportados por 
cada una, desconocer el trámite, incumplir los términos para proferir un fallo en 
equidad, ordenar conducir a las personas por la Policía, realizar actividades de 
proselitismo político, desplazarse unilateralmente al domicilio de las personas, 
actuar sin tener competencia para hacerlo, no recibir solicitud de común acuerdo y 
en forma voluntaria para mediar en el conflicto a fin de buscar solucionarlo, 
reconvenir de manera forzada para aceptar la competencia del juez de paz, imponer 
sanciones pecuniarias por inasistencia a la citación, la imposición de multas, 
ingresar a un inmueble sin autorización judicial, no garantizar el derecho de defensa, 
actuar por fuera de la competencia territorial, ordenar la suspensión de procesos o 
actuaciones administrativas, consentir para la retención de los muebles y enseres, 
constreñir al arrendatario para el desalojo del inmueble so pena de ser denunciado 
ante las autoridades de policía, realizar objetivamente la descripción típica de un 
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delito, actuar hallándose inhabilitado por sanción penal impuesta en sentencia, 
actuar existiendo pleito judicial en curso entre las mismas partes, recibir las llaves 
de los inmuebles, decretar oficiosamente pruebas, denegar la práctica de pruebas, 
superar lo solicitado al decidir el conflicto, suscribir decisiones sin haber estado 
presente, comisionar al señor inspector de policía y/o juez civil municipal para la 
entrega del bienes inmuebles, no dar el trámite establecido por la Ley 497 de 1999, 
hacer oposición y entorpecer diligencias de entrega practicadas por jueces 
formales, etc. 
En la mayoría de los casos, al decidir los recursos de apelación, o las consultas, la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura profirió 
nulidades, las cuales obedecieron a lo que se consideró indebida calificación al 
momento de proferir los cargos.  
En una decisión inicial, se consideró que por no tener el carácter de abogado, el 
juez de paz requería ser defendido por un profesional del derecho, bien, designado 
por el investigado, o de oficio por la Sala. Esta declaratoria no obedeció a petición 
del disciplinable, pues, el caso fue conocido en consulta, y, tampoco, a la 
normatividad aplicable, pues, la Ley 734 de 2002, con la cual se investiga y se juzga 
a los servidores del Estado, no exige que sean representados por apoderado, salvo 
en los casos de ausencia, o porque así lo soliciten, o se hagan representar. 
En el radicado 760011102000200201092 01, proveniente del Seccional Valle del 
Cauca, el 18 de mayo de 2005, donde fue sancionado el juez de paz, por el 
incumplimiento del deber contemplado en el artículo 153.1 y la incursión en la 
prohibición del artículo 154.6 de la Ley 270 de 1996, con la sanción de destitución 
e inhabilidad general por el lapso de 5 años. Al resolver la consulta, con ponencia 
del entonces magistrado Rubén Darío Henao Orozco, se decretó la nulidad desde 
el auto de cargos, diciendo:  
“…la defensa técnica en una actuación de esta naturaleza hace parte inquebrantable 
del debido proceso; de ahí que para salvaguardar los derechos del investigado resulte 
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de vital importancia que la misma sea ejercida por un profesional del derecho, quien 
tendrá la obligación de controvertir razonadamente los fundamentos en que se basa 
la acusación así como intervenir en la práctica de pruebas que se hubieren allegado 
y pedir las que considere de vital importancia para sustentar la hipótesis defensiva”113.  
Pasó por alto la Sala, pronunciarse sobre la formulación de cargos y la imposición 
de tal pena, siendo una de las primeras decisiones que se tomaban sobre juez de 
paz, destacando que lo primero que se asumió, fue garantizar su derecho de 
defensa, pero sin advertir que no se violaba, cuando participaba directamente, sin 
necesidad de abogado.  
Pero, además, se anuló porque al tratarse de una investigación jurisdiccional, era 
parte obligatoria la Procuraduría General de la Nación, al tenor del artículo 89 de la 
Ley 734 de 2002, que dice:  
ARTÍCULO 89. SUJETOS PROCESALES EN LA ACTUACIÓN DISCIPLINARIA. 
Podrán intervenir en la actuación disciplinaria, como sujetos procesales, el 
investigado y su defensor, el Ministerio Público, cuando la actuación se adelante en 
el Consejo Superior o Seccional de la Judicatura o en el Congreso de la República 
contra los funcionarios a que se refiere el artículo 174 de la Constitución Política. En 
ejercicio del poder de supervigilancia administrativa y cuando no se ejerza el poder 
preferente por la Procuraduría General de la Nación, ésta podrá intervenir en calidad 
de sujeto procesal114. 
Y esa fue otra de las razones por las cuales se anuló el trámite, al no haberse 
convocado, además de encontrarse irregularidades que consideraron que afectaron 
el debido proceso, como la existencia de dos aperturas de investigación, folios sin 
orden cronológico, etc. 
En el salvamento de voto del entonces magistrado Fernando Coral Villota, expresó 
que el mismo: 
radica solamente en que se decreta la nulidad de la actuación por falta de defensa 
técnica. Al efecto, la ley disciplinaria está concebida de manera que el disciplinado 
pueda ejercer directamente su propia defensa, y “Si el procesado solicita la 
                                            
113  COLOMBIA. Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Rad. 
760011102000200201092 01 
114 CONGRESO DE COLOMBIA. Ob. Cit. Ley 734 de 2002  
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designación de un defensor así deberá procederse”, según lo previsto en el artículo 
17 de la Ley 734 de 2002. También se le nombrará defensor de oficio cuando se le 
juzgue como “ausente”, si no se ha nombrado apoderado. Entonces, si en el presente 
caso el disciplinado compareció al proceso (no fue declarado ausente) y no pidió 
expresamente el nombramiento de un defensor de oficio; su incuria no puede 
beneficiarse con la nulidad por no ejercer directamente su defensa, ni por no designar 
apoderado pudiendo, o no pedir el defensor de oficio. La omisión de tener en cuenta 
al defensor en estos casos si generará nulidad115 
Salvamento de voto, que llevaba la razón, pues dicho caso no regresó a la 
Corporación, lo cual indica que se prescribió, o se archivó en el Seccional, pues si 
hubiera sido proferida sentencia, nuevamente, se encontraría pronunciamiento de 
este Consejo, bien por consulta o por apelación, al tratarse de un radicado de 2002, 
que prescribía para entonces en 2007, en aplicación del artículo 30 original de la 
Ley 734 de 2002. 
Este fue uno de los múltiples casos que se enviaron a segunda instancia, en contra 
del juez 33 de paz de la Comuna 20 de Santiago de Cali, Valle116. 
Se mencionan en este trabajo, con especial ahínco, las nulidades, porque la 
posición jurídica acerca de los deberes, las faltas y las sanciones que cobijan a los 
jueces de paz, regulados por la Ley 497 de 1999, no ha sido objeto de un análisis 
serio, ponderado, soportado legalmente, lo cual, ha originado un verdadero caos en 
las decisiones disciplinarias, que ha favorecido la prescripción, la impunidad, pero 
sobre todo, ha incidido en la deslegitimación de los magistrados de esta jurisdicción, 
y los de las respectivas regiones. 
Porque son cantidades de quejas las que se reciben en las Salas Jurisdiccionales 
Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura, por distintas razones, 
y sorprende la insignificante cantidad de sanciones. Y al tratar de seguir los 
                                            
115  COLOMBIA. Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Rad. 
760011102000200201092 01 




lineamientos del superior jerárquico, no se encuentra una línea jurisprudencial, ni 
un precedente que respetar, porque las mayorías en la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, se desmoronan ante la 
inasistencia de un magistrado o de una magistrada, o se pasan por alto las 
posiciones propias para acceder a otras, sin justificar el apartarse de la suya, y 
regresando a esta nuevamente, o acogiendo otra, lo que deja ver el poco interés en 
la figura y en la unificación de la jurisprudencia. 
En primer lugar, debe decirse que la ley procedimental que debe aplicarse en el 
juzgamiento disciplinario de los jueces de paz, es la Ley 734 de 2002, pues es el 
Código Único Disciplinario. Esta norma recogió todos los procedimientos 
disciplinarios. 
Más los jueces de paz, tienen una ley especial que los rige, que es estatutaria y 
ordinaria a la vez, como se dijo en capítulo precedente, y solo ella debe ser aplicable 
en cuanto a faltas y sanciones. 
Agréguese, que la única sanción imponible, es la remoción del cargo, al tenor del 
artículo 34 de la Ley 497 de 1999, que dice: “ARTÍCULO 34. CONTROL 
DISCIPLINARIO. En todo momento el juez de paz y los jueces de paz de 
reconsideración podrán ser removidos de su cargo por la Sala Disciplinaria del 
Consejo Seccional de la Judicatura, cuando se compruebe que en el ejercicio de 
sus funciones ha atentado contra las garantías y derechos fundamentales u 
observado una conducta censurable que afecte la dignidad del cargo”117. 
Así lo entendió la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, en las providencias incipientes, cuando decretó las primeras nulidades 
en los autos de cargos en que se atribuía la violación de la Ley Estatutaria de 
                                            
117 CONGRESO DE COLOMBIA. Ob. Cit. Ley 497 de 1999 
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Administración de Justicia, en forma similar a como se hacía con los jueces de la 
jurisdicción formal u ordinaria.  
Muchos de estos hechos, que no son el objeto principal de nuestra investigación, 
pueden adecuarse a las faltas por las cuales podrían ser removidos de su cargo por 
las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la 
Judicatura, si en el ejercicio de sus funciones, atentaran contra las garantías y 
derechos fundamentales, u observado una conducta censurable que afectare la 
dignidad del cargo, al tenor del artículo 34 de la Ley 497 de 1999. Otras no, como 
en lo que se refiere a la falta de competencia territorial, como lo norma el artículo 10 
de la Ley 497 de 1999: “ARTÍCULO 10. COMPETENCIA TERRITORIAL. Será 
competente para conocer de los conflictos sometidos a su consideración el juez de 
paz del lugar en que residan las partes o en su defecto, el de la zona o sector en 
donde ocurran los hechos o el del lugar que las partes designen de común 
acuerdo”118. 
De cuyo tenor, se deduce que la competencia territorial supera los límites conocidos 
por la justicia formal, es decir, por las jurisdicciones no especiales, pues son las 
partes, quienes pueden, en consenso, escoger al juez de paz, que consideren, 
pueda resolver su conflicto, en cualquier parte.  
Sin embargo, en la muestra se encuentran decisiones condenatorias en contra de 
jueces de paz, porque en el entender de esas Salas, actuaron por fuera de la 
jurisdicción territorial, lo que parece inaudito, si es que las partes concurren en forma 
consensuada a solicitarle al juez de paz, su intervención, puesto que esta figura 
conlleva la confianza que en los sujetos representa dicha persona, a quien pueden 
acudir sin necesidad de reparto, o de asignación, como sucede en las demás 
jurisdicciones distintas de las especiales, a solicitarle, ocuparse del conflicto, y darle 
                                            
118 CONGRESO DE COLOMBIA. Ob. Cit. Ley 497 de 1999. 
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una solución, si es que no llegan a ella, en la primera etapa del proceso, que se 
denomina conciliación, lo que debe hacer dentro de los cinco días siguientes.  
Si las cosas se dan de esa forma, de común acuerdo, no se ve por qué deba ser 
denunciado el juez de paz, por actuar fuera de su jurisdicción territorial, si todos los 
intervinientes lo facultaron para actuar.  
Entonces, lo que se observa es que tal investigación puede surgir de oficio, en las 
mismas Salas, o que en realidad, se trataba de otra falta, cual era la de actuar sin 
competencia, de ahí que los jueces de paz no pueden, ni deben citar a las partes, 
sino después de que en estas surja la idea de sustraer al estado, del conocimiento 
de su conflicto, para que lo haga la jurisdicción especial de paz.  
En el radicado 630011102000201200182 01, el 21 de agosto de 2014, con ponencia 
del entonces magistrado Néstor Iván Osuna, al revocar parcialmente una sentencia 
condenatoria proferida en contra de una jueza de paz, por el Seccional de Bogotá, 
imponiéndole 12 meses de suspensión en el cargo, e inhabilidad para ejercer cargos 
públicos por el mismo término, se agregan factores de competencia, al decir:  
Y se tiene por otro lado, con base en el texto anterior, lo siguiente: a) el primer factor 
para determinar la competencia territorial de los jueces de paz es el lugar de 
residencia de las partes; b) el segundo factor para determinar competencia territorial 
en estos asuntos es la zona o sector de ocurrencia de los hechos; y c) el lugar que 
las partes designen de común acuerdo, pero advirtiendo que no se trata de cualquier 
lugar, sino el que se escoge por ambas partes con base en uno de los dos criterios 
anteriores, es decir, o bien el primer factor, o bien el segundo factor de competencia”. 
"…no vivían ni en la Comuna 5 de Armenia, ni en el municipio de Armenia, sino en el 
municipio de Salento, Quindío. Está igualmente demostrado con las declaraciones de 
las precitadas señoras, que el conflicto se dio en relación con un inmueble ubicado 
en jurisdicción del municipio de Salento, Quindío. En consecuencia, no era posible 
aplicar ni el primer ni el segundo factor de competencia territorial a favor de la jueza 
de paz disciplinada. Con mayor razón, esta situación impedía la aplicación del tercer 
criterio, pues las partes no pueden fijar la competencia territorial de manera 
absolutamente libre y voluntaria, sino en relación con la determinación de cuál de los 
dos primeros criterios desean aplicar, cuando ambos se presentan119. 
                                            




Claramente, no es eso lo que dispone la norma, pero fue condenada la jueza, 
imponiéndole 3 meses de suspensión en el cargo, por actuar por fuera de su 
competencia territorial, al tiempo que se le absolvió por otro de los cargos, con las 
siguientes consideraciones:  
ni de la queja inicial, ni de las pruebas practicadas se puede desprender sospecha 
fundada de la presencia de algún vicio del consentimiento en la señora Ángela Rivera 
Camelo al momento de suscribir dicha acta. Lo único que podría en apariencia 
implicar falta de acuerdo para someter la controversia ente la Jueza de Paz 
disciplinada, es una respuesta que da la quejosa en la diligencia de ampliación de 
queja del 17 de agosto de 2012". "Erradamente, el Seccional de origen consideró que 
lo anterior significaba que la jueza de paz sancionada en primera instancia había 
citado a la aquí quejosa, por solicitud de la señora Ospina Quiceno, lo cual 
ciertamente sería reprochable desde lo disciplinario. Pero lo cierto es que de lo 
expresamente afirmado por la quejosa solamente se desprende que no fue la jueza 
de paz quien la citó, sino que ella voluntariamente acudió por solicitud que hizo la otra 
parte interesada120. 
Tales aseveraciones significan, que las partes de común acuerdo, solicitaron la 
intervención de la jueza de paz, por lo cual, esta podía actuar, sin tener en cuenta 
el territorio, pero sin justificación razonada, la Sala ató el tercer criterio del artículo 
10 de la Ley 497 de 1999, a los dos anteriores, dejándolo sin ninguna validez, pese 
a su vigencia, y que a la letra “o” que separa los casos, es disyuntiva y no copulativa, 
pues ofrecen entre las alternativas, el consentimiento de las partes. 
Así mismo, se encuentran decisiones de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, que se contradicen, como es el caso de las 
citaciones que hacen los jueces de paz.  
Las normas que se refieren a las citaciones, contenidas en la Ley 497 de 1999, son 
los artículos 23 y 26, el primero, diciendo que “Recibida la solicitud en forma oral o 
por escrito, el juez la comunicará por una sola vez, por el medio más idóneo, a todas 
las personas interesadas y a aquellas que se pudieren afectar directa o 
                                            
120 Ibid.  
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indirectamente con el acuerdo a que se llegue o con la decisión que se adopte”121, 
y la segunda, una vez recibida la solicitud de mutuo acuerdo, “El juez de paz citará 
a las partes, por el medio más idóneo para que acudan a la diligencia de conciliación 
en la fecha y hora que ordene, de lo cual dejará constancia escrita”.  
En ambos casos, debe haber sido recibida solicitud de común acuerdo, como lo 
dispone el artículo 23, así:  
ARTÍCULO 23. DE LA SOLICITUD. La competencia del juez de paz para conocer de 
un asunto en particular iniciará con la solicitud que de común acuerdo le formulen, de 
manera oral o por escrito, las partes comprometidas en un conflicto. En caso de ser 
oral, el juez de paz levantará un acta que firmarán las partes en el momento mismo 
de la solicitud. Dicha acta deberá contener la identidad de las partes, su domicilio, la 
descripción de los hechos y la controversia, así como el lugar, fecha y hora para la 
audiencia de conciliación, que deberá celebrarse en el término que para el efecto 
señale el juez de paz122. 
En efecto, para adquirir competencia, debe mediar una solicitud por consenso, entre 
las partes en conflicto. Pero, en la práctica de estos jueces de paz, pretendió 
imponerse la citación previa a una de las partes, por parte del juez de paz, 
arrebatando así la competencia de otras jurisdicciones, lo que es contrario a su 
naturaleza. 
Obsérvese que el procedimiento lo regla el artículo 22, así:  
“ARTÍCULO 22. PROCEDIMIENTO. El procedimiento para la solución de las 
controversias y conflictos que se sometan a la consideración de los jueces de 
paz constará de dos etapas que estarán sujetas a un mínimo de formalidades 
previstas en este Título. Tales etapas serán una previa de conciliación o 
autocompositiva, y una posterior de sentencia o resolutiva”123. 
Por lo tanto, la citación autorizada por la ley, es para la primera parte del proceso, 
que infortunadamente, se llama “conciliación”. 
                                            





Entonces, la petición previa y de consuno, hace las veces de la demanda dentro de 
la jurisdicción ordinaria, más con la gravedad, de que tal solicitud, significa, sin más, 
renunciar a que el conflicto sea conocido por la jurisdicción ordinaria. En efecto, el 
artículo 30, dice:  
ARTICULO 30. TRASLADO DE COMPETENCIA. En aquellos procesos de que 
trata el artículo 9o. de la presente ley y que se adelanten ante la jurisdicción 
ordinaria, en los que no se hubiere proferido sentencia de primera instancia, las 
partes, de común acuerdo, podrán solicitar por escrito al juez de conocimiento la 
suspensión de términos y el traslado de la competencia del asunto al juez de paz 
del lugar que le soliciten. 
Una vez aprehendida la controversia por parte del juez de paz, la jurisdicción 
ordinaria perderá la competencia124. 
Pero al citar a las personas, no a la primera etapa del proceso después de que las 
partes de consuno soliciten la intervención del juez de paz, sino a que se presenten 
y suscriban el acta que está redactada para aceptar la intervención del juez de paz 
o solicitarle que asuma el conflicto, es una forma de arrebatar la competencia a las 
demás jurisdicciones, pues el incauto, quien desconoce que la a la que es citado 
ante la jurisdicción de paz, no es la misma conciliación que se realiza ante las demás 
jurisdicciones, no sabe que el efecto de no conciliar, es facultar al juez de paz, para 
resolver el conflicto dentro de los 5 días siguientes.  
Y por esta razón, se han formulado la gran mayoría de autos de cargos y sentencias 
condenatorias, ya que con ese actuar, el juez de paz viola los derechos 
fundamentales de las partes, al asumir una competencia que no tiene. Y estas 
decisiones fueron regularmente confirmadas. Sin embargo, tal posición no fue 
pacífica tampoco, como puede apreciarse en el radicado 110011102000201308104 
01, con ponencia del entonces magistrado Wilson Ruiz Orejuela, en decisión de 19 
de agosto de 2015, al revocar sanción en contra de un juez de paz, dictado por el 




Seccional de Bogotá, con ponencia de la autora de este trabajo, para en su lugar, 
absolverlo de los cargos imputados, la motivó diciendo que: 
La interpretación a lo anteriormente mencionado no puede hacerse de forma 
exegética, es decir, de contemplar única y exclusivamente que el Juez de Paz 
adquiere competencia para entrar a mediar en el conflicto puesto a su conocimiento, 
solamente cuando son las dos personas comprometidas las que acuden a él con el 
fin de obtener un arreglo, pues aunque puede procederse de esa manera, siendo esta 
la ideal, también puede ocurrir, como en el caso bajo estudio, que sea una sola 
(convocante) la que se dirija al despacho del Juez de Paz con ese objeto y, por medio 
de ésta, se cite a la otra (convocado), quien finalmente accede someter el asunto a 
esa Jurisdicción y suscribe la solicitud respectiva e inclusive el acuerdo 
conciliatorio125. 
Y agregó: 
En este punto, se recalca que no obstante la suscripción de la solicitud mencionada 
por parte de las personas comprometidas, se deberá indagar por la manera cómo fue 
citado el convocado o si de alguna manera éste fue constreñido para firmar, pues en 
ese evento, pese a la existencia de la rúbrica en el documento, el consentimiento de 
una de las partes estaría viciado y, en consecuencia, el Juez de Paz no tendría 
competencia para entrar a conocer del asunto, sin embargo, lo anteriormente 
expuesto no se evidencia en el caso concreto, toda vez que el señor Wilson Enrique 
Hernández Sanabria firmó la solicitud, acudió a la diligencia de conciliación y transó 
su conflicto, es decir, adelantó una serie de trámites que dejan entrever su clara 
voluntad de someter el problema a la mediación del disciplinado126.  
También en el radicado 630011102000201100276 02, con ponencia del entonces 
magistrado Adolfo León Castillo Arbeláez, en fallo de 30 de marzo de 2016, al 
revocar y absolver a una jueza de paz del Quindío, en un asunto que fue anulado 
con antelación por la misma Sala, en razón de la mala formulación de los cargos, al 
decir:  
Por solicitud de la señora (…), la Juez de Paz (…) libró telegrama de invitación al 
señor (…), con el fin de resolver sus controversias con relación al contrato de 
arrendamiento de vivienda urbana celebrado el (…). El 29 de julio de 2011 la Juez 
de Paz previo a instalar la audiencia de conciliación junto con los señores (.. y …) 
suscribieron “acta de aceptación”, en donde los aludidos señores aceptan de manera 
voluntaria, sin presión alguna y de común acuerdo que la Juez de Paz de la Comuna 
                                            





Quinta actúe como Juez de Conocimiento de la “conflictividad presentada entre las 
partes”. “El mismo veintinueve (29) de julio de 2011 la Juez de Paz instaló la 
audiencia de conciliación, la que declaró fracasada por falta de acuerdo entre las 
partes;…” “observadas las pruebas aportadas a la actuación la Sala verifica, que el 
señor (…) suscribió acta de “aceptación” de la Jurisdicción de paz, lo que demuestra 
que el denunciante aceptó voluntariamente someter el conflicto que tenía con la 
señora (…) a la justicia de paz, evento que activa la competencia de esa jurisdicción, 
a la vez que desplaza la que en principio podría corresponder al juez ordinario. 
Aunado a lo anterior, si bien es cierto que en principio la solicitud no fue de común 
acuerdo entre las partes, también lo es que el señor (…) acudió y suscribió el acta 
de “aceptación” sin manifestar su desacuerdo con la justicia especial, por el contrario, 
expresó su aprobación, quedando de esta forma subsanada la irregularidad antes 
mencionada. Ahora bien, el señor (…) insinúa que su sometimiento no fue voluntario, 
en razón a que fue citado al despacho de la Juez de paz para tratar de buscar un 
arreglo consensuado. Empero, este hecho no tiene la potencialidad de desvirtuar la 
prueba documental suscrita por él que de manera contundente revela su 
sometimiento a una solución en equidad. De otra parte, el hecho de que la Juez de 
paz hubiera mandado invitación, lejos de constituir un mecanismo de presión, revela 
una disposición de verificar la autenticidad del consenso y las circunstancias que 
rodean el conflicto. Así las cosas, contrario a lo señalado por el Magistrado de 
Instancia, la Juez de paz sí tenía competencia para conocer el asunto objeto de 
estudio, ya que su competencia tiene fuente desde el punto de vista procesal, en el 
hecho de que las partes en conflicto hubieran consentido, de común acuerdo, 
someter sus diferencias a la justicia de paz, evento seguido del fracaso de la 
conciliación. La concurrencia de estos dos eventos legitimó a la Juez de paz para 
proferir fallo en equidad, y paralelamente excluyó la jurisdicción de derecho. 
Conviene recordar que el artículo décimo (10) de la Ley 497 de 1999 establece que 
será competente el juez del lugar en que residan las partes o en su defecto, el de la 
zona o sector en donde ocurran los hechos o el del lugar que las partes designen 
de común acuerdo. 
Pasó por alto, que la persona citada no fue debidamente informada de las 
consecuencias que tenía, aceptar que se realizara la conciliación, y que la Ley 497 
de 1999, refiere así: “ARTÍCULO 29. DE LA SENTENCIA. En caso de fracasar la 
etapa conciliatoria, el juez de paz así lo declarará. Dentro del término de cinco (5) 
días proferirá sentencia en equidad, de acuerdo con la evaluación de las pruebas 
allegadas, la decisión se comunicará a las partes por el medio que se estime más 
adecuado. La decisión deberá constar por escrito. De ésta se entregará una copia 
a cada una de las partes” (subrayado fuera de texto). 
Además, significa sustraer a la competencia de la jurisdicción del estado, a la que 
le correspondería conocer su caso, sin la suficiente ilustración.  
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Estas afirmaciones se hacen, pese a que en otras providencias precedentes, 
suscritas por los mismos intervinientes, se recalcó sobre el carácter de falta 
disciplinaria de tal actuar, como en el radicado 110011102000200703266 01, con 
ponencia del ex magistrado Angelino Lizcano Rivera, al resolver la apelación de una 
sanción de remoción impuesta a un juez de paz, por el Seccional de Bogotá, con 
ponencia de la autora de estas letras, confirmando la decisión, el 11 de junio de 
2009, en estos términos: “…como ya se ha dicho, a dicha justicia de paz solo se 
acude de manera voluntaria y la citación tiene como fin la de comunicar la fecha y 
hora en que pueden ser atendidos, pero no para conminar a las personas que no 
tienen voluntad de acudir, ni mucho menos forzarlas a aceptar la intermediación de 
una justicia de paz que no es su deseo utilizar”127. 
Estas manifestaciones, al ser contradictorias, conllevan a que no exista 
jurisprudencia sobre el tema, y a que se llegue con un lenguaje equívoco y exista 
imprecisión respecto de las conductas que puedan constituir falta disciplinaria, lo 
que incide en las decisiones que toman los Consejos Seccionales, y 
particularmente, en que los jueces de paz no tengan claro qué puede constituir falta 
disciplinaria.  
Pasando a otras investigaciones disciplinarias de que trata este capítulo, se referirá 
seguidamente a otra cantidad de nulidades proferidas en los procesos de que 
conoce la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
por apelación o consulta.  
Dentro del radicado 110011102000200400555 01, en un proceso seguido en el 
Seccional de Cundinamarca, hoy Bogotá, se atribuyeron cargos y sancionó a un 
juez de paz de reconsideración de Soacha, el 16 de marzo de 2006, por la violación 
del deber contemplado en el artículo 153.1 de la Ley 270 de 1996, en concordancia 
con los artículos 6, 8, 19, 22, 26 y 32 de la Ley 497 de 1999, con base en el artículo 
                                            




196 de la Ley 734 de 2002, porque solicitó dineros para cubrir gastos procesales 
así como para la remisión de telegramas, y además, a pesar de haber sido elegido 
como juez de reconsideración, actuó como juez de primera instancia en distintas 
fechas, por lo cual se le impuso la sanción de suspensión de 2 meses en el ejercicio 
de la profesión, la cual fue conocida en segunda instancia, en consulta128, y con 
ponencia de la magistrada Julia Emma Garzón de Gómez, el 7 de julio de 2008, se 
anuló a partir del auto de cargos de 7 de abril de 2005, y se formularon cargos en la 
misma providencia de conformidad con el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, en 
concordancia con lo establecido en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, por 
presuntamente desconocer el artículo 29 de la Carta Política y los artículos 6, 8, 19, 
22, 26 y 32 de la Ley 497 de 1999. 
Dicha magistrada mantuvo su posición en las providencias con su ponencia y en los 
salvamentos de voto, a diferencia de los demás. 
La Ley 497 de 1999, en efecto, reguló en su integridad las faltas que podrían 
cometer los jueces de paz, y son dos, cuando se compruebe que en el ejercicio de 
sus funciones, que: a) ha atentado contra las garantías y derechos fundamentales, 
b) observado una conducta censurable que afecte la dignidad del cargo. Así mismo, 
indicó que “podrán ser removidos de su cargo”, sin mencionar otro tipo de sanción, 
lo que encuentra razón de ser en que si son elegidos popularmente, lo son para que 
respeten y cumplan la ley de su creación y la Carta Política, no para que violen los 
derechos y garantías fundamentales a sus electores, o actúen afrentando la 
expectativa de que no incurran en inhabilidades, incompatibilidades o 
impedimentos, que es lo que espera la comunidad que lo eligió, como muestra de 
su independencia y autonomía. Por ello, dispuso la única sanción aplicable, que es 
la remoción. 
                                            




Y aunque los Consejos Seccionales de la Judicatura, como la mayoría de los jueces, 
tienen el deber de seguir las líneas jurisprudenciales de los superiores jerárquicos, 
en este tema, es imposible encontrar una línea, como pretende demostrarse. 
Primigeniamente, esa Sala del Consejo Superior de la Judicatura trató de ajustar 
los cargos y las sanciones al artículo 34 de la Ley 497 de 1999, pues desde muchos 
Consejos Seccionales, llegaron sanciones de suspensión en el ejercicio del cargo 
por 1, 2, 3, 4, 6 o 12 meses, destitución e inhabilidad general por el lapso de 5 o 10 
años, o inhabilidad especial por 10 años, etc. Luego, empezó a decretarse la nulidad 
de la calificación para ordenar a los Seccionales, incorporar, además, del artículo 
34 de la Ley 497 de 1999, las normas de la Ley Estatutaria de Administración de 
Justicia, la Ley 270 de 1996, bajo el supuesto de que si el cargo no se formulaba 
teniendo en cuenta que los jueces de paz administraban justicia, era nulo. Por ende, 
debía aplicársele la infracción de deberes y prohibiciones de las demás 
jurisdicciones, distintas de las especiales, contenidas en los artículos 153 y 154 de 
la misma Ley Estatutaria.  
En otros casos, se anuló para que también se atribuyera como falta gravísima al 
tenor del artículo 48 numeral 49 de la Ley 497 de 1999, completando la proposición 
jurídica, de manera que el juez de paz pudiera defenderse. 
En el radicado 660011102000200400049 02, el 13 de diciembre de 2006, con 
ponencia del ex magistrado Fernando Coral Villota, se revocó la sanción impuesta 
por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de 
Risaralda, con ponencia del magistrado Carlos Gonzalo Alvarado Gaitán, y absolvió 
al disciplinable juez 5 de paz de Dosquebradas, afirmando que las decisiones de los 
jueces de paz, no se hallaban sometidas a las exigencias de la judicatura.  
Dice en un capítulo titulado: "Cuestión previa. la jurisdicción de paz y los fallos en 
equidad", que el artículo 34 de Ley 497 de 1999, era un tipo en blanco, que no 
contradecía el debido proceso del artículo 29 de la Carta Política. Además, que eran 
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esos los dos casos en que podía sancionarse por su conducta a un juez de paz, 
siendo la única sanción la de remoción, agregando:  
además dicha sanción se muestra lógica atendiendo a la naturaleza de la función 
y a la expectativa social frente al papel que desempeñan, en la medida en que 
sería contrario al ordenamiento imponerles las comunes sanciones del CDU, pues 
vb. gr., como quiera que no son servidores públicos, existe la imposibilidad de 
registrar tales sanciones en la Procuraduría, y aún más, piénsese cómo se le 
podría imponer una sanción de multa si en ejercicio de sus funciones no devengan 
salario alguno, o cómo suspenderlos por un lapso determinado en el cargo, si no 
existe forma de reemplazarlos y en su lugar encargar a otro juez, para seguir 
garantizando el servicio, pues se trata de cargos de elección popular129.  
Y sobre la sanción de amonestación escrita, impuesta por el Seccional, dijo: "la 
sanción contradice el principio de legalidad de la pena" 130 , ya que la única 
contemplada era la de remoción. Para el efecto, destacó que se trataba de un 
cambio de posición jurídica de dicha Sala, en un capítulo titulado:  
Cuestión previa. La jurisdicción de paz y los fallos en equidad: “Cambio de posición 
respeto a aplicar la Ley 270 de 1996, con base en la C-059 de 2005: Su papel no se 
circunscribe a ser operadores judiciales que apoyan la descongestión de otros 
Despachos Judiciales, sino principalmente son "facilitadores de procesos de 
aprendizaje comunitario", lo más importante es la posibilidad de que las comunidades 
construyan en forma participativa unos ideales de lo justo y desarrollen también en 
forma integrada y armónica habilidades de resolución pacífica de conflictos, a partir 
del interés que suscitan los problemas sociales cotidianos". Son "particulares que 
administran justicia en equidad, no ostentan la calidad de servidores públicos131. 
Obsérvese que desde el inicio de la aplicación de la Ley 497 de 1999, empezó el 
debate acerca de su contenido. Se trataba de una de las primeras decisiones de 
dicha Sala, y ya se hablaba de que se hacía un cambio de posición jurídica, sin que 
en realidad se diera, pues en esta y en las oportunidades subsiguientes, salieron 
decisiones en distintos sentidos.  
                                            
129Ibid 
130Ibid. 
131 Ibid.  
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Consignó dicha providencia, que una cosa era tener competencia, y otra, el código 
de faltas que se les aplicaba. Resaltó que para los jueces de paz, no aplicaban los 
deberes del artículo 34, ni las prohibiciones del artículo 35 de la Ley 734 de 2002132, 
pero sí el procedimiento de los artículos 150 y subsiguientes de la misma Ley. 
Tampoco, los deberes y prohibiciones de la Ley 270 de 1996133, artículos 153 y 154: 
"…precisamente por la diferencia sustancial que enmarca el ámbito de sus funciones, 
por el rol que desempeñan y por las características propias de su investidura, pues no 
obstante que se hallan provistos de jurisdicción, no por ello son equiparables a los 
tradicionales funcionarios judiciales, que a decir de la Ley 270 de 1996 son los 
Magistrados, Jueces y Fiscales"134.  
Pero ello no implicaba la inexistencia de régimen disciplinario, pues este estaba 
contenido en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999135.  
Así, en esta decisión, se revocó la sanción de amonestación escrita impuesta al juez 
de paz, y se hizo doctrina para decir que la única sanción a imponerles era la de 
remoción. Sin embargo, tal posición no fue pacífica.  
El entonces magistrado Guillermo Bueno Miranda se apartó de la decisión 
considerando que “…ha debido confirmarse la sanción, y que también pueden 
atribuirse deberes contemplados en la Ley 270 de 1996, e imponer otras sanciones 
previstas en la Ley 734 de 2002 por ostentar la condición de servidores públicos con 
funciones jurisdiccionales”136. 
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Finalmente, dicha providencia fue contradictoria, pues, al tiempo que se mencionó 
que la Ley 497 de 1999, en el artículo 34, contemplaba un tipo en blanco, se expresó 
que no podían atribuirse faltas diferentes a las allí contempladas.   
Luego, continuaron varias decisiones contradictorias entre sí, confirmando 
sanciones diferentes a la remoción en el cargo, o anulando las de remoción, para 
imponer otras de las contempladas en el artículo 44 de la Ley 734 de 2002, como la 
destitución e inhabilidad general, para las faltas gravísimas dolosas o realizadas con 
culpa gravísima, la suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial para 
las faltas graves dolosas o gravísimas culposas, la suspensión, para las faltas 
graves culposas, la multa, para las faltas leves dolosas, y la amonestación escrita, 
para las faltas leves culposas. 
Otras más, anularon las sanciones impuestas contempladas en la Ley 734 de 2002, 
que son las que se aplican a los jueces y magistrados de las demás jurisdicciones, 
para decir que la única sanción aplicable para los integrantes de la jurisdicción 
especial, era la de remoción, al tenor de la Ley 497 de 1999. 
Muchas veces, se decretaron nulidades de las sentencias de primera instancia, sin 
percatarse de que el problema radicaba en la misma formulación de cargos, 
decisión que también debía ser anulada, provocándose que en los Seccionales, 
tuviera que proferirse otra decisión de anulación, para adecuar los cargos a la única 
sanción aplicable, o a las varias, según el contenido del auto que debía obedecerse 
y cumplirse.  
Lo más grave de todo esto, es que las decisiones de la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, llegan a los Consejos 
Seccionales, con el expediente físico, varios meses y hasta años después, y en 
cada región va conociendo parcialmente las diferentes decisiones, por lo cual, 
tratando de seguir una supuesta línea jurisprudencial, se ajustaban en sus nuevas 
orientaciones, a lo dispuesto en la segunda instancia, y muchas veces, lo único que 
obtuvieron fueron reprimendas, revocatorias, anulaciones, órdenes de copias para 
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investigar disciplinariamente a las magistradas o a los magistrados de los Consejos 
Seccionales, y la proximidad de la prescripción, cuando no, su decreto. 
El porcentaje mayor en la muestra, fue el decreto de nulidades, seguido de 
revocatorias, prescripciones, reprimendas y órdenes de copias para investigar a 
quienes actuaron en primera instancia.  
Así, se dejó consignado por esta misma autora, en su calidad de magistrada de la 
sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, 
en un asunto a su cargo, al decir:  
El proceso de autos fue entregado el 05 de junio de 2015 (F. 1 c.o. segunda instancia), 
en la secretaría judicial de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria, para surtir trámite de 
segunda instancia, siendo sometido a reparto el 12 de junio de 2015 (F. 3 c.o. 
segunda instancia), 1 año, y 9 meses, mediante providencia de 08 de marzo de 2017, 
con ponencia del magistrado Fidalgo Javier Estupiñán Carvajal, se decretó la nulidad 
de lo actuado a partir de la sentencia apelada, inclusive, regresando el proceso a esta 
Corporación, el 12 de octubre de 2018, es decir, pasado 1 año y 7 meses después de 
haberse proferido la decisión de nulidad, resaltando que el proceso estuvo surtiendo 
el trámite de apelación contra la sentencia condenatoria, 3 años y 4 meses 137 
(subrayado en el texto). 
Entonces, las decisiones de los Consejos Seccionales, al tratar de ajustarse a las 
que iban conociéndose del Consejo Superior de la Judicatura, también empezaron 
a convertirse en un caos, pues cada magistrada o magistrado asumía las 
providencias que más le convencían, e inclusive, ante la falta de concertación, se 
decidió por algunos de sus integrantes, que las conductas sometidas a su 
conocimiento, no constituían falta, por graves que fueran, pues lo contrario, era 
exponerse a nulidades, bien por la adecuación típica, o por la sanción impuesta, y 
en el peor de los casos, a que se ordenara investigarlos disciplinariamente.  
                                            
137 COLOMBIA. Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Rad. No. 
11001110200020140218000, contra Marco Elías Suárez, juez de paz del Distrito de Paz No. 3, de 
la localidad de Santafé, M.P. Paulina Canosa Suárez, de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá. No enlistado entre los temas de la muestra. 
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El cuadro de apoyo de esta investigación, permite leer las diferentes variables desde 
la calificación de la falta como leve, grave o gravísima, o la forma de culpabilidad 
atribuida. 
Ante la ausencia hasta entonces -2016-, de una forma de consulta en línea de las 
providencias proferidas por esa Sala, la única forma de conocerlas, era en físico 
cuando los expedientes regresaban. Actualmente, el sistema permite su consulta 
en línea, y además la relatoría ha hecho el esfuerzo de cargar algunas providencias 
en el sistema. 
Debe advertirse también, que las decisiones inhibitorias, de archivo o prescripción 
en la etapa de indagación preliminar o investigación, son reservadas, por expresa 
disposición legal de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, en el artículo 
73138. 
Cuando empezó la relatoría del Consejo Superior de la Judicatura, a dar a conocer 
masivamente las decisiones, se advirtió aún más, la ausencia de jurisprudencia.  
Las magistradas y los magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura mantuvieron las representaciones jurídicas que 
tenían al juzgar disciplinariamente a las personas que se desempeñan como 
funcionarias judiciales en la Rama Judicial, a quienes se les aplican las faltas 
contenidas en la Ley Estatutaria, Ley 270 de 1996. Por ello, recurrentemente en sus 
providencias, se atribuyen las violaciones de deberes y la incursión en prohibiciones 
y por ende la comisión de las faltas contempladas en los artículos 153 y 154 de 
aquella.  
                                            
138 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 270 de 1996, por la cual se modifican los artículos 15 y 16 de 
la Ley 270 de 1996, Ley Estatutaria de la Administración de Justicia  
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Y continuaron buscando la gravedad de la falta, en el artículo 42 de la Ley 734 de 
2002, para determinar si se trataba de faltas leves, graves o gravísimas, lo que no 
está contemplado en la Ley 497 de 1999. 
Esto los llevó irremediablemente, a tratar a los jueces de paz, como jueces de la 
jurisdicción ordinaria, cuando la Ley 497 de 1999, tuvo trámite tanto de ley 
estatutaria como de ley ordinaria, tal como se recuerda por el autor Pablo Cárdenas, 
citando un aparte de la C-037 de 1996, al decir; 
“…lo que significó que algunos de sus artículos fueron aprobados por la mayoría 
absoluta de los miembros del Congreso y otros por mayoría simple, pero todos en el 
curso de la misma legislatura, acorde con el criterio de la Corte Constitucional, según 
el cual, tanto las normas que debieron ser tramitadas como ley estatutaria como 
aquellas que debieron ser votadas como ley ordinaria, serán inexequibles cuando en 
uno y en otro caso se observe un procedimiento contrario”139. 
En los debates, siempre estuvo a la orden del día el tema de las facultades 
disciplinarias sobre estos jueces de paz, limitando las faltas a las que hoy se 
contienen en el artículo 34 de la ley que los regula, cuando atenten contra las 
garantías y derechos fundamentales u observen conducta censurable que afecte la 
dignidad del cargo. Dos faltas únicamente, pero con gran contenido protector de los 
derechos fundamentales de los usuarios de tal jurisdicción, pues nadie va a elegir a 
otro para que los afecte.  
Poco tiempo transcurrió, después de la vigencia de la ley ordinaria y estatutaria 497 
de 1999, para decir que debería aplicarse la Ley Estatutaria de Administración de 
Justicia, como cuando se resolvió por consulta, un caso que llegaba en segunda 
oportunidad, y que en la primera, dio lugar a revocar la decisión de archivo de 20 de 
septiembre de 2006, dentro del radicado 730011102000200500306 02, proferida 
por el Seccional Tolima, con ponencia del magistrado José Erasmo Guarnizo Nieto, 
quien se abstuvo de abrir investigación, decisión apelada por la Procuraduría, y con 
                                            
139 CÁRDENAS. Op. Cit., pág. 72 
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ponencia del entonces magistrado Rubén Darío Henao, se revocó y abrió 
investigación, argumentando:  
no cabe duda que el inculpado cuando fue inscrito por el Sector Social para la elección 
del 23 de abril de 2005 del Partido Liberal, resultando electo; y haber participado, 
además, en las elecciones de los miembros del Directorio Liberal Departamental del 
Tolima, para lo cual no resultó electo el 14.05.2005, es un acto de indiscutible 
intervención política, que rompe con el esquema de prohibición en ese sentido 
estatuido no sólo por la Constitución Política, sino también por la Ley 497 de 1999140. 
Con base en tal disposición, el 5 de octubre de 2007, se formularon cargos por la 
primera instancia, dando aplicación al numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 
1996, considerando que desconoció el contenido del artículo 17 de la Ley 497 de 
1999, y el numeral 13 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, que determinan como 
prohibición participar en procesos políticos electorales, salvo la emisión de su voto 
en las elecciones populares, lo que afectaba la dignidad de la investidura, y con 
base en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, se sancionó con remoción del cargo 
a un juez de paz de la comuna 3 de Ibagué. 
Conocido en consulta, la segunda instancia, con ponencia del magistrado Henry 
Villarraga Oliveros, en sentencia de 3 de marzo de 2010, se expresó así:  
para el caso sub examine lo será las faltas establecidas en la Constitución Nacional, 
la Ley Estatutaria de Administración de Justicia - Ley 270 de 1996 - y las consagradas 
en la Ley 734 de 2002, faltas estas que doctrinariamente se entienden como tipos 
disciplinarios de numerus abiertos que hacen necesaria la remisión a otras normas u 
ordenamientos jurídicos para complementarlos para que se proceda a la 
correspondiente confrontación y adecuación típica"141, agregando "...la conducta del 
funcionario coincide con la descripción típica del numeral 1º del artículo y el numeral 
13 del artículo 154 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia – Ley 270 de 
1996"142... “Es así, que en atención a la clase de sanción a imponer, los parámetros 
fijados para determinar la gravedad o levedad de la falta y dada la connotación de la 
falta endilgada al funcionario, considera esta Sala que la sanción de REMOCIÓN del 
cargo, se encuentra ajustada a derecho, toda vez, que el funcionario incumplió un 
                                            
140  COLOMBIA. Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Rad. 
No.730011102000200500306 02 
141 COLOMBIA. Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Rad. No. 
730011102000200500306 02 
142 Ibid.  
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deber e incurrió en una prohibición, al haber tenido participación política; igualmente 
se estableció que el investigado no presenta antecedentes disciplinarios como se 
desprende del Certificado de Antecedentes Disciplinarios expedido por la Secretaría 
Judicial de esta Superioridad, diligencia que merece un reproche ético por quien está 
obligado a investigar estas conductas, debiéndose entonces confirmar la decisión por 
considerar la Sala que esta clase de comportamientos omisivos deben ser 
sancionados para enaltecer con ello el ejercicio de administrar justicia, por lo que será 
en esta ocasión acreedora de la sanción impartida por el A Quo de REMOCIÓN del 
cargo, sanción que confirmará esta Corporación en la parte resolutiva de esta 
providencia. La Sala señala que en este evento la dosificación de la sanción resulta 
ajustada dentro de los parámetros de razonabilidad, necesidad y proporcionalidad 
que deben imperar al momento de imponer la sanción correspondiente143. 
Es decir, que se mantuvo la interpretación, acerca de que eran aplicables, el artículo 
34 de la Ley 497 de 1999, conjuntamente con los , artículos 153 y 154 de la Ley 270 
de 1996, y confirmó la sanción de remoción de la primera instancia. 
Se resalta, con el ánimo de retomarlo en las conclusiones, que la falta se atribuyó 
en la forma de culpabilidad culposa, sin motivar por qué, al decir:  
De igual forma las consideraciones permiten concluir que respecto de la conducta 
atribuida al disciplinado se encuentran demostrados los elementos subjetivo y objetivo, 
como quiera que él es consciente de todos los argumentos que fueron materia de 
impugnación por parte del accionante aquí quejoso, dicho comportamiento es omisivo 
y no se halla desvirtuado o justificado, siéndole imputable la falta enrostrada a título de 
culpa, por tanto, es claro para esta Sala que la conducta del investigado coincide con 
la descripción de la norma ya indicada144. 
Siguiendo las orientaciones de las primeras decisiones de segunda instancia, se 
dictó sentencia en primera instancia, dentro del radicado 110011102000200403475 
01, pero, con ponencia del entonces magistrado Jorge Alonso Flechas Díaz, el 12 
de julio de 2006, se decretó la nulidad de lo actuado, al resolver en vía de consulta, 
la sentencia sancionatoria proferida en primera instancia el 30 de junio de 2005, con 
ponencia de la autora, aplicando el artículo 153.1 de la Ley 270 de 1996 y los 
artículos 8, 9, 22 y 23 de la Ley 497 de 1999, considerándola como falta grave, 
sancionando al juez de paz, con suspensión en el cargo por un mes, afirmando:  





De acuerdo a lo anterior, esta Sala observa, que el a quo al imponer una sanción no 
prevista en la ley para los jueces de paz, contrarió el principio fundamental de 
legalidad, que indica que nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, lo cual genera la nulidad establecida en el 
numeral 3 del artículo 143 de la Ley 734 de 2002, pues se trata de una irregularidad 
sustancial que afecta el principio constitucional del debido proceso, entendido éste 
como el desarrollo del principio de legalidad que implica que las autoridades 
únicamente pueden proceder bajo los ámbitos establecidos en el sistema 
normativo145. 
Obsérvese que la primera instancia motivó las razones por las cuales, en virtud de 
aplicar las leyes 497 de 1999 y 734 de 2002, junto con la Ley Estatutaria de 
Administración de Justicia, Ley 270 de 1996, debía mencionarse la gravedad de la 
falta y pese a norma expresa que contemplaba como única sanción la de remoción, 
debían aplicarse las sanciones contempladas para las demás jurisdicciones, como 
lo sostenía el superior jerárquico. Y agregó dicha providencia de segunda instancia: 
Luego, en verdad, tal como lo observó la Sala a quo, para los jueces de paz solo está 
prevista una sanción, esta es: la remoción en el ejercicio del cargo, por tanto, no es 
dable aplicar leyes por analogía cuando existe en forma clara y precisa una que 
enseña la manera cómo debe obrar en determinado caso el operador judicial”. 
“En efecto, si en el Código Único Disciplinario solo se hizo alusión en lo que atañe a 
las sanciones que se le deben imponer a los conjueces, sin haberse estipulado nada 
sobre los jueces de paz, no es precisamente por un vacío de la ley al respecto, sino 
porque tal tema aparece regulado en una Ley especial dictada con anterioridad, 
precisamente por la que se reglamentó la organización y funcionamiento de los 
jueces de paz, además no se puede inferir, como lo hizo el a quo, que la ley 497 de 
1999 haya derogado a la Ley 734 de 2002 en cuanto se refiere a sanciones 
imponibles a los jueces de paz, por una simple razón: aquélla fue expedida con una 
antelación a ésta de tres años.  
Por lo que respecta a la posible afectación al derecho a la igualdad, tampoco es 
acertada la elucubración del a quo, pues aunque los jueces de paz hacen parte de la 
rama judicial del poder público, éstos fallan en equidad a diferencia de los demás 
jueces que lo hacen en derecho, a más que no se les exige para ostentar dicho cargo 
ser abogados o tener conocimientos en derecho, verbi gratia, jurisprudencia, 
doctrina, luego, no se les puede sancionar con el mismo rasero, a más que los jueces 
de paz no devengan salario alguno, por tanto en el evento de que al momento de ser 
sancionados ya no ostenten el cargo, al imponerles sanción de suspensión, como en 
                                            




este caso, no podría convertirse la sanción a multa, luego la sanción en la práctica 
caería en el campo de la ineficacia146 
Menudas argumentaciones fueron esgrimidas por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo superior de la Judicatura, al resolver la consulta y anular la decisión, y 
ellas implicaban, en adelante, llamar a responder a los jueces de paz, únicamente 
por lo normado en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, porque allí estaban 
contenidas sus faltas y su única sanción, la de remoción. No eran asimilables los 
jueces de paz, a los de las demás jurisdicciones, considerando inaplicables todas 
las sanciones de estos, a los de paz.  
Estas representaciones que se avienen a la Ley 497 de 1999, no se mantuvieron, 
por la falta de claridad en los procesos de objetivación y la falta de anclaje, 
observándose que en el proceso de objetivación del objeto, que implica la selección 
de las ideas, de los conceptos, reconstruyendo el objeto entre lo que ya conocen, 
para después controlarlo. El esquema conceptual que resulta de la reconstrucción, 
resultó ser efímero, pues prevaleció el imaginario de las otras jurisdicciones, no se 
consolidaron los valores de la jurisdicción especial de paz, y menos, se observó el 
anclaje, es decir, el núcleo figurativo, y por ello, lo que sale al público, no refleja el 
conocimiento que los lleva a las conclusiones en el hacer, que pueda definir la 
representación social de dicha jurisdicción.  
Era mitad del año 2006, y apenas 3 años antes, fueron elegidos los primeros jueces 
de paz en Bogotá, y solo 2 años llevaba la jurisdicción disciplinaria, pronunciándose 
sobre su conducta, con muy pocas providencias, como ya se dijo.  
Sin embargo, al tiempo que los Consejos Seccionales recibían variados mensajes, 
en la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, no se 
seguía la misma doctrina. 5 días después, el 17 de julio de 2006, en el radicado 
760011102000200300885 01, seguido en contra de un juez de paz de la Comuna 




14 de Cali, se resolvió un recurso de apelación por esa Sala, con ponencia del 
honorable magistrado Temístocles Ortega Narváez, confirmando la sanción de 
destitución en el cargo, impuesta por el Seccional del Valle del Cauca, con ponencia 
de la magistrada Carlina Varela, dando aplicación a lo normado en el artículo 154.15 
de la Ley 270 de 1996, calificándola como falta gravísima al tenor del artículo 48.63 
de la Ley 734 de 2002, al contravenir lo normado en el artículo 6 de la Ley 497 de 
1999, por lo cual se le impuso la sanción de destitución en el cargo, contemplada 
en el artículo 44 de la ley 734 de 2002.  
Es decir, se dejó de lado toda la argumentación de inaplicabilidad de la Ley 734 de 
2002 y de las dos faltas y la única sanción a imponer contenidas en la Ley 497 de 
1991, sin motivarse el por qué, esa Sala se apartaba de la decisión anterior, en la 
que se anuló el trámite con dichos argumentos. 
Enseguida, menos de 2 meses después, en el radicado 660011102000200400049 
02, el 13 de septiembre de 2006, fue revocada la sanción de amonestación, 
impuesta a un juez de paz, por el Seccional de Risaralda, con ponencia del entonces 
magistrado Carlos Gonzalo Alvarado Gaitán, aplicando los artículos 34.1 y 2 de la 
Ley 734 de 2002, en concordancia con el artículo 23 Ley 734 de 2002, el cual fue 
conocido en consulta, con ponencia del ex magistrado Fernando Coral Villota, en 
cuyo texto se sostuvo que “Sus decisiones no se hallan sometidas a las exigencias 
de la judicatura”, y se soportó en lo siguiente: 
Cuestión previa. la jurisdicción de paz y los fallos en equidad". Legalidad de la pena 
art. 34 Ley 497 de 1999, tipo en blanco, que no contradice el debido proceso del art. 
29 CP, y son esos dos casos en los que puede sancionarse su conducta. Y la única 
sanción es la de remoción”. "…además dicha sanción se muestra lógica atendiendo a 
la naturaleza de la función y a la expectativa social frente al papel que desempeñan, 
en la medida en que sería contrario al ordenamiento imponerles las comunes 
sanciones del CDU, pues vb. gr., como quiera que no son servidores públicos, existe 
la imposibilidad de registrar tales sanciones en la Procuraduría, y aún más, piénsese 
cómo se le podría imponer una sanción de multa si en ejercicio de sus funciones no 
devengan salario alguno, o cómo suspenderlos por un lapso determinado en el cargo, 
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si no existe forma de reemplazarlos y en su lugar encargar a otro juez, para seguir 
garantizando el servicio, pues se trata de cargos de elección popular147.  
Dijo también "la sanción contradice el principio de legalidad de la pena"148, ya que 
la única sanción contemplada era la remoción. 
Allí también se afirmó que se daba un cambio de posición respecto de aplicar la Ley 
270 de 1996, con base en la C-059 de 2005, proferida por la Corte Constitucional, 
acerca de que los jueces de paz no apoyaban la descongestión de otros Despachos 
Judiciales, sino que principalmente eran "facilitadores de procesos de aprendizaje 
comunitario"149. 
Además, finalizó diciendo:  
Lo anterior no sin antes observar al a quo, el deber de no apartarse de la normatividad 
legal que debe aplicar en los casos que le son puestos a su consideración, para así 
evitar la generación de nulidades que solo redundan en la afectación del principio de 
celeridad, a más que los jueces no pueden actuar al margen de la ley, pues de lo que 
se trata es de que apliquen los mandatos legales y no de hacer interpretaciones 
cuando éstos son claros, como en este caso, so pretexto de consultar su espíritu, 
máxime que la potestad jurisdiccional es reglada, es decir, predeterminada por la 
ley150. 
El magistrado Guillermo Bueno Miranda salvó su voto, bajo el entendido de que 
debió confirmarse la sanción, y que también podía atribuirse la violación de los 
deberes contemplados en la Ley 270 de 1996, e imponer otras sanciones previstas 
en la Ley 734 de 2002, por ostentar la condición de servidores públicos con 
funciones jurisdiccionales.  
                                            







La magistrada Leonor Perdomo Perdomo, también se apartó de la decisión, 
considerando que la nulidad se generó porque fue la segunda instancia la que abrió 
la formal investigación, sin ser de su competencia. 
Vale la pena insistir en que estas decisiones llegaban tardíamente a los diferentes 
Seccionales, y no todas eran conocidas por todos, pero generaban el natural 
desconcierto de no estar clara la posición, aunque la decisión de segunda instancia 
fuera mayoritaria.  
Además, como se resaltó en la cita textual, se temía que la Procuraduría no 
registrara las sanciones distintas de la remoción, dado que los sancionados no eran 
funcionarios públicos. Hoy, no se sabe aún por qué, la Procuraduría General de la 
Nación, ha registrado toda suerte de sanciones, lo que escapa al objeto de este 
trabajo. 
El 27 de agosto de 2008, en el radicado 110011102000200502449 01, con ponencia 
del entonces magistrado Angelino Lizcano Rivera, se decidió el recurso de 
apelación interpuesto contra la sanción de remoción en el cargo, impuesta el 29 de 
noviembre de 2007, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional 
de la Judicatura de Cundinamarca, hoy Bogotá, por incurrir en la falta  gravísima 
contemplada en el artículo 48.49 de la Ley 734 de 2002, al contravenir lo normado 
en los  artículos 29 de la Constitución Política y 8, 22 y 26 de la Ley 497 de 1999, 
en concordancia con lo dispuesto en el artículo 196 del Código Disciplinario Único, 
confirmando la sanción impuesta.  
Respecto de las alegaciones del recurrente, sobre la sanción, dijo:  
en lo que corresponde al argumento del recurrente frente a la sanción 
impuesta, si bien es cierto que para el caso de las faltas gravísimas 
cometidas con dolo, la Ley 734 de 2002 prescribe la destitución e 
inhabilidad general, ello no tiene aplicación cuando se trata de los jueces 
de paz, quienes sólo pueden ser removidos de su cargo, conforme aparece 
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regulado en una norma especial, precisamente la que creó los jueces de 
paz, estableciendo dicha sanción en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999151 
Obsérvese que tanto el cargo como la sanción fueron formulados, siguiendo las 
orientaciones conocidas de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior 
de la Judicatura, para la fecha en que se formulan los cargos, de atribuir faltas 
contempladas en las dos leyes estatutarias, la de Administración de Justicia y la de 
los jueces de paz  
A pesar de estar confirmada tal decisión sancionatoria, se regresó a la posición de 
que solo debían atribuirse las faltas contempladas en la Ley 497 de 1999. Al año 
siguiente, el 23 de julio de 2009, en el radicado 110011102000200703721 01, se 
decretó la nulidad de la sanción impuesta a una jueza de paz, con ponencia de la 
misma autora de este trabajo, el 1 de diciembre de 2008, aplicando el artículo 196 
de la Ley 734 de 2002, por incurrir en la falta gravísima contemplada en artículo 
48.49 de la Ley 734 de 2002, en concordancia con los artículos 8 y 23 y 34 de la 
Ley 497 de 1999 y el artículo 29 de la Carta Política, al resolverse la consulta contra 
el fallo, con ponencia de la magistrada María Mercedes López Mora, reiterando lo 
dicho por esa misma Sala, con ponencia del entonces magistrado Angelino Lizcano 
Rivera, transcribiendo apartes, de los que vale la pena destacar para ilustración de 
este trabajo, los siguientes:   
“…tampoco resulta acertado afirmar que se hallan compelidos a observar los deberes 
previstos en el artículo 34 ibidem, ni menos aún que les están prohibidas las 
conductas señaladas en el artículo 35 de dicha Ley, sin perjuicio -se reitera- de que 
las actuaciones disciplinarias se adelanten conforme al procedimiento establecido en 
los artículos 150 y siguientes del C.D.U. 
En este sentido, conviene precisar que las normas relativas al régimen de los jueces 
de paz (Capítulo Undécimo de la Ley 734 de 2002), hacen referencia exclusivamente 
a la competencia de esta Jurisdicción para investigar y juzgar su  conducta, mas 
excluye de manera clara la aplicación de los deberes, prohibiciones, impedimentos, 
                                            




incompatibilidades y conflictos de intereses, así como también el catálogo de faltas 
gravísimas, graves y leves y los criterios para graduarlas, porque la ley únicamente 
incluyó frente a tales tópicos, como destinatarios del régimen disciplinario a los 
Conjueces de la República, quienes, dicho sea de paso, profieren en los casos 
señalados expresamente por el legislador, decisiones en Derecho.  
De tal suerte, tampoco es posible analizar su conducta frente a los deberes y 
prohibiciones previstos en la Ley 270 de 1996 (artículos 153 y 154), precisamente 
por la diferencia sustancial que enmarca el ámbito de sus funciones, por el rol que 
desempeñan y por las características propias de su investidura, pues no obstante 
que se hallan provistos de jurisdicción, no por ello son equiparables a los tradicionales 
funcionarios judiciales, que a decir de la Ley 270 de 1996 lo son los Magistrados, 
Jueces y Fiscales”152.   
El 10 de septiembre de 2009, se confirmó el radicado 760011102000200700514 01, 
conocido por el Seccional del Valle del Cauca, sin que la providencia de segunda 
instancia identificara el nombre de la persona que obró como magistrada 
sustanciadora, en el que en razón de la sanción penal impuesta al juez de paz, pena 
de prisión de más de 4 años, al tiempo que en su contra se adelantaba otro proceso 
por otra Fiscalía Especializada de Cali, y otros dos procesos de extinción de 
dominio, se le atribuyó incurrir en la inhabilidad prevista en el artículo 15, literal a), 
de la Ley 497 de 1999, consistente en estar sancionado penalmente, falta 
disciplinaria que se estimó cometida a título de dolo, por cuanto debió poner este 
hecho en conocimiento a las autoridades respectivas al momento de su posesión.  
La sanción impuesta fue la de destitución del cargo, y en grado de consulta, 
conocida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, donde con ponencia del entonces magistrado José Ovidio Claros 
Polanco, al confirmarla, citó la decisión de esa misma Sala de 23 de febrero de 
2009, en el radicado 2008.00065.00, con ponencia del magistrado Pedro Alonso 
Sanabria Buitrago, donde se dijo que los jueces de paz eran particulares que 
administraban justicia en equidad, y “…fruto de la reciente modificación de la Ley 
                                            




Estatutaria de la Administración de Justicia, ocurrida por medio de la Ley 1285 del 
22 de enero de este año, expresamente la jurisdicción de paz es considerada como 
parte de la Rama Judicial del Poder Público, y se advierte que sus jueces ejercen la 
función jurisdiccional; …”153. 
Además, se consideró expresamente que la Ley Estatutaria de Administración de 
justicia, era aplicable a esos “particulares”, el procedimiento sería el contemplado 
en la Ley 734 de 2002, pero las faltas no eran solamente las contempladas en el 
artículo 34 de la Ley 497 de 1999, agregando:  
“De hecho lo que allí se evidencian son criterios de agravación de la naturaleza 
de la falta: i) Atentado contra las garantías y derechos fundamentales ii) Observar 
una conducta censurable que afecte la dignidad del cargo; que tácitamente 
comportan que las conductas en que se incurra en estas circunstancias 
constituyen faltas gravísimas que han de merecer que el agente no pueda 
continuar en el ejercicio de su cargo”154. 
Explicó que debía aplicarse la disposición del artículo 196 de la Ley 734 de 2002, y 
que allí se encontraban las faltas y las sanciones, pero:  
“Desde luego, en el juzgamiento de los jueces de paz, constituyen criterios 
adicionales de graduación de la naturaleza de la falta los establecidos en el 
citado artículo 34, ante cuya presencia la sanción será la de remoción; pero ello 
no significa que los jueces de paz no puedan ser objeto de la imputación de 
faltas graves y leves, que no necesariamente comportan la sanción de remoción 
o su equivalente”. 
Y la sanción fue confirmada, aduciendo que el juez de paz cometió una falta 
gravísima dolosa. Sin embargo, nada se dijo de adecuar la sanción a la de remoción 
contemplada en la Ley 497 de 1999, sino que mantuvo la de destitución en el cargo, 
impuesta por la primera instancia.  
Basta leer el contenido del artículo 45 de la Ley 734 de 2002, cuando define esta 
sanción, para que no queden dudas de su inaplicabilidad:  





“ARTÍCULO 45. DEFINICIÓN DE LAS SANCIONES. 
1. La destitución e inhabilidad general implica: 
a) La terminación de la relación del servidor público con la administración, sin que 
importe que sea de libre nombramiento y remoción, de carrera o elección, o 
…”155 
La misma Sala reiteró que los jueces de paz no eran servidores públicos, sino 
particulares que administraban justicia en equidad, olvidando, como sucedió con la 
Corte Constitucional, y se dejó consignado en el capítulo precedente, que se trata 
de miembros de una jurisdicción especial. De ahí que las representaciones sociales 
que se generan desde las Cortes de cierre, inciden profundamente en las 
decisiones de los demás jueces, pues repiten sin cesar, al no poder encajarlos en 
las demás jurisdicciones que deciden en derecho, que son particulares que 
administran justicia, sin percatarse de que estos, los particulares que administran 
justicia, deben hacerlo en derecho y no en equidad como los jueces de paz, ni de 
que pertenecen a otra jurisdicción distinta de la jurisdicción especial de paz.  
Desde luego, que no son particulares que administran justicia en equidad, sino que 
son jueces de paz, aunque parezca de Perogrullo. 
Esa falta de técnica en la mención de su naturaleza, es una representación 
constante que irremediablemente los incorpora a donde no les corresponde. 
Lo propio sucede con su incorporación a la Rama Judicial, y la mención de su 
función de administrar justicia, sobre lo cual, las representaciones sociales de las 
personas integrantes de las Cortes de cierre, son las de que su tratamiento debe 
seguir parámetros legales, diferentes a los que tiene esa jurisdicción especial, 
orientados por la equidad. 
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Si se respetara el precedente, no podía imponérsele tal sanción de destitución en 
el cargo, sino la de remoción, de acuerdo a la Ley 497 de 1999. 
11 días después, el 21 de septiembre de 2009, en el radicado 
660011102000200800009 01, se confirmó la sanción de remoción impuesta a un 
juez de paz en Risaralda, al recibir sin autorización dinero y no entregarlo a su 
destinatario, sin identificar el nombre de la persona quien sustanció la decisión de 
primera instancia, con ponencia en segunda instancia de la entonces magistrada 
María Mercedes López Mora, argumentando “…no se explica esta Sala el por qué 
a pesar de haber recibido el dinero el 31 de diciembre de 2007, no procedió de 
forma inmediata a entregar el mismo a su destinatario, sino que esperó hasta el 18 
de noviembre de 2008, casi un año después para devolverle el dinero al señor 
Payán Duque…”. 
Y deja de presente, nuevamente, que las únicas faltas están contempladas en el 
artículo 34 de la Ley 497 de 1999, y que la remoción es la única sanción, en los 
siguientes términos:  
"La conducta de los jueces de paz en ejercicio de sus funciones puede ser objeto 
de sanción siempre y cuando sea constitutiva de atentados contra las garantías y 
derechos fundamentales o en los eventos en que sea censurable por afectación a 
la dignidad del cargo. La única sanción a la cual se pueden hacer acreedores los 
jueces de paz cuando se demuestre que han incurrido en tales faltas, es la 
REMOCIÓN, ordenada por esta Jurisdicción Disciplinaria”156.  
Desde luego, que si son aprobadas providencias contradictorias entre sí, pues al 
tiempo que se afirma tajantemente que la única sanción a imponer es la de 
remoción, pero mayoritariamente se confirma la de destitución, es porque no está 
clara la figura del juez de paz, ni las faltas ni las sanciones que puedan cometer, y 
las representaciones sociales no están consolidadas. Es decir, en los procesos de 
objetivación del objeto, al conocer el precedente de las Cortes de cierre, y en el 
                                            




anclaje, que implica incluir dicho objeto dentro de un marco de significaciones 
sociales y compartidas, como ya se dijo, se reproducen los mismos yerros. 
Y más grave aún, sucede con relación a las posibles faltas que los jueces de paz 
puedan cometer, pues un proceso en un Consejo Seccional, puede demorarse en 
su trámite en primera instancia aproximadamente 3 años, y en razón de los cambios 
constantes de parecer de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior 
de la Judicatura, al decidir los procesos en segunda instancia, empiezan a ser 
declaradas nulas las decisiones, ordenando que se ajusten a cada uno de los 
cambios, y por ello, en el capítulo siguiente, se analizará el impacto de estas 
decisiones en el Seccional de Bogotá. 
En el radicado 110011102000200700086 01, conocido en el Seccional de Bogotá, 
siendo sustanciadora la autora de este trabajo, el juez de paz fue sancionado el 22 
de mayo de 2009, imponiéndole la remoción del cargo, decisión confirmada el 22 
de octubre de 2009, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de 
la Judicatura, por incurrir en la falta gravísima contemplada en el artículo 48.49 de 
la Ley 734 de 2002, pues su conducta se adecuó a la causal de remoción 
contemplada en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, por violar el artículo 29 de la 
Carta Política y los artículos 8, 9 y 23 de la Ley 497 de 1999, por cuanto la quejosa 
no solicitó la intervención del juez de paz, por lo que era evidente la ausencia de 
competencia.  
Al resolver dicho recurso de apelación, con ponencia del magistrado Angelino 
Lizcano Rivera, se concluyó que la quejosa no compareció de manera voluntaria, 
sino por una citación que le hiciera el juez de paz, lo que constituía una falta 
gravÍsima al tenor del artículo 48.49 de la Ley 734 de 2002, y precisando que en los 
casos de faltas gravísimas cometidas con dolo, la Ley 734 de 2002, prescribía como 
sanción la destitución y la inhabilidad general, lo cual no tenía aplicación cuando se 
trataba de los jueces de paz, frente a quienes, la única sanción era la remoción de 
su cargo.  
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Salvó su voto a la providencia, el magistrado Pedro Alonso Sanabria Buitrago, quien 
dijo que consideraba a los jueces de paz, como integrantes de la Rama Judicial del 
Poder Público, y que esa Sala aprobó el 23 de febrero de 2009, en el radicado 
2008.00065.00, con su ponencia, una providencia que partía del artículo 74 de la 
Ley 270 de 1996, trascribiendo algunos apartes, diciendo que las disposiciones se 
aplicaban a los particulares que excepcional o transitoriamente ejercieran o 
participaran del ejercicio de la función jurisdiccional, incluyendo a las autoridades 
indígenas y a los jueces de paz, y que la sanción de remoción no era la única 
sanción, dado que la Ley 497 de 1999, no era un régimen disciplinario autónomo, 
ya que el artículo 10 de la Ley 270 de 1996, que contemplaba un régimen similar 
para los empleados públicos, fue declarado inexequible por la Corte Constitucional 
en la C-037 de 1996157.  
La magistrada María Mercedes López Mora, también salvó su voto, considerando 
que debió decretarse la nulidad porque la justicia de paz no sustituía a la 
administracion de justicia al tratarse de particulares dirimiendo controversias de 
forma pacífica a partir de una justicia diferente, no dentro o conforme a derecho sino 
en equidad. Hizo citas parciales de las sentencias de la Corte Constitucional C-536 
de 1995 y C-059 de 2005. Los trató como particulares que administran justicia en 
equidad, y considera inaplicables la Ley 734 de 2002 y los artículos 153 y 154 de la 
Ley 270 de 1996, estando su régimen disciplinario -sustantivo más no adjetivo- 
aplicable, en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, lo mismo que la única sanción, 
que era la de remoción.  
Salvó parcialmente su voto, el entonces magistrado José Ovidio Claros Polanco, 
porque la Ley 270 de 1996, se aplicaba a “los particulares que excepcional o 
transitoriamente ejerzan o participen del ejercicio de la función jurisdiccional, que 
comprende a las autoridades indígenas y a los jueces de paz, por lo cual no 
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comparte que la unica sanción sea la remoción, porque ello afectaría al principio de 
constitucional de legalidad” 158 . Y agregó: “La ley 497 de 1999 no señala las 
descripciones genéricas, impersonales y abstractas (tipicidad) que puedan ser 
consideradas como faltas y a las cuales deban atenerse tanto los jueces de paz 
como sus jueces disciplinarios, por lo que resulta imperativo acudir a las faltas y 
sanciones contempladas para los demás jueces de la República, según lo prevé el 
artículo 196 de la Ley 734 de 2002”159. 
La magistrada Julia Emma Garzón de Gómez aclaró su voto, porque “…debió 
adecuarse la falta solo a la Ley 497 de 1999, ley especial para disciplinarlos, que 
contiene tanto las faltas como las sanciones, por lo tanto al homologar las faltas 
establecidas en la Ley 734 de 2002, se da al traste con el principio de legalidad, 
sino también con la esencia y teleología que se creó con la Ley 497 de 1999”160. 
En el radicado 110011102000200600396 02, fueron sancionados con remoción en 
el cargo una jueza de paz y el juez de paz de reconsideración de Bogotá, siendo 
sustanciadora la autora de estas líneas, por incurrir en faltas gravísimas contenidas 
en el artículo 48.49 de la Ley 734 de 2002, y violar los artículos 29 de la Carta 
Política y 2, 8, 9 y 34 de la Ley 734 de 2002, porque asumieron el caso pese a que 
los sujetos no solicitaron acudir a la jurisdicción de paz de mutuo acuerdo, y porque 
fueron proferidos fallos de primera y segunda instancia dentro del proceso de 
pertenencia los días 23 de abril de 2001 y 4 de agosto de 2004, por el Juzgado 41 
Civil del Circuito de Bogotá y la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Bogotá. 






Con ponencia de la magistrada Julia Emma Garzón de Gómez, el 14 de enero de 
2010, se confirmó la decisión, porque a la jurisdicción de Paz solo acudió una 
persona, sin el consentimiento de la otra, diciendo: 
con lo cual en manera alguna habilitaba a los investigados jueces de reconsideración 
conocer el asunto, luego, a partir de allí todo el procedimiento adelantado por los 
aquejados... está viciado y desbordado"161, "...al igual que fueron desbordadas las 
previsiones de los artículos 2, 8 y 9 de la Ley 497 de 1999, constituyendo tal proceder 
falta disciplinaria gravísima al tenor del numeral 49 del artículo 48 de la Ley 734 de 
2002, conforme a las voces del artículo 196 ibidem, con lo cual se hace merecedor 
del condigno reproche ético, garantizándose de esta manera el cumplimiento de los 
fines del Estado en relación con la conducta de los operadores de justicia, norma a 
tono con lo que realmente es la ilicitud sustancial que se maneja en un derecho 
sancionador como el disciplinario162. 
Pero, con ponencia del entonces magistrado Angelino Lizcano Rivera, en el 
radicado 170011102000200500324 03, el 1 de febrero de 2010, confirmó la 
sentencia condenatoria proferida por el Seccional de Caldas, sin identificar el 
magistrado ponente de primera instancia, por solicitar dineros contrariando el 
artículo 6 de la Ley 497 de 1999 y el artículo 153.2 de la Ley 270 de 1996, después 
de ser anulada la sentencia de 30 de abril de 2008, en consulta el 16 de octubre de 
2008, al no formulársele los cargos por violación del artículo 34 de la Ley 497 de 
1999, en concordancia con el artículo 29 de la Carta Política. Nuevamente se 
formularon cargos el 12 de mayo de 2009, y proferida sentencia el 24 de agosto de 
2009, por violación de la prohibición descrita en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, 
imponiéndole la sanción de remoción, falta gravísima, al tenor del artículo 48.49. 
También, el 3 de marzo de 2010, dentro del radicado 730011102000200500306 02, 
del Seccional Tolima, con ponencia del magistrado José Erasmo Guarnizo Nieto, se 
condenó a un juez de paz, por incurrir en la falta contemplada en el artículo 153.1 
al desconocer el contenido del artículo 17 de la Ley 497 de 1999, y el numeral 13 
                                            





del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, por incurrir en la incompatibilidad de ejercer 
actividades de proselitismo político, y con base en el artículo 34 de la Ley 497 de 
1999, se sancionó con remoción con ponencia del magistrado Henry Villarraga 
Oliveros, afirmando que “…al inscribirse por el sector social para la elección del 23 
de abril de 2005 del partido liberal resultando electo y haber participado también en 
las elecciones de los miembros del directorio liberal del Tolima, para lo cual no 
resultó electo el 14.05.2005, es un acto de indiscutible intervención en política..."163. 
Dentro del radicado 760011102000200700942 01, se impuso sanción de destitución 
e inhabilitación por el término de 10 años para ejercer funciones públicas a un juez 
de paz, decisión proferida en el Seccional Valle del Cauca, con ponencia de la 
magistrada Carlina Mireya Varela Lorza, por transgredir el deber funcional descrito 
en el artículo 153.1 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, incurriendo 
a título de dolo en la falta gravísima tipificada en el artículo 48.1 de la Ley 734 de 
2006, frente a la cual se interpuso y concedió el recurso de apelación, que se 
resolvió en segunda instancia con ponencia del magistrado Henry Villarraga 
Oliveros, el 25 de agosto de 2010, decretando la nulidad de la actuación a partir de 
la decisión de 9 de julio de 2018, para que se profiriera auto de cargos nuevamente, 
porque: 
incurrió en una irregularidad generadora de una nulidad, como quiera que al imponer 
la sanción al investigado, debió tener en consideración, que en el régimen de los 
jueces de paz, establecido en el Código Disciplinario Único - Ley 734 de 2002, el 
legislador no determinó la aplicación de esta normatividad en cuanto a sanciones y 
criterios para graduarlas, siendo en consecuencia procedente imponer la sanción 
estatuida en la norma especial - Ley 497 de 1999, no obstante que como lo ha venido 
sosteniendo esta Sala no es posible aplicar las leyes por analogía cuando existe en 
forma clara y precisa la norma que los regula. 
Además, observa esta Sala, que al Juez de Paz investigado se le imputó el catálogo 
de deberes consagrado en la Ley 270 de 1996, violando igualmente lo consagrado 
en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999 que establece: “En todo momento el juez de 
paz y los Jueces de paz de reconsideración podrán ser removidos de su cargo por la 
Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, cuando se compruebe que 
en el ejercicio de sus funciones ha atentado contra las garantías y derechos 




fundamentales u observado una conducta censurable que afecte la dignidad del 
cargo", no estableciendo la violación a los deberes - artículo 153 de la Ley Estatutaria 
de la Administración de Justicia - en el auto de pliegos de cargos y en el fallo 
sancionatorio164. 
Este mismo caso, que fue conocido por segunda vez por el Consejo Superior de la 
Judicatura, siendo ponente para entonces magistrada encargada María Constanza 
Rivera Peña, al decidir la consulta, el 30 de mayo de 2012, decretó la prescripción 
de la acción disciplinaria, en la que por segunda vez, se dictó sentencia de primera 
instancia el 3 de febrero de 2012, decidiendo nuevamente destituir e inhabilitar al 
juez de paz por el término de diez años para ejercer funciones públicas. La Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria tuvo en cuenta que los hechos investigados 
disciplinariamente ocurrieron entre el 24 de noviembre de 2006 y el 16 de mayo de 
2007, fecha esta última que se tomó como la de prescripción, la cual ocurrió en 
dicha Sala, en segunda instancia y no en el Seccional. 
Sin embargo, en el acápite de “otras determinaciones”, se ordenó investigar a los 
integrantes de la Sala Seccional, como se dirá. 
Del análisis cronológico que facilita el cuadro en el que se incluyeron las decisiones 
que integran la muestra, tal como queda ilustrado, puede analizarse que estando a 
punto de consolidarse una línea jurisprudencial, en la que la Sala de segunda 
instancia acogía como únicas faltas aplicables las contempladas en la Ley 497 de 
1999, artículo 34, estando radicadas las discrepancias en si además, debía 
formularse como falta gravísima al tenor del artículo 48.49 de la Ley 734 de 2002, o 
esta ley resultaba aplicable solo a los funcionarios judiciales, regresó la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, a confirmar 
decisiones en las que se atribuían violaciones de deberes contemplados en la Ley 
270 de 1996, Estatutaria de Administración de Justicia, a partir de febrero de 2010. 
                                            




Al tiempo, se confirmaban decisiones en las cuales se aplicó el artículo 196 Ley 734 
de 2002, falta gravísima contemplada en el artículo 48.49 de la Ley 734 de 2002, el 
artículo 29 de la Carta Política y los artículos 8, 23, 32 y 37 de la Ley 497 de 1999, 
como sucedió en los radicados 110011102000200801211 01, el 17 de marzo de 
2010, 110011102000200704503 01, el 25 de agosto de 2010, y en el 
110011102000200805685 01, el 13 de septiembre de 2010, en los cuales se 
condenó a la sanción de remoción a jueces de paz en Bogotá, siendo ponente la 
misma autora de este trabajo. 
Y mientras se anulaba una decisión de primera instancia exigiendo la formulación 
de cargos y el fallo, con determinadas normas, llegaban a los Seccionales, o se 
conocían por ellos, otras decisiones en las que por el contrario, se confirmaban 
sanciones con distinta normatividad, lo que muchas veces se asumía en primera 
instancia como nuevo precedente, y por ello, se reiteraba en la decisión que 
primigeniamente les fuera anulada.  
Resalta la orden de copias por no seguir precedentes inexistentes o por causa de 
la prescripción que se ocasionara en segunda instancia.  
El 9 de diciembre de 2010, se anuló en segunda instancia una sanción en contra de 
un juez de paz, proferida por el Seccional de Antioquia, siendo ponente el 
magistrado Gustavo Adolfo Hernández Quiñónez, con radicado 
050011102000200601296 01, donde se sancionó al juez de paz, por la violación del 
artículo 153.1 de la Ley 270 de 1996, en la modalidad culposa de culpa y se calificó 
como grave, por cuanto citó a la contraparte, sin que las dos partes estuvieran 
previamente de acuerdo, por lo que la actuación del juez de paz, no estaba 
permitida, al no existir consenso. Con ponencia de la magistrada Julia Emma 
Garzón de Gómez, se declaró la nulidad a partir del auto de cargos de 27 de octubre 
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de 2008, para que se dictara nuevamente, sin aplicar las normas de la Ley 734 de 
2002, limitándose a la aplicación de la Ley 497 de 1999165 
Por ello, como ya se dijo, a cada Seccional, llegaban decisiones diferentes, pues 
entre el 3 de marzo y el 9 de diciembre, se confirmaron, decisiones en las que el 
juez de paz fue sancionado con remoción, en un caso aplicando La Ley 270 de 
1996, luego, la Ley 734 de 2002, al mencionar que se trataba de una de las faltas 
gravísimas allí contempladas, y se anularon dos, para que no se aplicara esta 
última, sino únicamente la de la Ley 497 de 1999.  
En el año 2011, no se encontró un panorama diferente, pues empezó el decreto de 
nulidades, como en el radicado 660011102000200800017 01, contra la sanción 
proferida por el Seccional de Risaralda, con ponencia del magistrado Jorge Isaac 
Posada Hernández, por cuanto el juez de paz afectó la dignidad del cargo, al 
reclamar dineros que no le correspondían a los usuarios de dicha jurisdicción, al 
tenor de sus deberes contemplados en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, falta 
gravísima y dolosa. Con ponencia del magistrado Henry Villarraga Oliveros, el 2 de 
febrero de 2011, se decretó la nulidad desde el auto de cargos, afirmando que si 
bien “cerró el tipo disciplinario con el artículo 6 de la Ley 497 de 1999”, no citó los 
deberes o prohibiciones violados, que se encontraban en la Ley 270 de 1996. 
El magistrado Angelino Lizcano Rivera salvó su voto manifestando que al juez de 
paz, sólo debería imponérsele la falta prevista en el artículo 34 de la Ley 497 de 
1999166. 
Es decir, que se desandó definitivamente el camino que, venía apenas perfilándose 
de concretar solo en la Ley 497 de 1999, tanto las faltas como las sanciones que 
podían cometer los jueces de paz, para exigir ahora, sin mayor razonamiento, o 
                                            





argumentación, que se aplicaran las normas que contemplaban los deberes y las 
prohibiciones en que podían incurrir las personas integrantes de las jurisdicciones 
no especiales.  
En el radicado 110011102000200806750 01, en la misma fecha, el 2 de febrero de 
2011, al resolver la consulta con ponencia del entonces magistrado de la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, Jorge Armando 
Otálora, se confirmó la decisión proferida por el Seccional de Bogotá, con ponencia 
de la magistrada Luz Helena Cristancho Acosta, de sancionar con remoción al juez 
de paz, de conformidad con el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, por incurrir en la 
falta gravísima contemplada en el numeral 49 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, 
el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, el artículo 29 de la Carta Política y los artículos 
6, 8, 9 y 23 de la Ley 497 de 1999. 
Un mes después, sin embargo, se decretó la nulidad de la actuación en el radicado 
110011102000200705073 01, donde se profirió fallo por el Seccional de Bogotá, 
con ponencia del magistrada Luz Helena Cristancho Acosta, el 9 de julio de 2010, 
contra un juez de paz por la violación del artículo 34 de la Ley 497 de 1999, falta 
gravísima al tenor del artículo 48.49 de la Ley 734 de 2002, por haber violado el 
artículo 29 de la Carta Política, imponiendo remoción en el cargo de juez de paz. El 
4 de marzo de 2011, con ponencia de José Ovidio Claros Polanco, de la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, al resolver la 
consulta, sosteniendo:  
ha considerado Sala mayoritaria de esta Corporación, que aunque la Ley 497 de 1999 
por la cual se crearon los jueces de paz, habla únicamente de la sanción de remoción, 
no debe entenderse que esta es la única que se puede imponer a esta clase de 
servidores públicos, porque siendo que hacen parte de la llamada jurisdicción especial 
conforme el artículo 247 de la Constitución Política, y ejercen funciones jurisdiccionales 
tal cual lo dispone el artículo 12 de la Ley 270 de 1996, por ello, perfectamente le son 
aplicables las sanciones a las que se encuentran sometidos los servidores públicos y 
que se encuentran descritas en el artículo 44 de la Ley 734 de 2002. 
Sin perjuicio de lo anterior, cuando de la causal de remoción se trata, es decir la 
prevista en el artículo 34 de la citada Ley de 1999, es deber del Juez disciplinario 
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determinar por cual de las dos conductas previstas se ha de llamar a responder al 
juez de paz, ya sea que en el ejercicio de sus funciones haya atentado contra las 
garantías y derechos fundamentales ó que haya observado una conducta censurable 
que afecte la dignidad del cargo, lo cual no ocurrió aquí; y es ahí donde la Sala 
encuentra que se configura la causal de nulidad que resulta insubsanable en esta 
instancia, de conformidad con lo establecido en el numeral 3 del artículo 143 de la 
Ley 734 de 2002, pues se trata de una irregularidad sustancial que afecta el principio 
constitucional del debido proceso167 
Debe anotarse que se trascribió un aparte de la providencia de primera instancia, 
sobre el pliego de cargos proferido el 24 de julio de 2009, así: 
Sustentó la instancia aduciendo que de la prueba documental se observa que la 
intervención de la Juez de Paz en la controversia que se suscitó entre el señor… 
(aquí quejoso) y el señor…, se hizo con el desconocimiento de los requisitos de 
procedibilidad consagrados en la Ley 497 de 1999; en primer lugar, por cuanto no 
existió un acuerdo de voluntades entre los citados señores que consintiera su 
intervención pues se trató de una solicitud unilateral, y en segundo lugar, por cuanto 
en principio no tenía competencia para conocer en primera instancia de la 
controversia, en tanto su actuación estaba limitada a la existencia de una sentencia 
proferida por un Juez de Paz de conocimiento, sin embargo, en este caso no existía 
decisión de fondo que dirimiera el conflicto168.  
Con ponencia del magistrado Angelino Lizcano Rivera, el 18 de mayo de 2011, se 
confirmó la decisión tomada dentro del radicado 110011102000200601290 02, 
proferida por el Seccional de Bogotá, sustanciada por la magistrada Elka Venegas 
Ahumada, que sancionara a un juez de paz, por el presunto incumplimiento de los 
deberes con la administración de justicia, previstos en los numerales 1o y 15 del 
artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo dispuesto en los artículos 
23 de la Constitución Política, 6° del Código Contencioso Administrativo, 28 y 34 de 
la Ley 497 de 1999, y los artículos 48.49 y 196 de la Ley 734 de 2002, que fueron 
atribuidos en el pliego de cargos que reemplazara a la primera decisión anulada, 
absolviendo por el artículo 153.1 y 15 de la Ley 270 de 1996, y sancionándolo por 
los artículos 28 y 34 de la Ley 497 de 1999, 23 de la Constitución Política; 6o del 
Código Contencioso Administrativo, y 48.49 de la Ley 734 de 2002, al no suministrar 
                                            





a la parte quejosa, la copia de la diligencia para que pudiera hacerla valer ante la 
jurisdicción ordinaria, imponiéndole como sanción la remoción en el cargo de juez 
de paz. Y agregó: 
Si bien es cierto para las faltas gravísimas cometidas con dolo, la Ley 734 de 2002 
prescribe la destitución y la inhabilidad general, ello no tiene aplicación cuando se 
trata de los jueces de paz, quienes solo pueden ser removidos de su cargo, conforme 
aparece regulado en una norma especial, precisamente la que creó los jueces de 
paz, estableciendo dicha sanción en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999".  Agrega 
adelante: "...los artículos 15 a 18 de la Ley 497 de 1999 contemplan el régimen de 
inhabilidades, impedimentos e incompatibilidades de los jueces de paz y de los 
jueces de reconsideración, siendo este un argumento adicional para descartar la 
aplicación de la normatividad consagrada en la Ley 734 de 2002 en esta materia169.  
Así mismo, en el radicado 110011102000200703721 02, el 21 de julio de 2011, se 
decretó la nulidad de la actuación adelantada por el Seccional de Bogotá, con 
ponencia de la autora de este trabajo, en un proceso en contra de un juez de paz, 
que incurrió en la falta gravísima del artículo 48.1 de la Ley 734 de 2002, 
imponiéndole la sanción de remoción en el cargo, contemplada en el artículo 34 de 
la Ley 497 de 1999, por haber violado el artículo 29 de la Carta Política y los artículos 
8 y 23 de la Ley 497 de 1999, en la forma de culpabilidad dolosa, la cual fue conocida 
en segunda instancia, para resolver la consulta, y con ponencia del magistrado José 
Ovidio Claros Polanco, se dijo:  
la Sala mayoritaria de esta Corporación, que aunque la Ley 497 de 1999 por la cual 
se Crearon los jueces de paz, había únicamente de la sanción de remoción, no debe 
entenderse que esta es la única que se puede imponer a esta clase de servidores 
públicos, porque bajo el entendido de que hacen parte de la llamada Jurisdicción 
Especial de Paz, conforme el artículo 247 de la Constitución Política, y ejercen 
funciones jurisdiccionales tal cual lo dispone el artículo 12 de la Ley 270 de 1996, por 
ello, perfectamente les son aplicables las sanciones a las que se encuentran 
sometidos los servidores públicos y que se encuentran descritas en el artículo 44 de 
la Ley 734 de 2002. Sin perjuicio de lo anterior, cuando de la causal de remoción se 
trata, es decir la prevista en el artículo 34 de la citada Ley de 1999, es deber del Juez 
disciplinario determinar por cuál de las dos conductas previstas se ha de llamar a 
responder al juez de paz, ya sea que en el ejercicio de sus funciones haya atentado 
contra las garantías y derechos fundamentales o que, en el ejercicio dé las mismas, 
haya observado una conducta censurable que afecte la dignidad del cargo, lo cual 
no ocurrió aguí (...) se circunscribió al hecho de que, a través del documento obrante 




a folio 35, se le hacían por parte del Juzgado de Paz presuntas amenazas, lo cual 
podría adecuarse eventualmente a una conducta censurable que afecte la dignidad 
del cargo; sin que se cuestionara el trámite llevado a cabo en la conciliación 
extrajudicial, el que podría configurar una vulneración de las garantías y derechos 
fundamentales del quejoso; pero, se insiste, no fue por este hecho que se activó la 
jurisdicción disciplinaria con la querella formulada por el señor170 
La magistrada María Mercedes López Mora salvó el voto, aportando la copia del 
proyecto derrotado en el cual se pretendía confirmar la providencia consultada, con 
las faltas atribuidas al igual que la sanción. 
La magistrada Julia Emma Garzón de Gómez, también salvó el voto, y en el escrito 
indicó que “…al tratarse de homologar las faltas establecidas en la Ley 734 de 2002, 
como instrumento sancionatorio para esta especial clase de servidor público, no 
sólo se estaría desconociendo el principio de legalidad sino también con la esencia 
y teleología que se creó con la Ley 497 de 1999"171. 
En la misma línea argumentativa, el 27 de julio de 2011, con ponencia del entonces 
magistrado José Ovidio Claros Polanco, se decretó la nulidad de lo actuado, desde 
el auto que profirió pliego de cargos, 19 de marzo de 2010, dentro del radicado 
110010102000200803839 01, porque intervino en un asunto sin tener competencia 
por cuanto se carecía de contrato de arrendamiento y en cambio, se trataba de una 
disputa entre hermanos por una herencia, y porque sin motivo alguno se abstuvo de 
cumplir la orden de tutela proferida por el juez 26 Civil del Circuito de esta Ciudad, 
por lo cual se le atribuyó la infracción al deber contenido en el artículo 34 de la Ley 
497 de 1999, concordado con los artículos 8 y 9 de la Ley 497 de 1999 y 27 del 
Decreto 2591 de 1991, con remoción en el cargo de juez de paz. La Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, al resolver la 
consulta, con ponencia del magistrado José Ovidio Claros Polanco, expresó: 
                                            





“…es latente que a los Jueces de paz si le es aplicable la Ley 734 de 2002 “artículo 
66”, pudiéndose concordar tal precepto con las faltas disciplinarias de la Ley 497 de 
1999, tal y como se mencionó en la sentencia adiada del 13 de Junio de 2011 dentro 
del proceso 2007-0662 01, aprobada en Sala No. 060, cuyo Magistrado Ponente es 
el mismo doctor Pedro Alonso Sanabria Buitrago, Magistrado de esta Corporación”172 
En dicha providencia, empezó a sostenerse que afectaría el derecho a la igualdad, 
y se desconocerían los principios de proporcionalidad y favorabilidad, si no se les 
aplicaran las sanciones, que dicha Sala consideraba “mas benignas”173. Además, 
allí menciona que los deberes y las prohibiciones, debían estar consignados en una 
Ley Estatutaria, que no era otra que la de la Ley 270 de 1996, en los siguientes 
términos:  
claro es que los funcionarios de la Rama Judicial, incurren en falta disciplinaria 
cuando van en contravía de los deberes y prohibiciones contemplados en la Ley 
Estatutaria de Administración de Justicia, así como en las inhabilidades e 
impedimentos o conflicto de intereses previstos en nuestra Constitución y demás 
leyes, tal y como la misma Corte Constitucional lo ha decantado en su sentencia C-
037 “revisión de exequibilidad del numeral 23 del artículo 153 y numeral 18 del 
artículo 154”, items estos que al ser ya analizados en el fallo antes referido, 
constituyen cosa juzgada constitucional, y por ende de obligatorio cumplimiento, por 
lo tanto, las funciones de los jueces de paz, en donde se deben tener en cuenta sus 
deberes y prohibiciones, tienen que venir consignados en una ley estatutaria. 
Por lo tanto, no se puede pretender o por lo menos partir de la base que la Ley 497 
de 1999, haya dispuesto en forma independiente un nuevo deber, cuando en su 
articulo 34 se explicó que se podrá remover a los jueces de paz y de reconsideración 
“cuando se compruebe que en el ejercicio de sus funciones ha atentado contra las 
garantías y derechos fundamentales y observado una conducta censurable que 
afecte la dignidad del cargo”, lo anterior, por cuanto es palmario que a hoy, sólo existe 
una Ley Estatutaria que puede llegar a imponerlo, tal y como lo analizó la Corte en la 
sentencia referida en incisos anteriores; aunado a lo anterior, eí Juez de Paz, siempre 
tiene que acatar la constitución, tal y como lo alude el artículo 153 en su numeral 
1°174. 
                                            






Y se concluye que no se atribuyeron los cargos conforme lo dispone la Ley 
Estatutaria de Administración de Justicia, Ley 270 de 1996, para imponer la sanción 
de remoción. 
Esta decisión, tuvo 3 salvamentos de voto: De la magistrada María Mercedes López 
Mora, el cual no fue allegado a la providencia, pero cuya iniciativa en este tema, 
tuvo vocación de permanencia en los mismos términos mencionados en otras de 
sus decisiones, el de la magistrada Julia Emma Garzón de Gómez, diciendo que 
“…al tratarse de homologar las faltas establecidas en la Ley 734 de 2002, como 
instrumento sancionatorio para esta especial clase de servidor público, no sólo se 
estaría desconociendo el principio de legalidad sino también con la esencia y 
teleología que se creó con la Ley 497 de 1999”175, y del magistrado Angelino Lizcano 
Rivera, quien argumentó que solo debían aplicarse las normas contenidas en la Ley 
497 de 1999.  
El proceso regresó en segunda oportunidad a la misma la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, y con el mismo ponente, se 
revisó nuevamente en consulta, esta vez el fallo proferido el 28 de febrero de 2013, 
por el cual se sancionó al juez de paz, con remoción en el cargo, por “…desconocer 
el deber descrito en el artículo 153 numeral 1º de la Ley 270 de 1996, en 
concordancia con el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, por desconocimiento de lo 
previsto en los artículos 8 y 9 de la Ley 497 de 1999 y 27 del Decreto 2591 de 
1991”176. En la decisión, nuevamente se reiteró, que no toda conducta por la que 
fuera sancionado el juez de paz, ameritaba sanción de remoción y que eran 
aplicables para su juzgamiento, las leyes 270 de 1996 y 734 de 2002. En este caso, 
el juez de paz se atribuyó la competencia al ordenar la entrega de un bien en una 
sucesión, y también desacató una orden de tutela, trámite en el que fue sancionado.  
                                            
175 Ibid. 




Pero, además, ante la inminente prescripción, porque las decisiones que tomó el 
juez de paz, materia de esta investigación, ocurrieron en 2007, dijo:  
Tal conducta reprochable por el disciplinado, no puede tomarse como prescrita, por 
cuanto es evidente, que si bien, la abrogación que se hizo de una competencia que 
no le correspondía y las decisiones ilegalmente tomadas a raíz de ello, fueron en el 
año 2007, no lo es menos que dicho proceder perduró en el tiempo, al seguírsele 
causando daño al señor Fino con su errado proceder, al punto de tener éste, que 
instaurar una acción de tutela, la cual fue fallada a favor del accionante en diciembre 
de 2007, y al no darse cumplimiento a la misma, se inició el trámite incidental, en 
donde en febrero de 2009, se le sancionó al aquí investigado con multa y arresto177.  
Se consideró que la falta era grave, atendiendo a lo normado en el artículo 43 de 
la ley 734 de 2002, y dolosa, porque: 
 
pudo haber incurrido en la falta imputada no sólo por desatención elemental sino 
también por violación manifiesta de las reglas de obligatorio cumplimiento (art. 44 
parágrafo), debiendo, por tanto, en aplicación a los criterios de proporcionalidad y 
gradualidad, y en virtud a la modalidad de la conducta y la gravedad de la falta 
cometida, a dosificar la sanción, en atención a lo contemplado en la Ley 734 de 2002, 
por lo que se entrará a modificar la sanción impuesta de “REMOCIÓN” a la de 
“SUSPENSIÓN” por el término de 12 meses (artículo 44  y 46 ibídem), norma que 
como se dijera en incisos precedentes, también le es aplicable a los jueces de paz178. 
En este caso, se modificó la sentencia, para cambiar la pena de remoción, por la de 
suspensión en el cargo por el término de 12 meses, contrariando la línea mayoritaria 
que planteaba que la única pena a imponer era la de remoción en el cargo.  
Así, la atribución de faltas, y las normas aplicables, están de la mano con la sanción 
a imponer, pues al permitirse que pudieran atribuirse faltas contempladas en 
normatividad distinta a la de la creación de los jueces de paz, se abría el abanico 
para imponerles también otras sanciones, las cuales no tenían control para su 
ejecución, pues en este caso, en el que se impone una sanción de suspensión, no 
hay organismo que pueda reemplazar al juez de paz suspendido, pues fue elegido 
popularmente, ni que controle que no siga fungiendo como tal.  





Es de anotar, que la entidad que debe registrar y ejecutar esta pena, es la 
Procuraduría General de la Nación, y solo se ordena comunicar para su registro, a 
la oficina de Registro y Control, a las presidencias de las Salas Administrativas de 
los Consejos Superior y Seccional de Cali, y al Tribunal Superior de Cali, al tenor de 
los artículos 220 y 221 de la Ley 734 de 2002, ubicados en el capítulo de los 
funcionarios judiciales, y no del 172.7, correspondiente a los particulares que 
ejercen funciones públicas, como reiterada y erradamente califican a los jueces de 
paz.  
Obsérvese que un proceso de estos, normalmente dura 3 años en un Consejo 
Seccional, y por ello, con los constantes cambios que se observan en las 
providencias de segunda instancia, resulta complejo atenerse a la última decisión, 
por la gran cantidad de nulidades decretadas en uno y otro sentido, decisiones que 
también demoran en regresar de la segunda instancia a los Seccionales, 
incrementando el riesgo de prescripción, que no en pocas ocasiones es declarado 
por la segunda instancia, y la mayoría de veces, no pueden regresar los procesos 
en segunda, tercera o cuarta oportunidad a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, sino que se prescriben en dicha instancia179. 
De ahí la importancia de realizar este estudio, pues una de los problemas más 
graves que se ciernen sobre estos trámites, es el de que prescriben, dando lugar a 
la terminación del procedimiento, porque el Estado pierde la competencia, 
quedando los casos en la impunidad. 
                                            




Tabla 2 Cantidad de radicados por instancia 
 
De la muestra de 180 procesos, encontramos que el 82% solo fue en una 
oportunidad a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, lo cual indica que pese a la cantidad de nulidades, a la sazón, 81, 
muchos no regresaron jamás. 
29 fueron en dos oportunidades, lo que corresponde al 16% de la muestra.  
3 fueron en 3 oportunidades, equivalente a 2%, y 1 fue 4 veces, equivalente al 1%. 
Estos porcentajes se reflejan gráficamente, así.  
Tabla 3 Cantidad de procesos en cada instancia 
 
En los radicados 660011102000201000152 01, 660011102000201000152 02, 
660011102000201000152 03 y 660011102000201000152 04, un solo proceso que 





Total general 180 100%
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en 4 oportunidades arribó a la segunda instancia, tomando 4 decisiones 
sucesivamente. Fue anulado porque inicialmente, con ponencia del ex magistrado 
Armando Otálora, se consideró que el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, era una 
norma en blanco y por lo tanto debía integrarse con la Ley 734 de 2002. 
Luego, el 17 de julio de 2012, con ponencia del magistrado Angelino Lizcano Rivera, 
se dijo que en una nueva postura de la Sala, solo era aplicable el mencionado 
artículo de la ley que regulaba las faltas y sanciones de los jueces de paz.  
En la tercera oportunidad, se regresó a la posición que asumió la Sala en la primera 
alzada, diciendo que no solamente debía aplicarse dicha disposición legal, sino 
también las disposiciones de la Ley 270 de 1996 y la Ley 734 de 2002, para formular 
el pliego de cargos de manera completa.  
Y finalmente, se confirmó, por la violación al deber contemplado en el artículo 153 
numeral 1 de la Ley 270 de 1996, al encontrarse consumada la falta disciplinaria 
gravísima prevista en el artículo 48.1 de la Ley 734 de 2002, en armonía con los 
artículos 196 ibidem, 34 de la Ley 497 de 1999 y 249 del Código Penal, sancionando 
con remoción al juez de paz, y se revocó la sanción de inhabilidad por 10 años 
impuesta por el a quo.  
En este caso, dice este último fallo, que el juez de paz:  
recibió los dineros de la conciliación, unas veces en forma directa, y otras veces, 
cuando estuvo enfermo, a través del juez de paz, Aldemar Castro, quien expuso ante 
esta Colegiatura tal situación, y los mismos no le fueron entregados a su destinatario, 
ni en forma parcial ni en conjunto, como tampoco a la señora Luz Marina, muy a pesar 
de que ambos los reclamaron, como de manera clara lo exponen en sus testimonios. 
El comportamiento del disciplinado se adecuó a una falta gravísima, en la medida que 
se subsumió en una conducta ilícita, castigada por el derecho penal y en esa medida 
trasciende a la sociedad, pues quienes ostentan la calidad de jueces de paz, deben 
obedecer a una serie de deberes legales y sociales que implican mantenerse en 
estado de probidad, pues son elegidos por la comunidad para que ejerzan como 
árbitros o intermediarios en la solución de las disputas de cada uno de sus 
integrantes. Tampoco puede desconocerse que con su conducta se afectó el 
patrimonio económico de la quejosa, que de manera directa violenta el buen nombre 
de la administración de justicia en equidad, consumada a título de dolo, en la medida 
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que el recibo de dineros y su omisión para devolverlo fue el producto de esa 
conciencia y voluntad dirigida a una actuación contraria a la ley180. 
Por otra parte, el cuadro que contiene la muestra de autos y sentencias tomadas 
por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, permite 
verificar la cantidad de decisiones definitivas tomadas año tras año, teniendo en 
cuenta los siguientes ítems:  
Tabla 4 Muestra de autos y sentencias tomadas por la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura 
 
Una vez, tomados estos ítems, y filtrado el cuadro, se obtienen las siguientes 
decisiones definitivas por año, de la muestra representativa y confiable, con que 
trabajamos, entre 2005 y 2016:  
 
 
                                            








CONFIRMA Y MODIFICA PENA
CONFIRMA Y REVOCA PARCIALMENTE
CONFIRMA, ABSUELVE Y PRESCRIPCIÓN PARCIAL
MODIFICA











Tabla 5 Decisiones definitivas por año 
 
En el año 2009, prescribieron en segunda instancia, los radicados 
110011102000200504806 01, 050011102000200401049 01, 
110011102000200400793 01 y 110011102000200400555 02, para un total de 4 de 
13 de la muestra.  
Continuando con el radicado 760011102000200700942 02, con ponencia de la 
entonces magistrada María Constanza Rivera Peña (E), el 30 de mayo de 2012, se 
decretó en segunda instancia, la prescripción a favor de un juez de paz de la comuna 
18 de la ciudad de Cali (Valle del Cauca), quien fuera sancionado por dicho 
Seccional, con ponencia de la magistrada Carlina Mireya Varela Lorza, el 27 de 
mayo de 2011, al incurrir en causal de remoción del artículo 34 de la Ley 497 de 
1999, incurriendo dolosamente en la falta gravísima, contemplada en el numeral 49 
del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, calificación jurídica que fue variada con base 
en nulidad decretada el 28 de agosto de 2010 181 , por la Sala Jurisdiccional 
                                            
181 COLOMBIA. Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Rad. No. 
760011102000200700942 01 
DECISIÓN DEFINITIVA 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
CONFIRMA 3 1 1 8 7 2 4 12 11 4 1 54
CONFIRMA DENIEGA APELACION 1 1
CONFIRMA DENIEGA PRUEBAS 1 3 4
CONFIRMA TERMINACION 1 1 2
CONFIRMA Y MODIFICA PENA 4 4 8
CONFIRMA Y REVOCA PARCIALMENTE 1 2 3
CONFIRMA, ABSUELVE Y PRESCRIPCION PARCIAL 1 1
NO ACCEDE A LA QUEJA 1 1
NULIDAD 2 1 1 1 2 4 2 9 11 21 27 81
PRESCRIPCIÓN 4 1 2 3 10
REVOCA 1 1
REVOCA CONCEDE RECURSO 1 1
REVOCA DENIEGA PRUEBAS 2 2
REVOCA Y ABRE INV. 1 1 1 3
REVOCA Y ABSUELVE 1 4 2 1 8
Total general 6 3 2 13 9 7 9 27 38 31 35 180
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Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, desde el auto de cargos, 
agregando la transgresión del deber funcional descrito en el numeral 1 del artículo 
153 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, atribuyéndole, incurrir a 
título de dolo en falta gravísima, normada en el numeral 1 del artículo 48 de la Ley 
734 de 2002, por ingresar a un inmueble sin mediar ninguna autorización judicial y 
consentir para la retención de los muebles enseres que se encontraban en el lugar. 
En esta segunda oportunidad en que fue sancionado el juez, estaban transcurridos 
más de los cinco (5) años a que se refiere el artículo 30 de la Ley 734 de 2002, 
modificado por el artículo 132 de la Ley 1474 de 2011182, por lo cual, además, se 
ordenaron copias en contra de los magistrados del Seccional, quienes integraron la 
Sala, por haber dado lugar a su configuración, en los siguientes términos: 
OTRAS DETERMINACIONES 
Como quiera que el proceso disciplinario No. 2007-0942 adelantado contra el doctor 
HERNANDO GALINDO, en su condición de Juez de Paz de la Comuna 18 de la 
ciudad de Cali (Valle del Cauca), fue conocido por la Sala Jurisdiccional del Consejo 
Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca el día 22 de agosto de 2007 y 
solamente hasta el día 3 de febrero de 2012 el seccional de instancia profirió fallo 
sancionatorio, debe investigarse la posible mora en que pudieron incurrir los 
Magistrados que tuvieron a cargo el respectivo proceso en primera instancia183. 
En el salvamento de voto parcial de la magistrada Julia Emma Garzón de Gómez 
consideró que no debieron ordenarse tales copias, “toda vez que cuando se profirió 
la sentencia el Estado aún tenía la facultad sancionadora pues no se había 
configurado la causal de extinción de la acción disciplinaria por la ocurrencia del 
fenómeno prescriptivo”184. 
Esta última decisión, sirve para ilustrar un caso de los tantos presentados, en el que 
no se advierte en la segunda instancia, la proximidad de la prescripción, y es allí 
                                            






donde acaece, pero las copias para ser investigados, siempre recaen sobre los 
Seccionales. Esto no ocurriría, si no se hicieran tantas providencias disímiles, y 
fuera fácil seguir la línea doctrinal, evitando así tantas nulidades y sobre todo, 
facilitando el acceso a la administración de justicia.  
Continuando con el análisis, el 26 de enero de 2012, en el radicado 
760011102000200901162 02, se hace el recuento de que inicialmente se decretó 
la nulidad de la actuación adelantada en contra de juez de paz, en el Valle del 
Cauca, con ponencia de la magistrada Carlina Mireya Varela Lorza, donde se 
sancionó con destitución e inhabilidad general por el término de dos años al 
disciplinable, con base en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, considerando que 
incurrió en falta gravísima a título de dolo, la cual varió, atendiendo los precedentes 
que conocía de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de Consejo Superior de la 
Judicatura, para imputarle la falta descrita en el artículo 48.1 de la ley 734 de 2002, 
por omitir el deber funcional contenido en el artículo 153.1 de la Ley 270 de 1996, y 
los artículos 6, 7 y 9 de la Ley 497 de 1999, al apropiarse de dineros producto de la 
conciliación, los que solo regresó parcialmente cuando fue citado a la Fiscalía. Al 
resolverse la apelación presentada en contra de la sentencia de primer grado, la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, con ponencia 
del magistrado Pedro Alonso Sanabria Buitrago, declaró la nulidad de la actuación, 
a partir de los actos de notificación del auto de formulación de cargos, pues a pesar 
de que fueron mal enviadas las comunicaciones, la magistrada sustanciadora, le 
designó un defensor de oficio, con quien se continuó el trámite del proceso.  
La irregularidad fue saneada, pero el disciplinable tampoco compareció, por lo cual 
le fue designado nuevamente defensor de oficio, y se continuó el trámite 
profiriéndose sanción de destitución del cargo, por incumplimiento del deber 
previsto en el artículo 153.1 de la Ley 270 de 1996, al haber incurrido en la falta 
disciplinaria del artículo 48.1 de la Ley 734 de 2002, en consonancia con el articulo 
249 del Código Penal, contra la cual el disciplinable interpuso recurso de apelación.  
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La sanción fue confirmada, y aunque no fue objeto de inconformidad la impuesta de 
destitución del cargo, se decide modificarla, considerando: 
Si bien la sanción no fue objeto de inconformidad, se hace necesario indicar por esta 
Colegiatura, que por el hecho de que en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999 
establezca que los jueces de paz y de reconsideración “… podrán ser removidos de 
su cargo", ésta sea la única sanción posible aplicable por vía disciplinaria. 
En efecto, nótese que el artículo 34 citado no es una norma de carácter imperativa, 
es decir aquella que deba cumplirse en sus estrictos términos, conforme aparece en 
la disposición, en otras palabras, en este tipo de normas no existe la posibilidad de 
que quienes deben aplicarla puedan obrar en forma diferente, sino facultativa en la 
medida que el operador jurídico la puede aplicar o no de acuerdo al caso en concreto. 
Así, cuando el artículo 34 mencionado se indica que "podrán" ser removidos del 
cargo, sólo significa que el Juez Disciplinario tiene la facultad de imponerla o no. 
Entonces, tal como antes se estableció, la sanciones a imponer a los jueces de paz 
y reconsideración deben ser, aparte de la especial prevista en el articulo 34 de la Ley 
497 de 1999, las señaladas en la Ley 734 de 2002, dependiendo de la gravedad de 
la conducta y la forma de culpabilidad, a los cuales debe acudir el juez disciplinario, 
teniendo en cuenta además los criterios de graduación señalados en ésta última 
Ley185. 
Y si bien se aceptó que la falta era gravísima y dolosa, se dijo que la remoción era 
la máxima sanción a imponer, y la impuesta iba contra la favorabilidad que le asistía 
al disciplinable, en los siguientes términos:   
teniendo en cuenta lo antes expuesto, decantado que si bien sobre el disciplinable 
no existe antecedentes disciplinarios, la conducta sí fue gravísima y dolosa, lo que 
esta Sala no puede dejar pasar por alto, sin apartarse de la tesis ya establecida, esto 
es, que uno de los soportes argumentativos para que se diera cabida a la aplicación 
de la Ley 734 de 2002 en el tema de las sanciones impuestas a los jueces de paz, 
fue el hecho de garantizarles un tratamiento menos gravoso que el dispuesto en la 
Ley 497 de 1999, lográndose por dicha conducto una dosificación del reproche que 
resulte proporcional con la gravedad de la falta, evitando con ello que cualquier 
conducta por gravísima, grave o leve que fuera, terminara siempre y sin posibilidad 
de modular su sentido con remoción del cargo; empero, dicho razonar no apareja el 
juicio interpretativo contrario, esto es que se les pueda imponer una sanción más 
gravosa que aquella prevista en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999 donde se define 
la remoción del carqo como la sanción máxima a imponer, independientemente que 
la conducta se califique en el pliego de cargos como gravísima dolosa y que a las 
                                            




voces del numeral 1 del artículo 44 de la Ley 734 de 2002, se determine la imposición 
de inhabilidad para ejercer cargos públicos, pues dicho razonar milita en contravía 
del debido proceso del inculpado y menoscaba la favorabilidad que la asiste de cara 
a la naturaleza de su cargo186. 
Al analizar el contenido de tales asertos, se encuentra que la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura asumió que eran más leves las 
faltas que contemplaba la Ley 734 de 2002, que la de remoción que contemplaba la 
Ley 497 de 1999, pero, dicho criterio, a más de no corresponder estrictamente a la 
realidad, porque muchas de las sanciones son inaplicables, como la aquí impuesta, 
según quedó expresado líneas atrás, la de destitución del cargo, por no tratarse de 
servidor público, sino de particular que ejerce funciones públicas, según esa misma 
Sala, o simplemente de juez de paz, como sostiene la autora, no permitía que se 
aplicaran sanciones contempladas por fuera de la ley que los regula. 
Mucho menos puede hablarse de favorabilidad, pues esta solo se da en tránsito de 
legislación, y para los jueces de paz, la única ley que se ha expedido, ha sido la Ley 
497 de 1999.  
Esa favorabilidad mencionada, se refería a la inhabilidad para ejercer cargos 
públicos, que no fuera impuesta por la primera instancia.  
Y finaliza, diciendo que la destitución y la remoción del cargo “encarnan idénticas 
consecuencias funcionales”187, y que podría existir “analogía jurídica”188 entre estas 
figuras, pese a lo cual modificó la sentencia para imponerle remoción del cargo, sin 
que haya quedado suficientemente motivado el cambio de sanción, pues solo se 
dijo que dicha modificación, no lesionaría “garantías fundamentales del 
disciplinado”189 







Esta decisión novedosa, permite concluir que ejercieron otra opción para no 
decretar nulidad, ajustando la sanción a la legalmente imponible. Otro debate será 
el de la constitucionalidad de tal decisión. 
El 21 de junio de 2012, en el radicado 660011102000201000353 01, se decretó la 
nulidad de la actuación adelantada en contra de juez de paz, en la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, con 
ponencia del magistrado Jorge Isaac Posada Hernández, donde se sancionó al 
disciplinable con remoción e inhabilidad general por el término de dos años, con 
base en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, como falta gravísima a título de dolo. 
Es de anotar que en primera instancia, el mismo Seccional anuló, el 10 de junio de 
2011, el primer auto de cargos, para proferir uno nuevo el 12 de octubre de 2011, 
incluyendo a las Leyes 734 de 2002 y 270 de 1996, llamándolo a responder por 
incurrir en la infracción al deber contenido en el artículo 153.1 de la Ley 270 de 
1996, por la realización objetiva de la conducta punible tipificada en el artículo 404 
del Código Penal, atentando así contra la dignidad del cargo, en consonancia con 
el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, por la “…inducción y la eventual retaliación y 
amenazas hechas por la negativa del señor Fabio de seguirle dando dinero, 
consistentes en decirle al deudor que no siguiera pagando, y al señor Fabio que si 
seguía ""jodiendo"" lo enredaba y lo podía mandar para la ""cuarenta (sic).""190 
Con ponencia de la magistrada María Constanza Rivera Peña, la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, anuló la sanción, bajo la 
consideración de que no se señalaron las razones por las cuales imputó una 
conducta gravísima y dolosa, cuando la ley 734 de 2002, era clara en señalar los 
eventos en los cuales podía calificarse la falta como gravísima. Por ello, se estimó 
que no estaban determinadas exactamente las razones para la calificación del 
comportamiento, dándole poca claridad y precisión del pliego de cargos. 
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Salvó su voto a la anterior decisión la magistrada Julia Emma Garzón de Gómez, 
diciendo que “…al tratarse de homologar las faltas y las sanciones con las 
establecidas en la Ley 734 de 2002, como instrumento sancionatorio para esta 
especial clase de servidor público, en efecto se estaría desconociendo el principio 
de legalidad y la esencia y teleología que se creó con la Ley 497 de 1999, pero 
respecto de toda la actuación procesal”191. 
En el año 2012, siguió la situación por la misma senda, sin unificar posiciones 
jurídicas, confirmando decisiones sancionatorias que no se acompasaban con las 
razones que daban para anular otras, o anulando las proferidas con base en 
decisiones que para el momento fueron las mayoritarias, que inclusive los mismos 
Seccionales ajustaron para evitar nulidades y prescripciones.  
En el radicado 760011102000200801136 01, se declaró la nulidad de lo actuado 
por el Seccional del Valle del Cauca, con ponencia de la magistrada Carlina Mireya 
Varela Lorza, con cuya ponencia se impuso sanción de remoción al juez de paz, 
porque: 
por cuanto tenía conocimiento pleno que el servicio público de justicia de paz para el 
cual fue nombrado, es por esencia gratuito, con la prohibición expresa de recibir o 
pedir emolumentos de cualquier índole, aunado a esto, el haber ejercido las funciones 
propias de juez de paz, hallándose inhabilitado por sanción penal impuesta en 
sentencia el 14 de diciembre de 2007 y que corre hasta el 13 de diciembre de 2012. 
Sanción que le fuera impuesta mediante sentencia 14 de diciembre de 2007, por el 
Juzgado 5° Penal Municipal de Palmira, Valle por los delitos de Inasistencia 
Alimentaria, tal como consta en el certificado de antecedentes disciplinarios vista a 
folio 63 del cuaderno original expedido por la Procuraduría General de la Nación192 
La segunda instancia, con ponencia del magistrado Angelino Lizcano Rivera, anuló 
la decisión, por cuanto: 
no cumple con el principio de congruencia que debe existir entre el pliego de cargos 
y la sentencia, irregularidad sustancial que debe declararse en aras de salvaguardar 
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los derechos fundamentales de defensa y debido proceso. El juez de paz investigado 
tiene derecho a saber desde la providencia de cargos, cuáles son las conductas por 
las cuales se le investiga para asumir su defensa y una vez surtido el trámite procesal 
previsto para la investigación disciplinaria, a que el fallador se pronuncie sobre los 
mismos pues no hacerlo, como ocurrió en este evento, lo deja subjudice frente al 
cargo no resuelto en la sentencia, circunstancia que es atentatoria contra el principio 
de legalidad, que como se advirtió vulnera el debido proceso del aquejado193.  
Salvó parcialmente su voto la magistrada Julia Emma Garzón de Gómez, 
asegurando que el juez de paz:  
no tenía la calidad de sujeto disciplinable por esta jurisdicción, para el momento en 
que tuvo ocurrencia la conducta endilgada, puesto que cuando solicitó y recibió la 
suma de dinero a una de las partes y profirió la decisión cuestionada -30.05.08-, el 
mismo se encontraba inhabilitado para ejercer el cargo de juez de paz y 
Reconsideración de la Comuna 4 de Palmira, pues de conformidad con la 
certificación aportada por la Procuraduría General de la Nación, el señor MURILLO 
GARCÍA, había sido condenado a la pena de 26 meses de prisión, con una pena 
accesoria de inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas, entre el 
14 de diciembre de 2007 y el 13.02.10 (fls. 62 a 64 c.o.), y esta debió ser la razón por 
la cual debió decretarse la nulidad de la actuación194.  
Respecto de este salvamento parcial, al tenor del artículo 26 de la Ley 734 de 2002, 
se contempla lo contrario, en los siguientes términos:  
“ARTÍCULO 26. AUTORES. Es autor quien cometa la falta disciplinaria o determine 
a otro a cometerla, aun cuando los efectos de la conducta se produzcan después de 
la dejación del cargo o función”195. 
Además, el artículo 46 de la Ley 734 de 2002, dice: 
ARTÍCULO 46. LÍMITE DE LAS SANCIONES. 
…  
La suspensión no será inferior a un mes ni superior a doce meses. Cuando el 
disciplinado haya cesado en sus funciones para el momento de la ejecutoria del fallo 
o durante la ejecución del mismo, cuando no fuere posible ejecutar la sanción se 
convertirá el término de suspensión o el que faltare, según el caso, en salarios de 
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acuerdo al monto de lo devengado para el momento de la comisión de la falta, sin 
perjuicio de la inhabilidad especial196. 
De tal manera que aunque un servidor público, o un juez de paz, se encuentre 
sancionado disciplinariamente, o ya no desempeñe el cargo, sigue siendo sujeto 
disciplinable y puede ser sancionado nuevamente. 
En el salvamento de voto del magistrado José Ovidio Claros Polanco, pide que se 
apliquen los artículos 153 y 154 de la Ley 270 de 1996, y se imponga la sanción de 
acuerdo a la ley 734 de 2002. 
No obstante la Procuraduría hizo esta reflexión: "...sobre este cargo se considera que 
si bien la Ley 270 de 1996, en su artículo 196 señala que son deberes... era necesario 
especificar la norma de la Ley 734 de 2002, que consagra el incumplimiento de ese deber 
como falta disciplinaria y cuáles los parámetros que se tuvieron en cuenta para clasificarla 
como grave de cara a los artículos 42 y 43 de esa normatividad (...)"197. 
Sobre el numeral 17, artículo 48 de la Ley 734 de 2002, consistente en actuar u 
omitir a pesar de la existencia de causales de inhabilidad, adujo la agente del 
Ministerio Público, que: "(...) esta conducta, se considera debe ser objeto de 
investigación por cuerda separada, por desbordar el núcleo fáctico propuesto dentro 
del proceso"198, pues en su criterio se trataba de un comportamiento distinto que se 
conoció de manera casual en el desarrollo de la investigación, sorprendiendo entre 
otras cosas al disciplinado, imputándole un nuevo cargo frente al cual no ejerció su 
defensa, por cuanto "…al abrirle investigación disciplinaria y desde su versión libre 
se le indicó como posibles faltas las endilgadas por el quejoso señor LUÍS 
FERNANDO MURILLO GARCÍA, ratificadas por la esposa de éste, señora PAOLA 
ANDREA NEIRA, que difieren a la de actuar encontrándose inhabilitado para 
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hacerlo"199, solicitando se ordenaran copias para que se investigara dicha conducta 
en otro proceso disciplinario. 
En el radicado 60011102000201000593 01, se confirmó la terminación de la 
investigación, proferida por el Seccional Valle del Cauca, con ponencia de la 
magistrada Carlina Mireya Varela Lorza, dispuesta el 12 de diciembre de 2012, al 
conocer el recurso de apelación presentado por el agente del Ministerio Público, por 
cuanto el juez de paz aceptó que solicitó y recibió dinero por sus gestiones, y a 
pesar de ello, se archivó la investigación. 
Se confirmó la decisión de instancia, con ponencia de la magistrada María Mercedes 
López Mora, diciendo:   
si bien es cierto que la justicia de paz es gratuita y en virtud de ello, los jueces de paz 
no tienen la facultad de cobrar por sus servicios, también lo es que tampoco deben 
asumir la carga de sufragar los gastos que se deriven de su labor. Así las cosas, la 
Sala Administrativa, para precaver malos entendidos en la materia, reguló lo 
concerniente a los dineros que los jueces de paz podían recibir, aclarando que en 
ningún caso, estos dineros son tomados en calidad de pago, sino exclusivamente 
para sufragar algunos gastos específicos, entre los cuales se encuentran los de 
desplazamiento, notificaciones y citaciones200.  
Así, se dio vía libre al cobro de estipendios, para realizar una citación, que es la 
reglada en la ley, lo cual no puede permitirse al libre arbitrio de un juez de paz, 
porque es la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, hoy, 
Consejo Superior de la Judicatura, la que debe proveer los gastos de 
funcionamiento de esta jurisdicción especial, y cuenta con recursos para ello.  
En el radicado 630011102000201000290 01, se decretó la nulidad de la actuación 
adelantada por el Seccional Valle del Cauca, con ponencia de la magistrada Carlina 
Mireya Varela Lorza, donde se sancionó al juez de paz, por incurrir en concurso 
homogéneo y sucesivo en el incumplimiento al deber del artículo 153.1 de la Ley 
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270 de 1996, imponiéndole suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo 
e inhabilidad especial por igual término, al conocer de recurso de apelación, por la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, con ponencia 
del magistrado Angelino Lizcano Rivera, desde la formulación de cargos efectuada 
el 25 de octubre de 2012, por cuanto “…no le Indicó a la investigada cuáles fueron las 
conductas desplegadas con las que desconoció la garantía de los derechos de los 
intervinientes al proceso en el cual fungió como juez de paz, vulnerando el derecho al 
debido proceso y a la defensa del investigado, al no concretar como lo exige la 
jurisprudencia y la doctrina disciplinaria, los elementos fácticos y jurídicos de la 
imputación”201. 
Además, se dijo sobre la adecuación típica, que no podían atribuirse como violados, 
los deberes contemplados en la Ley 270 de 1996.  
Y sobre la sanción impuesta, se dijo que solo podía imponerse la remoción, sin 
acudir a otras análogas, ante la existencia de norma clara y precisa.  
El 4 de septiembre de 2012, se anuló lo actuado por el Seccional Quindío, en el 
radicado 630011102000201100276 01, con ponencia de la magistrada María Isbelia 
Fonseca González donde se impuso la sanción de remoción al juez de paz. Al 
resolver la consulta, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, con ponencia del magistrado Angelino Lizano Rivera, nuevamente 
encontró que se atribuyeron como violados, deberes contemplados en la Ley 270 
de 1996, y no los del artículo 34 de la Ley 497 de 1999, posición que el mismo 
magistrado sostuvo durante todas sus providencias, al lograr algunas veces 
mayorías, lo mismo que en las aclaraciones y salvamentos de voto. 
El magistrado Henry Villarraga Oliveros no compartió el proveído, considerando que 
debía aplicarse también la Ley 734 de 2002, para determinar la gravedad de la falta, 
                                            




y así poder imponer la sanción, que podía ser distinta de la remoción. Y citando 
precedentes de la misma Sala, agregó:   
Conforme a ello, el suscrito, haciendo claridad sobre la nulidad que se advierte en la 
actuación sometida a consulta, tuvo en cuenta el precedente jurisprudencial proferido 
en salas pasadas, específicamente en  la sentencia emitida el día 18.05.11, aprobada 
según acta número 47 de la misma fecha, dentro del radicado 11001 11 02 000 2009 
06779 01, en la cual se precisó el estudio correspondiente a lo concerniente a los 
jueces de paz y de Reconsideración.  Acorde a lo anterior, se sostiene que, los jueces 
de paz, son sujetos disciplinables de acuerdo con lo previsto en el artículo 34 de la 
Ley 497 de 1999, hallándose la competencia para tales efectos, en la Jurisdicción 
Disciplinaria, tal y como lo observan los artículos 193 y 216 del Código Único 
Disciplinario, por ende, a criterio de ésta Colegiatura, a los jueces de paz, sí le es 
aplicable la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, tal y como lo aludió, la 
sentencia  proferida por esta Colegiatura y que es el precedente jurisprudencial tenido 
en cuenta, en donde sostienen202. 
De aquí puede ilustrarse como, el magistrado reclamaba la existencia de un 
precedente, que no puede llamarse tal, porque no estaba constituido de posiciones 
pacíficas, argumentadas, y permanentes, sino que variaban constantemente, sin 
dar explicación del por qué. 
El 12 de diciembre de 2012, al confirmar vía consulta, la sentencia de 15 de junio 
de 2012, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de 
la Judicatura de Bogotá, en el radicado 110011102000200903863 01, en contra de 
un juez de paz del círculo No. 4 de Fontibón, removido del cargo, por haber incurrido 
en la causal de remoción contemplada en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, lo 
que constituye falta gravísima al tenor del artículo 48 numeral 49 de la Ley 734 de 
2002, al infringir el deber contemplado en el artículo 153 numeral 1 de la Ley 270 
de 1996, en concordancia con el artículo 29 de la Carta Política, en concordancia 
con los artículos 7, 8, 9 y 23 de la Ley 497 de 1999, dijo la segunda instancia, con 
ponencia del entonces magistrado Henry Villarraga Oliveros:  
al haber asumido el conocimiento de una controversia que nunca le fue requerida de 
común acuerdo por las partes, y por cuanto se trató de una actuación unilateral, al 
                                            




proferir fallo en la que consistió en la entrega del bien inmueble, de contera, se 
configura no sólo el desconocimiento al debido proceso previsto en el artículo 29 de 
la Constitución Nacional, sino la extralimitación en sus funciones; por sus funciones 
se encuentra regido por la ley 497 de 1999 y por lo tanto debe tener pleno 
conocimiento de sus funciones y competencias, sin perjuicio de incurrir en un abuso 
de poder infringió sus deberes como Juez de Paz y permite señalar que su actuación 
fue consiente y realizada a sabiendas de la consecuencias jurídicas que por ello podía 
acarrear, es por eso que su conducta fue considerada DOLOSA GRAVÍSIMA, falta 
cometida y acorde con lo establecido en el artículo 48 numeral 49 de la Ley 734 de 
2002, en virtud a que si bien, efectivamente en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, 
preceptúa la remoción del cargo, dicha sanción se asimila a la destitución consagrada 
en el Código Disciplinario Único, que debe imponerse por el grave daño que se causó 
a la institución de jueces de paz, al generar desconfianza en la comunidad y al 
quejoso que acudió a esta instancia disciplinaria, sanción que conlleva la inhabilidad 
general203.  
En esta última, nuevamente se hace mención a la posibilidad de imponer sanciones 
diferentes a la contemplada en la Ley 497 de 1997, pero se mantuvo la de remoción 
impuesta por la primera instancia. 
Véase como en algunas decisiones, se anulaba, para que se impusieran cargos, 
dando aplicación a la ley Estatutaria de Administración de justicia, como en la 
660011102000201100208 01, del Seccional de Risaralda, con ponencia del 
magistrado Luis Leocadio Tavera Manrique, en la decisión de 2 de mayo de 2011, 
en el que se condenó por vulnerar los artículos 34 y 37 de la Ley 497 de 1999 en 
remisión a los artículos 28 y 29 de la Constitución Política, por falta gravísima 
dolosa, al dar la orden de conducir al quejoso a su Despacho, por intermedio de la 
policía, con el fin de tratar un asunto relacionado con el pago de cánones de 
arrendamiento, imponiéndole la sanción de remoción e inhabilidad del cargo por 10 
años.  
Se confirmó el 10 de julio de 2013, sanción de suspensión de tres (3) meses en el 
ejercicio del cargo, impuesta a juez de paz, en el Seccional Valle del Cauca, con 
ponencia de la magistrada Ruth Patricia Bonilla Vargas, dentro del radicado 
                                            




760011102000200901655 01, el 30 de abril de 2012, por vulnerar el deber del 
artículo 153.1 de la ley 270 de 1996 y el artículo 35.1 de la ley 734 de 2002, en 
concordancia con los artículos 9 y 10 de la Ley 497 de 1999, falta grave y dolosa, al 
resolver la consulta, con ponencia del magistrado Pedro Alonso Sanabria Buitrago, 
al encontrar que no acudieron las partes de común acuerdo a buscar la intervención 
del juez de paz, y además, se trataba de un asunto laboral, por diferencias en 
materia de prestaciones económicas, cuya competencia radicaba en la jurisdicción 
ordinaria laboral.  
Y sobre la gravedad de la falta dijo:  
Está probado que el juez de paz, incurrió en la falta calificada como grave conforme 
los criterios que para determinar la misma consagra el artículo 43 de la Ley 734 de 
2002, y el artículo 50 ibídem que regula lo atinente a las faltas graves y leves y que 
la letra reza:… en razón a la naturaleza esencial del servicio que presta la jurisdicción 
de paz y el grado de perturbación que con la conducta del agente se irrogó, criterios 
que aparecen consagrados en los numerales 2, 3 y 4 de la norma precedentemente 
invocada… Además, la falta desplegada por el disciplinado es grave en la medida 
que afectó la confianza que depositan los ciudadanos en la jurisdicción de paz,… 
haciéndose merecedor de la condigna sanción que apareja el numeral 2° del artículo 
44 de la Ley 734 de 2002, pues se trata de una falta grave dolosa cuya consecuencia 
jurídica es la suspensión por el término de tres (3) meses en el ejercicio del cargo204. 
Esta decisión contó con el salvamento de voto de la entonces magistrada María 
Mercedes López Mora, a quien se le negó en Sala, la ponencia presentada 
inicialmente, quien consideró, lo que permanentemente defendió entratándose de 
jueces de paz, que era la aplicación exclusiva de la Ley 497 de 1999, tanto en la 
atribución de faltas como en la única sanción aplicable. Se expresó así: 
Se debió declarar la nulidad de lo actuado desde la formulación de cargos, pues  soy 
del criterio que a los jueces de paz no se les puede imputar la vulneración de los 
deberes o prohibiciones consagrados en la Ley 270 de 1996, ni la comisión de las 
faltas establecidas en la Ley 734 de 2002. Los jueces de paz son personas que no 
cuentan con una formación jurídica, pero que son reconocidas dentro de la 
comunidad a la que pertenecen por su capacidad, su ecuanimidad y su sentido de la 
justicia y se pueden ocupar de asuntos que por su sencillez no ameriten el estudio 
                                            




por parte de la rama judicial, ni suponen un conocimiento profundo del derecho 
positivo, oportuno se ofrece precisar que justamente por tratarse de particulares que 
administran justicia en equidad, no ostentan la calidad de servidores públicos y ello 
encuentra sustento en el artículo 123 de la Carta Política. Por ende, tampoco resulta 
acertado afirmar que puedan incurrir en faltas por la transgresión de deberes 
consagrados en la Ley 270 de 1996, sin perjuicio -se reitera- de que las actuaciones 
disciplinarias se adelanten conforme al procedimiento establecido en los artículos 
150 y siguientes del C.D.U. En este sentido, conviene precisar que las normas 
relativas al régimen de los jueces de paz (Capítulo Undécimo de la Ley 734 de 2002), 
hacen referencia exclusivamente a la competencia de esta Jurisdicción para 
investigar y juzgar su conducta, mas excluye de manera clara la aplicación de los 
deberes, prohibiciones, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses, 
así como también el catálogo de faltas gravísimas, graves y leves y los criterios para 
graduarlas, porque la ley únicamente incluyó frente a tales tópicos, como 
destinatarios del régimen disciplinario a los Conjueces de la República, quienes, 
dicho sea de paso, profieren en los casos señalados expresamente por el legislador, 
decisiones en Derecho. Lo anterior no implica en manera alguna la inexistencia de 
un régimen disciplinario –sustantivo más no adjetivo- aplicable, pues conforme a lo 
dispuesto por el artículo 34 de la Ley 497 de 1999 “(…) Por la cual se crean los 
Jueces de paz y se reglamenta su organización y funcionamiento205.  
También salvó su voto la magistrada Julia Emma Garzón de Gómez, posición que 
mantuvo inalterable en sus ponencias, afirmando:  
Mi tesis sostenida ha sido que el legislador estableció en la ley en cita, de 
carácter especial, la forma en que ha de disciplinarse la función que dichos 
sujetos ejercen al interior de la comunidad, pues precisamente en dicho 
catálogo normativo se relacionan tanto las faltas como las sanciones, las 
cuales tienen una aplicación particular y específica para estos jueces de paz, 
por lo tanto al tratarse de homologar las faltas establecidas en la Ley 270 de 
1996 y Ley 734 de 2002, como instrumento sancionatorio para esta especial 
clase de servidor público, no sólo se estaría desconociendo el principio de 
legalidad sino también con la esencia y teleología que se creó con la Ley 497 
de 1999.  En tales condiciones mal podía sancionarse el mencionado Juez 
cuando la falta endilgada no se corresponde con la prevista en la normatividad 
especial aplicable al caso, por lo tanto, establecido el error judicial frente a la 
anfibológica adecuación típica surgida desde el momento mismo de la 
formulación de cargos, debió procederse a la absolución del disciplinable206. 
                                            





Aclaró su voto frente a esta decisión el magistrado José Ovidio Claros Polanco, 
diciendo que debió ser más precisa la sentencia.  
Podemos apreciar que se formó un bloque de magistrados en favor de una posición 
jurídica, que defendía la posición jurídica de que a los jueces de paz, solo podían 
aplicárseles las faltas, y la sanción, contempladas en la ley que los regula, la Ley 
497 de 1999, y otro bloque, el mayoritario para entonces, que no tuvo una posición 
unánime sobre el tema. 
En segunda instancia, con ponencia del entonces magistrado José Ovidio Claros 
Polanco, el 23 de julio de 2014, se decretó la nulidad de lo actuado a partir del auto 
del día 26 de junio de 2013, sin perjuicio de las pruebas que fueron legalmente 
allegadas y efectivizadas en el proceso disciplinario "diligencias éstas que deberán 
ser atendidas con la mayor premura, a efectos de evitar una prescripción"207 , 
afirmando:  
no se puede pretender o por lo menos partir de la base que a los jueces de paz solo 
le es aplicable lo referente a la Ley 497 de 1999 y la Ley 734 de 2002, pues es 
evidente que a ellos también les es inherente lo referente a la Ley 270 de 1996, lo 
anterior, por cuanto es palmario que a hoy, sólo existe una Ley Estatutaria que puede 
llegar a imponer deberes y prohibiciones, tal y como lo analizó la Corte en la sentencia 
referida en incisos anteriores; aunado a lo anterior, el Juez de Paz, siempre tiene que 
acatar la Constitución, tal y como lo alude el artículo 153 en su numeral 1º208.  
Salvó su voto el entonces magistrado Angelino Lizcano Rivera, quien expresó:  
La declaratoria de nulidad se debió sustentar en que al Juez de Paz investigado se le 
imputó el catálogo de deberes consagrado en la Ley 270 de 1996, violando lo 
estipulado en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999 que: (…) no estableciendo la 
violación a los deberes – artículo 153 de la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia – en el auto de pliegos de cargos. De esta manera, no cabe duda que, para 
el funcionario de conocimiento surge el deber de aplicar la norma, consagrada en el 
                                            





régimen sancionatorio correspondiente, como quiera que de lo contrario desconoce 
el debido proceso y el derecho de defensa209. 
Y salvó el voto también, la magistrada Julia Emma Garzón de Gómez, expresando: 
“La falta fue graduada en su calificación y dosificación acorde a las reglas del 
artículo 46 y 48 de la Ley 734 de 2002 – se calificó de gravísima-; circunstancia 
extraña a la normatividad exclusiva que debió aplicarse, contenida en la Ley 497 de 
1999”210.  
Considerar que referirse a la gravedad de la falta en el auto de cargos y en la 
sentencia, puede constituir una nulidad del proceso, no se acompasa con las 
causales de nulidad, ni su saneamiento, contempladas en el artículo 143 de la Ley 
734 de 2002. 
En todo caso, si el juez de paz tuvo la oportunidad de defenderse y de conocer las 
normas por las cuales se le estaba llamando a juicio, y luego, por las que fue 
condenado, para poder impetrar su recurso de apelación, la gravedad de la falta no 
afecta el cargo, ni los derechos de defensa y debido proceso del juez del paz, y su 
mención, si es así, puede tenerse como una mera irregularidad, o en el peor de los 
casos, absolverse de su mención y atribución, pero no, dar lugar a la nulidad, como 
tantas veces se hizo.  
Porque la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
debe tomar todas las medidas para crear sólida jurisprudencia y constituir una corte 
de cierre a donde puedan acudir a consultarse sus decisiones.  
Además, la magistrada Julia Emma Garzón de Gómez reiteró varios de sus 
planteamientos, citando sentencias de tutela y constitucionalidad de la Corte 
Constitucional, tales como las T- 796 de 2007, C-059 de 2005 y C-720 de 2006, 
                                            





acerca de que a los árbitros en equidad no debía aplicárseles la Ley 270 de 1996, 
ni en cuanto a las faltas, ni en relación con la gravedad de la conducta, para no 
afectar el principio de legalidad y de estricta tipicidad, agregando: 
Siguiendo aquél sendero jurisprudencial debe precisarse que en materia disciplinaria 
a los jueces en equidad, le surgen como evidentes dos eslabones inescindibles, valga 
decir, la Ley 497 de 1999 y los jueces de paz, de tal manera que no resulte acertado 
analizar su conducta frente a los deberes y prohibiciones previstos en la Ley 270 de 
1996 y remitirla como en el sub lite a la previstas en el artículo 48 de la Ley 734 de 
2002, dándole el calificativo de gravísimas; precisamente, se insiste, por la diferencia 
sustancial que enmarca el ámbito de sus funciones, por el rol que desempeñan y por 
las características propias de su investidura, pues no obstante su facultad 
jurisdiccional, no por ello son equiparables a los tradicionales funcionarios judiciales, 
que a decir del Estatuto de la Administración de Justicia recae en Magistrados, 
Jueces y Fiscales.  
Así las cosas, esta Sala observa, que el a quo al endilgar responsabilidad ética al 
Juez de Paz bajo la égida de la Ley 270 de 1996 y Ley 734 de 2002, contrarió el 
principio de legalidad, el cual se encamina a proteger que nadie sea juzgado sino 
conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, nota característica del 
Estado de Derecho y la esencia del referido principio. Sin embargo, lo anterior no 
significa en manera alguna la inexistencia de un régimen disciplinario, en tanto éste 
encuentra su arraigo conforme a lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, 
al precisar el control disciplinario para los jueces de paz. La misma legislación previó 
en la Ley 497 de 1999, como queda de manifiesto, el conjunto de circunstancias en 
las cuales los jueces de paz son destinatarios de juicios disciplinarios, de tal manera 
que no cualquier comportamiento los haga merecedores de la remoción del cargo, 
por cuanto para tal decisión se requiere de un grado de DOLO compatible a un 
grosero y bajo comportamiento penal reprochable a cualquier persona; circunstancia 
ésta de especial relevancia de cara a los presupuestos fácticos en que se construyó 
la sanción. Ahora, si lo que se trata es de hacer más benévola la sanción al Juez de 
Paz, ello no atina hasta el momento el querer del legislador plasmado en la Ley 497 
de 1999, pues la sanción de remoción del cargo como se reitera, debe entenderse 
no para cualquier equivocación jurídica propia de una persona sin formación jurídica, 
si no para aquéllos comportamientos que además de groseros deriven en un grado 
superior de DOLO exigible a cualquier persona. Lo anterior también encuentra su 
arraigo en el mismo proyecto de Ley 248 de 2011211  
… 
Conforme a lo expuesto, al imputarse una falta o un deber, distinto al consagrado en 
la Ley especial que gobierna la Jurisdicción de los jueces de paz, se quebranta el 
mandato superior contenido en el artículo 29 de la Carta Política al preceptuar que 
… principio democrático que exige al legislador definir de manera clara, concreta e 
inequívoca las conductas reprobadas disciplinariamente, así como el señalamiento 




anticipado de las respectivas sanciones, al igual que el establecimiento de las reglas 
sustantivas y procesales para la investigación y la definición de las autoridades 
competentes que dirijan y resuelvan sobre la responsabilidad disciplinaria de los 
funcionarios investigados. A fin de modular los alcances de los postulados 
desarrollados, se hace necesario plasmar las siguientes acotaciones, precisando que 
(i) La conducta de los jueces de paz en ejercicio de sus funciones puede ser objeto 
de sanción siempre y cuando ella sea constitutiva de atentados contra las garantías 
y derechos fundamentales o por afectación a la dignidad del cargo y en aquellos 
eventos en que no se requiera conocimientos jurídicos, a fin de no enervar la 
culpabilidad, en tanto sólo es exigible lo que humanamente está al alcance del 
disciplinable, y así mismo (ii) la única sanción a la cual se pueden hacer acreedores 
los jueces de paz cuando se demuestre que han incurrido en tales faltas, es la 
remoción del cargo, pero se insiste bajo la Ley 497 de 1999. En desarrollo de la 
anterior premisa, dicha sanción se muestra lógica atendiendo a la naturaleza de la 
función y a la expectativa social frente al papel que desempeñan y al dolo exigible 
para su remoción; de allí que resulte contrario al ordenamiento imponerles sanciones 
propias de otras leyes, en la medida que no son servidores públicos, existe 
imposibilidad de registrar tales sanciones en la Procuraduría y aún más, piénsese 
cómo se le podría imponer una sanción de multa si en ejercicio de sus funciones no 
devengan salario alguno, o cómo suspenderlos por un lapso determinado en el cargo, 
si no existe forma de reemplazarlos y en su lugar encargar a otro juez, para seguir 
garantizando el servicio, pues se trata de cargos de elección popular. Conforme lo 
anterior, y viendo que los artículos 15 a 18 de la Ley 497 de 1999 contemplan el 
régimen de inhabilidades, impedimentos e incompatibilidades de los jueces de paz” 
“y de los Jueces de Reconsideración, se crea un argumento adicional para descartar 
la aplicación de la normatividad consagrada en el artículo 46 de la Ley 734 de 2002 
aplicada por el a quo en este asunto; ello a su vez refleja que el legislador se encargó 
de establecer para ellos una reglamentación especial212. 
Sin embargo, el proceso alcanzó a regresar a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, por segunda vez, y con el mismo magistrado 
ponente, se identificó con el radicado 660011102000201100208 01 (ambas se 
identifican como 01, por error, pero en el cuadro anexo, se marcó la segunda, como 
correspondía, 02), donde el 2 de marzo de 2016, se decretó la nulidad de lo actuado 
a partir del auto de 6 de noviembre de 2014, mediante la cual se formuló pliego de 
cargos.  
                                            




Como se observa, se trataba de un radicado del año 2011, y para 2016, ya 
completaba 5 años, lo que lo ponía en riesgo extremo de prescripción. 
Obsérvese como las posiciones no tuvieron unanimidad, ni fueron pacíficas, y ni 
siquiera se respetó el precedente horizontal. Es decir, hasta entonces no estaba 
consolidado  
En el radicado 760011102000200900311 01, la segunda instancia con ponencia del 
entonces magistrado José Ovidio Claros Polanco, en decisión de 30 de enero de 
2013, se confirmó en consulta la sanción proferida el 8 de junio de 2012, por la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del 
Cauca, que sancionó a un juez de paz de reconsideración del corregimiento de 
Tablones, municipio de Palmira (Valle del Cauca), con destitución del cargo e 
inhabilidad general por un lapso de diez años, con ponencia del entonces 
magistrado Víctor Humberto Marmolejo Roldán, por incurrir en la falta del artículo 
34 de la Ley 497 de 1999, haber infringido el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 
270 de 1996, lo que constituía falta gravísima al tenor del artículo 48 numeral 49 de 
la Ley 734 de 2002, al haber desatendido los artículos 9, 29 y 37 de la Ley 497 de 
1999, por sancionar al quejoso con una multa de $ 994.000.oo, por no haber 
cumplido con lo pactado en el acta de conciliación N° 30, adiada el 30 de enero de 
2009, no obstante que no contenía ningún acuerdo, y privarlo de la tenencia de un 
vehículo.  
Se consideró por la segunda instancia, que:  
dicha sanción se muestra lógica atendiendo a la naturaleza de la función y a la 
expectativa social frente al papel que desempeñan, en la medida en que sería por 
completo contrario al ordenamiento imponerles las comunes sanciones del Código 
Disciplinario Único, pues, como quiera que no son servidores públicos, existe 
imposibilidad de registrar tales sanciones en la Procuraduría y aún más, piénsese 
cómo se le podría imponer una sanción de multa si en ejercicio de sus funciones no 
devengan salario alguno, o cómo suspenderlos por un lapso determinado en el cargo, 
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si no existe forma de reemplazarlos y en su lugar encargar a otro Juez, para seguir 
garantizando el servicio, pues se trata de cargos de elección popular213. 
Agregando párrafos adelante:  
Se está ante un desbordamiento de su competencia jurisdiccional, grado de certeza 
exigido por el artículo 142 de la Ley 734 de 2002, para proferir fallo sancionatorio; 
cometida a título de dolo, en consideración a que el Juez conocía plenamente sus 
competencias y no obstante ello decidió –en forma consciente y voluntaria- proferir la 
sentencia N° 6, por desacato, con fecha 31 de enero de 2009 imponiéndole sanción 
pecuniaria al aquí quejoso, la falta es de naturaleza GRAVÍSIMA y fue cometida por 
el funcionario a título de dolo, ocasionando un perjuicio a la administración de justicia, 
al afectar principios como el de seguridad jurídica y confianza legítima, como la parte 
contra quien profirió decisión; ajustándose la destitución e inhabilidad general a lo 
señalado en el artículo 44, numeral primero, de la Ley 734 de 2002, el cual contempla 
la destitución e inhabilidad general para las faltas gravísimas dolosas; y 
correspondiendo el lapso de diez (10) años de inhabilidad al mínimo señalado en el 
canon 46 ibídem, inciso primero214. 
Salvó su voto la magistrada Julia Emma Garzón de Gómez, reiterando lo dicho en 
otros casos215. 
También salvó su voto el magistrado Henry Villarraga Oliveros, considerando que:  
“(…) la Sala ha debido ofrecer razones adicionales que expliquen la aplicación 
extensiva de lo dispuesto en la Ley 734 de 2002 a los procesos disciplinarios que 
cursen contra este tipo de funcionarios, no obstante existir norma especial que 
establece un régimen particular. En el proyecto se dan razones para confirmar la 
declaratoria de responsabilidad disciplinaria y se hizo alusión al artículo 44 de la Ley 
734, pero olvida ofrecer dichas razones”216. 
Casi todo el año 2015 y también el 2016, fue de anulaciones de las decisiones 
tomadas, regresando a la posición inicial.  
La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, con 
ponencia del magistrado Pedro Alonso Sanabria Buitrago, al resolver la consulta de 
                                            







la sentencia proferida el 26 de abril de 2013, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, con ponencia de la entonces 
magistrada de esa Sala, María Lourdes Hernández Mindiola, en el radicado 
110011102000201005237 01, en contra de un juez de paz de conocimiento del 
distrito No. 8º de Kennedy, modificó la sanción en el sentido de subsumir la falta 
descrita en el numeral 6º del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, en la falta del 
artículo 154 numeral 15º ibídem, y confirmar la sanción de suspensión de seis (6) 
meses en el ejercicio del cargo, diciendo:  
Por lo que respecta a la sanción, indicó que atendiendo a los criterios previstos en el 
artículo 47 de la Ley 734 de 2002, la conducta del encartado resultó lesiva 
socialmente, ya que la conducta atribuida generó en el conglomerado social una mala 
imagen para la Administración de Justicia que representa, así mismo se advirtió su 
actuar doloso, la ausencia de antecedentes disciplinarios, la causación de los 
perjuicios a la señora María Helena Acosta, pues además de permanecer a la 
expectativa esperada como era la restitución del inmueble arrendado, debió asumir 
el pago de $100.000 para tramitar la solicitud ante los Jueces Civiles, por lo que la 
sanción a imponer era la de suspensión217 
Agregando líneas adelante:  
la calificación que hizo el a quo de la conducta, y la sanción impuesta, la comparte la 
Sala a pesar de subsumirse la conducta del artículo 154 numeral 6º en la descrita en 
el numeral 15º de la misma normatividad, por cuanto, como antes se precisó está 
ajustada a derecho, en la medida que se ajusta a los criterios establecidos en el 
artículo 43 y 55 del C.D.U. para la graduación de la sanción218.  
Las sanciones a imponer a los jueces de paz y reconsideración deben ser, aparte de 
la especial prevista en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, las señaladas en la Ley 
734 de 2002, dependiendo de la gravedad de la conducta y la forma de culpabilidad, 
a los cuales debe acudir el juez disciplinario, teniendo en cuenta además los criterios 
de graduación señalados en ésta última normatividad. En el caso en estudio, la Sala 
a quo consideró que la conducta desarrollada por el inculpado fue grave. Pues bien, 
la calificación que hizo el a quo de la conducta, y la sanción impuesta, la comparte la 
Sala a pesar de subsumirse la conducta del artículo 154 numeral 6º en la descrita en 
el numeral 15º de la misma normatividad, por cuanto, como antes se precisó está 
ajustada a derecho, en la medida que se ajusta a los criterios establecidos en el 
artículo 43 y 55 del C.D.U. para la graduación de la sanción. El artículo 11 literal d) 
                                            





de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, la Jurisdicción de 
Paz forma parte de la estructura general de la Rama Judicial del Poder Público, y el 
alcance de la función jurisdiccional disciplinaria atribuida constitucionalmente a esta 
Corporación y los Consejos Seccionales, se ejerce contra quienes desempeñen 
funciones jurisdiccionales de manera permanente, transitoria u ocasional, con 
excepción de quienes tengan fuero especial, tal como lo establece el artículo 193 de 
la Ley 734 de 2002, la cual igualmente precisa la exclusiva competencia de las Salas 
Disciplinarias Seccionales para juzgar disciplinariamente en primera instancia a los 
jueces de paz, según lo determina su artículo 216219.  
También, salvó el voto la magistrada Julia Emma Garzón de Gómez, diciendo que: 
NO RESULTA ACERTADO analizar su conducta frente a los deberes y prohibiciones 
previstos en la Ley 270 de 1996 específicamente los numerales 6 y 15 del artículo 
154, y concordarla en el sub lite con el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, 
precisamente por la diferencia sustancial que enmarca el ámbito de sus funciones, 
por el rol que desempeñan y por las características propias de su investidura, pues 
no obstante aunque se hallan provistos de jurisdicción, no por ello son equiparables 
a los tradicionales funcionarios judiciales, que a decir del Estatuto de la Administración 
de Justicia recae en Magistrados, Jueces y Fiscales. Conforme lo anterior, y viendo 
que los artículos 15 a 18 de la Ley 497 de 1999 contemplan el régimen de 
inhabilidades, impedimentos e incompatibilidades de los jueces de paz y de los 
Jueces de Reconsideración, se crea un argumento adicional para descartar la 
aplicación de la normatividad consagrada en la Ley 270 de 1996 en esta materia, para 
estos administradores de la justicia de paz, en la medida en que el legislador se 
encargó de establecer para ellos una reglamentación especial220.  
La magistrada María Mercedes López Mora, también salvó el voto, considerando 
que se incurrió en nulidad en la sentencia de primera instancia, por:  
(…) imputarle a un Juez de Paz normas (artículo 154, numerales 6 y 15 de la Ley 270 
de 1996), aplicables por antonomasia a los servidores públicos y judiciales, 
desconociendo así el principio de especialidad, según el cual la norma especial prima 
sobre la general. Aceptar esta indebida aplicación del CDU y de la Ley Estatutaria de 
Administración de Justicia, es permitir que particulares sean disciplinados como 
servidores públicos, cuando para ellos el Legislador previó un régimen especial; y esa 
sola circunstancia -en que de por medio está el principio de legalidad estricta, que no 
puede tampoco confundirse con el legalismo-- de por sí imponía a esta Superioridad 
la necesidad de corregir el yerro en que incurrió la Sala de instancia al formular la 
imputación jurídica, en orden a reconducir el proceso por los cauces de la normalidad. 
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lo que resta es la correcta adecuación típica o jurídica de la conducta, remitiéndose 
para ello a lo previsto en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, que es la norma que 
condensa las faltas específicamente atribuibles a los jueces de paz221. 
De la misma manera, el magistrado Angelino Lizcano Rivera consideró que 
solamente procedía la sanción de la remoción en el cargo, y que no podía atribuirse 
la violación a los deberes del artículo 154 de la Ley 270 de 1996. 
Y sin embargo, se aprecian otras decisiones, en las que en vez de anular, se 
“adecua” la pena, como sucedió en el radicado 630011102000201100128 02, de la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Quindío, 
con ponencia del magistrado Álvaro Farfán García, en donde el 12 de enero de 
2012, se sancionó a la jueza 5ª especial de paz de Armenia, por el incumplimiento 
del deber contemplado en el artículo 153.1 de la Ley 270 de 1996, falta disciplinaria 
según el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, por incumplimiento de los artículos 7, 
9, 25 y 34 de la Ley 497 de 1999, graves a título de dolo, quien fue sancionada con 
suspensión de 4 meses en el ejercicio de la profesión. En grado de consulta, con 
ponencia del entonces magistrado José Ovidio Claros Polanco, en decisión de 27 
de enero de 2016, al tiempo de que se archivó parcialmente una de las faltas de la 
condena, por prescripción, acaecida el 18 de enero de 2016, se decidió: 
“(…) en lo atinente al artículo 7º de la ley 497 de 1999; acorde con lo sustentado en 
precedencia. 2. modificar la sanción de cuatro (4) meses de suspensión en el ejercicio 
del cargo, por la de remoción del cargo”222. Y agregó líneas adelante: “Es relevante 
indicar que el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, no es aplicable para los jueces de paz, 
en la medida que tienen de manera específica la determinación de las faltas, así como 
la sanción de la misma, por tal razón el artículo en cita no deberá ser aplicado al caso 
concreto, situación que deberá Modificarse en la pare resolutiva de la Sentencia de 
primera instancia inaplicado dicho artículo. De la misma manera el artículo 7 de la Ley 
497 de 1999, pues, aunque fue previsto como norma violada en el pliego de cargos, no 
fue así en la sentencia donde por el contrario se hace referencia a que no se tendría en 
cuenta por cuanto no encuadró la conducta desplegada por la Juez de Paz, es decir, no 
encontró prueba que se le pudiera endilgar, sin embargo en la parte resolutiva se incluyó, 
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por tal razón se modifica en ese aspecto específico para en consonancia con las 
motivaciones de la decisión del a quo consultada absolverse al disciplinado por la 
situación fáctica aludida223.  
Y sobre la sanción, se dijo:  
En cuanto a la Sanción impuesta por el a quo y que es objeto de consulta, esta se 
modificará, en la medida que la única determinada para estos procesos es la de 
remoción del cargo, acorde con el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, por lo que la 
sanción impuesta, debe ser modificada, y en la medida que vulneró de manera 
flagrante el procedimiento descrito en los artículo 25, ibídem, facultan a esta Sala para 
remover del cargo a la señora SANDRA MILENA OSORIO VÁSQUEZ, en su 
condición de Juez 5ª de Paz de Armenia, teniendo en cuenta la intención positiva con 
que se llevó a cabo la conducta, el daño causado a quienes intervinieron en el asunto 
y el hecho de no tener antecedentes, indican que debe aplicarse esta sanción como 
en efecto se hará. Advierte la Sala, que si bien para el caso se trata de conocimiento 
en grado de consulta, no puede entenderse como agravación de la sanción el que se 
imponga a cambio de la suspensión temporal, la remoción del cargo, pues no solo el 
principio de legalidad y el debido proceso, sino que las formalidades del juicio también 
lo son, de allí que siendo extraño a la norma sancionatoria de los jueces de paz es un 
imposible jurídico sostener la imposibilidad de imponer la remoción como única 
sanción posible para estos particulares que administran justicia; que dicho sea de 
paso en el mundo jurídico no es asimilable remoción del cargo en jueces de paz, a 
destitución en el universo de los servidores públicos, las funciones que le son 
inherentes a la primacía de la ley especial sobre la general impiden observarlas como 
análogas224. 
Un mes después, el 13 de febrero de 2016, la misma Sala, con ponencia de la 
magistrada Martha Patricia Zea Ramos, decide anular la sanción proferida contra 
un juez de paz de Dosquebradas, Risaralda, a partir del auto del 5 de marzo de 
2014, mediante la cual se formuló pliego de cargos, en el radicado 
660011102000201300076 01, de la Sala Seccional Risaralda, con ponencia del 
magistrado Luis Leocadio Tavera Manrique, por atribuir la violación del deber 
previsto en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, por la realización 
objetiva de la conducta punible tipificada en el artículo 249 del Código Penal, en 
consonancia con el artículo 34 de la Ley 497 del 1999, con la cual atentó contra el 
artículo 196 de la Ley 734 de 2002, conducta gravísima en la modalidad dolosa, 
                                            




sancionado con remoción del cargo e inhabilidad general por diez (10) años, 
sustentada así:  
Lo anterior teniendo en cuenta las decisiones proferidas por la Sala respecto a lo 
dispuesto en los artículos 15 a 18 de la Ley 497 de 1999 contemplan el régimen de 
inhabilidades, impedimentos e incompatibilidades de los jueces de paz y de los 
Jueces de Reconsideración, siendo éste un argumento adicional para descartar la 
aplicación de la normatividad consagrada en la Ley 734 de 2002, en esta materia para 
estos administradores de la justicia de paz, en la medida en que el legislador se 
encargó de consagrar para ellos una reglamentación especial225.  
Los fundamentos que sirvieron para la adecuación de la pena, valían para ser 
aplicados en esta y otras decisiones, sin que se encuentre explicación por parte de 
la sala, de la razón por la cual no se hacía, para evitar el decreto de tantas nulidades, 
y por sobre todo, atendiendo a la ausencia de precedentes. 
Otros temas que surgen del análisis de los documentos, y que tienen relevancia 
para ser analizados en este trabajo, es la forma de culpabilidad atribuida y la 
gravedad de las faltas cometidas. Esto, porque indistintamente se encuentran faltas 
leves, graves y gravísimas, y cometidas con culpabilidad dolosa y culposa, y otras 
sin ni siquiera mencionarlo. 
Si las faltas son las del artículo 34 de la Ley 497 de 1999, deben ser gravísimas, 
como se dispone en la Ley 734 de 2002, artículo 48 numeral 49, por cuanto están 
enlistadas como tales. Y deben ser dolosas, porque el juez de paz debe tener el 
conocimiento de que su actuar constituye falta disciplinaria, la intención de incurrir 
en ellas. 
Más ningún debate ha suscitado el tema, sino que se van confirmando, a veces sin 
hacer mención a ello, o analizando por qué se consideran de menor relevancia, 
llegando a confirmarse decisiones sancionatorias con los mismos fundamentos de 
hecho, pero distintos los de derecho. 
                                            










CONFIRMA Y MODIFICA PENA
CONFIRMA Y REVOCA PARCIALMENTE
CONFIRMA, ABSUELVE Y PRESCRIPCIÓN PARCIAL
MODIFICA






REVOCA Y ABRE INV.
REVOCA Y ABSUELVE
SIN DECISIÓN
Por ejemplo, se condena por faltas dolosas, en el radicado 
660011102000201100649 02, el 7 de febrero de 2016. 
En cambio, y sin ninguna razón, se confirman condenas por faltas culposas, en los 
radicados 660011102000201100467 01. 
Se obtuvo información acerca de los ítems utilizados para tomar las decisiones con 
la cual se puede establecer el porcentaje y clases de las decisiones tomadas dentro 
de los procesos que integran la muestra representativa y confiable, así: 











También se obtuvo la relación de los nombres de las personas que en los distintos 




Tabla 7 Tabla de magistradas y magistrados de los Consejos Seccionales 
  
El método permitió establecer anualmente la cantidad de providencias por ponente, 
que fueron conocidas y decididas por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, dentro de la muestra objeto de esta investigación, y la 
clase de decisión proferida, como se observa a continuación: 
MAGISTRADOS(AS)
Alberto Vergara Molano
Álvaro Fernán García Marín
Álvaro León Obando Moncayo 
Antonio Suárez Niño
Carlina Mireya Varela Lorza
Carlos Fernando Cortés Reyes
Carlos Gonzalo Alvarado Gaitán
Elka Venegas Ahumada
Fernando Cuéllar Carvajal
Gustavo Adolfo Hernández Quiñónez
Gustavo Adolfo Ledesma Henao
Hugo Yesid Suárez Sierra
Jorge Eliécer Gaitán Peña
Jorge Isaac Posada Hernández
José Erasmo Guarnizo Nieto
Juan Pablo Silva Prada
Luis Leocadio Tavera Manrique
Luz Helena Cristancho Acosta
María de Jesús Muñoz Villaquirán
María Isbelia Fonseca González
María Lourdes Hernández Mindiola
Martha Inés Montaña Suárez
Martín Leonardo Suárez Varón
Mauricio Martínez Sánchez
Miguel Horacio Gómez Achicué




Ruth Patricia Bonilla Vargas
Sin Identificar
Víctor H. Marmolejo Roldán
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TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
Alberto Vergara Molano 1 1 2
Álvaro Fernán García Marín 1 1
Antonio Suárez Niño 3 3 6
Carlina Mireya Varela Lorza 1 1 1 3
Carlos Fernando Cortés Reyes 1 1
Elka Venegas Ahumada 1 1
Fernando Cuéllar Carvajal 1 2
Gustavo Adolfo Hernández Quiñónez 1 1 1
Gustavo Adolfo Ledesma Henao 1 5
Jorge Isaac Posada Hernández 1 2 2 2
José Erasmo Guarnizo Nieto 1 1 5
Luis Leocadio Tavera Manrique 1 1 2 1 3
Luz Helena Cristancho Acosta 1 2 2
Olga Fanny Pacheco Álvarez 1 1 8
Paulina Canosa Suárez 1 2 5 1
Rafael Vélez Fernández 1 6
Ruth Patricia Bonilla Vargas 1 1 2
Sin Identificar 2 2 1 1 2
Víctor H. Marmolejo Roldán 2 1
SUBTOTAL 3 1 1 8 7 2 4 12 11 4 1 54
CONFIRMA 
TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
Antonio Suárez Niño 1 1
Miguel Horacio Gómez Achicue 1 1
Sin Identificar 1 1
Víctor H. Marmolejo Roldán 1 1
SUBTOTAL 1 3 4
CONFIRMA 
DENIEGA PRUEBAS
TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
Carlina Mireya Varela Lorza 1 1
Luis Leocadio Tavera Manrique 1 1
SUBTOTAL 1 1 2
CONFIRMA 
TERMINACION
TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
Alberto Vergara Molano 1 1
Álvaro Fernán García Marín 1 1
Carlina Mireya Varela Lorza 2 2
JORGE ISAAC POSADA HERNÁNDEZ 1 1
María Lourdes Hernández Mindiola 1 1
Martha Inés Montaña Suárez 1 1
Jorge Eliécer Gaitán Peña 1 1
SUBTOTAL 4 4 8
CONFIRMA Y 
MODIFICA PENA
TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
Jorge Isaac Posada Hernández 1 1
Paulina Canosa Suárez 2 2












TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general





TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
CONFIRMA 
DENIEGA 
APELACION Paulina Canosa Suárez 1 1
SUBTOTAL 1 1
TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
Paulina Canosa Suárez 1 1
SUBTOTAL 1 1
NO ACCEDE A LA 
QUEJA
TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
Alberto Vergara Molano 1 1
Álvaro Fernán García Marín 1 1 4 5 11
Álvaro León Obando Moncayo 1 1 2
Antonio Suárez Niño 2 2 3 7
Carlina Mireya Varela Lorza 1 1 3 1 6
Carlos Fernando Cortés Reyes 1 1
Gustavo Adolfo Hernández Quiñónez 1 1
Jorge Isaac Posada Hernández 1 1 2 2 2 3 11
José Erasmo Guarnizo Nieto 2 2
Juan Pablo Silva Prada 1 1
Luis Leocadio Tavera Manrique 3 5 7 15
Luz Helena Cristancho Acosta 1 2 3
María Isbelia Fonseca González 1 1
Martha Inés Montaña Suárez 1 1
Miguel Horacio Gómez Achicué 1 1
Olga Fanny Pacheco Álvarez 1 1
Paulina Canosa Suárez 1 1 1 1 1 1 2 8
Rafael Vélez Fernández 1 1 2
Ricardo Ernesto Valdivieso 1 1
Sin Identificar 1 1
Ruth Patricia Bonilla Vargas 1 1
Jorge Eliécer Gaitán Peña 1 1 1 3
SUBTOTAL 2 1 1 1 2 4 2 9 11 21 27 81
NULIDAD
TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
Álvaro León Obando Moncayo 1 1
Carlina Mireya Varela Lorza 1 1
Elka Venegas Ahumada 1 1
Gustavo Adolfo Hernández Quiñónez 1 1
Hugo Yesid Suárez Sierra 1 1
Juan Pablo Silva Prada 1 1
Luis Leocadio Tavera Manrique 1 1
Mauricio Martínez Sánchez 1 1
Paulina Canosa Suárez 2 2
SUBTOTAL 4 1 2 3 10
PRESCRIPCIÓN
TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general









Tabla 9 Consolidado de decisiones tomadas  
 
 
TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
Jorge Isaac Posada Hernández 1 1




TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
Carlina Mireya Varela Lorza 1 1
Carlos Gonzalo Alvarado Gaitán 1 1
Olga Fanny Pacheco Álvarez 1 1
SUBTOTAL 1 1 1 3
REVOCA Y ABRE 
INV.
TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
Álvaro Fernán García Marín 1 1
Antonio Suárez Niño 1 1
Carlos Gonzalo Alvarado Gaitán 1 1
Jorge Isaac Posada Hernández 1 1
Luis Leocadio Tavera Manrique 1 1
Luz Helena Cristancho Acosta 1 1
Paulina Canosa Suárez 1 1 2
SUBTOTAL 1 4 2 1 8
REVOCA Y 
ABSUELVE
TIPO DECISIÓN MAGISTRADOS(AS) 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
REVOCA CONCEDE 
RECURSO Carlina Mireya Varela Lorza 1 1
SUBTOTAL 1 1
AÑOS 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total general
Total general 6 3 2 13 9 7 9 27 38 31 35 180
DECISIÓN FINAL CONSOLIDADO TOTAL %
CONFIRMA 54 30%
CONFIRMA DENIEGA PRUEBAS 4 2%
CONFIRMA TERMINACION 2 1%
CONFIRMA Y MODIFICA PENA 8 4%
CONFIRMA Y REVOCA PARCIALMENTE 3 2%
CONFIRMA, ABSUELVE Y PRESCRIPCION PARCIAL 1 1%




REVOCA DENIEGA PRUEBAS 2 1%
REVOCA Y ABRE INV. 3 2%
REVOCA Y ABSUELVE 8 4%
REVOCA CONCEDE RECURSO 1 1%
CONFIRMA DENIEGA APELACION 1 1%
Total general 180 100%
 
174 
Tabla 10 Gráfico del consolidado por decisión final 
 
 
De todas estas tablas puede concluirse que no llegaron a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, providencias contra jueces de 
paz, con ponencia de todas las magistradas y de todos los magistrados que integran 
la jurisdicción en los Departamentos donde se eligieron jueces de paz. 
De las que llegaron, en la muestra de 180, hasta el año 2016, se encuentran solo 
54 sentencias sancionatorias confirmadas, es decir, el 30% de la muestra, y se 
confirmaron parcialmente las sanciones, el 7%. 
Más otras decisiones de confirmación de autos tales como terminación, archivo, 
deniega pruebas, y prescripción, que ascienden al 11% de la muestra.   
Se revocaron dos sentencias sancionatorias, equivalente al 2%, pero, se revocan 
otros autos como decisiones de archivo para en su lugar abrir investigación, 
equivalente al 2%, y un recurso concedido. 
Pero como un obelisco gigantesco se reflejan las nulidades, 81 de la muestra de 
180, que equivalen al 45%. 
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De aquí puede concluirse también que las decisiones que llegan a los Seccionales 
respectivos, orientan las decisiones que en el futuro deben tomar las magistradas y 
magistrados, que los integran, buscando la línea jurisprudencial, pero se encuentran 
con que esta no existe, cambiando constantemente la forma y términos de proferir 
autos de cargos que luego, en su gran mayoría, son anulados yendo de una posición 
jurídica a otra, como lo observan en las providencias que van recibiendo una vez 
resueltos los recursos.  
Por lo anterior, se presenta en el capítulo siguiente, el análisis del impacto que estas 
decisiones han ocasionado en la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
















CAPÍTULO V: IMPACTO DE LAS DECISIONES DE LA SALA JURISDICCIONAL 
DISCIPLINARIA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, EN EL 
SECCIONAL BOGOTÁ 
 
Es interesante saber qué ha pasado en Bogotá, porque es la Seccional más grande 
del país, que cuenta con 8 magistradas o magistrados, a quienes les corresponde 
por reparto, un número exactamente igual de procesos contra jueces de paz, lo cual 
no se refleja ni en el número de condenas proferidas, ni en el número de procesos 
que fueron remitidos al Consejo Superior de la Judicatura. 
De acuerdo a los datos suministrados por el sistema de gestión de la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, en 
mayo de 2018, sobre los procesos conocidos por magistrados del Seccional Bogotá 
-antes de 1 de febrero de 2011, Cundinamarca-, por año, hasta el mes de mayo del 
año 2018, fueron un total de 647 procesos.  
Tabla No. 11 Total de procesos conocidos en el Seccional de Bogotá 
 
Entre 2004 y 2016, para estar a tono con el análisis efectuado en el capítulo anterior, 
arroja u total de 557 procesos conocidos en el Seccional de Bogotá, en contra de 
jueces de paz. 
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La falta de jurisprudencia de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior 
de la Judicatura, es uno de los principales factores que inciden en que se acojan 
decisiones que ponen fin a las actuaciones, pues, antes que exponerse a nulidades, 
e incluso a que se ordenen copias en contra de las magistradas o los magistrados 
para la investigación disciplinaria por esa Sala, o sean denunciadas o denunciados 
por los jueces y las juezas de paz, como las que en varias oportunidades se han 
tenido que enfrentar, pues el imaginario colectivo que surge del conocimiento de la 
falta de permanencia de las decisiones, lejos de hacer que se respeten y sigan las 
decisiones, crean nuevas representaciones sociales que en vez de dirigirse a los 
jueces de paz, se dirigen a la fragilidad de las normas y decisiones que regulan a 
esa jurisdicción especial, acogiendo la menos complicada.  
Tomada la información del sistema de gestión de la Rama Judicial, sin tener acceso 
a los respectivos expedientes, pues las decisiones de interés para este trabajo, no 
son las de los Consejos Seccionales, sino, entre otras, las de la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, y porque, además, en su gran 
mayoría, fueron autos proferidos en procesos que tienen el carácter de reservados, 
al no llegar a la etapa de juicio, por lo cual, no pueden ser consultados, puede 
apreciarse el panorama de la influencia que tienen las decisiones de esta última 
Corporación, en las de primera instancia. 
De la muestra de procesos contra jueces de paz, repartidos en la Sala de Bogotá -
30-, y 19 en Bogotá –antes Cundinamarca-226, que conoció la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, hasta 2016, fueron un total de 
49, correspondientes a este Distrito. Si se citan datos con fechas posteriores, es 
porque se consultó si regresaron al Seccional, las que allí se encontraban. 
                                            
226 Las Salas Seccionales, fueron creadas mediante Acuerdo 24 de 1992, Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura. modificado por el Acuerdo 03 de 1993 y creado el seccional de 




En la muestra analizada en el capítulo anterior, se encontraron los siguientes 
asuntos conocidos por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de 
la Judicatura, por cada Departamento, año tras año, así:  
Tabla 12 Casos por departamento por año 
 
Del total de casos conocidos en el Seccional Bogotá, durante el mismo periodo de 
2005 a 2016, fueron a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, por apelación o consulta, o queja, 84 procesos, así: 
Tabla 13 Procesos que fueron a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, por apelación o consulta 
RADICADO MAGISTRADA(O) 
11001110200020070051000 ALBERTO VERGARA MOLANO 
11001110200020070290500 ALBERTO VERGARA MOLANO 
11001110200020070512500 ALBERTO VERGARA MOLANO 
11001110200020090346800 ALBERTO VERGARA MOLANO 
11001110200020110561200 ALBERTO VERGARA MOLANO 
11001110200020120511600 ALBERTO VERGARA MOLANO 
11001110200020130614400 ALBERTO VERGARA MOLANO 
11001110200020130472200 ANTONIO SUÁREZ NIÑO 
11001110200020170178200 ANTONIO SUÁREZ NIÑO 
11001110200020060129001 ELKA VENEGAS AHUMADA 
11001110200020090653800 ELKA VENEGAS AHUMADA 
DEPARTAMENTOS 2005 2006 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 SIN AÑO Total general
ANTIOQUIA 1 1 1 1 4
BOGOTÁ 1 2 3 6 8 9 1 30
BOGOTÁ ANTES CUNDINAMARCA 1 2 3 7 5 1 19
CALDAS 1 1
META 1 1 2
QUINDIO 6 11 7 11 35
RISARALDA 2 2 3 1 2 3 14 11 11 49
TOLIMA 1 1 2 3 7
VALLE DEL CAUCA 2 1 2 1 4 13 5 2 30
SANTANDER 1 1 1 3
Total general 6 5 3 13 9 3 9 27 38 31 35 1 180
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11001110200020100523700 ELKA VENEGAS AHUMADA 
11001110200020140339000 ELKA VENEGAS AHUMADA 
11001110200020040541201 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020070063900 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020070267400 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020070330800 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020070507300 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020080675000 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020090386300 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020100394600 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020110176400 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020110770500 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020120517300 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020130033300 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020130150100 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020130291500 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020130429100 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020140028700 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020140079400 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020160123200 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA 
11001110200020070507300 LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA  
11001110200020080383900 MARTHA INÉS MONTAÑA SUÁREZ 
11001110200020120118800 MARTHA INÉS MONTAÑA SUÁREZ 
11001110200020140049900 MARTHA INÉS MONTAÑA SUÁREZ 
11001110200020160050500 MARTHA INÉS MONTAÑA SUÁREZ 
11001110200020120096500 MARTÍN LEONARDO SUÁREZ VARÓN 
11001110200020130005600 MARTÍN LEONARDO SUÁREZ VARÓN 
11001110200020130084100 MARTÍN LEONARDO SUÁREZ VARÓN 




(INCORPORADO AL 2006.00395) 
MAURICIO MARTÍNEZ SÁNCHEZ 
11001110200020080225800 MAURICIO MARTÍNEZ SÁNCHEZ 
11001110200020110446700 MAURICIO MARTÍNEZ SÁNCHEZ 
11001110200020120015700 MAURICIO MARTÍNEZ SÁNCHEZ 
11001110200020130664400 MAURICIO MARTÍNEZ SÁNCHEZ 
11001110200020140125700 MAURICIO MARTÍNEZ SÁNCHEZ 
11001110200020140366800 MAURICIO MARTÍNEZ SÁNCHEZ 
11001110200020140537000 MAURICIO MARTÍNEZ SÁNCHEZ 
11001110200020040347501 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020050244901 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020050480601 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020060039501 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020060061101 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020060302500 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020060411600 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020070008600 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020070148000 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020070186900 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020070257100 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020070326600 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020070372100 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020070450300 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020080121100 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020080478100 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020080568500 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020090677900 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020100113000 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020100304100 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
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11001110200020100540200 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020110610200 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020110748300 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020120021500 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020120293200 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020120422200 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020120483400 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020130015900 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020130567500 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020130810400 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020140067000 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020140218000 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020140334900 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020150066200 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020150351700 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
11001110200020160233500 PAULINA CANOSA SUÁREZ 
36 de los 84 procesos, con ponencia de la autora de este trabajo. Es decir, más de 
la tercera parte de las decisiones apeladas o consultadas, tomadas por la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá. Esto 
muestra el porqué del interés en el tema. 
19 de 84, con ponencia de la magistrada Luz Helena Cristancho Acosta, quien era 
la compañera de Sala, de la escritora de este trabajo.  
8 de 84, con ponencia del magistrado Mauricio Martínez Sánchez, 7 de 84, por el 
magistrado Alberto Vergara Molano, 4 de 84, por la magistrada Elka Venegas 
Ahumada, 4 de 84, por la magistrada Martha Inés Montaña Suárez, 4 de 84, por el 
magistrado Martín Leonardo Suárez Varón –antes Rafael Vélez Fernández- y 2 de 
84, por el magistrado Antonio Suárez Niño –antes, Álvaro León Obando Moncayo-. 
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Al mencionar los nombres de las 8 personas, quienes se desempeñan como 
magistradas o magistrados, se hace para identificar a los titulares, pero advirtiendo 
que se han dado cambios temporales o definitivos en los Despachos judiciales, por 
retiros, licencias, comisiones, etc. En los casos de Antonio Suárez Niño y Martín 
Leonardo Suárez Varón, recibieron los Despachos de sus anteriores titulares, 
Álvaro León Obando y Rafael Vélez Fernández, los días 02 de septiembre de 2014 
y 1 de junio de 2016. En adelante, se citarán los números de los Despachos. 
Es interesante descubrir qué decisiones llegaron al Seccional de Bogotá, de la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, no solo porque 
esas deben marcar la pauta a seguir, sino porque, en principio, eran las conocidas 
de primera mano, pues después de adelantarse el proceso disciplinario contra un 
juez de paz, quien no requiere ser abogado, por 2 magistrados de esta Sala, quedan 
estos totalmente deslegitimados, cuando una y otra vez se decretan nulidades, en 
decisiones contradictorias, porque no ha existido una posición unánime, pacífica y 
reiterada, sino, como se ve en este trabajo, rápidamente se tomaban decisiones en 
diversos sentidos, descartando una forma de interpretación, para luego regresar a 
la anterior, para una vez más, anular la providencia tomada en cumplimiento de sus 
mismas disposiciones.  
Tal parece que lejos de asumir la función unificadora de jurisprudencia y de acceso 
efectivo a la administración de justicia, se convirtió en una Sala de anulaciones. Y 
no pocas veces, estas decisiones llevaron a la declaratoria de prescripción de la 
acción disciplinaria, dando al traste con todo el esfuerzo y la inversión de recursos 
que ello implicó. 
De las 19 decisiones con ponencia del Despacho 5, en 4 se profirió cesación por 
prescripción, en 6 se confirmó la condena a remoción en el cargo, y 3 fueron 




Se declararon prescritas:  
11001110200020040541201 contra Humberto Coy, juez de paz, quien fue 
sancionado con remoción en el cargo el 5 de junio de 2009, por incurrir en la falta 
contemplada en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, falta gravísima al tenor del 
artículo 48.49 de la Ley 734 de 2002. Fue remitido a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 2 de octubre de 2009, 
regresando el 28 de marzo de 2011, decretando la cesación del procedimiento por 
prescripción. 
11001110200020070063900, contra Gregorio Barreto Cristiano, juez de paz, quien 
fue sancionado con remoción en sentencia de 11 de marzo de 2011, por incurrir en 
la falta contemplada en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, al incurrir en falta 
gravísima al tenor del artículo 48.49 de la Ley 734 de 2002. Fue remitido a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 31 de mayo de 
2011, y se decretó la nulidad el 9 de septiembre de 2011, provocándose la cesación 
de procedimiento por prescripción de la acción disciplinaria, la cual fue decretada el 
13 de abril de 2011, por la primera instancia. 
11001110200020070330800, contra Marco Javier Ruiz Martínez, juez de paz, quien 
fue sancionado el 24 de septiembre de 2010, con remoción en el cargo, por la falta 
del artículo 34 de la Ley 497 de 1999, falta gravísima al tenor del artículo 48.49 de 
la Ley 734 de 2002, por haber violado el artículo 29 de la Carta Política y el artículo 
23 de la Ley 497 de 1999, remitida a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, el 7 de febrero de 2011, y decretada la nulidad el 5 de 
agosto de 2011, declarándose el 29 de marzo de 2012, la cesación de 
procedimiento por prescripción de la acción disciplinaria, en primera instancia. 
11001110200020070507300, María Alcira Rodríguez, jueza de reconsideración 
distrito de paz No. 7 localidad de Kennedy, sancionada el 9 de julio de 2010, con 
remoción en el cargo al incurrir en la falta del artículo 34 de la Ley 497 de 1999, por 
falta gravísima al tenor del artículo 48.49 de la Ley 734 de 2002, por haber violado 
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el artículo 29 de la Carta Política y el artículo 23 de la Ley 497 de 1999, remitida a 
la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 23 de 
agosto de 2010, decretándose la nulidad el 4 de marzo de 2011, y declarada la 
cesación de procedimiento el 25 de mayo de 2012, por prescripción de la acción 
disciplinaria, en primera instancia. 
11001110200020110770500, Carmen Elisa Franco Prieto, jueza de paz de la 
localidad 3 de Santafé, sancionada con remoción del cargo el 15 de agosto de 2014, 
por haber incurrido en la causal de remoción contemplada en el artículo 34 de la 
Ley 497 de 1999, que constituye falta gravísima al tenor del artículo 48.49 de la Ley 
734 de 2002, por haber infringido con su conducta el deber contemplado en el 
artículo 153 numeral 1 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo 29 de 
la Carta Política y los artículos 7, 8, 9 y 23 de la Ley 497 de 1999, la cual fue remitida 
a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 23 de 
octubre de 2014, decretándose la nulidad el 9 de marzo de 2016, y el 7 de noviembre 
de 2017, se decretó la terminación del proceso por haber ocurrido la prescripción 
de la acción disciplinaria. 
Debe advertirse que por disposición del artículo 30 original de la Ley 734 de 2002, 
el término de prescripción era de 5 años. La reforma efectuada por la Ley 1474 de 
2011227, incorporó la caducidad de la acción, dando un término de 5 años para que 
se profiriera la apertura de la investigación, y a partir de esta, empezar a correr el 
término de prescripción. Con tal modificación, se extendieron los términos, y sin 
embargo, la cantidad de prescripciones que se dan, terminan por malograr muchas 
de las adelantadas, quedando la sensación de impunidad.  
 
Sanciones emitidas sin regresar 
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11001110200020120517300, proceso que llevaba tres años y medio, en dicha Sala, 
sin regresar. 
11001110200020140079400, contra William Cárdenas Aldana, juez de paz del 
Distrito de Paz Rafael Uribe Uribe, sancionado el 14 de agosto de 2015, por haber 
incurrido en “la causal de remoción contemplada en el artículo 34 de la Ley 497 de 
1999, que constituye falta gravísima al tenor del artículo 48 numeral 49 de la Ley 
734 de 2002”, por haber infringido el deber contemplado en el artículo 153 numeral 
1 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo 29 de la Carta Política, y 
los artículos 7, 8, 9 y 23 de la Ley 497 de 1999, y se remitió al Consejo Superior de 
la Judicatura, el 22 de octubre de 2015, sin que hubiera regresado. 
 
Sanciones emitidas recientemente  
11001110200020160123200, contra José Jair Clavijo Pinzón, juez de paz de 
reconsideración de la localidad Santafé, quien fue sancionado el 2 de marzo de 
2018, con la remoción del cargo, remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, el 19 de abril de 2018, sin nota de regreso. 
11001110200020130429100, contra Carmen Elisa Franco Prieto, jueza de paz del 
círculo 2 distrito 3 localidad de santa fe, sancionada el 6 de julio de 2015, por haber 
infringido con su conducta, además de las normas señaladas, el deber contemplado 
en el artículo 153 numeral 1 de la Ley 270 de 1996, remitido a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 24 de agosto de 2015, y 
decretada la nulidad el 17 de febrero de 2016. Nuevamente fue sancionada el 20 de 
abril de 2018, y el 24 de mayo de 2018, se remitió al Consejo Superior de la 
Judicatura, de donde no había regresado, para la fecha de la respuesta. 
Decisiones confirmadas, todas de remoción, tomadas de conformidad a lo dispuesto 
en artículo 196 Ley 734 de 2002, por incurrir en la falta del “artículo 34 de la Ley 497 
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de 1999, falta gravísima al tenor del artículo 48.49 de la Ley 734 de 2002, por haber 
violado el artículo 29 de la Carta Política, y los artículos 6, 8, 9 y 23 de la Ley 497 
de 1999”  
11001110200020070267400, el 22 de abril de 2010, se sancionó a María Alcira 
Rodríguez Beltrán, jueza de paz del Distrito No. 7 localidad de Kennedy, la cual fue 
remitida a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
el 16 de julio de 2010, y se confirmó el 13 de septiembre de 2010. 
11001110200020080675000, contra Humberto Coy, juez de paz del distrito 7 de 
Kennedy, quien fue sancionado el 8 de octubre de 2010, proceso remitido a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 16 de 
noviembre de 2010 y confirmado el 02 de febrero de 2011. 
11001110200020090386300, contra Jesús Antonio Castro, juez de paz del círculo 
4 de la localidad de Fontibón, quien fue sancionado, el 15 de junio de 2012, en este 
caso, adicionado el cargo, por haber infringido con su conducta el deber 
contemplado en el artículo 153 numeral 1 de la Ley 270 de 1996, remitida a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 31 de julio de 
2012, regresando el 2 de mayo de 2013, confirmado el 12 de diciembre de 2012. 
11001110200020100394600, contra Julio César Ospina Robayo, juez de paz del 
Círculo 4 del Distrito 5 de la localidad de Usme, quien fue sancionado el 15 de junio 
de 2012, por haber infringido con su conducta, además de las normas señaladas, el 
deber contemplado en el artículo 153 numeral 1 de la Ley 270 de 1996, el cual fue 
remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
el 31 de julio de 2012, y confirmado el 24 de octubre de 2012, regresando el 9 de 
abril de 2013. 
11001110200020140028700, contra Carmen Elisa Franco, jueza de paz del círculo 
2 de La Macarena, Marco Elías Suárez, juez de paz del círculo 1 localidad de santa 
fe, Luis Villa Alzate y José Jair Clavijo, jueces de paz de reconsideración, quien 
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fueron sancionados el 25 de septiembre de 2015, por haber infringido con su 
conducta, además de las normas señaladas, el deber contemplado en el artículo 
153 numeral 1 de la Ley 270 de 1996, proceso remitido a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 25 de febrero de 2016, y 
confirmado el 8 de marzo de 2017. 
11001110200020130291500, contra Óscar Mauricio Herrera, juez de paz del círculo 
2 de la localidad de Chapinero, sancionado con remoción en el cargo, el día 20 de 
marzo de 2015, por el incumplimiento de sus deberes al tenor del artículo 196 de la 
Ley 734 de 2002, por haber infringido con su conducta el deber contemplado en el 
artículo 153 # 1 de la Ley 270 de 1996, el artículo 29 de la Carta Política, y los 
artículos 7, 8, 9 y 23 de la Ley 497 de 1999. Remitida el día 14 de mayo de 2015. 
mediante oficio del 3 de agosto de 2018, regresó las diligencias, confirmando la 
sanción de remoción del cargo. 
 
Sanciones modificadas para imponer otra, distinta de la remoción:  
En el radicado 11001110200020130033300 contra Fidel Vargas Méndez juez de 
paz de la localidad 14 Mártires de Bogotá, se dictó sentencia de primera instancia 
el 6 de febrero de 2015, removiéndolo del cargo por infringir con su conducta, 
además de las normas señaladas, el deber contemplado en el artículo 153 numeral 
1 de la Ley 270 de 1996. Se remitió a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, el 12 de marzo de 2015, donde el 24 de mayo de 2017, 
se modificó parcialmente la decisión proferida por esta Sala, imponiendo 
amonestación escrita. 
11001110200020120517300, contra Carmen Elisa Franco Prieto, jueza de paz de 
la localidad 3 Santafé, se sancionó con remoción en el cargo, el 14 de octubre de 
2014, por haber infringido con su conducta, además de las normas señaladas, el 
deber contemplado en el artículo 153 numeral 1 de la Ley 270 de 1996, y remitido 
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a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 22 de 
enero de 2015, donde el 9 de febrero de 2017, se modificó la sanción impuesta, 
para en lugar de la remoción del cargo, imponer amonestación escrita. El proceso 
regresó al Seccional, el 06 de diciembre de 2018. 
 
Revocadas:  
11001110200020130150100, contra Margarita María Nieves Acero, jueza de paz de 
reconsideración de la localidad de Chapinero, sancionada con remoción en el 
ejercicio del cargo, el 20 de marzo de 2015, por haber infringido con su conducta, 
además de las normas señaladas, el deber contemplado en el artículo 153 numeral 
1 de la Ley 270 de 1996, remitida a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, el 14 de mayo de 2015 y revocada el 5 de agosto de 2015, 
absolviéndola de la sanción.  
11001110200020110176400, Ernestina Bautista de Mojica, jueza de paz de Círculo 
3 del Distrito 5 de la localidad de Usme, quien fue condenada a remoción en el cargo 
el 22 de mayo de 2015, por haber infringido con su conducta, además de las normas 
señaladas, el deber contemplado en el artículo 153 numeral 1 de la Ley 270 de 
1996. Fue remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, donde se decretó la terminación y archivo el 9 de febrero de 2017, 
regresando el 2 de agosto de 2017. 
 
Las providencias tomadas con ponencia del Despacho 04 de la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, que llegaron a 




Condena prescrita en segunda instancia:  
11001110200020080225800, contra Martín Montero Estupiñán, removido del cargo 
del juez de paz de la localidad de Bosa, el 18 de febrero de 2013, como infractor del 
artículo 34 de la Ley 497 de 1999, en concordancia con el artículo 154 numeral 6 de 
la Ley 270 de 1996. Remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, el 11 de abril de 2013, y en providencia de 22 de febrero 
de 2014, se declaró la prescripción de la acción disciplinaria. 
 
Revocadas y en segunda oportunidad confirmada la sanción: 
11001110200020060039601 (Incorporado al 2006.00395 con ponencia de la 
autora), contra Marco Javier Ruiz Martínez, juez de paz del distrito 7° del Círculo 6° 
del barrio Kennedy, archivado el 14 de agosto de 2006, se remitió a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 22 de 
noviembre de 2006, y fue revocada el 14 de junio de 2007, adicionando la 
providencia de 22 de febrero de 2006, para que también se adelantara indagación 
preliminar en contra de la jueza de reconsideración María Alcira Rodríguez Beltrán 
y del juez de paz de reconsideración Freddy Elkin Martínez Moreno, y decretar 
pruebas. El 7 de junio de 2007, se dispuso obedecer y cumplir lo resuelto, y el 23 
de junio de 2017, se ordenó remitir por conexidad al radicado a cargo de la autora 
de estas líneas (20060039500), donde se profirieron cargos con antelación, el 1 de 
febrero de 2007, sancionándolos y sancionándola con remoción en el cargo, y el 23 
de febrero de 2010, se confirmó, como se analizará más adelante. 
11001110200020120015700, Marco Elías Suárez, José Jair Clavijo Pinzón y 
Carmen Elisa Franco Prieto jueces y jueza de paz, y Luis Edye Villa Alzate, juez de 
reconsideración de la localidad de Santafé, removidos de sus cargos en sentencia 
de 6 de marzo de 2015, como infractores del artículo 153 Nº 1 de la Ley 270 de 
1996, en concordancia con el artículo 34 de la Ley 497 de 1999. Remitido el 21 de 
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mayo de 2015, decretándose la nulidad el 2 de marzo de 2016, desde el auto de 16 
de mayo de 2014, por el cual se formularon cargos. El 25 de noviembre de 2016, se 
profirió nuevamente auto de cargos, al encontrarlos incursos en la falta prevista en 
el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, en concordancia con el artículo 87 del Código 
Penal, al incurrir en conductas que atentan contra la dignidad del cargo”. El 27 de 
octubre de 2017, se profirió sentencia removiéndolos de sus respectivos cargos, el 
25 de enero de 2018, se remitió a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, y el 28 de febrero de 2018, se confirmó. 
 
Archivos revocados:  
11001110200020140125700, contra Luis Villa Alzate, juez de paz de La Candelaria, 
archivado el 21 de noviembre de 2014. Remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura, el 6 de marzo de 2015, donde fue revocada 
el 20 de mayo de 2015, para en su lugar disponer la apertura de investigación 
disciplinaria, lo que se ordenó cumplir el 25 de agosto de 2015. El 26 de noviembre 
de 2015, se archivó nuevamente y se remitió el proceso el 25 de agosto de 2016, 
sin que haya regresado a la fecha de la respuesta de la secretaria de la Sala, 
informando la situación de todos los procesos del Seccional de Bogotá.  
11001110200020140366800, contra Carmen Elisa Franco Prieto, jueza de paz y 
reconsideración de la localidad de Santafé, se archivó el 9 de octubre de 2015. 
Remitido al Consejo Superior de la Judicatura, el 18 de agosto de 2016, fue 
revocado el 15 de noviembre de 2017, regresando el 12 de marzo de 2018. El 21 
de junio de 2018, se dispuso el cierre de la investigación, mediante auto de 02 de 
agosto de 2018, se “formuló pliego de cargos contra la señora Carmen Elisa Franco 
Prieto en su condición de jueza de paz de la localidad de Santafé de Bogotá, al 
encontrarla presuntamente incursa en la falta prevista en el artículo 34 de la ley 497 
de 1999, al haberse observado una conducta que atento contra las garantías de los 
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quejosos”, el 06 de diciembre de 2018, pasó el proceso al Despacho, con un informe 
secretarial.  
11001110200020140537000, contra Anderson Gil Castro, juez de paz y 
reconsideración localidad 14 Mártires, archivado el 15 de mayo de 2015. Fue 
archivado y remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, el 16 de julio de 2015, donde fue revocada la decisión el 17 de mayo de 
2017, ordenando vincular a la indagación preliminar a todos los jueces de paz y 
jueces de paz y reconsideración, que intervinieron en el proceso de restitución “14-
2014-0765-89943”, seguido por la Corporación de Comerciantes de la Plaza de 
Mercado de Paloquemao, Comerpal, contra María Stella Roa Munar, el cual regresó 
el 17 de noviembre de 2017. Mediante auto de Sala de desempate de 27 de julio de 
2018, se profirió el archivo definitivo de las diligencias, con salvamento de voto de 
la magistrada Martha Inés Montaña Suárez. 
 
Archivos confirmados: 
11001110200020110446700, Luz Ángela Cucunubá Malagón, jueza de paz de la 
localidad de Usme, se archivó el 27 de julio de 2012. Remisión a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 5 de febrero de 
2013, confirmada el 19 de junio de 2013. 
11001110200020130664400, Emerson Coy Arbeláez, juez de paz del círculo 5 
distrito 8 de la localidad de Kennedy de Bogotá D.C. Archivo el 30 de mayo de 2014. 
Remisión el 28 de agosto de 2014 y confirmado el 21 de enero de 2015. 
 
Las providencias tomadas con ponencia del Despacho 8, que llegaron a segunda 




11001110200020070051000, contra Marco Javier Ruiz Martínez, juez de paz, 
archivado y remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, el 23 de septiembre de 2008 y confirmada el 28 de enero de 2010. 
 
Sentencias condenatorias anuladas cuyo trámite prescribió:  
11001110200020070290500, contra Marco Javier Ruiz Martínez, juez de paz, quien 
fue sancionado el 30 de noviembre de 2010, con remoción del cargo, por la falta 
contemplada en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, y remitido a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura,  el 7 de febrero 
de 2011, donde se decretó la nulidad, el 18 de julio de 2011, y el 5 de marzo de 
2013, se declaró prescrita la acción disciplinaria en primera instancia.  
11001110200020110561200, Carmen Elisa Franco Prieto, jueza de paz de la 
localidad de La Macarena, sancionada en sentencia de 26 de septiembre de 2014, 
con destitución e inhabilidad general por 10 años, como responsable de la infracción 
del artículo 153 numeral 1 de la Ley 270 de 1996, por el incumplimiento de los 
artículos 8, 9, 10, 23 y 29 de la Ley 497 de 1999, remitido el 10 de noviembre de 
2014, a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
donde se decretó la nulidad el 20 de mayo de 2015, a partir del auto de cargos, y el 
11 de diciembre de 2015, se dispuso decretar la extinción de la acción disciplinaria 
por prescripción, en primera instancia. 
11001110200020090346800, contra Marco Elías Suárez, juez de paz No 1 del 
distrito de paz localidad Santafé, sancionado en primera instancia el 7 de febrero de 
2014, con destitución en el cargo e inhabilidad general por el lapso de 10 años 
contados a partir de la ejecutoria, por falta gravísima dolosa. Fue remitido a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 3 de abril de 
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2014, y el 12 de mayo de 2014, se modificó la sanción, imponiendo la de remoción 
en el cargo. Pero en virtud de decisión de tutela de 19 de febrero de 2015, 
protegiendo los derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa del 
disciplinable, se anuló la actuación desde el auto que corrió traslado para alegar en 
primera instancia, y una vez subsana, se dictó nueva sentencia por la primera 
instancia, el 29 de mayo de 2015, sin tener en cuenta la sanción de remoción que 
se impusiera en el fallo revocado de segunda instancia, y porfiando en la revocada, 
de destitución en el cargo e inhabilidad general por el lapso de 10 años, 
concediendo el recurso de apelación y enviándose el proceso a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 23 de julio de 
2015, donde el 11 de octubre de 2017, se revocó la sentencia, y en su lugar dispuso 
la terminación y el archivo, obviamente por la prescripción de la acción disciplinaria. 
 
Sentencias confirmadas 
11001110200020070512500, contra Raúl Alberto Betancourt Chinchilla, juez de paz 
del círculo de paz 7 de Kennedy, quien fue sancionado con remoción en el cargo, 
en sentencia de 8 de septiembre de 2009, por el artículo 34 de la Ley 497 de 1999. 
Remitida el 23 de octubre de 2009, y confirmada el 19 de agosto de 2010. 
11001110200020120511600, contra Carlos Julio Mora Mariño, juez de paz, quien 
fue sancionado con suspensión en el ejercicio del cargo por el término de 3 meses, 
en sentencia de 8 de abril de 2014, por el incumplimiento del deber contemplado en 
el artículo 154-6 de la Ley 270 de 1996 y que constituye falta al tenor del artículo 
196 de la Ley 734 de 2002. Remitido el 19 de junio de 2014, a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, confirmada el 21 de agosto de 
2014, y recibida en el Seccional Bogotá, el 31 de mayo de 2015. 
11001110200020130614400, contra Anderson Gil Castro, juez de paz y 
reconsideración distrito de paz localidad 14 Mártires, en sentencia de 21 de marzo 
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de 2018, sancionado con remoción al tenor artículo 34 Ley 497 de 1999, al tiempo 
que fue absuelto parcialmente de otro cargo. Fue remitido a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 3 de mayo de 2018, sin que 
haya regresado. 
 
Las providencias tomadas con ponencia del titular del Despacho 7, que llegaron a 
segunda instancia, fueron las siguientes, con los siguientes resultados:  
 
Sentencias confirmadas: 
11001110200020060129001, contra Marco Javier Ruiz Martínez, juez de paz 
Distrito 7 - Círculo 6 localidad de Kennedy en Bogotá, quien fue sancionado el 29 
de octubre de 2010, con remoción en el ejercicio del cargo, como autor responsable 
de la falta prevista en el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, en concordancia con el 
artículo 28 de la misma Ley, el 29 de la Carta Política, 6 del Código Contencioso 
Administrativo, 48 y 49 de la Ley 734 de 2002. Fue remitida a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 28 de octubre de 2008, donde 
fue confirmada el 5 de agosto de 2011.  
 
Sentencias anuladas que terminaron archivadas:  
11001110200020090653800, contra Emerson Coy Arbeláez, juez de paz y de 
reconsideración del círculo 5 del distrito 8 de la localidad de Kennedy, quien fue 
sancionado el 10 de abril de 2012, con suspensión en el ejercicio del cargo por el 
término de dos (2) meses, como autor responsable de la infracción al artículo 153-
1 de la Ley 270 de 1996, por violar el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, al tenor del 
artículo 196 de la Ley 734 de 2002, el artículo 29 de la Carta Política y el artículo 11 
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del Acuerdo PSAA08-4977 de 23 de julio de 2008, con salvamento de voto del 
magistrado Alberto Vergara Molano. Fue remitido a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 15 de mayo de 2012, donde 
se decretó la nulidad el 4 de abril de 2013, profiriéndose el archivo del proceso el 
27 de enero de 2014, por la primera instancia. 
11001110200020140268100, contra Fidel Vargas Méndez, juez de paz de la 
localidad 14 Los Mártires, quien fue sancionado el 31 de enero de 2017, con 
remoción en el ejercicio del cargo por incurrir en falta prevista en el artículo 153.1 
de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 9, 10 y 23 de la Ley 497 
de 1999. Fue remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de 
la Judicatura, el 23 de marzo de 2017, y el 28 de enero de 2018, se decretó la 
nulidad, regresando a la primera instancia el 21 de noviembre de 2018, donde se 
archivó por prescripción de la acción. 
 
Sentencia condenatoria modificada: 
11001110200020100523700, contra Carlos Julio Mora, juez de paz del círculo 4 
distrito 5 de la localidad de Usme, quien fue sancionado el 26 de abril de 2013, con 
suspensión en el cargo por el término de seis (6) meses y la inhabilidad especial 
prevista en el artículo 45.2 de la Ley 734 de 2002, de conformidad con el artículo 34 
de la Ley 497 de 1999, por haber incurrido con su conducta en las prohibiciones 
contempladas en el artículo 154 numerales 6 y 15 de la Ley 270 de 1996, en 
concordancia con el artículo 29 de la Carta Política y los artículos 7, 8, 9 y 23 de la 
Ley 497 de 1999. Fue remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, el 26 de junio de 2013, donde fue modificada el 5 de 
febrero de 2014, en el sentido de subsumir la falta descrita en el numeral 6 del 
artículo 154 de la Ley 270 de 1996, en la falta del artículo 154 numeral 15 de la 
misma Ley, y confirmarla en todo lo demás. 
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Archivos que no regresaron a la fecha del informe: 
11001110200020140339000, contra Carmen Elisa Franco Prieto, jueza de paz de 
la localidad 3 centro, zona Santafé, se archivó el 31 de agosto de 2017. Remisión 
el 23 de noviembre de 2017, sin que hubiera regresado para entonces.  
 
Las providencias tomadas con ponencia del titular del Despacho 1, que se enviaron 
a segunda instancia, fueron las siguientes, con los estos resultados: 
 
Sanciones anuladas que prescribieron: 
11001110200020120096500, contra Carmen Elisa Franco Prieto, jueza de paz de 
la localidad 3 centro zona Santafé, sancionada el 20 de mayo de 2015, con 
suspensión en el cargo por el término de 6 meses e inhabilidad especial para ejercer 
función pública por el mismo lapso, remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, donde se decretó la nulidad el 22 de junio de 
2015, desde el auto de cargos de 10 de julio de 2013. Mediante auto de 16 de 
octubre de 2015, se profirió nuevo auto de cargos, y mediante auto de 27 de abril 
de 2017, se declaró la prescripción, por la primera instancia. 
 
Sanciones que no regresaron a la fecha del informe: 
11001110200020140268100, contra Fidel Vargas Méndez, juez de paz de la 
localidad 14 de Los Mártires, sancionado el 31 de enero de 2017 incurrir en falta 
prevista en el artículo 153.1 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 
9,10 y 23 de la Ley 497 de 1999, remitido al Consejo Superior de la Judicatura, el 




11001110200020130005600, contra Carmen Elisa Franco Prieto, jueza de paz de 
la localidad 3 centro zona Santafé, sancionada el 20 de marzo de 2015, con 
suspensión por seis meses e inhabilidad especial por el mismo lapso por haber 
desatendido el deber del numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996. Remisión 
a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 14 de 
mayo de 2015, donde se decretó la nulidad el 24 de febrero de 2016, a partir auto 
de cargo proferido el 05 de junio de 2014, inclusive. El 31 de mayo de 2016, se 
profirió auto de cargos por la posible comisión de la conducta irregular contemplada 
en el art 34 de la Ley 497 de 1999, al inobservar las previsiones contenidas en los 
artículos 9 y 23. El 28 de septiembre de 2017, fue sancionada con remoción del 
cargo, y el 31 de octubre de 2017, se remitió a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 




11001110200020130084100 contra William Cárdenas Aldana, juez de paz distrito 
de paz Rafael Uribe Uribe de Bogotá, frente a quien se profirió auto inhibitorio el 22 
de marzo de 2013, regresando confirmado el 2 de octubre de 2013. 
 
Las providencias tomadas con ponencia del titular del Despacho 3, que llegaron a 
segunda instancia, fueron las siguientes, con estos resultados:  
 
Sanciones que no regresaron a la fecha del informe: 
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11001110200020130472200, contra Fidel Vargas Méndez, juez de paz del circuito 
2 Santa Isabel del distrito de paz No. 14 de los Mártires, quien fue sancionado con 
remoción en el cargo el 29 de abril de 2016, por haber incumplido, en la modalidad 
grave dolosa, el deber establecido en el artículo 153.1 de la Ley 270 de 1996, en 
concordancia con lo establecido en los artículos 9 y 23 de la Ley 497 de 1999, y 
conforme a lo previsto en el artículo 29 de la Carta Política, lo que era constitutivo 
de falta disciplinaria según lo establecido por el artículo 196 de la Ley 734 de 2002. 
Fue remitido el 23 de junio de 2016, sin que hasta entonces, hubiera regresado. 
 
Inhibitorios que no regresaron a la fecha el informe: 
11001110200020170178200, contra José Jair Clavijo Pinzón, juez de paz localidad 
3 Santafé, auto inhibitorio de 31 de mayo de 2017. Remisión a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 31 de agosto de 2017, sin que 
hubiera regresado. 
 
Las providencias tomadas con ponencia del titular del Despacho 6, que llegaron a 
la segunda instancia, fueron las siguientes, con estos resultados:  
 
11001110200020080383900, contra Humberto Coy juez de paz distrito 7 Kennedy, 
sancionado el 28 de febrero de 2013, con remoción del cargo, remitido a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 11 de abril de 
2011, donde el 19 de junio de 2013, se modificó la sanción de remoción, para 




11001110200020120118800, contra Carmen Elisa Franco Prieto, jueza de paz 
localidad 3 centro zona Santafé, sancionada el 29 de agosto de 2014, con remoción 
en el cargo, por desconocimiento del deber del artículo 153.1 de la Ley 270 de 1996, 
concordado con el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, por desconocimiento de lo 
previsto en los artículos 6, 7, 8, 10, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28 y 29 ibidem y el artículo 
27 del Decreto 2591 de 1991. Fue remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, donde el 23 de mayo de 2018, se decretó la 
prescripción de la acción disciplinaria, después de 4 años. 
11001110200020140049900, contra Carmen Elisa Franco, juez de paz, sancionada 
el 31 de mayo de 2016, con remoción en el cargo, por la falta del artículo 153.1 de 
la Ley 270 de 1996, remitiéndose el 6 de octubre de 2016, a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, de donde no había regresado al 
Seccional de origen. 
11001110200020160050500, contra Lida Beatriz Niño, jueza de paz del círculo 40 
del Distrito 16 de Bogotá, y Emma Lidia Pulido, jueza de paz del Círculo 43 de la 
localidad de Puente Aranda de Bogotá, sancionadas el 19 de septiembre de 2017, 
con remoción del cargo, al tiempo que se les absolvió parcialmente de otros cargos, 
remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
el 12 de diciembre de 2017, sin que haya regresado al Seccional. 
 
Las providencias tomadas por el despacho 2, que llegaron a segunda instancia, 
fueron decididas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 196 de la Ley 734 
de 2002, por incurrir en falta gravísima del artículo 48.49 de la misma de la Ley, 
adecuando su conducta a la causal de remoción contemplada en el artículo 34 de 
la Ley 497 de 1999, por haber violado el artículo 29 de la Carta Política, y en 
términos generales, por violar los artículos 8, 9, 22, 23, 26 y 32 de la Ley 497 de 
1999. Luego, cuando la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura decidió anular para incorporar la Ley Estatutaria de Administración de 
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Justicia, se agregó el artículo 153.1 de la Ley 270 de 1996, y en 2 casos, se sancionó 
con suspensión, siguiendo las decisiones. En pocos casos, se han adicionado como 
normas para integrar los cargos, Acuerdos de la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura, particularmente, en torno a la gratuidad de la actuación 
ante los jueces de paz. Fueron las siguientes, con estos resultados:  
1) 11001110200020040347501, contra Humberto Coy, juez de paz distrito 7 
Kennedy, sancionado el 11 de diciembre de 2007, con remoción del cargo, anulada 
el 21 de abril de 2008, y el 21 de octubre de 2009, provocando la declaratoria de 
prescripción el 21 de octubre de 2009. 
2) 11001110200020050244901, contra Humberto Coy, juez de paz, sancionado el 
29 de noviembre de 2007, con remoción en el cargo, confirmado el 27 de agosto de 
2008. 
3) 11001110200020050480601, contra José Francisco León Casallas, juez de paz, 
sancionado el 25 de abril de 2008, con remoción en el cargo, pero el 21 de 
septiembre de 2009, se declaró la terminación por prescripción. 
4) 11001110200020060039501, contra Marco Javier Ruiz Martínez, juez de paz, 
Alcira Rodríguez Beltrán, jueza de reconsideración y Freddy Elkin Martínez Moreno, 
juez de reconsideración, sancionados y sancionada el 7 de marzo de 2008, con 
remoción en los cargos, la cual fue confirmada el 23 de febrero de 2010. 
5) 11001110200020060302500, contra Humberto Coy, juez de paz, sancionado el 
7 de abril de 2008, con remoción en el cargo, regresando al Seccional, el 7 de 
octubre de 2010, confirmado en fallo de 23 de julio de 2010. 
6) 11001110200020060411600, contra Martín Antonio Montero Estupiñán, juez de 
paz No. 9 de Bosa, sancionado con remoción en el cargo el 1 de agosto de 2008, 
agregando el artículo 154.3 de la Ley 270 de 1996, decisión confirmada el 8 de 
febrero de 2010. 
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7) 11001110200020070186900, contra Luis Francisco García Díaz, juez de paz del 
círculo 8 del distrito de paz No. 6 de San Blas, sancionado el 1 de diciembre de 
2008, agregando los artículos 335 del Código de Procedimiento Civil, modificado 
por el numeral 159 del artículo 1 del Decreto Especial 2282 de 1989, el cual fue 
remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
el 17 de febrero de 2009, donde fue confirmado el 4 de mayo de 2010, regresando 
el 22 de octubre de 2010. 
8) 11001110200020060061101, contra José Francisco León Casallas, juez de paz 
de Ciudad Bolívar, sancionado el 7 de marzo de 2008, con remoción en el ejercicio 
del cargo, decisión confirmada por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, el 13 de agosto de 2008. 
9) 11001110200020070008600, contra Ulvano Fuentes Parra, juez de paz, 
sancionado con la remoción en el cargo, el 22 de mayo de 2009, decisión 
confirmada el 10 de mayo de 2010. 
10) 11001110200020070148000, contra María Alcira Rodríguez Beltrán, jueza de 
paz y Marco Javier Ruiz Martínez, juez de reconsideración, sancionados con 
remoción en el cargo, el 27 de mayo de 2009. En la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de Judicatura, se decretó la nulidad, por lo cual se formuló 
nuevo pliego de cargos el 29 de abril de 2011, pero el 13 de abril de 2012, tuvo que 
decretarse la terminación por prescripción, en la primera instancia. 
11) 11001110200020070257100, contra Gregorio Barreto Cristiano, juez de paz 
sancionado con remoción en el cargo, remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura, donde fue confirmado el 4 de agosto de 2010. 
12) 11001110200020070326600, contra María Alcira Rodríguez, jueza de paz de 
reconsideración del círculo 6 del distrito de paz No. 7 de Kennedy, quien fue 
sancionada el 1 de diciembre de 2008, con remoción del cargo. Remitido a la Sala 
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Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 16 de febrero 
de 2009, fue confirmado el 6 de noviembre de 2009. 
13) 11001110200020080121100, contra José Graciliano García, juez de paz del 
círculo de paz No. 3 de Engativá, sancionado con remoción en el ejercicio del cargo 
el 20 de marzo de 2009, el cual fue remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, donde el 17 de marzo de 2010, se confirmó.  
14) 11001110200020080478100, contra Oliva Zambrano de Serrano, jueza de paz, 
quien fue sancionada el 14 de septiembre de 2009, con remoción del cargo, y 
remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
fue confirmado el 14 de abril de 2010. 
15) 11001110200020080568500, contra Humberto Coy, juez de paz del distrito de 
paz No. 7 de Kennedy, quien fue sancionado el 2 de octubre de 2009, con remoción 
del cargo, y remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, donde fue confirmado el 13 de septiembre de 2010. 
16) 11001110200020090677900, contra Luz Ángela Cucunubá Malagón, jueza de 
paz, quien fue sancionada el 3 de diciembre de 2010, con remoción en el cargo, 
remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
donde se decretó la nulidad el 1 de agosto de 2011, por lo cual se ordenó archivar 
proceso el 28 de noviembre de 2011, sin intervención de la inicial ponente quien fue 
reemplazada en esa época por otra magistrada, y con salvamento de voto de la 
magistrada Luz Helena Cristancho Acosta. 
17) 11001110200020100113000, contra Jesús Antonio Castro, juez de paz del 
distrito de paz No. 9 de Fontibón, quien fue sancionado el 11 de marzo de 2011, 
remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
el 4 de mayo de 2011, donde se decretó la nulidad, el 14 de septiembre de 2011, 
por lo cual se ordenó archivar el proceso el 9 de marzo de 2012. 
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18) 11001110200020100304100, contra Antonio Lugo Forero, juez de paz del 
Distrito No. 12 círculo 4 de Bogotá, quien fue sancionado el 7 de septiembre de 
2012, remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, donde fue revocado el 18 de febrero de 2015, absolviendo al 
disciplinado.  
19) 11001110200020100540200, contra Fernando Sarmiento Avendaño, juez de 
paz del distrito 8 localidad de Kennedy, el 22 de octubre de 2012, con remoción, al 
tiempo que lo absolvió parcialmente, y remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura, donde el 18 de junio de 2013, revocó el auto 
que concedió la apelación, bajo la premisa de que si el disciplinado intentó 
interponer recurso de apelación, y este fuera denegado por extemporáneo, se 
tornaba improcedente el conocimiento en grado jurisdiccional de consulta por parte 
de esa Sala. El proceso regresó el 18 de junio de 2014, y se ordenó obedecer y 
cumplir lo decidido. El 6 de octubre de 2014, el disciplinable formuló recurso de 
queja, el cual fue concedido y subsidiariamente, se ordenó enviar en consulta, bajo 
el entendido de que todas las sentencias condenatorias debían ser conocidas por 
la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, bien fuera 
por vía de apelación o de consulta, por disposición del artículo 112 parágrafo 1 de 
la Ley 270 de 1996, y enviado a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, el 29 de junio de 2016, donde se decidió conocerlo en 
consulta y revocó la sanción, para en su lugar decretar la terminación por 
prescripción y el archivo del proceso. 
20) 11001110200020110610200, contra Martha Lucía Hernández Gutiérrez, jueza 
de paz del distrito de paz No. 5 localidad Usme, sancionada el 30 de agosto de 
2013, con remoción, y remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, en donde el 16 de marzo de 2016, se resolvió revocar 
parcialmente, absolviendo a la disciplinable, de infringir el deber previsto en el 
artículo 153.1 de la Ley 270 de 1996, así como de incurrir en la falta del artículo 
48.49 de la Ley 734 de 2002, y confirmarla en lo demás. 
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21) 11001110200020110748300, contra Carmen Elisa Franco Prieto, jueza de paz 
del círculo 2 - La Macarena, sancionada con remoción en el cargo, contemplada en 
el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, enviado a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura, donde se decretó la nulidad el 17 de febrero 
de 2016, por lo cual se ordenó archivar proceso el 12 de septiembre de 2016, con 
salvamento de voto de la autora de este trabajo. 
22) 11001110200020120021500, contra Jorge Enrique Guzmán Castañeda, juez de 
paz del círculo 1 Venecia del distrito de paz No. 6 de la localidad Tunjuelito, 
sancionado el 29 de septiembre de 2013, con remoción del cargo, y remitido a la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, donde fue 
revocado el 16 de marzo 2016, parcialmente, en el sentido de absolver al 
disciplinado de las faltas previstas en los artículos 153.1 de la Ley 270 de 1996 y el 
48.49 de la Ley 734 de 2002, y confirmarla en lo demás. 
23) 11001110200020120293200, contra Luis Villa Alzate, juez de paz del círculo 1 
distrito de paz No. 17 de la localidad de La Candelaria, sancionado el 31 de octubre 
de 2013, con remoción del cargo, y remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, donde se decretó la nulidad en sentencia de 9 
de septiembre de 2016. Finalmente, fue absuelto por la primera instancia, con 
salvamento de voto de la autora de este escrito. 
24) 11001110200020120422200, contra Carmen Elisa Franco Prieto, jueza de paz 
localidad tercera Santafé del círculo 2 La Macarena, y José Jair Clavijo, juez de paz 
del círculo 5 Lourdes del distrito de paz No. 3 localidad Santafé, con remoción, y 
remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
donde se decretó la nulidad, el 31 de mayo de 2017, lo que conllevó a la cesación 
de procedimiento por prescripción, el 20 de octubre de 2017, en la primera instancia. 
25) 11001110200020130015900, contra Marco Elías Suárez, juez de paz, 
sancionado el 26 de mayo de 2014, con remoción del cargo, y remitido a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, donde se declaró 
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la nulidad el 19 de octubre de 2017, por lo que se decretó la prescripción de la acción 
disciplinaria, el 16 de febrero de 2018, en primera instancia. 
26) 11001110200020130567500, contra Julio Leoncio Suárez Castellanos, juez de 
paz localidad 15 del círculo 1 – Restrepo, localidad Antonio Nariño, sancionado con 
remoción, el 5 de septiembre de 2014, y remitido a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 20 de noviembre de 2014, 
donde el 14 de marzo de 2018, se decretó la nulidad, por lo cual, el 23 de julio de 
2018, se formuló nuevamente el pliego de cargos en primera instancia, y el 22 de 
octubre de 2018, se decretó la prescripción de la acción. 
27) 11001110200020130810400, contra Jorge Vargas Rodríguez, juez de paz del 
circuito 3, casa blanca, distrito de paz Nº 11, de la localidad de suba, sancionado el 
28 de abril de 2015, con la remoción del cargo, remitido a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, donde fue revocado el 19 de 
agosto de 2015, para en su lugar absolverlo. 
28) 11001110200020140067000, contra Myriam Amparo Zamora Pérez, jueza de 
paz, sancionada el 8 de mayo de 2015, con remoción del cargo, remitido a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 16 de julio de 
2015, donde el 3 de mayo de 2018, se decretó la nulidad, por lo cual, el 3 de agosto 
de 2018, se profirió nuevamente el auto de cargos y se dictó sentencia el 6 de 
diciembre de 2018. 
29) 11001110200020140218000, contra Marco Elías Suárez, juez de paz del 
circuito 1 sagrado corazón distrito de paz No. 3, localidad Santafé, sancionado el 4 
de mayo de 2015, con remoción del cargo, remitido a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 4 de junio de 2015, donde el 
8 de marzo de 2018, se decretó la nulidad, por lo cual, el 2 de noviembre de 2018, 
se profirió nuevamente sentencia, que fue remitida por segunda vez, el 11 de 
diciembre de 2018. 
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30) 11001110200020140334900, contra Carmen Elisa Franco Prieto, jueza de paz, 
sancionada el 13 de noviembre de 2015, con remoción del cargo, remitido a la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 7 de abril de 
2016, sin que haya regresado al Seccional de origen a la fecha del informe. 
31) 11001110200020150066200, contra Marco Elías Suárez, juez de paz del 
circuito 1-sagrado corazón del distrito de paz No. 3 de la localidad de Santafé, 
sancionado el 22 de mayo de 2017, y remitido a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura, el 29 de junio de 2017, sin que haya 
regresado al Seccional de origen a la fecha del informe. 
32) 11001110200020150351700, contra Margoth Concepción Sierra Chamorro, 
jueza de paz y de reconsideración de la localidad los Mártires, sancionada el 23 de 
febrero de 2018, con remoción en el cargo, y remitido a la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el 19 de abril de 2018, sin que 
haya regresado al Seccional de origen a la fecha del informe. 
33) 11001110200020160233500, contra Anderson Gill Castro, juez de paz localidad 
14 Mártires, sancionado el 23 de febrero de 2018, con remoción en el cargo, 
remitiéndose a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, el 26 de abril de 2018, sin que haya regresado al Seccional de origen a 
la fecha del informe. 
34) 110011102000200704503, contra Jairo Vargas Galeano, juez de paz. El 25 de 
agosto de 2010, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura confirmó la decisión del 13 de febrero de 2009, por la cual se condenó 
con remoción del cargo. 
35) 110011102000201204834, contra Marleny Garzón Camargo, jueza de 
reconsideración Kennedy, archivado el 23 de enero de 2017. 
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110011102000200703721, contra María Alcira Rodríguez, jueza de paz, contra 
quien se impuso sanción de remoción en el cargo el 1 de diciembre de 2008, y se 
remitió a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
el 9 de febrero de 2009, donde se decretó la nulidad el 8 de julio de 2010, para que 
no se aplicaran las normas de la Ley 734 de 2002. Nuevamente se formularon 
cargos y se dictó sentencia sancionándola con remoción en el cargo, el 6 de 
diciembre de 2010, y enviado a la segunda instancia, el 21 de julio de 2011, 
nuevamente se decretó la nulidad, ahora, para que se incorporaran las normas de 
la Ley 734 de 2002, regresando el 27 de octubre de 2011, y el 17 de febrero de 
2012, se decretó la terminación del proceso por prescripción de la acción 
disciplinaria. 
 
Así las cosas, de las decisiones tomadas por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, puede concluirse lo siguiente, en 
relación con los autos o fallos dictados en virtud de recurso de apelación o de 
consulta, es decir, conocidas por esa Corporación, las cuales se deben mirar una a 
una, porque cada magistrada o magistrado ponente, va creando sus propias 
representaciones sociales, conforme a las decisiones que recibe en procesos que 
tramitó, proyecto y conoció, pues, como se dijo en párrafos anteriores, las 
decisiones no eran publicadas hasta hace poco tiempo, y desde que lo son, su 
estudio es imposible, pues ninguna decisión es marcada como hito, o cambio de 
línea doctrinal, y aunque en una que otra, se mencionó recoger argumentaciones 
anteriores, como quedó analizado, se olvida al poco tiempo, cambiando sin una 
razón válida: 
 
Del Despacho 1, se conocieron las siguientes decisiones, teniendo en cuenta los 
nombres de las personas disciplinables, y no el radicado: 
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1) Carmen Elisa Franco Prieto, 1 sentencia anulada que prescribió, 1 sanción 
de remoción, y 1 remoción que no estaba en firme. 
 
Del Despacho 2, se conocieron las siguientes decisiones, teniendo en cuenta los 
nombres de las personas disciplinables, y no el radicado: 
1. Alcira Rodríguez Beltrán, jueza de reconsideración, 2 remociones 
confirmadas.  
2. Anderson Gill Castro, remoción que no estaba en firme. 
3. Antonio Lugo Forero, remoción revocada y absuelto.  
4. Carmen Elisa Franco Prieto, 1 remoción sin que estuviera en firme, 1 
remoción anulada y archivado y 1 remoción que prescribió. 
5. Fernando Sarmiento Avendaño, 1 remoción revocada. 
6. Freddy Elkin Martínez Moreno, juez de reconsideración, 2 remociones 
confirmadas. 
7. Gregorio Barreto Cristiano, 1 remoción confirmada. 
8. Humberto Coy, juez de paz, 4 remociones confirmadas y 2 prescritas. 
9. Jesús Antonio Castro, 1 remoción anulada. 
10. 10 Jorge Enrique Guzmán Castañeda, remoción confirmada parcialmente. 
11. Jorge Vargas Rodríguez, remoción revocada. 
12. José Francisco León Casallas, 1 remoción prescrita y 1 confirmada. 
13. José Graciliano García, 1 remoción confirmada.  
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14. Julio Leoncio Suárez Castellanos, 1 remoción anulada, que prescribió. 
15. Luis Francisco García Díaz, 1 remoción confirmada. 
16. 15. Luis Villa Alzate, 1 remoción anulada, y en primera instancia fue absuelto, 
con salvamento de voto de la autora de este escrito. 
17. Luz Ángela Cucunubá Malagón, 1 remoción anulada, archivado. 
18. Marco Elías Suárez, 2 remociones anuladas sin que estuvieran en firme, 2 
remociones anuladas y prescritas, 2 remociones confirmadas 
19. Margoth Concepción Sierra Chamorro, 1 remoción, no estaba en firme. 
20. María Alcira Rodríguez Beltrán, 1 remoción anulada, que conllevó a la 
prescripción y 1 confirmada. 
21. Martha Lucía Hernández Gutiérrez, 1 remoción confirmada parcialmente. 
22. Martín Antonio Montero Estupiñán, 1 remoción confirmada. 
23. Myriam Amparo Zamora Pérez, 1 remoción no estaba en firme. 
24. Oliva Zambrano de Serrano, 1 remoción confirmada. 
25. Ulvano Fuentes Parra, 1 remoción confirmada. 
 
Del Despacho 3, se conocieron las siguientes decisiones, teniendo en cuenta los 
nombres de las personas disciplinables, y no el radicado: 
1. Fidel Vargas Méndez, 1 remoción que no estaba en firme. 
2. Williams Cárdenas Aldana, 1 inhibitorio confirmado. 




Del Despacho 4, se conocieron en segunda instancia las siguientes decisiones, 
teniendo en cuenta los nombres de las personas disciplinables, y no el radicado: 
1) Martín Montero Estupiñán, 2 sanciones, decretada la prescripción.  
2) Marco Javier Ruiz Martínez, revocado el archivo, para que adelantara 
investigación. 
3) Marco Elías Suárez, primero se decretó la nulidad y luego se confirmó la 
remoción en el cargo.  
4) José Jair Clavijo Pinzón, primero se decretó la nulidad y luego se confirmó la 
remoción en el cargo. 
5) Carmen Elisa Franco Prieto, revocado archivo y aún en curso. 
6) Luis Edye Villa Alzate, revocado archivo, y luego archivado nuevamente sin 
que se encontrara en firme a la fecha del informe.  
7) Anderson Gil Castro, revocado archivo, para finalmente decretarse archivo 
definitivo. 
8) Luz Ángela Cucunubá Malagón, archivo confirmado. 
9) Emerson Coy Arbeláez, archivo confirmado. 
 
Del Despacho 5, se conocieron las siguientes decisiones, teniendo en cuenta los 
nombres de las personas disciplinables, y no el radicado: 
1) María Alcira Rodríguez Beltrán, 1 sanción prescrita. 
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2) Carmen Elisa Franco Prieto, 1 sanción prescrita, una sanción de remoción 
confirmada, sanción de amonestación escrita impuesta por Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, y una 
sanción de remoción que no estaba en firme a la fecha del informe. 
3) Luis Villa Alzate, una sanción de remoción. 
4) José Jair Clavijo Pinzón, una sanción de remoción confirmada, y una sanción 
de remoción que no estaba en firme. 
5) Humberto Coy, 1 sanción prescrita. 
6) Gregorio Barreto Cristiano, 1 sanción prescrita. 
7) Marco Javier Ruiz Martínez, 1 sanción prescrita. 
8) Óscar Mauricio Herrera, una sanción de remoción confirmada. 
9) William Cárdenas Aldana, una sanción de remoción que no estaba en firme. 
10) Jesús Antonio Castro, una sanción de remoción confirmada. 
11) Julio César Ospina Robayo, una sanción de remoción confirmada. 
12) Marco Elías Suárez, una sanción de remoción confirmada.  
13) Fidel Vargas Méndez, sanción de amonestación escrita impuesta por Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. 
14) Ernestina Bautista de Mojica, revocada la sanción para terminar por 
prescripción. 





Del Despacho 6, se conocieron las siguientes decisiones, teniendo en cuenta los 
nombres de las personas disciplinables, y no el radicado: 
1. Humberto Coy, modificada la sanción de remoción, para imponer suspensión 
de 12 meses en el cargo, e inhabilidad por el mismo periodo. 
2. Carmen Elisa Franco Prieto, 1 remoción que prescribió en segunda instancia. 
después de 4 años, 1 remoción que no estaba en firme. 
3. Lida Beatriz Niño, 1 remoción que no estaba en firme. 
 
Del Despacho 7, se conocieron las siguientes decisiones, teniendo en cuenta los 
nombres de las personas disciplinables, y no el radicado: 
1) Marco Javier Ruiz Martínez, 1 sanción confirmada.  
2) Emerson Coy Arbeláez, 1 sanción anulada que terminó archivada por la 
primera instancia. 
3) Carlos Julio Mora, 1 suspensión en el cargo por el término de seis (6) meses 
y la inhabilidad especial prevista en el artículo 45-2 de la Ley 734 de 2002. 
4) Fidel Vargas Méndez, 1 sentencia sancionatoria revocada. 
5) Carmen Elisa Franco Prieto, 1 archivo que no había regresado. 
 
Del Despacho 8, se conocieron las siguientes decisiones, teniendo en cuenta los 
nombres de las personas disciplinables, y no el radicado: 




2. Carmen Elisa Franco Prieto, 1 sentencia anulada, y 1 prescribió en primera 
instancia. 
3. Marco Elías Suárez, 1 revocó la sentencia, decretando la terminación y el 
archivo.  
4. Raúl Alberto Betancourt Chinchilla, 1 remoción confirmada 
5. Carlos Julio Mora Mariño, suspendido en el ejercicio del cargo por el término 
de 3 meses, en sentencia de 8 de abril de 2014, por el incumplimiento del 
deber contemplado en el artículo 154.6 de la Ley 270 de 1996, confirmada el 
21 de agosto de 2014. 
6. Anderson Gil Castro, 1 remoción que no estaba en firme. 
 
Al revisar la totalidad de los procesos sometidos a reparto por el presidente o la 
presidenta de dicha Sala, tomando como fuente el informe del sistema de gestión 
de la Rama Judicial, sin descartar algunos pocos que pudieron ser enviados por 
competencia al corresponder a la jurisdicción de Cundinamarca, se encuentra que 
se repartió un proceso en contra de cada una de 73 de las siguientes personas, 
todas jueces o juezas de paz, entre ellas, 6 jueces o juezas de reconsideración: Ana 
Corinta Guiza, Ana Graciela Bautista, Antonio Quintero Tovar, Arabella Castro 
Velásquez, Carlos E Aranguren Hayek, Carmen Rosa Manrique Gómez, Carolina 
Franco, Cecilia Rivera, Cleotilde Velandia, jueza de reconsideración, Cúmaco 
Rodríguez, Diego Porras Bermúdez, Edgar Hernando Devia, juez de 
reconsideración, Elkin Martínez, juez de reconsideración, Elsa Melby Molina de 
Vallecilla, jueza de reconsideración, Emma Lidia Pulido, Fabio Rincón, Fernando 
Chaparro, Fernando Soto Avendaño, Gloria Estela Cuastumal Suárez, Gustavo 
Suárez Niño, Gustavo Fabio Solorza González, Héctor Ciro Bustos, Héctor Munévar 
Munévar, Hernando Devia, Jairo Vargas Galeano, Jesús Carmona A., Jhon Henry 
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Morales Astudillo, Jorge Adelmo Moreno León, Jorge Palacio Vera, Jorge Ruiz, José 
Antonio Beltrán Cruz, José Antonio Quijano Ramos, José Uley Gómez, Julio Ernesto 
Castro, Kenny Roger Ariza, Lida Beatriz Niño, Luis Alejandro Motta, Luis Felipe 
Flórez Guzmán, Luis Fernando Acevedo, Luz Yaneth Ovalle, jueza de 
reconsideración, Manuel Antonio Quintero Hurtado, Margarita María Nieves Acero, 
María Esperanza Moreno Guayará, María Esperanza Velásquez de Ayure, María 
Eugenia Díaz Pulido, María Margarita Nieves Acero, María Villarraga, María Vitalia 
Lavacude, Martha López, Martha Mariño, Mercedes Sanabria, Milton Eduardo 
Rodríguez, Myriam Zamora, Nelson González, juez de reconsideración, Nelson 
Velásquez, Nilson Montes Rodríguez, Nubia Pardo de Montenegro, Ofelia Elvira 
Velásquez, Óscar Ignacio Gutiérrez, Pedro Peña Velandia, Rafael Galvis Moncada, 
Rebeca de la Parra Córdoba, Robinson Ochoa Castillo, Roosevelt Pinto Nieto, Rosa 
María Rondón, Santiago Castellanos Angarita, Víctor Manuel Peña Tolosa, William 
Gómez Nieto, William Cenas Aldana, Yady Milena Muñoz, Yolanda Irene Rodríguez 
Barrera y Zoila Flórez. 
Dos repartos en contra de cada una de las siguientes personas, jueces de paz, 
incluyendo 4 de paz de reconsideración: Serly del Carmen Meza Rodríguez, Ricardo 
Ulloa, Óscar Mauricio Herrera Velandia, Pedro Pablo Arévalo, Juan Carlos Gil 
Correa, Julio César Ospina Robayo, José Dionicio Calderón, Jhon Henry Morales 
Bosa, Héctor Pinilla Buitrago, Herminda Salazar, Guillermo Moreno, Alexandra 
Milena González, jueza de reconsideración, Amanda Arévalo Santos, jueza de 
reconsideración, Antonio Lugo Forero, Doris Mercy Hernández, Edgar Aranguren, 
Ernestina Bautista de Mojica, Freddy Elkin Martínez Moreno, juez de 
reconsideración, María Isabel Oramas Mutis, Martha Lucía Hernández, William 
Antonio Martínez, juez de reconsideración y Flor Colombia Rocuts Soto 
Tres repartos en contra de cada una de las siguientes 11 personas, en su calidad 
de jueces de paz: Wilson Alberto Jaramillo Hoyos, Gloria Esperanza Gutiérrez, 
Edilberto Hernández Rodríguez, Alfonso Vargas Romero, Clímaco Reyes Garzón, 
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Jorge Guzmán Castañeda, Juan Carlos Carvajal Calderón, Luis Francisco 
Peñaloza, Luis Alfredo Carvajal Barriga, Miryam Wilches y Oliva Zambrano.  
Cuatro repartos en contra de cada una de las siguientes 15 personas, en su calidad 
de jueces de paz, incluidos 3 jueces de reconsideración: Luis Francisco García Díaz, 
José William Cárdenas Aldana, Flor Enith Salazar Balamba, Anderson Gill Castro, 
juez de reconsideración, Carlos Ernesto Orjuela González, juez de reconsideración, 
Fabio Gustavo Solorza González, Francisco Peñaloza Rodríguez, Idelfonso Duarte 
Pachón, juez de reconsideración, Jaime Suárez Gómez, Jairo Cortés Casas, 
Soledad Alvarado, Segundo Misael Zapata Flórez, Nancy Patricia Santana 
Fernández, Rafael Rodríguez Quiroz y Ramón de Jesús Patiño Pérez. 
Cinco repartos en contra de cada una de las siguientes 5 personas, en su calidad 
de jueces de paz: Ulvano Fuentes Parra, Luis Fernando Chaparro, Pablo Emilio 
Ramos, Susana Edith Luna Hernández y Luis Edye Villa Alzate 
Seis repartos en contra de cada una de las siguientes 4 personas, en su calidad de 
jueces de paz, incluyendo 2 jueces de paz de reconsideración: William Cárdenas 
Aldana, Carlos Alberto Morales, juez de reconsideración, Julio Suárez Castellanos, 
juez de reconsideración y Mauricio Antonio Estévez. 
Siete repartos en contra de cada una de las siguientes 3 personas, en su calidad de 
jueces de paz, incluyendo 1 juez de paz de reconsideración: Jesús Antonio Castro, 
Rafael Antonio Fonseca Quiroz y Raúl Alberto Betancourt Chinchilla, juez de 
reconsideración. 
Ocho repartos en contra de cada una de las siguientes 6 personas, en su calidad 
de jueces de paz: Óscar Ignacio Rodríguez Hernández, Erich Rugeles Burgos, José 
Graciliano García García, José Luis Roncancio, Martín Antonio Montero Estupiñán 
y Margoth Sierra Chamorro. 
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Nueve repartos en contra de cada una de las siguientes 2 personas, en su calidad 
de jueces de paz, incluyendo 1 juez de paz de reconsideración: Marleny Garzón 
Camargo, juez de reconsideración y Fidel Vargas Méndez. 
Diez repartos en contra de 1 jueza de paz de reconsideración: Gloria Marlén Ávila, 
jueza de reconsideración. 
Once repartos en contra de cada una de las siguientes 2 personas, en su calidad 
de jueces de paz, entre ellos, 1 de reconsideración: Fernando Sarmiento Avendaño 
y José Jair Clavijo Pinzón, juez de reconsideración. 
Doce repartos en contra de cada una de las siguientes 2 personas, en su calidad de 
jueces de paz: Gregorio Barreto Cristiano y José Francisco León Casallas. 
Trece repartos en contra de 1 jueza de paz: Luz Ángela Cucunubá Malagón. 
Catorce repartos en contra de cada una de las siguientes 2 personas, en su calidad 
de jueces de paz: Carlos Julio Mora Mariño y Jorge Vargas Rodríguez. 
Dieciséis repartos en contra de 1 juez de paz: Emerson Coy Arbeláez. 
Diecisiete repartos en contra de 1 jueza de paz de reconsideración: María Alcira 
Rodríguez Beltrán, jueza de reconsideración  
Veinticuatro repartos en contra de 1 juez de paz: Luis Jaime Grau Peña 
Treinta repartos en contra de jueces de paz en averiguación 
Treinta y nueve repartos en contra de 1 juez de paz: Humberto Coy 
Cuarenta y tres repartos en contra de 1 jueza de paz: Carmen Elisa Franco 




Estas realidades confrontan el deber ser de la jurisdicción disciplinaria, pues ante el 
cúmulo de denuncias presentadas por las personas afectadas con las conductas 
antiéticas de las juezas y de los jueces de paz, no se observa que se les haya 
garantizado el acceso efectivo a la administración de justicia, cuando los procesos 
tienen que ir en varias oportunidades a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, no para tomar decisiones de fondo, o que sirvan 
para adelantar el proceso , en la mayoría de los casos, sino para anularlas, con lo 
cual, se producen consecuencias de variada índole. 
Por una parte, las personas quejosas quedan frustradas de acudir a la 
administración de justicia disciplinaria, ante el paso del tiempo, sin encontrar que se 
tomen decisiones definitivas y se consoliden precedentes, en donde se les diga si 
en verdad carecían del derecho, o el juez de paz actuó en contravía de la 
normatividad que lo regula y de sus garantías y derechos fundamentales. 
El disciplinable, por su parte, siente que la jurisdicción no está preparada para dar 
una respuesta a sus actos, y que la ley que los regula, bien puede interpretarse en 
varios sentidos, todos válidos, o por lo menos, no definidos con claridad por la 
misma autoridad que debe aplicarla. Además, puede reiterar sus conductas dado 
que las investigaciones tienen una duración aproximada de 3 años en los Consejos 
Seccionales de la Judicatura, tiempo que se extiende cuando se decretan las 
nulidades, hasta el punto de poder beneficiarse con las prescripciones.  
La comunidad académica que no encuentra línea jurisprudencial, porque no la hay, 
que le permita teorizar sobre la figura, para conocer las implicaciones de la ley, 
particularmente en aquellos jueces de paz que son investigados disciplinariamente, 
de tal forma que les permita sentar la dogmática sobre la figura, pues al escoger al 
azar una sentencia o un auto, no encuentra señalado el recedente, sino más bien, 




Las magistradas y los magistrados de las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de 
los Consejos Seccionales de la Judicatura no encuentran un norte, ni una 
orientación de la ley que rige a los jueces de paz, por la falta de jurisprudencia, 
recibiendo esporádicamente copia de algunas decisiones que la presidencia de 
dicha Sala envía, a ellos y a quienes se inscriben en el correo de la relatoría de la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, sin 
percatarse de que algunas de ellas tienen el carácter de reservado. 
Y no pocas veces, como quedó analizado, se ven afectadas y afectados con 
órdenes de investigaciones disciplinarias en su contra, y con quejas disciplinarias 
presentadas por las juezas y los jueces de paz, que dan origen a procesos 
disciplinarios en su contra, cuando las decisiones sancionatorias resultan anuladas, 
aduciendo persecución, desconocimiento de la ley, prejuzgamiento o falta de 
parcialidad, entre otras.  
La administración de justicia, que debe rendir cuentas de su gestión, también se ve 
afectada, cuando tiene que presentar estadísticas en las que se observen exceso 
de decretos de nulidades, que pueden hacer pensar al más desprevenido, que 
proceden de una indebida cualificación de sus integrantes de las salas de primera 
instancia. Sin embargo, como también se dijo en precedencia, en varias 
oportunidades ajustan sus providencias de cargos, modificando la calificación 
precedente, a la decisión anulatoria, y también, atribuyendo nuevos cargos, 
siguiendo los últimos fallos de segunda instancia que conocen, los que dicho sea 
de paso, no se conocen sino varios meses después, cuando el proceso es 
regresado a la primera instancia. Así mismo, se ve empañada la rendición de 
cuentas, cuando deben decretar prescripciones en razón del paso del tiempo, 
causadas tanto en primera como en segunda instancia.  
Independientemente de las decisiones que asuma la jurisdicción disciplinaria, estas 
deben tener vocación de permanencia y sustento suficiente para ser seguidas y 
garantizar la seguridad jurídica. 
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Por otra parte, de la muestra, y con los cuadros obtenidos con el trabajo de 
recopilación y organización de la información, pueden obtenerse muchos más datos 
que los reflejados en este trabajo, que no pretende agotar el tema de los jueces de 
paz, sino recrear las representaciones sociales de quienes son la última palabra, 
dentro de las jurisdicciones de cierre que se ocupan de la jurisdicción especial de 
paz.  
En el Seccional de Bogotá, de la muestra, no superan las 20 sentencias 
sancionatorias confirmadas, cantidad que es superada con creces por las nulidades 
decretadas.  
Por ello, es importante conocer lo sucedido en este Consejo Seccional, que es el 
más grande del país, pues brinda una muestra fiable de lo que puede estar 
ocurriendo en las demás. Sobre todo, en aquellos en los que es nutrido el número 
de jueces de paz elegidos como tales, y particularmente, porque es el objeto de este 
trabajo, el de aquellos que son denunciados bajo el supuesto normativo del artículo 
34 de la Ley 497 de 1999.  
El esquema permite conocer las dimensiones de denuncias contra juezas y jueces 
de paz, en Bogotá, y si bien, no fue considerable el número de decisiones 
sancionatorias en primera instancia, de estas, la gran mayoría fueron anuladas, con 
las consecuencias de que el paso del tiempo, dieron al traste con la competencia 
para decidirlas.  
De la muestra referida en el capítulo anterior, fueron 49 los procesos que llegaron 
de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de 
Bogotá, que antes de febrero de 2011, estaba integrado con el Seccional 
Cundinamarca, en lo que no hay duda, pues no hay jueces de paz en 
Cundinamarca. 
Pero, en total, del informe rendido de los procesos que se llevaron en el Seccional 
de Bogotá, fueron a segunda instancia 89, en el periodo de 2005 a 2016.  
 
220 
Se relacionaron los números de los radicados de cada investigación disciplinaria 
que fue en segunda instancia, con el nombre de la respectiva magistrada 
sustanciadora y del respectivo magistrado sustanciador, para apreciar las diferentes 
representaciones que cada una o cada uno, podía tener sobre la aplicación de la 
ley, que en principio, por la cantidad, se observa bien distinta. De hecho, un 
Despacho representa más del 23%, de los 89 procesos enviados, y quien le sigue 
en orden descendente, tiene la mitad del primero. 
Para tratar de buscar la explicación en la misma información obrante, se analizaron 
una a una las decisiones de primera instancia, cómo fueron proferidas las 
sanciones, que faltas se atribuyeron y que sanciones se impusieron, y así mismo, 
las decisiones que se aprobaron en la segunda instancia, para constatar, Despacho 
por Despacho, si fueron confirmadas total o parcialmente, revocadas, anuladas, etc.  
Y se hizo de esa manera, y no conjuntamente, como también puede hacerse, para 
mostrar que a cada una de las ponentes y en cada uno de los ponentes, llega 
información diferente, que nutre sus representaciones sociales, que contribuye a 
aprehender el objeto, que es el tratamiento que se les da a las leyes que regulan a 
los jueces y a las juezas de paz. 
Así, en unos casos se aplicó únicamente la Ley 497 de 1999, tanto para atribuir los 
cargos, como para imponer la única sanción allí contenida, la remoción.  
En otros casos, no solamente se aplicó tal Ley, sino que se ordenó integrar con la 
Ley 734 de 2002, tanto en el incumplimiento de sus deberes o prohibiciones,  como 
en la imposición de las distintas sanciones.  
Por ello, se decretaban nulidades, que regresaban varios meses después de la 
fecha de la decisión, a la primera instancia, y el proceso ya estaba 
irremediablemente condenado a la prescripción, aunque se hicieran ingentes 




De ahí que se considere tan importante la consolidación de un precedente, para la 
seguridad jurídica, porque la representación social que se genera debe ser colectiva 
y no individual, para que los Seccionales que deban seguirla, pasen a la 
consolidación, enviando el mensaje apropiado a los sujetos pasivos, de cuáles son 
las conductas disciplinariamente investigables, y qué sanción puede serles 
impuesta si incurren en ellas.  
Por ello, también se destacaron los hechos denunciados, para que se observe la 
gravedad de estos, y la impunidad que se genera con tales decisiones. 
Además, se mencionaron los nombres propios de los jueces de paz, para dar 
claridad a las denuncias que en su contra se presentaron, y además, se contaron, 
y van desde una denuncia, hasta más de 80, contra una sola persona.  
Lo anterior, en comparación con las sanciones confirmadas o modificadas por la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo superior de la Judicatura, que rebela 
que en verdad, todos los casos sucumben en el archivo.  
Las nulidades no solo generan más trabajo en los Seccionales, sino que generan 
representaciones de desgaste, ineficiencia, y ponen en mal nombre a cada 














En el artículo 116 de la Carta Política dice que autoridades administran justicia, y 
entre ellas no está la Jurisdicción de Paz, pero la Ley Estatutaria de Administración 
de Justicia incorpora a los jueces de paz, seguramente, derivándolo del término 
jueces, y de allí surge parte del gran problema, del imaginario judicial, o las 
representaciones sociales que se construyen en las Cortes de cierre, al tratarlos de 
la misma manera, olvidando sus enormes diferencias.  
 Se ha entendido que los jueces de paz son iguales a los jueces de las demás 
jurisdicciones, y la Corte Constitucional no ha profundizado en sus diferencias, y por 
el contrario, se encuentra que en muchas providencias los trata como si fueran 
iguales. 
Sus notables diferencias, que radican en la forma como son elegidos, los requisitos 
que deben cumplir para serlo, el término de su ejercicio, las leyes a las que están 
sujetos, la forma de tomar decisiones, la configuración de la segunda instancia, el 
procedimiento que deben seguir, su régimen de faltas y sanciones disciplinarias, 
entre otras, no son tenidas en cuenta en las representaciones que de ellos hacen 
las Cortes de cierre. 
Las similitudes entre todas las jurisdicciones, radican en que sus decisiones 
definitivas hacen tránsito a cosa juzgada y que sus actuaciones son susceptibles de 
ser revisadas mediante acción de tutela.  
Al buscar un antónimo de especial, se encuentran “común” y “normal”, y entre los 
seudoantónimos, el de ordinario, general, comunitario, corriente, usual, habitual, 
vulgar, acostumbrado, universal, lógico, natural, razonable, esperable, etc.  
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Por ello se planteó inicialmente, darle en este trabajo, el mismo nombre de 
jurisdicción ordinaria, formal o del Estado, siguiendo a la Corte Constitucional, 
porque no hay un nombre que se adecue completamente.  
Aunque bien podría decirse que se diferencia de las ordinaria -civil, penal, laboral-, 
la contenciosa administrativa -administrativa-, o la disciplinaria, quiso buscarse el 
antónimo de especial, y así la llama la Corte Constitucional. 
Sin embargo, es verdad que el nombre también se presta a confusiones, y es válido 
plantearlo en este mismo trabajo, porque también en este, se cuestionan algunos 
nombres como los de jueces de paz y conciliación, al llevar al imaginario colectivo 
judicial, y por ende a sus representaciones sociales, mediante los procesos de 
objetivación y anclaje, la representación de que todos son jueces y por ende, debe 
dárseles el mismo tratamiento, so pena de afectarles derechos fundamentales, 
particularmente el de igualdad. 
Por lo tanto, se cambió el nombre en todo el trabajo por el de representaciones 
sociales de las magistradas y los magistrados, integrantes de las jurisdicciones de 
cierre, en materia de jueces y juezas de paz. 
Además de la Corte Constitucional, que como ya se expuso, conoce las acciones 
de constitucionalidad y de tutela, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, conoce las investigaciones disciplinarias en su contra.  
Por ello, las dos jurisdicciones de cierre en relación con los jueces de paz, son la 
Corte Constitucional y la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, y se analizaron todas las decisiones de la primera, hasta 2017, y una 
muestra de las de la segunda. 
El nombre del trabajo no tiene que ver con los resultados esperados. Como ya 
quedó explicado, no se trató de desviar el objeto de la investigación a los resultados 
esperados. Por ello, sin ningún reparo, y aceptando que, en verdad, el nombre del 
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trabajo, podía llevar a confusión, se escogió el actual, esperando que fuera más 
específico, pues solo se analizaron las decisiones de los órganos de cierre que 
tenían que ver con la jurisdicción especial de paz. 
Y respecto de las representaciones sociales, todas las personas las tienen, pues es 
la forma como el conocimiento se materializa, se transforma en conceptos, y estos 
a su vez, se expresan en providencias. Se trató de conocer las representaciones 
sociales que sobre el tema tenían los órganos de cierre, y como se trasmitían a 
quienes son los sujetos activos de los procedimientos. 
Conociendo las representaciones sociales que tienen las Cortes de cierre en temas 
de jueces de paz, se pueden estudiar, para que la doctrina oriente académicamente 
las decisiones y a su vez capacite a las juezas y a los jueces de paz, en el debido 
cumplimiento de sus funciones constitucionales, y para que el legislador a su vez, 
advirtiendo las  interpretaciones que de ella se hacen, en su trabajo legislativo, 
revoque, reforme o modifique la Ley 497 de 1999.  
En cuanto al estado del arte, se consultaron los textos citados en la bibliografía, 
precisando que sobre este preciso tema, no se encontraron antecedentes, es decir, 
no hay estudios sobre el análisis de las providencias de las Cortes de cierre, 
entratándose de la jurisdicción de paz, más sí se encontraron algunos sobre las 
decisiones que toman los jueces de paz y las labores que han desempeñado en 
algunas regiones, así como el trabajo de la doctora Norhys Esther Torregrosa 
Jiménez, denominado representaciones sociales de los conciliadores y las 
conciliadoras en equidad de las unidades de mediación y conciliación de Bogotá, en 
torno al concepto de equidad y de justicia. 
El aporte para generar un nuevo conocimiento, radica en que si se estudian de 
forma macro, o colectiva, las representaciones sociales de las Cortes de cierre, 
sobre el tema, que son de carácter nacional, puede advertirse el problema que 
generan, objeto de esta investigación. 
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Sin dejar de lado, lo micro o individual, que se concreta en el último capítulo, donde 
puede observarse el impacto sobre el Seccional de Bogotá, y sobre los mismos 
jueces y juezas de paz, de tales representaciones, lo que refleja, a su vez, las suyas 
propias. 
Se trata de dos jurisdicciones diferentes integradas en la Rama Judicial, donde la 
jurisdicción especial está sujeta a decisiones de constitucionalidad, tutela y 
disciplinarias, sin que las Cortes de cierre en estas materias, hayan precisado 
claramente las diferencias, las mas de las veces, confundiéndolas, y 
homogenizándolas. 
Precisamente, sus representaciones sociales se conocen con las decisiones que 
toman, y estas son el objeto del análisis, para obtener de allí el conocimiento nuevo 
que pretendía este trabajo investigativo. 
La existencia de dos ordenamientos sustantivos, la Ley 734 de 2002 y la Ley 497 
de 1999, que deben aplicar los órganos de cierre, el primero para juezas y jueces 
de las jurisdicciones ordinaria, contenciosa administrativa y disciplinaria, y el 
segundo para la jurisdicción de paz, no ha dado lugar a pacíficas interpretaciones, 
a pesar de estar vigente el segundo mencionado, desde 1999. 
Las líneas que pueden descubrirse, dejan ver que las representaciones sociales de 
estas altas Cortes, impactan las que recrean las jurisdicciones ordinaria, 
contenciosa administrativa y disciplinaria, cuando resuelven acciones de tutela, o 
cuando los disciplina, en el caso de la última mencionada.  
Ya se refirió la existencia de juezas y jueces de paz en Colombia, en distintos 
Departamentos y en el Distrito Capital, quienes deben seguir las decisiones de estas 
Cortes de cierre, y observan lo que aquellos se representan sobre lo que debe ser 




El conocimiento de lo que está sucediendo en las jurisdicciones de cierre, lleva a 
concluir que la legislación no es suficiente, la doctrina no se ha ocupado de este 
tema, las mismas jurisdicciones de cierre no han hecho evaluaciones de sus 
decisiones, para crear jurisprudencia, de tal manera que pueda ser seguida por las 
demás jurisdicciones, particularmente la disciplinaria. 
Esto ha desmotivado el adelantamiento de los procesos contra las juezas y los 
jueces de paz, pero, sobre todo, ha generado una gran impunidad. 
Son varios los temas sobre los cuales no se aprecia conformidad con la ley las 
decisiones anteriores, los que podemos concretar, así: 
Sobre el lugar en el que puedan ejercer sus competencias los jueces de paz, se 
observan decisiones, en las que se consideran tanto como sujetos a la norma que 
se lo permite, como las que consideran que no. Por ello, se citó el radicado 
630011102000201200182 01, que se refiere al artículo 10 de la Ley 497 de 1999. 
En dicha norma menciona como primer factor, el lugar de residencia de las partes, 
en su defecto, el del lugar de la ocurrencia de los hechos, o el del lugar que las 
partes designen de común acuerdo.   
La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura sujeta el 
último de los requisitos pero advirtiendo que las partes debían escoger entre los dos 
factores anteriores, al decir que: “…no se trata de cualquier lugar, sino el que se 
escoge por ambas partes con base en uno de los dos criterios anteriores, es decir, 
o bien el primer factor, o bien el segundo factor de competencia”. 
Pero la letra “o”, que distingue entre los tres factores, no permite interpretarse 
necesariamente en el sentido allí afirmado. 
La redacción de la norma, parece que privilegia el lugar en que residan las partes, 
pero le agrega: “o en su defecto”, que podría entenderse, como en caso de que no 
se dé dicho factor, o ese requisito.   
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Seguidamente da dos opciones, para el caso de que no se dé el primero: El lugar 
en donde ocurran los hechos o el que las partes designen de común acuerdo. 
Tal parece, que esta otra interpretación, también tiene suficiente soporte, para 
enervar como único válido, el referido en la mencionada providencia, que sujeta el 
último a los dos anteriores, es decir, que no pueden escoger las partes, sino entre 
el lugar donde ocurrieron los hechos, y el de su domicilio. 
En el segundo debate que tuvo esta ley, ante la Plenaria del Senado, del proyecto 
No. 57 de 1997, se conformó una comisión accidental, en la cual se propuso 
extender su competencia, para conocer de un conflicto, si una de las partes residía 
en la zona de su jurisdicción. 
Con tal decisión, a juicio de la autora, se crea una ambigüedad que no tenía la 
norma original. No se ve suficiente razonabilidad para que el legislador limitara la 
competencia por el factor territorial, si no hay reparto, como sucede en la justicia 
ordinaria. Es verdad que en cada ciudad se hacen elecciones, y por sectores se 
eligen los jueces de paz, que correspondan a cada circunscripción electoral, según 
puede apreciarse en la última elección para la capital de la República. 
Entre el 26 de noviembre y el 2 de diciembre de 2014228, se abrieron inscripciones 
en la ciudad de Bogotá, para las elecciones que se llevaron a cabo el 1 de marzo 
de 2015, para un periodo de 5 años, convocada para 108 jueces de paz y 40 de paz 
de reconsideración229, un juez de paz por cada UPZ, y 2 de reconsideración por 
                                            
228. Abren convocatoria para elegir jueces y juezas de paz y de reconsideración 2015-2020. [en línea] 
disponible en: http://www.bogota.gov.co/article/localidades-de-bogotá-eligen-jueces-y-juezas-de-
paz-y-de-reconsideración-2015-2020 
229. Elecciones de Jueces y Juezas de Paz y de Reconsideración en las localidades de Bogotá [en 




localidad. Se postularon 231 y 39, respectivamente 230 , y de los elegidos, se 
posesionaron, el 17 de marzo de 2015, 82 de los primeros y 32 de los segundos231. 
De tal manera que no parece que se ajuste la convocatoria al número de 
posesionados.  
Más, independientemente de ello, solo un juez de paz resultaría elegido por cada 
UPZ, lo cual no ningún margen de elección a quien desee acudir a ellos. Por otra 
parte, en ciudades grandes como Bogotá, donde hay un alto margen de movilidad 
de las personas, quienes se trasladan a vivir a diferentes barrios de aquellos en los 
cuales eligieron al juez de paz de su preferencia, quien de resultar elegido, ejercerá 
por el lapso de 5 años, tampoco tendrían la opción de acudir a quien eligieron.   
Y si al momento del conflicto, donde residen las partes no hubiera resultado elegido 
juez de paz, o ya no estuviera ejerciendo por sanción, muerte, etc., y lo propio 
sucediera con el lugar de los hechos, ningún juez de paz podría atender el caso que 
común acuerdo, sometan a su conocimiento. Las anteriores y muchas otras 
razones, que escapan en mucho al objeto de este trabajo, hacen que no pueda 
predicarse que exista una sola interpretación.   
Y si la norma no es clara, es válido para el intérprete buscar su sentido, y por ende, 
mal puede considerarse falta disciplinaria, el buscar de común acuerdo, a un juez 
de paz, para que resuelva el conflicto, lo que es precisamente la forma de adquirir 
la competencia, cuando las dos partes están de acuerdo voluntariamente en que es 
apersona lo decida con efectos de cosa juzgada.  
                                            
230  Jueces de paz, las elecciones de las que nadie habla. [en línea] disponible en: 
https://www.vanguardia.com/colombia/jueces-de-paz-las-elecciones-de-las-que-nadie-habla-
BAvl300364 





En relación con la forma en que los jueces de paz asumen el conocimiento, la Ley 
497 de 1999, se refiere a que de común acuerdo den su consentimiento o acudan 
al juez de paz a solicitarle su intervención para resolver el conflicto. No, que una 
sola de las partes busque su concurso, para que cite o “invite” a la otra, y allí, sin 
informarle las consecuencias de acogerse a la jurisdicción de paz, que como ya 
quedó expresado, asalta la buena fe de quien acude convencido de que sus efectos 
serán los de levantar acta de fracaso, pero sin saber que el juez de paz deberá 
dictar sentencia dentro de los 5 días siguientes.  
Eso significa que las personas conocen que su acercamiento a la justicia, deben 
hacerlo inicialmente a la justicia ordinaria, tanto como demandantes, bien como 
demandados. Además, saber cuáles son las competencias de los jueces de paz, su 
procedimiento y sus efectos. Es decir, tener muy claro que ambas partes confían en 
la persona que eligieron, como la más sabia, más correcta y más idónea para 
resolver su conflicto. Deberán conocer que la primera etapa del proceso, a la que 
serán citadas, se denomina “conciliación”, en la cual mediará como amigable 
componedor, para lograr que las mismas partes encuentren una salida al conflicto, 
sin necesidad de que el juez de paz tenga que tomarla, pero que si no se logra, en 
los 5 días siguientes el juez lo resolverá. Y además, irán convencidos de que la 
decisión que se tome, normalmente beneficiara a uno de ellos, y el vencido, estará 
convencido de que debe acatar la decisión.  
Contrariamente, cuando las partes asisten, previa citación del juez de paz, a una 
supuesta conciliación, sin que previamente hayan solicitado el concurso del juez de 
paz, no saben que no se trata de una conciliación ante la justicia ordinaria, sino la 
primera etapa del proceso ante el juez de paz. 
Por esta razón, la autora, en algunas de sus providencias, ha explicado la diferencia 
en estas conciliaciones, y, también, se acogió, por la misma Sala, tal planteamiento, 
el 8 de marzo de 2017, con ponencia del magistrado José Ovidio Claros Polanco, la 
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que no fue materia de estudio en este trabajo, con radicado 
110011102000201400287 01, en los siguientes términos:  
“Y aquí debe sentar la sala un precedente importante en relación con que los 
jueces de paz no pueden asumir competencia, previas invitaciones, ni citaciones 
a las partes, y sobre todo, sin enterarlos debidamente de que la conciliación ante 
los jueces de paz, no es la misma conciliación ante la Jurisdicción Ordinaria. 
Y eso es lo que reclamó el apoderado de la quejosa, porque creyó estar en una 
conciliación de las que se hacen ante la justicia ordinaria tradicionalmente, como 
las contempladas en materias civil, laboral, ejecutivo, comercial, familia, 
contencioso administrativo, etc., en la Ley 13 de 1825, la Ley 120 de 1921, los 
Decretos 2158 de 1948, Decretos 3743 y 2663 de 1950, el Código de 
Procedimiento Civil en su artículo 101, los Decretos 2272 y 2737 de 1989, la Ley 
23 de 1991, el decreto 2651 de 1991, las leyes 192 y 287 de 1996, y 377 de 1997, 
la Ley 446 de 1998, el Decreto 1818 de 1998, la Ley 640 de 2001, los Decretos 
2771 de 2001, el Decreto 470 de 1971, el decreto 350 de 1989, y la Ley 222 de 
1995, entre otros.  
Pero omitió el Juez de Paz, hacerles saber que la mal llamada conciliación, y esto 
lo dice la Sala, por los errores que genera en los sujetos citados, que conllevan a 
la afectación de sus derechos fundamentales, y a usurpación de los casos de la 
Jurisdicción Ordinaria por parte de los jueces de paz, no es la misma conciliación 
de la Jurisdicción Ordinaria, que termina con una acta, cesando de paso la 
intervención del conciliador, y sin más efectos que servir de requisito de 
procedibilidad o de agotamiento de una etapa del proceso ordinario para continuar 
con el decreto de pruebas y demás señalado en cada Código”232.  
 
Porque en este procedimiento, seguido ante los jueces de paz, debe existir el 
consenso, común acuerdo para buscar al juez de paz, y solicitarle hacerse cargo 
del caso. Después, solo después de la solicitud de consuno, puede decirse que el 
juez ha sumido competencia, desplazando del caso a la jurisdicción ordinaria.  
Una vez las partes acudan voluntaria y conjuntamente a solicitarle ocuparse de su 
caso, adquiere competencia, que le impone asumir el conocimiento del proceso, 
aplicar la Ley 497 de 1999, y citar para la primera etapa, que es la conciliación, cuyo 
                                            




fracaso, lo faculta para continuar el proceso, dictando sentencia dentro de los 5 días 
siguientes.  
Una de las primeras apreciaciones que se dieron sobre esta ley, apuntaba a la 
necesidad de que fuera reformada en este punto, para que se les “…faculte para 
convocar a petición de parte y sin el consentimiento de la contraparte, la audiencia 
de conciliación como sucede en la jurisdicción ordinaria…”233, citando el artículo 101 
del Código de Procedimiento Civil, y pidiendo apremio para su desobediencia. Pero, 
a juicio de la autora, esto no es más que una contribución de la doctrina a traerse a 
la jurisdicción ordinaria la jurisdicción de paz, privándola de su naturaleza, 
desfigurándola, para imponerla a la fuerza, sobre lo que se profundizará en las 
conclusiones.  
En la misma sentencia de 21 de agosto de 2014, con radicado 
630011102000201200182 01, se absuelve a la misma jueza, de la sanción, pese a 
encontrarse probado que actuó sin competencia, porque sí se encontró probado 
que las dos partes no acudieron voluntariamente a solicitar la intervención de la 
jueza de paz, para que tuviera competencia para citarla a conciliación, sino porque 
sin competencia, asumió como jueza pese a que la quejosa fue citada por su 
contraparte, sin que existiera voluntad de acudir de común acuerdo. Pero la quejosa, 
ajena a las implicaciones de asistir a dicha conciliación, al ser la primera etapa del 
procedimiento ante los jueces de paz, asiste, y suscribe el acta.  
En dicho caso, se observa que la absolución provino de las manifestaciones de la 
misma quejosa, quien aceptara que fue citada por la otra parte. Pero, para la jueza 
de paz, no pudo pasar desapercibido que su concurrencia no era voluntaria, que la 
citada no sabía las consecuencias de sustraer su conflicto de la jurisdicción 
ordinaria, y sin embargo, el 30 de marzo de 2016, en el radicado 
630011102000201100276 01, como se dijo en el capítulo IV, previamente a instalar 
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la audiencia de conciliación, la jueza de paz hizo que firmara el “acta de aceptación”, 
de su intervención. Esto a pesar de que se acreditó que la quejosa fue citada, pero 
descartando que tal realidad desvirtuara lo sucedido cuando asistió, bajo el mal 
entendido, a juicio de la autora, de que al no manifestar su desacuerdo, resultaba 
aprobándolo.  
Y sobre la “invitación” que hizo la jueza de paz, la vio saneada con el supuesto 
consentimiento, para acudir a la fracasada conciliación.  
Pero el análisis, yerra al pasar inadvertido, que la “invitación” no podía hacerla la 
jueza de paz, porque no tenía facultades para ello, y con dicho actuar, llamó al 
engaño a la persona.  
Sobre dicha invitación, alegan las juezas y los jueces de paz, que es distinta a la 
citación, lo cual no debe ser atendido, pues el cambio de nombre no le quita la 
incompetencia para llamar a ninguna persona a que acuda a esa jurisdicción, sino 
que por el contrario, son las personas, de común acuerdo, quienes deben llamar al 
juez de paz, para que intervenga en el conflicto. 
Y no hay saneamiento de su conducta, pues al fracasar la conciliación, como 
sucedió en ese caso, el juez tiene 5 días para decidir el conflicto, y esto no lo saben 
quienes son llamados a esas audiencias, creyendo que finalizada esta, no pasa 
nada. Y por ello, al ver resuelto su conflicto de manera desfavorable, formulan la 
queja diciendo que nunca fue su interés que la jurisdicción de paz desplazara a la 
jurisdicción ordinaria.  
Otro debate, este al parecer superado, radicó en si debían estar asistidos o no, por 




Algunas decisiones anularon la actuación adelantada, porque el juez de paz asistió 
sin defensor de confianza, argumentando que por ello debía designarse un defensor 
de oficio, so pena de violar el derecho a la defensa. 
Sin embargo, ya desde 2009, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura entendió que no se daba ausencia de defensa técnica, 
cuando al resolver una acción de tutela presentada por el señor Humberto Coy 
Martínez, contra esa misma Sala, y la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Seccional de la Judicatura de Bogotá, el 26 de enero de 2009, acudió a lo normado 
en el artículo 165 de la Ley 734 de 2002, en los siguientes términos: “…fue el mismo 
legislador el que no vio la necesidad de la asistencia obligatoria de un profesional 
del derecho para defender causas disciplinarias y ello es obvio, en tratándose de 
disciplinar bien particulares o servidores públicos pero que ejerzan funciones 
públicas, y qué decirse de la Administración de Justicia que por no ser encargada a 
jueces de Paz, deja de ser función pública”234  
Dicho sea de paso, que en la mayoría de las decisiones disciplinarias, se hizo 
constar, de manera contradictoria con lo transcrito, que los jueces de paz 
administraban justicia. 
También se recordó al juez de paz, que nada le impedía designar un defensor de 
confianza, o solicitar la designación de uno de oficio, y por estas y otras razones en 
relación con otros temas, la Sala Dual, que entonces ejercía, denegó la protección 
solicitada por el sancionado con remoción en el cargo.  
Al respecto de las citaciones o invitaciones que los jueces de paz hacen a los 
usuarios, infortunadamente, las primeras orientaciones que se dieron en la Escuela 
Judicial Rodrigo Lara Bonilla, parecían dar a entender que librar citaciones, 
telegramas, oficios, que luego dieron por llamar invitaciones, era posible, cuando 
                                            




una de las partes concurría a solicitar la intervención del juez de paz en la resolución 
de un conflicto. Pero, las consecuencias que se observaron en las Salas 
Jurisdiccionales Disciplinarias, fueron la cantidad de quejas en contra de estos, 
porque la persona citada acudía convencida de que lo era para asistir a una 
conciliación, con los efectos de la conciliación ante la jurisdicción ordinaria, y no, 
que estaban citadas a la primera parte del proceso, y que el fracaso de la etapa, 
significaba empoderar al juez de paz, para que decidiera el conflicto, mediante un 
fallo con efectos de cosa juzgada, si no interponía el recurso de reconsideración.  
Y precisamente, cuando eran notificados de la decisión, bien la parte citante o la 
citada, a quien no le convenía la misma, acudía a presentar la queja, con la cual, 
previo reparto, normalmente, se da curso a la indagación preliminar, de existir dudas 
acerca de la comisión de una conducta disciplinable o de la responsabilidad del 
disciplinable, o a la apertura formal de investigación, en los términos de los artículos 
150 y 152 de la Ley 734 de 2002. 
Dentro de las pruebas, se acredita si las dos partes concurrieron de forma voluntaria 
y de común acuerdo ante el juez o la jueza de paz, y al encontrarse que no fue así, 
se concluye que pudo violar sus deberes y por ende, incluir en falta disciplinaria.  
Porque se hace víctima de engaño al usuario de dicha jurisdicción especial, quien 
estaba sujeto a la jurisdicción del Estado, y solo de común acuerdo, conociendo los 
efectos y consecuencias de acudir a otra jurisdicción, con normas propias y 
diferentes, puede renunciar a ella, y permitir, con el ánimo de cumplir la decisión, 
que una jurisdicción distinta, lo decida, rápidamente, intentando, primero, conciliar 
las diferencias con las normas y costumbres comunitarias, ayudando a los sujetos 
a limar las asperezas, a buscar a reconciliación, a ceder en sus pretensiones y 
expectativas, zanjando sus diferencias.  
En cambio, al saberse engañado, este usuario, denuncia, se queja de la actitud, 
pero ya cuenta con actas de supuesta comparecencia voluntaria, que las más de 
las veces, están en un formato para que las partes lo suscriban, quienes lo hacen, 
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sin saber las consecuencias, que es lo que siempre se ha dicho, deben los jueces 
de paz informar plenamente a las partes. 
Además, el afectado, normalmente, incumple la decisión, pues nunca tuvo la 
voluntad de acatar lo que este juez decidiera.  
Ese incumplimiento, lleva a su contraparte, a solicitar el cumplimiento, y el juez o la 
jueza de paz desconociendo la normatividad que le rige, que le da facultades 
especiales para hacerlo cumplir, en el artículo 37, de sancionar con amonestación 
privada o pública, multas de hasta 15 salarios mínimos mensuales legales vigentes 
y actividades comunitarias no superiores a dos (2) meses, decide comisionar a un 
juez civil municipal o a un inspector de policía para su cumplimiento, como ya se 
dijo, ejerciendo facultades que no tiene, porque la última parte de dicho artículo dice 
“sin perjuicio de las demás acciones legales a que haya lugar”, que no son otras, 
que las ejecutivas ante la jurisdicción ordinaria. 
 
Cuando la norma dice en el párrafo siguiente, “Para la ejecución de dichas 
sanciones las autoridades judiciales y de policía están en el deber de prestar su 
colaboración”, se refiere a la ejecución de las sanciones mencionadas en el párrafo 
precedente, y no a la ejecución del fallo o de la decisión tomada.  
Tal como se dejó ilustrado en el capítulo correspondiente, las referencias 
dogmáticas de las sentencias de la Corte Constitucional, en la T-796 de 27 de 
septiembre de 2007, con ponencia del entonces magistrado Jaime Córdoba Triviño, 
al resolver sobre el consentimiento libre y voluntario que prestara la accionante, se 
limitó a constatar la existencia del formato suscrito por ambas partes sin advertir 
que fue posterior a la citación que a ella se le hiciera, y sin estar suficientemente 
ilustrada e informada de los efectos de tal decisión, seguramente por falta de 
precisión en la práctica de las pruebas para indagar tal aserto. Y no se planteó el 
problema jurídico de si el juez de paz tenia o no, facultades para subcomisionar.  
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Lo propio sucedió en la T-638 de 2010, con ponencia del entonces magistrado 
Gabriel Eduardo Martelo Mendoza, cuando un inspector de policía se negó a cumplir 
la comisión ordenada por el juez de paz, y le fue ordenado hacerlo en razón de una 
tutela, por un juez civil del circuito, lo cual fue revisado por la Corte Constitucional, 
y en una extensa decisión, reiterativa de apartes de otras de constitucionalidad, 
nada dijo de por qué estaba facultado para comisionar. Ni tampoco se estudió que 
pasaría en caso de presentarse oposición, recurso, incidentes de nulidad, u otras 
figuras para las que no tiene competencia, al tenor de la Ley 497 de 1999, y que 
solo debe resolver un juez que falle en derecho.  
Con relación al término de 5 días para proferir el fallo, también se encuentra que 
han sido sancionados jueces de paz, por superarlo, como si se tratara de la mora 
judicial de los jueces en derecho, cuando debe entenderse como derecho al acceso 
a la administración de justicia y al debido proceso sin dilaciones injustificadas235. 
Igualmente, puede verificarse que ningún criterio ha inspirado las decisiones 
disciplinarias en torno a la gravedad de las conductas, pues indistintamente, se 
tildan de gravísimas, graves o leves, como tampoco, sobre la culpabilidad con la 
que actúan las y los disciplinables, si sus faltas son dolosas o culposas, todo lo cual, 
es sumamente importante, ya que las faltas que pueden cometer, contempladas en 
el artículo 34 de la Ley 497 de 1999, son únicamente las de atentar contra las 
garantías y derechos fundamentales, u observar una conducta censurable que 
afecte la dignidad del cargo, lo cual, a juicio de la autora, únicamente pueden ser 
cometidas con dolo, y están contempladas como gravísimas en el artículo 48.49 de 
la Ley 734 de 2002. 
Por ende, todos los derechos fundamentales y todas las garantías, tienen que tener 
el mismo rango de protección, y de valoración en cuanto a su gravedad, sin 
                                            




degradaciones ni contemplaciones frente a quienes las cometen, a sabiendas de 
que no pueden violarlos, e igualmente conocer que su conducta no puede afectar la 
dignidad del cargo, y a pesar de ese conocimiento, de la antijuridicidad de su 
comportamiento, lo que conlleva a representarse su prohibición, tener la voluntad 
de hacerlo, lo cual, debe estar probado. 
Al degradar la culpabilidad y clasificar las faltas en leves graves y gravísimas, se 
llega a la equívoca conclusión de que a los jueces y a las juezas de paz, no puede 
aplicárseles únicamente la pena de remoción, suponiendo que esta es más grave 
que las contempladas en el artículo 44 de la Ley 734 de 2002,  y si es leve dolosa, 
le imponen multa, o si es grave culposa, suspensión, etc.  
Y esta huida de la jurisdicción especial de paz, a la jurisdicción ordinaria, los 
convierte en un apéndice más de esta, desvirtuando totalmente la figura. 
Independientemente de la conclusión a la que se llegue, acerca de la normatividad 
aplicable, de las faltas que pueden cometer, su gravedad y de las sanciones a que 
se hagan merecedoras las personas quienes se desempeñen en esta jurisdicción 
especial, no solo debe exigirse la suficiente motivación que descarte las demás, la 
vocación de permanencia de las decisiones que les permita llamarse jurisprudencia, 
y la capacitación para las personas quienes integran la jurisdicción de paz, y el 
público en general, sino la precisión desde la óptica constitucional, acerca de las 
diferencias entre las jurisdicciones ordinarias y especiales, que permita distinguirlas 
sin mezclar su naturaleza ni sus objetivos.  
Además, el legislador puede analizar el efecto de la única norma que hasta ahora 
se ha expedido sobre la materia, por cuanto han sido archivados los proyectos de 
reforma presentados, y se clama por la reforma al interior de la jurisdicción ordinaria 
para crear jueces similares a los de pequeñas causas, o de asuntos de barrio, 
suprimiendo urgentemente su nombre como “jueces de paz”, no solo por la 
existencia de la JEP, cuya nominación lleva a confusión, sino también el nombre de 
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la etapa de “conciliación”, a la etapa inicial del trámite, que tanta confusión ha creado 
en los usuarios, y a la misma jurisdicción ordinaria.  
Si en la justicia ordinaria se resuelven estos conflictos por jueces de derecho, 
capacitados para intervenir en los conflictos comunitarios, ganaría más nuestro país, 
que implementado figuras que no se acompasan con nuestras costumbres y 
dificultan su ubicación, competencias, faltas, sanciones, y demás que hemos 
estudiado, y que los decidan rápidamente.   
Es de la opinión la autora, acerca de que la figura no debe prevalecer en nuestro 
ordenamiento, a no ser que se haga un nuevo diseño, pues como se lee en varios 
trabajos cuyo objeto está intrínsecamente ligado al actuar de los jueces de paz, 
difícilmente estos encuentran que las dos partes acudan voluntariamente a 
solicitarles resolver el conflicto. Además, debe restringírseles la facultad de decidir, 
dejándoles únicamente funciones administrativas, para lograr acuerdos parciales o 
totales, servir de mediadores, amigables componedores, que permitan generar 
nuevos comportamientos en la sociedad, tendientes a buscar mecanismos pacíficos 
y rápidos de precaver o resolver conflictos, antes que imponerlos.  
No se agotan en este trabajo los conocimientos nuevos que pueden obtenerse del 
análisis de las representaciones sociales de los integrantes de la jurisdicción 
ordinaria, quienes se ocupan en última instancia de los jueces de paz, pero sí los 
más sentidos, a juicio de la autora, para concluir los objetivos del trabajo.   
El método permite llegar también a otras conclusiones, como la duración de las 
etapas en los Consejos Seccionales, pues constan las fechas de indagación 
preliminar, apertura formal y auto de cargos o archivo, para determinar los tiempos 
procesales, investigación que jamás se ha realizado en esta jurisdicción, y que no 
es el objeto principal de este trabajo. 
Agréguese a esto, que la Ley 497 de 1999, por ser Estatutaria, y también ordinaria, 
no fue sometida al escrutinio previo de la Corte Constitucional, por lo cual, se cree 
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que debe aplicarse la Estatutaria de la Administración de Justicia, la Ley 270 de 
1996, para extraer de allí los deberes y prohibiciones, porque se considera que no 
está en el artículo 34 de la primera.  
Y como si fuera poco, al tener que aplicarse la Ley 734 de 2002, en el aspecto 
procedimental, hace que los jueces disciplinarios consideren que también debe 
aplicarse en lo sustancial, es decir, en sus faltas y sanciones.  
Todo ello, tiene que observarlo no solo la jurisdicción formal o del Estado, sino los 
mismos jueces de paz, quienes son formados por aquellos, por intermedio de la 
Escuela Judicial, generando desconcierto y desazón, pues si ellos no saben 
derecho, y ven semejante caos, ninguna seguridad pueden tener, acerca de cuál 
debe ser su actuación correcta, ni mucho menos, cuáles son las faltas que pueden 
cometer, con la finalidad de precaverlas.  
Lo que la autora pretende, es dejar en evidencia las representaciones sociales que 
tenían las personas que tomaron decisiones en estas cortes, agudizadas por 
falencias de la Ley 497 de 1999, lo que debe permitir un alto en el camino, para  
sentar jurisprudencia acerca de si existe una jurisdicción diferente a la ordinaria o 
estatal, a la que pueden acudir las personas voluntariamente y de común acuerdo, 
o se trata de una jurisdicción paralela que descongestiona a la formal, siguiendo sus 
parámetros, e incursionando en sus competencias.   
La teoría de las representaciones sociales “…toda realidad es representada, esto 
es, apropiada por individuo o el grupo, reconstruida en su sistema cognitivo e 
integrada en su sistema de valores” (Torregrosa, 2007: 215), por lo cual, las 
representaciones sociales de las CORTES DE CIERRE o formal, del procedimiento 
y de los fallos en equidad proferidos por las juezas y los jueces de paz, permiten 
concluir que se está entendiendo como parte de la actividad judicial en la justicia 
ordinaria y no, como una jurisdicción especial, tanto por el legislador, como por los 
administradores de justicia. 
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De todo lo analizado, se concluye que las expectativas con las que se inició el 
trabajo, fueron colmadas con suficiencia, al poder encontrar, por una parte, que la 
legislación es deficiente, pues, pese a que la Carta Política, los considera ajenos a 
la administración de justicia, la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, 
incorporó a los jueces de paz, dentro de la misma, permitiendo que se entienda que 
son una especie más de la jurisdicción ordinaria, sin verificar que la Carta Política 
los contempla como parte de una jurisdicción especial. 
Y así lo entendieron, tanto en la Corte Constitucional, en sus decisiones de 
Constitucionalidad y tutela, todas analizadas, que nos arrojan dichos resultados, 
sino también en las de las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias, tanto de los 
Consejos Seccionales, como del Consejo Superior de la Judicatura. 
Tanto acercamiento, lleva al entendimiento de que la jurisdicción de paz, no es más 
que un apéndice de la jurisdicción ordinaria, olvidándose de sus grandes 
diferencias, no solo en el origen, sino en las normas que los regulan y la forma de 
tomar sus decisiones. 
Se diseñaron unas entrevistas, que se enviaron a algunos ex magistrados de altas 
Cortes, incluyendo varios de los ponentes de las decisiones que comentamos, dos 
de ellos, contestaron con monosílabos, y ninguno lo respondió. Merecía la pena, 
conocer sus consideraciones, pero ante su silencio, no quedó más remedio que 
atenernos al análisis de los documentos proferidos por ellos, donde quedó plasmado 
su concepto jurídico. 
De tal manera, que este trabajo permite ver por primera vez, qué sucede con la 
aplicación de la Ley 497 de 1999, al interior de los jueces formales llamados a 
interpretarla, que esperamos sirva de alerta, no solo para el legislador, en los 
proyectos de reforma que se diseñen al futuro, tanto de la Ley Estatutaria de 
Administración de Justicia, de donde consideramos, deben ser suprimidos, para 
diseñar su propia ley estatutaria de la jurisdicción especial de paz.  
 
241 
Como sugerencias, debe modificarse el nombre de Jurisdicción especial de “paz”, 
no solo por los contratiempos jurisprudenciales que ha creado, sino porque 
actualmente existe otra jurisdicción para la paz, cuyo nombre sí apunta a su objeto. 
Lo mismo, respecto de la etapa llamada “conciliación”, pues se presta a confusiones 
con las conciliaciones que se realizan en la justicia ordinaria, que no son una etapa 
del proceso, que lleve inexorablemente al juez, ante su fracaso, a dictar sentencia.  
Así mismo, se espera que pueda servir como alerta a la jurisdicción formal, para 
hacer un alto en el camino y verificar la diferencia de jurisdicciones y de normatividad 
aplicable, con el fin de diseñar jurisprudencia, que pueda ser acatada por todas las 
jurisdicciones involucradas en el control de las leyes y de las decisiones, tanto las 
tomadas por los jueces de paz en equidad, como las asumidas por la justicia formal, 
en materia disciplinaria y de tutela.  
Finalmente, puede servir de guía al legislador, para que diseñe la institución, si se 
mantiene en la Carta Política, dando claridad de las funciones, faltas, sanciones, 
ejecución de sus fallos, violaciones de sus deberes y faltas disciplinarias que 
pueden cometer, lo mismo que las sanciones que pueden serles impuestas, sin que 
se deje margen de duda, si se trata de una ley estatutaria de los jueces de paz, y 
en este caso, suprimir su mención de la ley estatutaria de administración de justicia.  
Por lo tanto, las propuestas consisten en capacitar a los jueces de paz, buscando 
una nueva metodología que no los aleje del objeto de su existencia ni los incorpore 
a la administración de justicia tradicional.  
Evaluar la importancia de la existencia de la figura para el desarrollo de nuestra 
sociedad.  
Educar también a las jurisdicciones no especiales, en su especial naturaleza, las 
precisas competencias, los procedimientos, las faltas y las sanciones, de esta 
jurisdicción especial, que no administra justicia.   
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Implementar nuevas formas de control, tales como el registro actualizado, dotación 
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